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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson

--Boeninger Kausel, Edgardo

--Canessa Robert, Julio

--Cantero Ojeda, Carlos

--Cariola Barroilhet, Marco

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Fernández Fernández, Sergio

--Flores Labra, Fernando

--Foxley Rioseco, Alejandro

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Horvath Kiss, Antonio

--Larraín Fernández, Hernán

--Martínez Busch, Jorge

--Moreno Rojas, Rafael

--Naranjo Ortiz, Jaime

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Parra Muñoz, Augusto

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Ríos Santander, Mario

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Silva Cimma, Enrique

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Vega Hidalgo, Ramón

--Viera-Gallo Quesney, José Antonio

--Zaldívar Larraín, Adolfo

--Zaldívar Larraín, Andrés

--Zurita Camps, Enrique

Concurrieron, además, los señores Ministros Secretario General de Gobierno, del Trabajo y Previsión Social y de Cultura.
Actuó de Secretario el señor José Luis Alliende Leiva, y de Prosecretario, el señor César Berguño Benavente.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ROMERO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ROMERO (Presidente).- Las actas de las sesiones cuadragésima, ordinaria, de 11 de octubre de 2005, y cuadragésima primera, ordinaria, de 12 de octubre de 2005, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ROMERO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Ocho de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los siete primeros retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecidas en la ley N° 19.779 (boletín N° 3.960-11).


2) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio de los Acuerdos celebrados entre los Estados Partes del MERCOSUR, Bolivia y Chile, que se indican: 1.- Acuerdo sobre Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Buenos Aires, el 18 de febrero de 2002; 2.- Acuerdo Complementario y su anexo al Acuerdo de Asistencia Jurídica Mutua en Asuntos Penales, suscrito en Brasilia, el 5 de diciembre de 2002; y 3.- Acuerdo de enmienda del Acuerdo Complementario mencionado en el número anterior, suscrito en Asunción, el 6 de junio de 2003  (boletín Nº 3.897-10).


3) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Acuerdo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en materia civil, comercial, laboral y administrativa entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Buenos Aires, el 5 de julio de 2002  (boletín Nº 3.907-10).



4) Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Protocolo de Integración Educativa y Reconocimiento de Certificados, Títulos y Estudios de nivel primario y medio no técnico entre los Estados Partes del Mercosur, Bolivia y Chile”, suscrito en Brasilia, República Federativa del Brasil, el 5 de diciembre de 2002  (boletín Nº 3.898-10).


5) Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que establece mecanismos de protección y evaluación de los efectos producidos por el deterioro de la capa de ozono (boletín Nº 2.725-12).


6) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín N° 669-01).


7) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre agricultura orgánica  (boletín N° 3.674-01).


--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el octavo retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo de Ushuaia sobre Compromiso Democrático en el MERCOSUR, la República de Bolivia y la República de Chile, suscrito el 24 de Julio de 1998, en Ushuaia, República Argentina (boletín Nº 2.517-10).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha dado su aprobación a la proposición formulada por la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley que regula la investigación científica en el ser humano, su genoma, y prohíbe la clonación humana (boletín Nº 1.993-11).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar el proyecto a Su Excelencia el Presidente de la República. 



Con el segundo informa que ha desechado algunas de las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley referido a reformas orgánicas y procedimentales concernientes al Poder Judicial (boletín Nº 3.790-07), a la vez que comunica la nómina de los señores Diputados que integrarán la Comisión Mixta que deberá formarse, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República. (Véase en los Anexos, documento        1 ).


--Se toma conocimiento y se designa a los señores Senadores miembros de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que integren la referida Comisión Mixta.


Con el tercero comunica que ha prestado su aprobación al proyecto que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (con urgencia calificada de “suma”) (boletines Nos 3.867-07 y 3.931-07, refundidos). (Véase en los Anexos, documento      2).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Con el cuarto informa que ha dado su aprobación al proyecto de ley que modifica diversas disposiciones del Código de Procedimiento Civil (boletín N° 3.934-07). (Véase en los Anexos, documento        3 ).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y a la de Hacienda, en su caso.


De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual remite su parecer respecto del proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero  (boletín Nº 3.626-07).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Del señor Contralor General de la República, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Senador señor Chadwick, referido a la utilización de números telefónicos municipales con fines electorales.


Del señor Ministro del Interior, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre la ayuda, en alimento para el ganado, que se proporcionó a los pobladores de las localidades de Tapera, Lago Verde y Alto Río Ibáñez. 


Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Muñoz Barra, referido a la adopción de niños chilenos por parte de matrimonios de extranjeros.


Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que  informa sobre los oficios remitidos por la Secretaría de Estado a su cargo a esta Corporación.


Del señor Ministro de Hacienda, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre de la Senadora señora Carmen Frei, acerca  del monto recaudado por el Estado, durante el año 2005, por concepto de pago de patentes mineras en la Región de Antofagasta.


Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia, mediante el cual contesta un oficio remitido por la Corporación solicitando hacer presente la urgencia, en el carácter de “suma”, para el despacho del proyecto que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reformó la Constitución Política de la República (boletín N° 3.962-07).


De la señora Ministra de Planificación, por medio del cual responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, sobre la posibilidad de apoyar un programa de zonificación del borde costero y del mar interior de las Regiones Décima y Duodécima. 


Del señor Ministro de Salud, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Horvath, respecto de la liberación de cultivos transgénicos farmacéuticos.


Del señor Ministro de Agricultura, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a los métodos empleados para la captura de castores.


De la señora Directora Nacional del Instituto de Normalización Previsional, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, acerca de la aplicación de la ley N° 19.980 en los casos de personas exoneradas por razones políticas de la comuna de Victoria.


Del señor Intendente de la Región de La Araucanía, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre el proceso de erosión de suelos en las distintas comunas de la Región. 


De la señora Directora Regional de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de La Araucanía, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, relativo al Estudio de Impacto Ambiental del “Depósito Controlado de Residuos Sólidos San José”, de la comuna de Vilcún.



Del señor Director Regional del Servicio Agrícola y Ganadero de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, sobre el programa denominado “Control de fauna dañina en la XII Región”.



De la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor García, relativo al ejercicio de acciones criminales, por dicho organismo, en la causa iniciada por denuncia de la Contraloría General de la República ante las irregularidades detectadas con ocasión de la ejecución de la obra “Mejoramiento Ruta 5 Sur, Pasada por Temuco”.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en la consulta formulada por la Sala sobre los efectos del artículo 8° de la Constitución Política de la República en los artículos 23, N° 5; 68, y 159 del Reglamento del Senado, sobre votaciones y sesiones secretas (boletín N° S 830-10). (Véase en los Anexos, documento        4 ).


--Se toma conocimiento.



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno; modifica el Estatuto Administrativo en lo relativo a procedimientos sumariales, Juntas Calificadoras, incompatibilidades e inhabilidades; regula contratos a honorarios y contratación de bienes y servicios; otorga flexibilidad financiera a la Contraloría General de la República, y confiere facultades delegadas al Presidente de la República (con urgencia calificada de “simple”)  (boletín Nº 3.937-06). (Véase en los Anexos, documento        5 ).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia (boletín N° 3.989-07). (Véase en los Anexos, documento        6 ).


Informe complementario del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación superior (con urgencia calificada de “simple”) (boletín Nº 3.224-04). (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).


Segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sustituye el procedimiento laboral contemplado en el Libro V del Código del Trabajo (con urgencia calificada de “suma”) (boletín Nº 3.367-13). (Véase en los Anexos, documento        9 ).


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecidas en la ley N° 19.779 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 3.960-11). (Véase en los Anexos, documento       10).


De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 3.892-21). (Véase en los Anexos, documento       11  ).


--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Chadwick, Coloma, Fernández, Larraín y Novoa, con la que inician un proyecto de ley que exime a Carabineros de responsabilidad penal por el uso de armas en cumplimiento de sus funciones (boletín N° 4.016-07). (Véase en los Anexos, documento       12  ).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Orpis, con la que inicia un proyecto de ley relativo a la penalidad aplicable al transporte ilícito de drogas estupefacientes o psicotrópicas y de precursores o materias primas que sirvan para obtenerlas (boletín N° 4.017-07). (Véase en los Anexos, documento 13).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Andrés Zaldívar, con la que presenta un proyecto de ley que amplía el plazo establecido para solicitar a la Dirección General de Aguas la constitución de derechos de aprovechamiento permanente sobre aguas subterráneas, y modifica los requisitos para que constituya tales derechos.



--Se declara inadmisible por referirse a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el Presidente de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 del Texto Fundamental, en relación con el N° 10) del artículo 63 de la Carta, y en el número 2° del inciso cuarto del referido artículo 65 de la Constitución Política. 

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Stange y Aburto, Arancibia, Cariola, Chadwick, Fernández, Frei, García, Horvath, Larraín, Martínez, Novoa, Páez, Prokurica, Ríos, Vega, Zaldívar (don Andrés) y Zurita, mediante el cual solicitan a Su Excelencia el Presidente de la República que la asignación de zona de los funcionarios fiscales de la provincia de Palena y de la Región de Aisén se calcule sobre la base del sueldo imponible (boletín Nº S 829-12). (Véase en los Anexos, documento       14).


--Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Permiso constitucional



El Senador señor Naranjo, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 60 de la Carta Fundamental, solicita autorización para ausentarse del país a contar del día 19 de octubre del año en curso.



--Se accede.

El señor BERGUÑO (Prosecretario subrogante).- En este momento ha llegado a la Mesa un oficio  mediante el cual la Cámara de Diputados informa que ha otorgado su aprobación al proyecto que introduce una disposición transitoria al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, con urgencia calificada de "discusión inmediata" (boletín 4.013-06). (Véase en los Anexos, documento      15).
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.



Quiero decir a los Presidentes de ambas Comisiones que, por petición del Gobierno, los Comités tienen la intención de discutir y votar este asunto mañana en la tarde, lo que obligaría a  que se rindan los informes en forma oral.



Tiene la palabra el Senador señor Ominami.

El señor OMINAMI.- En ese espíritu, sería conveniente que ambas Comisiones sesionaran unidas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay objeción, la iniciativa pasará a las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, unidas, a fin de que sea tratada en la mañana y los Presidentes de ambos organismos informen verbalmente a la Sala en la sesión de la tarde.



Acordado.



Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Los Comités, en sesión del día de hoy, resolvieron lo siguiente:



1.- Incorporar en el último lugar de la tabla de hoy el proyecto –al cual se hizo alusión denantes- que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la Ley de Tribunales de Familia.



2.- Incluir en la Cuenta de la presente sesión los proyectos de ley sobre Rentas Municipales -lo que se acaba de cumplir respecto de esa iniciativa- y Rediseño del Fondo Común Municipal, con el objeto de enviarlos a las Comisiones de Gobierno y de Hacienda tan pronto se reciban en el Senado.



3.- Ratificar la celebración de una sesión extraordinaria el jueves 3 de noviembre, la que se efectuará en la mañana.



4.- Incluir el proyecto de acuerdo que aprueba el Estatuto de Roma sobre la Corte Penal Internacional en la tabla de la sesión que se llevará a cabo el 2 de noviembre próximo.



5.- Otorgar un nuevo plazo para que el Ejecutivo presente indicaciones al proyecto de ley que flexibiliza el uso del permiso maternal hasta las 18 horas de hoy en la secretaría de la Comisión de Salud.



6.- Tratar el proyecto de ley sobre Presupuesto del Sector Público para el año 2006 en la sesión que se realizará el 8 de noviembre, si se hubiese recibido de la Cámara de Diputados.

V. ORDEN DEL DÍA

INCORPORACIÓN DE DIEZ NUEVOS ESTADOS A TRATADO

 DE ASOCIACIÓN ENTRE CHILE Y LA UNIÓN EUROPEA

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el "Protocolo Adicional al Acuerdo por el que se establece una Asociación entre la República de Chile, por una parte, y la Comunidad Europea y sus Estados Miembros, por otra, para tener en cuenta la adhesión a la Unión Europea de las Repúblicas Checa, de Estonia, de Chipre, de Letonia, de Lituania, de Hungría, de Malta, de Polonia, de Eslovenia y Eslovaca y sus anexos", suscrito en Santiago, Chile, el 16 de diciembre de 2004, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.











--Los antecedentes sobre el proyecto (3917-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite, sesión 24ª, en 10 de agosto de 2005.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo del proyecto de acuerdo es incorporar al Tratado de Asociación Chile-Unión Europea a los diez nuevos Estados de la Unión.



La Comisión de Relaciones Exteriores lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus integrantes (Senadores señores Coloma, Larraín, Martínez, Muñoz Barra y Valdés), en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Cabe señalar que la Comisión propone al señor Presidente que el proyecto de acuerdo sea discutido por la Sala en general y en particular a la vez, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, tal como informó el señor Secretario, este proyecto de acuerdo tuvo su origen en un mensaje y su objetivo es incorporar al Tratado de Asociación Chile-Unión Europea las Repúblicas Checa, de Estonia, de Chipre, de Letonia, de Lituania, de Hungría, de Malta, de Polonia, de Eslovenia y la República Eslovaca. 


Todo esto, en virtud del Tratado de Adhesión suscrito en Atenas el 16 de abril de 2003, que se encuentra en vigor desde el 1º de  mayo de 2004.



Quiero agregar sólo tres comentarios a aquella relación.



En primer lugar, debo dejar en claro que el objetivo del Protocolo es permitir que los nuevos Estados Miembros de la Unión Europea asuman como suyos los compromisos adquiridos anteriormente por ésta y sus Estados Miembros en el Acuerdo de Asociación suscrito con Chile el año 2002.



En segundo término, cabe destacar que el Protocolo Adicional no establece nuevos compromisos para nuestro país respecto de las obligaciones contenidas en el ya referido Acuerdo de Asociación.



Y, en tercer lugar, quiero hacer una reflexión sobre un aspecto que puede ser importante para los futuros tratados que firme Chile: ésta es la primera vez que un acuerdo suscrito por nuestro país -en este caso, con la Unión Europea- tiene una modificación de sus constituyentes introducida por la contraparte.



¿Qué quiero decir con eso? Que, técnicamente, esto es casi un trámite, porque se valida en virtud del Tratado de Adhesión. O sea, Chile firmó un Tratado con la Unión Europea, y ahora somos informados de que la Unión Europea aumentó el número de sus países.



Es decir, en estricto sentido, no parece tan claro que haya que ratificar el Acuerdo; más bien, es sólo casi tomar nota. El Gobierno decidió hacerlo mediante esta fórmula, como una suerte de preocupación por el Parlamento. Pero en la práctica, al cambiar la naturaleza jurídica uno de los suscriptores del Tratado, se entiende que se amplían automáticamente los beneficios y las complejidades de uno y otro.



¿Por qué ello es relevante? Porque se fija un precedente respecto de cualquier acuerdo que Chile haya suscrito o suscriba en el futuro.



Y tenemos un ejemplo. Sus Señorías recordarán que se discutió este punto a raíz  del Acuerdo con Corea. El día de mañana la constitución física de este país podría modificarse. Y lo mismo podría ocurrir en cualquier otro tratado.



Lo que estamos intentando dejar claro a través de este Acuerdo es que, si bien la ampliación lógica del Tratado opera casi automáticamente por el hecho de cambiar de estructura la contraparte, ello debe pasar a todo evento por el Congreso.



En el fondo, ¿qué sucede si los Parlamentarios votan que no a una adhesión de este tipo, que es una situación en la que uno siempre debe colocarse? No es que los nuevos miembros no puedan ingresar, sino que se termina el acuerdo.



Éste es un caso en que resulta particularmente fácil evolucionar. Porque no hay ningún inconveniente. Al contrario, se trata de una cuestión complementaria de la economía chilena, que coincide con los intereses de la política exterior. Sin embargo, no está mal hacer esta reflexión, a la luz del especial estatus jurídico que estamos creando.



Insisto: rechazar este Acuerdo no significa que no entren los países en comento, sino que se termina el acuerdo, porque éste se suscribió con la Unión Europea.



Esto se explicitó en la discusión de la Comisión, y me parece interesante tenerlo en claro, por lo menos como elemento jurídico.



Por consiguiente, junto con explicar la naturaleza del Protocolo Adicional y recomendar unánimemente la aprobación del proyecto de acuerdo, quiero a lo menos dejar constancia de este punto, que me parece interesante respecto del trabajo que hemos realizado en materia de suscripción de acuerdos internacionales.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Como se trata de una proposición unánime de la Comisión y atendidas las explicaciones que dio su Presidente, si le parece a la Sala, se dará por aprobado el proyecto que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo de Asociación con la Unión Europea.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo, y queda terminada su discusión en este trámite.

ANOTACIÓN DE DENUNCIAS POR SUSTRACCIÓN 

DE VEHÍCULOS MOTORIZADOS
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que ordena la anotación de los vehículos robados en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3344-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 13ª, en 20 julio de  de 2004.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es otorgar publicidad a la sustracción de un vehículo motorizado al permitir la anotación de la denuncia correspondiente en el Registro Nacional.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó en general y en particular el proyecto de ley por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Fernández, Muñoz Barra y Novoa), en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Dicho órgano técnico propone al señor Presidente que, por tratarse de una iniciativa de artículo único, la Sala la discuta en general y en particular a la vez, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa, Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el proyecto autoriza la anotación en el Registro de Vehículos Motorizados de la denuncia por sustracción de un vehículo de esa índole, a requerimiento de una autoridad policial o judicial, o del propietario, en las condiciones que establezca el reglamento.



La idea es muy simple. Se trata de dar publicidad al robo de un vehículo, de forma de impedir fraudes. Y se tomó la precaución de que los propietarios puedan solicitar la inscripción bajo las condiciones que disponga el reglamento, a fin de prevenir que alguno de ellos intente usar ese mecanismo para causar daño a un adquirente de buena fe.



La Comisión aprobó por unanimidad el proyecto. Y, por cierto, durante la discusión estuvieron presentes representantes del Ejecutivo y del Servicio de Registro Civil, quienes estimaron conveniente acoger el texto en estudio.



Por lo tanto, solicito a la Sala aprobar en general y en particular la iniciativa, que consta de artículo único.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, por tratarse de una iniciativa de artículo único, se aprobará en general y en particular, como lo solicitó la Comisión.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda terminada su discusión en este trámite.
REQUISITO DE LICENCIA ESPECIAL CLASE “F”

PARA CONDUCTORES DE CARROBOMBAS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-  Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito con el fin de exigir licencia especial clase F para conducir vehículos de emergencia de bomberos, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3556-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 11ª, en 13 de julio de 2004.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es extender a los conductores de carros bomberiles la exigencia de licencia de conducir clase F, que actualmente está prevista sólo para los conductores de vehículos de las Fuerzas Armadas, Carabineros de Chile, Policía de Investigaciones y Gendarmería.



La Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó en general y en particular el proyecto por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Fernández, Muñoz Barra y Novoa), y efectuó tres modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados. Dos son de carácter formal. La tercera consiste en disponer que el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá, mediante un Reglamento, los cursos y requisitos especiales que deberá exigir la Academia Nacional de Bomberos a sus postulantes para otorgarles el certificado que los habilite a los efectos de solicitar la licencia de conductor clase F.



Finalmente, la Comisión propone al señor Presidente que el proyecto, por ser de artículo único, sea discutido en general y particular a la vez.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa, Presidente de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, hoy día los conductores de carrobombas deben poseer licencias clase A-4 y A-5, vale decir, profesionales, para lo cual se requiere, entre otras cosas, aprobar un curso en una escuela de conductores, cuyo costo es significativo.



Por otra parte, el Cuerpo de Bomberos cuenta con una academia de preparación para los voluntarios, que está en condiciones de impartir cursos para el manejo de carrobombas.



A la Comisión le pareció conveniente eximir a los conductores de carrobombas de la exigencia de tener licencias clases A-4 y A-5 y asimilarlos a la de clase F, correspondiente a los conductores de vehículos policiales o militares, con el agregado de que deben rendir un curso en la Academia, ya que manejan por las ciudades y, en consecuencia, es preciso que cuenten con experiencia y capacidad para hacerlo. Nos pareció suficiente, entonces, establecer el requisito de la licencia tipo F y que el Ministerio de Transportes convenga con la Academia Nacional de Bomberos las condiciones en que se otorgarán los cursos pertinentes.



La Comisión solicita la aprobación en general y en particular del proyecto, el cual también fue acogido por el Ejecutivo.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra al Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Sólo deseo ratificar lo manifestado por el señor Presidente de la Comisión en el sentido de que la iniciativa fue objeto de un acuerdo unánime en ese órgano técnico.



Los conductores de carrobombas -vehículos pesados y de alto riesgo- deben ser sometidos, evidentemente, a un examen de la Academia Nacional del instituto bomberil, entidad que actúa con mucha responsabilidad y seriedad. Creo que ello es más que suficiente como exigencia.



Por lo tanto, pedimos que Sus Señorías también aprueben el texto unánimemente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Si le parece a la Sala, se acogerá la proposición de la Comisión.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto, y queda terminada la discusión en este trámite.


MODIFICACIÓN DE DECRETO LEY Nº 2.564, DE 1979, PARA AMPLIACIÓN DE CABOTAJE DE AEROLÍNEAS EXTRANJERAS

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Proyecto, iniciado en moción de los Honorables señores Fernández, Flores, Orpis y Adolfo Zaldívar, en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 2.564, de 1979, sobre aviación comercial, con informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


--Los antecedentes sobre el proyecto (3316-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley: (moción de los señores Fernández, Flores, Orpis y Adolfo Zaldívar).

En primer trámite, sesión 25ª, en 13 de agosto de 2003.


Informe de Comisión:


Transportes, sesión 40ª, en 11 de octubre de 2005.
El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- El objetivo principal de la iniciativa es enmendar el cuerpo legal a que se ha hecho referencia para permitir que aerolíneas extranjeras de pasajeros efectúen cabotaje cuando el destino de sus vuelos se encuentre en las Regiones Primera, Undécima y Duodécima, y suprimir la exigencia de reciprocidad, en sus países de origen, para aerolíneas chilenas.



La Comisión aprobó el texto sólo en general, por dos votos a favor, de los Honorables señores Fernández y Novoa, y la abstención del Senador señor Muñoz Barra.



Cabe indicar que el órgano técnico propone al señor Presidente que la Sala discuta el proyecto únicamente en general, con la finalidad de perfeccionarlo en el segundo informe.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa, Presidente de la Comisión.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el propósito que se persigue es generar mayor competencia dentro de la industria del transporte aéreo, con el objeto de beneficiar a quienes viven en las Regiones extremas -específicamente, la Primera, la Undécima y la Duodécima-, que requieren esa vía como una forma normal de traslado hacia el centro del país. Y la medida de no hacer aplicable a las compañías extranjeras la exigencia de reciprocidad tiene por objeto precisamente el permitir una mayor competencia, a fin de disminuir las tarifas.



La Comisión analizó el proyecto y decidió aprobarlo en general y no en particular, pese a ser de artículo único, porque es necesario discutirlo más a fondo y, eventualmente, introducirle modificaciones o perfeccionamientos.



Específicamente, pensamos que compañías aéreas que quieran aprovechar el beneficio debieran garantizar un servicio regular y permanente durante todo el año. Porque no se trata de que las empresas vengan a los períodos peak, de gran demanda, compitan durante ese tiempo, y después, cuando disminuya el número de pasajeros, las personas que realmente necesitan el transporte -no por vacaciones ni por turismo, sino por el hecho de vivir en las zonas de que se trata- se encuentren con que tal proceso se registró durante la temporada alta y no en el resto del año.



Por ello, la Comisión, considerando razonable el propósito mencionado, sugiere que el proyecto sea aprobado en general y que se fije un plazo para indicaciones, con el objeto de ver si efectivamente un texto como el que nos ocupa, con las modificaciones que se le introduzcan, genera una situación más favorable para quienes viven en las zonas extremas y cuál es la mejor norma legal para materializar la finalidad perseguida por los autores de la moción.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como se expresa en los fundamentos de la moción, la aviación comercial de pasajeros “es un elemento determinante” en la integración nacional y regional.



En la actualidad, la Junta Nacional de Aeronáutica Civil, según lo consignó el señor Presidente de la Comisión, opera sobre la base del principio de reciprocidad para negociar con aerolíneas de otros países, condicionando el ingreso de ellas al cabotaje nacional sólo en la medida en que esos Estados otorguen similar derecho a las líneas aéreas chilenas.



Si bien ese concepto es válido como principio general, se deben contemplar excepciones, especialmente respecto de las zonas extremas, tal como lo plantea la moción.



En la Primera Región, por ejemplo, Arica e Iquique se encuentran a mil quinientos y dos mil kilómetros de Santiago, respectivamente, y los pasajes aéreos hacia el centro del país importan un alto costo, lo cual, en la práctica, constituye una barrera para viajar a la Capital.



Concretamente, el norte de Chile ocupa una posición estratégica en el transporte aéreo. Por sus cielos pasan todas las aerolíneas cuyos aparatos vuelan a Centroamérica, Estados Unidos, Lima, La Paz, sin grandes desvíos de sus rutas originales, y perfectamente podrían hacer escalas para realizar el cabotaje respecto de los nacionales.



En lo personal, abrigo la más absoluta convicción de que consagrar el libre cabotaje en la Primera Región contribuirá a una mayor competencia y, por lo tanto, a una rebaja en los pasajes aéreos. Las compañías mencionadas no necesitan modificar sus itinerarios, repito, para poder tomar o dejar pasajeros en Iquique o en Arica, hacia o desde el centro del país, e incluso, hacia o desde el extranjero.



Adicionalmente, señor Presidente, en el caso del norte, el libre cabotaje se transformaría en una eficaz herramienta de integración regional. Existe una macrorregión con Perú, Bolivia, Paraguay y Brasil, que incluye una población superior a ocho millones de habitantes, en un entorno de 600 a 700 kilómetros, a la mitad de la distancia de Santiago. En esa zona se está esperando aquella medida para aumentar el turismo y el intercambio comercial, porque perfectamente aerolíneas pertenecientes a los países mencionados podrían efectuar el cabotaje al interior de la propia Primera Región.



Resulta fundamental contar con compañías aéreas que puedan cubrir tramos que comprendan Iquique, Arica, Arequipa, La Paz, Asunción, Santa Cruz, e incluso, Sao Paulo y Río de Janeiro. Para llegar a muchos de esos destinos, en la actualidad es preciso viajar a Santiago. La reciprocidad ha sido un obstáculo para desarrollar tales servicios.



Es absurdo lo que ocurre hoy. Una persona que quiere viajar a Estados Unidos desde Arica o Iquique debe volar a la Capital y tomar la combinación correspondiente; es decir, prácticamente tiene que recorrer mil quinientos a dos mil kilómetros. Perfectamente, las aerolíneas extranjeras podrían tomar pasajeros en Iquique o en Arica de acuerdo con sus rutas originales.



Señor Presidente, el Jefe del Departamento Legal de la Junta de Aeronáutica Civil -según el informe- sostuvo que en general las aerolíneas extranjeras no han solicitado libre cabotaje. La razón es obvia: el criterio que en esta materia aplica dicho organismo apunta al cumplimiento del principio de reciprocidad y, si una empresa aérea de bandera extranjera o su gobierno no están en condiciones de ofrecer libre cabotaje, resulta evidente que no lo van a pedir. 



Como he señalado, hoy día el libre cabotaje representa un obstáculo para integrar a quienes viven en la Primera Región con terceros países, especialmente de la macrorregión.



Coincido con el Presidente de la Comisión en cuanto a que la moción requiere  perfeccionarse para garantizar continuidad del servicio que van a prestar las aerolíneas extranjeras.



Por lo tanto, aceptando el principio de reciprocidad como norma general, creo que su cumplimiento debería contemplar excepciones en función de las zonas extremas.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ríos.

El señor RÍOS.- Señor Presidente, la iniciativa es bastante más compleja que lo que su texto expresa, en el sentido de que resultaría necesario mayor cantidad de vuelos hacia lugares determinados. Ello teóricamente produciría una rebaja en el precio de los pasajes, lo cual puede ser cierto. También es posible que provoque la desaparición de pequeñas empresas aéreas chilenas, con patrimonio menor que una grande, como LAN.



El informe sostiene -ningún señor Senador ha dicho lo contrario- que el proyecto de ley elimina atribuciones a la Junta de Aeronáutica Civil, sin participación del Ejecutivo. Como se trata de un organismo creado mediante el DFL Nº 241, de 1960, para representar al Gobierno de Chile ante las instituciones internacionales en todo lo referido a los aspectos propios de la aeronáutica, la normativa propuesta es claramente inadmisible. Sostener lo contrario simplemente abre las puertas para que comencemos a quitar facultades a otros órganos del Estado con responsabilidad no sólo frente a la administración nacional, sino también ante el resto de los gobiernos del mundo en las materias que les competen.



Señor Presidente, dejo constancia de mis aprensiones y de la clara inadmisibilidad del proyecto por las razones planteadas.



Por otra parte, es evidente que la totalidad de las acciones internacionales emprendidas en Chile -económicas, de trabajo, financieras, etcétera- deben contemplar la reciprocidad de los otros países. No corresponde establecer de pronto nuevos sistemas o permisos aéreos de trabajo sin reciprocidad. Eso no se halla en la doctrina de nuestras relaciones internacionales. Reitero: no corresponde.



En el informe se pueden observar, como ejemplos importantes, los vuelos diarios a zonas extremas de Chile realizados por el Grupo LAN, Sky y Aerolíneas del Sur. Y son bastante numerosos: a Iquique 12, uno cada media hora; a Balmaceda 4; a Punta Arenas 6; a Arica 8.



Establecer una ley especial que resta atribuciones a la Junta de Aeronáutica Civil, que quiebra la doctrina de la reciprocidad y pensada sólo para un conjunto de cuatro o cinco destinos, no corresponde.



Si quisiéramos la presencia de empresas aéreas extranjeras, ello sería posible dadas las características de los aeropuertos internacionales, que son la puerta de ingreso a Chile. Entiendo que tanto al de Iquique como al de Arica actualmente llegan vuelos internacionales.



Señor Presidente, anuncio mi voto contrario al proyecto por las razones señaladas: es inadmisible, resulta inadecuado en materia de relaciones internacionales y no permite la creación de fórmulas más competitivas con empresas aéreas nacionales.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Respecto del tema de la admisibilidad, por cierto la opinión de Su Señoría resulta muy respetable. Pero, si la Mesa ha puesto en discusión la materia, es porque la considera admisible.



Tiene la palabra el Honorable señor Vega.

El señor VEGA.- Señor Presidente, como lo expresó el colega que me antecedió en el uso de la palabra, la verdad es que se trata de un tema de fondo.



Comprendo la intención de los señores Senadores que representan a Regiones extremas; la comparto. No obstante, en este ámbito siempre hemos tenido un problema mayor que no se soluciona con una alteración del decreto ley Nº 2.564, ya que no hay en esas zonas capacidad económica para soportar la tecnología y el costo de los aviones de nueva generación. Estamos hablando del ILS de categoría III de la pista 1 y del ILS de categoría II de la pista 2. En fin, las aeronaves actuales son de alto costo de operación, muy sofisticadas y requieren un potencial humano de primera generación profesional.



Ésta constituye, tal vez, la razón por la cual los pasajes y el costo operacional de las líneas aéreas chilenas resultan ligeramente -ligeramente- superiores respecto de Sudamérica, pero inferiores a los de países desarrollados y, definitivamente, a los de Estados Unidos.



Se trata de un problema de costos que, desafortunadamente, no pueden soportar las zonas extremas.



Eso, en primer término.



En segundo lugar, la Junta de Aeronáutica Civil tiene facultad para hacer excepciones, y así lo considera el decreto ley Nº 2.564. Incluso, autorizó al Lloyd Aéreo Boliviano para que operara en el norte del país, sin reciprocidad. Pero no lo hizo…

El señor ORPIS.- ¡Estuvo seis meses!

El señor VEGA.- Sí, conforme, por seis meses. Pero pudo haber seguido operando perfectamente bien. Y no lo hizo por los costos. Es que, en definitiva, éstos se van a comer a cualquier línea aérea extranjera que llegue. Por esa razón no vienen. Seis países -Paraguay, Uruguay, Brunei, Nueva Zelandia y dos más- tienen convenios con el nuestro, aprobados por nosotros mismos en el Senado, que facultan para actuar en Chile sin reciprocidad. O sea, cuentan con una autorización flexible, pues pueden operar en sus respectivos países y, además, acá sin reciprocidad.



Sin embargo, ninguno lo ha hecho. Pluna de Uruguay está en Chile, pero no se ha instalado en el norte, por carecer de capacidad económica. ¡Si esto cuesta muy caro!



El éxito alcanzado por nuestro país en este ámbito, así como el de LAN -entre otras cosas, una de las primeras líneas aéreas del mundo-, se debe justamente a su política de cielos abiertos, cuyo fundamento es la reciprocidad. 



Nadie regala reciprocidad, porque ella es capital; constituye el costo de cada país en su territorio, en su cabotaje, en sus pasajeros.



Por eso las frecuencias y las libertades aéreas se negocian. Y la Junta de Aeronáutica Civil tiene facultad para negociar cada una de ellas.



Por ejemplo, en relación con Air Madrid -el año pasado, me parece-, se presentó un problema con España, con el cual teníamos siete frecuencias. Esa aerolínea pidió operar en Chile, pero la Junta de Aeronáutica Civil dijo que no. Finalmente, España cedió siete frecuencias más y llegamos a catorce para cada país. Con posterioridad, la Junta de Aeronáutica Civil negoció siete más, por lo que quedaron veintiuna para España y veintiuna para Chile. Y eso ocurrió justamente por la capacidad de negociación de este capital que es la reciprocidad.



Los argentinos, los peruanos, los bolivianos, los mexicanos ni siquiera aceptan pilotos chilenos. En cambio nosotros, con la política de cielos abiertos, como Sus Señorías saben, estamos llenos de pilotos y técnicos de todos los países. Y ése es el éxito, la potencia y el desarrollo de nuestras líneas aéreas.



¿Qué compañías se verían afectadas si se aprobara el proyecto? Sky Airlines, Aerolíneas del Sur. Esta última es una empresa foránea. Es decir, compañías extranjeras pueden operar en Chile si instalan acá una empresa. Y éste es justo el caso: con capitales españoles, Aerolíneas Argentinas inició las actividades de Aerolíneas del Sur y está operando perfectamente bien hacia Punta Arenas, y luego lo hará hacia Arica. Y así vamos aumentando nuestra capacidad interna para apoyar a las zonas extremas.



O sea, el incremento, el desarrollo de nuestras propias aerolíneas y el fundamento de la reciprocidad en la negociación con las restantes naciones han otorgado a Chile la capacidad de contar con un sistema aeronáutico de primera calidad. Y por eso muchas aerolíneas pasan por nuestro país. Fue el caso de Aeroperú, que vino a operar acá, pero no pudo continuar porque los costos se la comieron. Pero la seguridad que ofrece Chiles y sus certificaciones de calidad son factores que permiten a LAN operar en todos los países de la región y del resto del mundo, y entrar y salir de Estados Unidos sin problemas. Ello se debe a las certificaciones que cumple nuestra nación, a través de la Dirección General de Aeronáutica Civil y de los requisitos que impone la Junta de Aeronáutica Civil en cuanto a reciprocidad.



Por esa razón, la JAC está facultada para autorizar la operación de aerolíneas extranjeras sin reciprocidad. Es una atribución que ejerce cuando se lo piden.



La solución intermedia sencillamente consistiría, si el Gobierno estimara conveniente apoyar en forma más directa a las zonas extremas, en tomar la decisión y operar a través de la Junta de Aeronáutica Civil para otorgar estas concesiones en forma puntual. Ha habido varias experiencias. Todas ellas no han funcionado.



Y por ese motivo, señor Presidente, creo que el proyecto presenta bastantes dificultades. Por supuesto, soy el primero en apoyar a las zonas extremas. Sin embargo, considero que se le está cortando un brazo a la Junta de Aeronáutica Civil al negociar nuestra política de cielos abiertos.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Boeninger.

El señor BOENINGER.- Señor Presidente, en primer lugar, más allá del criterio de la Mesa, no comparto la idea de que la iniciativa pudiera ser inconstitucional. Ello, porque el mero hecho de que la Junta de Aeronáutica Civil -acaba de recordarlo el Senador señor Vega- haya otorgado una autorización sin reciprocidad parecería indicar que posee dicha facultad. En consecuencia, pienso que el tema de la constitucionalidad no está en juego.



En segundo término, sin perjuicio de lo anterior, creo que en realidad éste es un proyecto complejo.



A diferencia de algunos de los autores de la moción, estimo que la reciprocidad tiene un valor enorme. Y considero que el mejor ejemplo en tal sentido también lo entregó el Honorable señor Vega cuando recordó el proceso por el cual se aumentaron de siete a catorce las frecuencias con España y, finalmente, se llegó a veintiuna. Y eso no son cosas menores.



De tal manera que, si se consagrara el principio de que estos permisos se otorgan sin reciprocidad, simplemente estaremos dando lugar a presiones unilaterales que pueden culminar -quizás no, pero es factible que suceda- en este tipo de autorizaciones. Estimo que con ello se pierde un instrumento vital, y el ejemplo del Senador señor Vega es claro. Como norma general, me parece obvia. Por algo es una práctica bastante universal el pedir reciprocidad, pues es un mecanismo que todos los países aplican para obtener ventajas. Y, si se renuncia a ese principio, su capacidad de negociación disminuye radicalmente.



Por lo demás, si alguna línea aérea extranjera de cierta importancia piensa que hacer cabotaje en Chile es conveniente, sería un gran instrumento de presión para que ella -supongamos que se trate de Aerolíneas Argentinas- busque en su propia nación materializar la reciprocidad. 



Me parece que la decisión unilateral impide ejercer presión en el país respectivo en favor de la reciprocidad, la cual estaría avalada por la percepción de una línea aérea concreta en el sentido de que, efectivamente, existen condiciones para la explotación comercial de un tramo determinado. 



En tercer lugar, respecto del problema en sí mismo, en el informe de la Comisión se plantean distintas opiniones: que las tarifas son altas y que, más que un problema de oferta, se trata de uno de demanda. Yo diría que las dificultades residen en la demanda y también en las tarifas. Entonces, la intención del proyecto en cuanto a bajar el valor de los pasajes me parece positiva, porque sería interesante que disminuyeran. Sin embargo, no veo ninguna garantía de que eso vaya a ocurrir. De hecho, el número de vuelos diarios a zonas extremas -Punta Arenas, Balmaceda, Arica, Iquique- no es despreciable, según el informe. Pero no sé si esos vuelos se hacen a plena capacidad; desconozco cuál es la demanda real. 



Sin embargo, tengo la impresión de que, si el proyecto se aprueba tal como viene, veremos pequeñas líneas aéreas de otros países -vecinos, fundamentalmente- intentando establecer rutas menores que se encuentren al alcance de sus propias fuerzas para ingresar a ese mercado. Pero de ahí a que esta normativa dé origen a garantías, a continuidad, a calidad de servicio, etcétera, hay bastante trecho. Además, no creo que se afecte la posición dominante de LAN, que de alguna manera mantiene altas las tarifas, porque las empresas pequeñas que hoy día operan en esos tramos están cautivas respecto de lo que aquélla decida.



La iniciativa en debate tendría mucho sentido si se pensara que VARIG o Avianca o, en fin, alguna línea aérea importante realmente quiere entregar un servicio permanente en las Regiones extremas. Pero para hacer esta afirmación nos faltan antecedentes. 



En conclusión, como no sé si aquí hay problemas de oferta y de demanda; como no sé el efecto de las tarifas, y como no sé si alguna línea aérea tiene efectivo interés por instalarse -creo que la reciprocidad es muy fundamental-, no voy a negar mi voto a la idea de legislar. Pero la aprobación concreta del texto requiere mayor reflexión y más información.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, a mi juicio, el objetivo de la iniciativa es claro. 



Para los habitantes de las zonas extremas los pasajes de avión son considerablemente caros. También es de alto costo para las compañías aéreas mantener servicios hacia las zonas extremas en períodos de invierno o de baja actividad turística, costo que finalmente se traspasa a los usuarios. 



Además, entiendo lo absurdo de obligar a quienes desean volar a otros países a recorrer innecesariamente, de ida y de vuelta, miles de kilómetros; o a los que deseen ir a Ushuaia desde Coyhaique, Puerto Aisén o Punta Arenas exigirles hacer el tramo Santiago-Buenos Aires, ida y vuelta, teniendo la ciudad prácticamente al frente. 



Sin embargo, como bien se dijo en la Sala, la reciprocidad es el mejor instrumento para lograr beneficios en forma racional. En este momento operan dos o tres líneas aéreas y la idea es aumentar su número al máximo posible y que den servicio todo el año a las Regiones extremas. Cuando uno viaja en época de invierno en las compañías que funcionan todo el año, puede observarse que los aviones llevan muy pocos pasajeros, que a veces quedan detenidos durante días por las nevazones sin poder llegar al lugar de destino. Entonces, es claro que esas líneas aéreas están sufriendo pérdidas. Por lo tanto, ¿qué reciprocidad habrá en ese momento de otras compañías?



A mi juicio, se trata de una materia que obviamente deberemos regular, si la iniciativa prospera. Porque en la época de alta demanda -son cientos de miles los turistas que visitan nuestros atractivos lugares en la zona austral, como las Torres del Paine, la Laguna San Rafael o la propia Carretera Austral-, podrán acceder a esos lugares los turistas del vecino país y le van a quitar la “guinda de la torta” a las líneas aéreas nacionales. Y lo propio debería suceder, en reciprocidad, con los cientos de miles de turistas que viajan a Machu Picchu, en Cuzco, o a los atractivos de Ushuaia, El Calafate o El Chaltén.



Por lo tanto, la reciprocidad se está dando en forma natural. Tal vez la Junta de Aeronáutica Civil sólo ve el tema-país, pero no toca el de las zonas extremas y desaprovecha esta oportunidad.



Quiero referirme a otro asunto que no es menor: la seguridad en la aviación. A aquellos que hemos volado en líneas aéreas de países vecinos, sobre todo en épocas de alta demanda, nos llaman la atención las diferencias existentes en las normas y exigencias. Por ejemplo, volar al Cuzco en verano es como esperar taxi en un paradero: ¡hay que subirse al que toca no más! Y uno ve cómo los motores de los aviones explotan antes de despegar y otras situaciones bastante extrañas, que a los usuarios habituales de nuestras líneas aéreas, sean nacionales o extranjeras, no les deja de sorprender.

Por lo tanto, creo que nos arriesgamos a una presión desmedida por parte de las líneas aéreas, no sólo de las más conocidas, sino también de las que quedarán al margen del proceso de fiscalización para que entren a operar. 



Cabe destacar que la reciprocidad tampoco se da en otras áreas. Y en los caminos de la zona austral esto es particularmente sensible. Los visitantes extranjeros no tienen acceso a algunas ciudades y sitios turísticos chilenos porque no pueden establecer circuitos. Por ejemplo, pese a que hemos firmado acuerdos y se han abierto nuestros pasos fronterizos en reciprocidad con Argentina, sus autoridades se oponen a que las decenas de miles de turistas que llegan a Ushuaia pasen a Puerto Williams. 



Hace cuarenta años ambas ciudades contaban con igual número de habitantes; hoy día, Ushuaia tiene 60 mil y Puerto Williams 3 mil, debido a la falta de accesibilidad.



Lo mismo ocurre entre un atractivo internacional como Torres del Paine y El Calafate, con su glaciar Perito Moreno. Los argentinos no permiten a los turistas el paso terrestre y los obligan a dar una enorme vuelta que les impide visitar nuestros lugares turísticos.



En resumen, señor Presidente, en las zonas extremas contamos con las condiciones para que se otorguen reciprocidades, pero manejadas a nivel local. Y el proyecto apunta en esa línea.



Pienso que se debe mantener el sistema de reciprocidad, aunque bien dirigido. A través de esta iniciativa hemos de procurar que, de alguna manera, ello se efectúe.



La experiencia demuestra que los países vecinos se cubren por la vía de aprovechar las ventajas que leyes especiales otorgan a las zonas extremas, las cuales deben traspasarse también a las líneas aéreas que sirven esos tramos, pues implican mayor costo, a fin de hacer más accesible el valor de los pasajes y del movimiento de carga hacia y desde tales Regiones.



Por estas razones, votaré a favor de la idea de legislar. Pero estimo inconveniente avanzar en cuanto a que se elimine la reciprocidad, que es la mejor arma para conseguir el objetivo que buscamos.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor  Fernández.

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, el proyecto en debate, que fue presentado por Senadores de distintas Regiones y de diversos partidos políticos (Honorables señores Flores, Orpis, Adolfo Zaldívar y el que habla), apunta a producir más competencia en el tráfico aéreo hacia las Regiones extremas. Y se refiere exclusivamente a éstas, con el propósito de posibilitar una mayor competencia, el aumento de vuelos, el entrar a operar sin mayores dificultades ni exigir la reciprocidad, como ocurre cuando así se le requiere a la Junta de Aeronáutica Civil. Porque esto último significa que, en el hecho, se mantiene la actual situación de las líneas aéreas, que cobran tarifas virtualmente imposibles de pagar por las personas más modestas que necesitan viajar a los efectos de atender problemas de salud, por estudiantes o por gente que no se halla en condiciones de adquirir los pasajes por el alto precio que hoy tienen.



Queremos introducir un factor de competencia. El proyecto ofrece una posibilidad que, a mi juicio, puede ser muy favorable para los habitantes de las Regiones a que se refiere. Y no exige el requisito de reciprocidad porque éste desincentiva a que las líneas aéreas cumplan con dicho objetivo.



En esa forma se pretende solucionar problemas muy importantes que se presentan en esas Regiones. Por ejemplo, si una persona se encuentra en una de ellas y quiere viajar al extranjero, debe hacer una triangulación: trasladarse a Santiago y aquí tomar un nuevo vuelo. Y los turistas estadounidenses que desean visitar las Torres del Paine, tienen que bajarse en la Capital y abordar otro avión para continuar hasta Punta Arenas o Puerto Natales. Sería deseable que las aeronaves pudieran aterrizar directamente en esas ciudades australes, con lo cual se incrementaría mucho el turismo.



Reitero: el motivo por el cual Senadores de distintas Regiones presentamos la iniciativa fue favorecer la competencia en las zonas extremas.



Recuerdo que nos encontramos en la discusión general del proyecto. Naturalmente, su contenido está abierto a ser perfeccionado y analizado de acuerdo con la conveniencia nacional, pero mirado desde un punto de vista regional. Y esto no implica privar a la Junta de Aeronáutica Civil de la facultad de exigir reciprocidad a las aerolíneas en el resto del país, sino que apunta a aquellas que tengan interés en llegar a las Regiones apartadas.



Los problemas de aislamiento, las dificultades de transporte que afectan a Magallanes, a Aisén y a la zona norte son enormes y muy diferentes de los que existen en cualquier otro lugar de Chile.



Por lo tanto, manteniendo la facultad de la Junta de Aeronáutica Civil relativa a exigir la reciprocidad en el resto del país, creemos que el solo hecho de permitir o favorecer una mayor competencia en las Regiones extremas redundará en un mejor servicio y, eventualmente, en una rebaja de tarifas. En ningún caso será perjudicial para el cabotaje aéreo regional.



Por eso presentamos este proyecto. Sería muy importante y un buen signo para avanzar en la materia, que se aprobara la idea de legislar y se fijara un plazo prudencial para formular indicaciones que lo perfeccionen y recojan las diversas inquietudes que aquí se han planteado, muchas de las cuales son bastante atendibles.



La iniciativa no perjudica en nada la política general sobre el particular. Por el contrario, la robustece. Y, de la misma manera como hoy el Gobierno ha determinado, unilateralmente, liberar a los productos bolivianos de todo tipo de aranceles, aquí se permite, en forma unilateral, que en las Regiones extremas opere un cabotaje que exija y favorezca una mayor competencia.



Además -repito-, lo propuesto redunda en la concreción del objetivo que buscamos: disminuir las tarifas, para que la gente más modesta pueda viajar a Santiago u otras localidades -ya sea por motivos de salud, de trabajo o de distracción (las menos, pues en general se trata de personas muy humildes)- a precios medianamente aceptables.



Por otra parte, al existir mayor competencia, también mejorará el servicio que se presta a las Regiones. Y ésta es otra de las finalidades que se persiguen.



Por eso, llamo al Senado a aprobar en general el proyecto y a fijar plazo para la recepción de indicaciones que permitan enriquecerlo. 

El señor ORPIS.- ¿Me permite una interrupción, Honorable colega?

El señor FERNÁNDEZ.- Señor Presidente, el Senador señor Orpis me pide una interrupción. 



La concedo, con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría. 

El señor ORPIS.- Gracias. Seré muy breve.



Señor Presidente, en materia de libre cabotaje y de reciprocidad, tal como señalaba el Senador señor Vega, se otorgó esta autorización al Lloyd Aéreo Boliviano por seis meses. Y una empresa que no sabe si después de ese lapso podrá continuar realizando el negocio, tiene bastantes limitaciones para los  efectos  de  la recuperación de sus inversiones. Por ello, resulta fundamental -y constituye el concepto de fondo- liberalizar a las Regiones extremas.



En Arica, por ejemplo, existe libre cabotaje marítimo. Ahora podríamos haber esgrimido un argumento similar al que se señaló cuando el Parlamento aprobó esa liberalización. ¿Por qué no se exige reciprocidad respecto del libre cabotaje marítimo en esa ciudad? Porque éste quedó establecido en la Ley Arica II.



Se trata de acercar a las personas hacia el centro del país y el  resto de las naciones. Y para bajar el valor de las tarifas es necesario liberalizar.



Con el libre cabotaje aéreo, no solamente se van a acercar las zonas extremas al centro del territorio, sino que también se crearán aerolíneas de carácter regional. En el norte hay macrorregiones: con el sur del Perú, con el oeste boliviano y con Brasil, donde podrían instalarse aerolíneas regionales para tomar pasajeros en Arica y en Iquique. Hoy eso no es factible.

El señor MARTÍNEZ.- Solicito una interrupción, señor Presidente.

El señor ORPIS.- Sabemos que la Junta de Aeronáutica Civil puede autorizar el libre cabotaje unilateral por seis meses. Tiene facultad para ello, pero en la práctica no la ha usado.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Concluyó el Senador señor Fernández?

El señor FERNÁNDEZ.-  Sí.

El señor MARTÍNEZ.- Yo estaba pidiendo una interrupción, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No acepto interrupciones al final de las intervenciones, Su Señoría.



Por eso pregunté al orador si había terminado.

El señor MARTÍNEZ.- La solicité. Pero Su Señoría no miró hacia acá. 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Excúseme, señor Senador, pero las concedo cuando se solicitan a la Mesa.

El señor MARTÍNEZ.- ¡Pero yo me dirigí a la Mesa…! 
¡Que el señor Presidente no me viera es otra cosa!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Mi función es estar muy atento a lo que ocurre en la Sala. Y lo estaba, Su Señoría.

El señor MARTÍNEZ.-  ¡No lo estaba, señor Presidente!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede pedir la palabra, señor Senador.

Tiene la palabra el Honorable señor Cantero, y después el Senador señor Martínez, si la solicita.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, el Honorable señor Martínez me solicita una interrupción. 



Se la concedo con mucho gusto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Al comienzo, no tengo inconveniente.



Con la venia de la Mesa, tiene la palabra Su Señoría.

El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, quiero aclarar al Senador señor Orpis que el problema del libre cabotaje marítimo es diferente, porque nuestras líneas navieras lo hacen en toda la costa de Sudamérica y en otras partes del mundo. Eso no ocurre en el campo de la Aeronáutica, que se maneja mediante el concepto de libertades aéreas.



Gracias por la interrupción, Honorable colega.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente,  me preocupa este proyecto de ley, por lo ya mencionado: la reciprocidad en materia de cabotaje. Creo que el tema reviste importancia, particularmente desde la perspectiva de las aerolíneas que cumplen esa función en el país. 



A mi juicio, lo relativo a ventajas y oportunidades tiene expresión en el ámbito de las empresas, pero también en el de los espacios territoriales. No logro comprender por qué a la Primera Región podría otorgársele este tipo de franquicias y no a la Segunda. 



Insisto: no sé qué tienen las zonas extremas -aparte las ventajas de zona franca, tributarias y de diversa otra índole- que las diferencia de la Región de Antofagasta, que represento. Me resisto a creer que la iniciativa sea buena para las primeras y mala para la última.


Entonces, si vamos a implementar este sistema, debiéramos darle un carácter más amplio y plural. ¿Por qué? Porque las ventajas también incluyen los espacios territoriales. Y, en consecuencia, algunas Regiones empiezan a construirlas artificialmente, resultando dañinas o gravosas para otras que quieren desarrollarse en el ámbito de la empresa o industria.



Un segundo aspecto que me preocupa y con el cual no concuerdo, se refiere al tratamiento especial que se da a ciertos espacios territoriales respecto de la tuición técnica, administrativa y fiscalizadora de la Junta de Aeronáutica Civil y de la Dirección General de Aeronáutica Civil. 


Las flexibilidades de esa índole me parecen inaceptables, aun cuando se trate de Regiones extremas. Por un sentido de equidad, debería cautelarse que no se concedieran. Pero -al menos por lo que yo escucho- ya hay una verdadera doctrina en cuanto a seguir entregando y potenciando franquicias particulares a las zonas extremas, que indudablemente cuentan con muchas más ventajas que mi Región. 



Vivir y emprender en Iquique es mucho más conveniente que en la Segunda Región, en todo orden de cosas -valor del suelo, de la mano de obra, de los alimentos, en fin, en múltiples esferas-, producto de las franquicias que se han ido acumulando. Y ello, de alguna manera, va en detrimento de los intereses regionales y en especial de los que represento en esta Corporación. 


Por esas razones, anuncio mi voto en contra de la iniciativa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, la verdad es que gran parte de lo que lo que iba a decir lo expusieron los señores Senadores que me precedieron. Sin embargo, me referiré a dos cuestiones que no se tocan en el proyecto y que se infieren del propio informe que se nos ha entregado.



Ocurre que la política de cielos abiertos vigente en el país permite que empresas extranjeras operen como chilenas, aun cuando el control por los propietarios y su administración y gestión se encuentren en manos foráneas. El caso más típico es el de Aerolíneas del Sur, que pertenece a capitalistas españoles, quienes a su vez controlan Aerolíneas Argentinas, que creó esa empresa aquí, de modo que en cualquier momento podría solicitar y conseguir la reciprocidad de la operación de aquélla con la nación vecina. 


Eso es extraordinariamente importante, por lo mismo que señaló el Senador señor Horvath. Yo he tenido la suerte de estar en Puerto Williams. Y recuerdo que, luego de un encuentro de rotarios en Ushuaia, el año 2000 ó 2001, vino a Chile el Presidente de Rotary International, quien para poder llegar a Puerto Williams tuvo que realizar los trámites de Aduana, Policía Internacional y del SAG en Punta Arenas, debido a que los argentinos no le permitieron cruzar el canal Beagle.



En tales condiciones, señor Presidente, me parece que la política de cielos abiertos en Chile es más que suficiente. Y lo es, por la segunda razón que expuso el Senador señor Cantero: porque debemos tener presente que hay involucrado un aspecto de seguridad nacional que no se halla radicado en la Junta de Aeronáutica Civil, sino en la Dirección General de Aeronáutica Civil. Y ésta, por tratarse de un asunto de carácter técnico, en la misma medida en que nos alejamos de Santiago, va teniendo dificultades para el control técnico y de seguridad de la aviación comercial.



Por ello, el abrir la puerta a cualquier operador, sin ninguna calificación técnica ni certificación de seguridad, en vez de facilitar las cosas pone en riesgo la vida de quienes habitan en las Regiones a las que se pretende proteger.



De allí que anuncio mi voto en contra de la iniciativa, teniendo presente que, dada nuestra política de cielos abiertos, es perfectamente posible que empresas de Bolivia, de Perú y la propia Aerolíneas del Sur obtengan la reciprocidad correspondiente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- 
Tiene la palabra el Honorable señor Adolfo Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente



, junto con otros Senadores presentamos este proyecto porque constituye una necesidad. Y, más allá del legítimo interés de las líneas aéreas, cualesquiera que sean, nacionales o extranjeras, lo que debe preocuparnos es la realidad que vive la gente, que, por cierto, habita un territorio, no singular sino bastante complejo: desde Arica hasta Magallanes hay más o menos 4 mil kilómetros.



Ahora bien, en las Regiones extremas, como muy bien planteó el Senador señor Fernández, la situación es absolutamente distinta. Y la única forma que tenemos de asegurar la satisfacción de alguna necesidad -que quizás en las zonas centrales puede parecer menor pero que allá es esencial, a veces, para la seguridad de la vida o para complementar, aunque sea en mínima parte, demandas básicas- es, sin duda, mediante el establecimiento de una liberalidad. Pero la reciprocidad existente se contrapone a ella de manera primordial. No va a ser posible que la Undécima o la Duodécima Regiones tengan asegurado un buen  servicio  si  se mantiene un criterio tan -diría- economicista, cortoplacista, o el calificativo que Sus Señorías prefieran darle. Es fundamental que se liberalice.



Más aún, en la actualidad ocurre algo que no es menor: si uno quiere ir desde Coihaique o Balmaceda a Punta Arenas, debe hacerlo vía Puerto Montt. O bien, cruzar hacia Argentina para conectarse con alguna zona aledaña. Y eso atenta contra la seguridad del país y el desarrollo de áreas que precisan integrarse al resto del territorio.


El criterio de la reciprocidad, mirado así, constituye un absurdo para la economía de las Regiones y un asunto agraviante para las personas, porque no reconoce los derechos que, en la práctica, se garantizan para las zonas extremas mediante un sistema económico aplicado en forma nacional. 



A Chile hay que entenderlo en su complejidad. 



Aprobar este proyecto es de justicia para quienes viven y se desarrollan en esas Regiones, haciendo patria, haciendo país. No entenderlo así sería absurdo, porque resulta irracional pretender privilegiar situaciones económicas de empresas, si ello se confronta con los intereses de las personas y de las zonas extremas.



Por eso, señor Presidente, junto con otros señores Senadores, he patrocinado con tanto entusiasmo la iniciativa, la cual, por lo demás, fue pedida por los habitantes de Regiones extremas, que quieren tener las mismas condiciones y facilidades que los de otras partes del país. Pero esto no se da y se impide a través de una reciprocidad mal entendida, que resguarda el interés económico y no el que se debiera proteger: el de las personas, el de las Regiones y, por cierto, el del país.



En consecuencia, solicito al Senado que apruebe el proyecto para corregir la inequidad que se ha venido dando con las zonas extremas.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Someteré la idea de legislar a votación nominal a fin de dar tiempo a los señores Senadores que están en Comisiones para que vengan a la Sala.



En votación. 

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (20 votos contra 8, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa los señores Arancibia, Boeninger, Cariola, Coloma, Chadwick, Fernández, Flores, Gazmuri, Horvath, Larraín, Moreno, Naranjo, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Sabag, Viera-Gallo, Zaldívar (don Adolfo) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Canessa, Cantero, Martínez, Parra, Silva, Vásquez, Vega y Zurita.



Se abstuvo el señor Prokurica.



No votó, por estar pareado, el señor Ominami.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Tiene alguna sugerencia de plazo para la presentación de indicaciones el Presidente de la Comisión?

El señor NOVOA.- Dada la complejidad del tema y las inquietudes planteadas en la Sala, debiéramos disponer al menos de tres semanas para estudiar las indicaciones y concordar un texto adecuado.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Les parece el 10 de noviembre?

El señor NOVOA.- Sí, señor Presidente.



--Se fija plazo para presentar indicaciones hasta el jueves 10 de noviembre, a las 12.
)-------------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de continuar con el Orden del Día, pido a la Sala revisar un acuerdo de Comités, para lo cual es necesario contar con la unanimidad.



Se trata de cambiar la fecha en que se verá el proyecto de acuerdo que aprueba el Estatuto de Roma, sobre Corte Penal Internacional. 



Las Comisiones de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores han solicitado que se postergue su tratamiento y votación, del 2 de noviembre -como se había acordado- al 3 de noviembre. Ello, porque en la primera fecha se celebrará una reunión de ambos órganos técnicos, debido a motivos que pido a la Sala me excuse de dar a conocer públicamente, pero que a la Mesa le parecen razonables.



¿Hay acuerdo unánime para cambiar esa fecha?



--Se acuerda incluir el proyecto de acuerdo referido en la tabla de la sesión del 3 de noviembre próximo.
MODIFICACIÓN DE SISTEMA DE NOMBRAMIENTO Y CALIFICACIONES DE MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Corresponde tratar el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica el sistema de nombramiento y calificaciones de los Ministros, jueces, auxiliares de la administración de justicia y empleados del Poder Judicial.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3788-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 30ª, en 19 de enero de 2005.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 41ª, en 12 de octubre de 2005.
El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Los principales objetivos del proyecto son los siguientes:



En primer lugar, se traslada la facultad de nombramiento de defensores públicos, procuradores del número y receptores, desde el Primer Mandatario al Presidente de la Corte respectiva. Asimismo, se radica en forma absoluta la facultad de nombramientos de todos los integrantes del escalafón de empleados u oficiales de secretaría en el Presidente de la Corte correspondiente. También se fijan plazos destinados a hacer más expedita la tramitación de los nombramientos.



En segundo término, se traslada la facultad de remover a los funcionarios judiciales que no gozan de inamovilidad, desde el Presidente de la República al Presidente de la Corte respectiva, en todos aquellos casos en que la facultad de nombramiento se radica en este último.


Finalmente, se establece un órgano calificador, que estará  conformado, según corresponda, por el Pleno de la Corte respectiva, el Juez y el Fiscal. Los parámetros de calificación serán establecidos mediante auto acordado del Máximo Tribunal, previo informe de la Corporación Administrativa del Poder Judicial.


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó solamente en general el proyecto, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables señores Espina, Larraín y Viera-Gallo.



Cabe destacar que la Comisión deja constancia íntegra, en su informe, de la opinión emitida por la Corte Suprema respecto de la iniciativa.



A lo anterior debe agregarse que, por la naturaleza de las modificaciones que se introducen al Código Orgánico de Tribunales, el proyecto debería aprobarse con quórum de ley orgánica constitucional, esto es, con el voto favorable de 27 señores Senadores.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Antes de dar la palabra, hago presente que en este momento no hay en la Sala la cantidad de Senadores que se requiere para aprobar la iniciativa, aunque sí están en el recinto de nuestra Corporación. En consecuencia, propongo iniciar el debate y, si al momento de pronunciarnos no hay quórum, dejar el proyecto para que sea votado en primer lugar en la sesión de mañana.

El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite una observación sobre esa fórmula, señor Presidente?



Esta  iniciativa no merecería  mayor debate. Todos estamos de acuerdo en ella. Y nos encontramos en su discusión general. ¿Por qué el señor Presidente  no ordena tocar los timbres y, mientras tanto, vemos el proyecto sobre tribunales de familia, que viene a continuación y que es bastante simple?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se halla en la misma situación, señor Senador.

El señor VIERA-GALLO.- Entonces, que se llame a los señores Senadores y se haga votación nominal;  o bien que no se vote hasta comprobar si hay quórum. En el intertanto puedo informar a la Sala de qué trata la materia.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Es lo que estaba proponiendo: que se informe; que intervengan los Senadores que lo deseen, y luego, si es posible, que se vote. Es exactamente lo que propuse, señor Senador.



Por lo tanto, para informar el proyecto, tiene la palabra el Honorable señor Viera-Gallo.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, el que está en debate -que nació de la Mesa de Concertación Judicial entre la Judicatura y el Gobierno- es uno de los tantos proyectos de modernización. No es trascendente, pero no deja de ser importante. De cualquier modo, no hay que pensar que constituye una completa revolución en el sistema de nombramiento de los jueces, etcétera.



En primer lugar, en cuanto a los nombramientos mismos, se mantiene el denominado mecanismo de autogeneración incompleta para los escalafones primario y secundario, estableciéndose que los jueces de letras, los Ministros de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones y demás funcionarios del escalafón primario y de la Segunda Serie del escalafón secundario serán nombrados por el Presidente de la República. ¿Qué es lo novedoso? Que el nombramiento del resto de los funcionarios del escalafón secundario pasa del Primer Mandatario -o sea, del Ejecutivo- al Poder Judicial.



Asimismo, se fijan plazos perentorios: de 90 días, para que el Jefe del Estado proceda al nombramiento de los Ministros de la Corte Suprema y de su Fiscal Judicial; de 60, para la designación de jueces y Ministros de Corte de Apelaciones, y de 45, para la designación de los auxiliares de la administración de justicia.



La principal novedad  en esta materia consiste en que el nombramiento del Escalafón del Personal de Empleados deja de ser atribución del Ejecutivo para pasar al Poder Judicial.



En lo relativo a la evaluación -tal vez ésta sea la mayor novedad del proyecto-, se dispone que los funcionarios del Poder Judicial serán calificados anualmente por un órgano calificador atendiendo a su conducta funcionaria y al desempeño observado en el período.



Normalmente, el órgano calificador está conformado por el Pleno de la Corte respectiva o por el juez o el Fiscal Judicial, según corresponda, salvo el caso de la reforma procesal penal, que posee un sistema propio. Cuando las Cortes de Apelaciones tengan más de siete miembros, el órgano calificador estará compuesto por cinco de ellos.



En la Comisión se discutió mucho cuáles deberían ser los criterios para calificar o medir la eficiencia de un juez. Obviamente, el parámetro debe ser diferente para un empleado del escalafón secundario que para un magistrado o para un auxiliar de la administración de justicia. En todo caso, se quedó de traer para el estudio particular de la iniciativa lo relativo a los criterios de evaluación que se manejan en el proceso de modernización de la Administración Pública.



Éstos son, señor Presidente, los aspectos más relevantes de la iniciativa, sobre los cuales hubo unanimidad en la Comisión.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Votemos.

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- En este momento no hay quórum. Habría que esperar que haya 27 Senadores en la Sala.

El señor LARRAÍN.- Abra la votación.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si se abre y no se alcanza el quórum, el proyecto quedaría rechazado y no se podría renovar sino hasta un año más. Así que no voy a abrir la votación mientras no tengamos seguridad de que contamos con el número suficiente.



Vamos a esperar 3 minutos.



Si le parece a la Sala, se aprobará en general el proyecto.



--Se aprueba en general (29 votos), y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el 3 de noviembre.
El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Aún queda un proyecto, señor Senador.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Puedo hacer una sugerencia, con la venia de la Sala?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Autoriza la Sala al señor Senador para efectuar una  proposición antes de seguir con el Orden del Día?



Puede usar de la palabra Su Señoría.

EFECTOS DE NUEVO ARTÍCULO 8º DE CARTA FUNDAMENTAL 

EN REGLAMENTO DEL SENADO. INFORME 

DE COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sin perjuicio de lo que se resuelva en relación con el informe de la Comisión de Constitución acerca de la aplicación del artículo 8º de la Carta Fundamental -seguramente, se verá mañana-, quiero pedir que el asunto vuelva a ese órgano de trabajo, por lo siguiente: si bien el informe aparece como de mayoría, en el hecho ésta no existe, pues quienes votaron a favor fueron dos miembros de la Comisión, más el Honorable señor Silva, que reemplazaba al Senador señor Viera-Gallo. El señor Chadwick se abstuvo. Y yo me excusé de asistir, no obstante manifestar también mi opinión, que no va en la línea sustentada por la mayoría.



El asunto es que los Honorables señores Viera-Gallo y Chadwick y el Senador que habla creemos que el informe es incompleto, porque se refiere sólo a un tema: si el Reglamento del Senado es ley o no y si prima sobre la norma constitucional. Y lo que la Comisión debe dilucidar es si el artículo 8º de la Carta Fundamental es programático o no y si requiere una ley orgánica constitucional, que es precisamente la que hoy se está tramitando en el Congreso. Consideramos importante hacerlo, por el efecto que puede producirse en otros ámbitos del Estado; no tanto en el Parlamento, sino en el Ejecutivo, en el Ministerio de Relaciones Exteriores, en el de Defensa y otros. Tanto es así, ...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador, pido no entrar en el mérito del proyecto.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No lo estoy haciendo, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No, señor Presidente. Sólo quiero entregar un dato que justifica la necesidad de un informe más completo. 



Según lo que me comunicó el Senador señor Coloma, esta mañana en la Comisión de Relaciones Exteriores el Subsecretario de la Cartera no pudo o no se atrevió a entregar antecedentes relacionados con un tema relativo a un país limítrofe, porque la sesión no pudo declararse secreta.

El señor PROKURICA.- ¿Me concede una interrupción?

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Entonces, lo único que estoy pidiendo es que el informe sea completado en esa materia, por considerarlo importante, no tanto con respecto al Reglamento, que es otro tema.



Existe un voto disidente del Honorable señor Viera-Gallo, con el cual estoy totalmente de acuerdo. Y, como digo, si este señor Senador y el que habla hubiéramos votado, habría un empate a dos.



Por lo tanto, pienso que es mejor que haya un informe que realmente se pueda sustentar.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Quiero precisar lo siguiente, Su Señoría.



Sólo se puso en conocimiento de la Sala que la Comisión de Constitución entregó su informe. Ahora no es el momento de discutirlo. Ello se hará cuando se ponga en debate.



Entiendo que el Honorable señor Andrés Zaldívar ha pedido que el asunto vuelva a Comisión...

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Para que se complete, señor Presidente.

El señor PROKURICA.- ¡No! ¿Me da la palabra?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Para referirse a este mismo asunto?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Puede hacer uso de ella, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Quiero llamar la atención del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra en cuanto a que él -miembro de la Comisión de Constitución- no asistió a la reunión en que dicho organismo trató la materia, lo cual lamento.



Debo decir, además, que el informe emitido responde al encargo hecho por la Sala a la Comisión. Yo no sé por qué el Honorable señor Andrés Zaldívar insiste majaderamente en esta Corporación y en los medios de comunicación, en que aquí hay una especie de striptease. ¡Eso no es así! Hay que leer la norma, que establece expresamente -¡expresamente!- la excepción, como en el caso de que la publicidad sea peligrosa para la seguridad nacional...

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Insisto, señores Senadores: no entremos al mérito del debate.

El señor PROKURICA.- Déjeme terminar, señor Presidente.



Digo que la norma establece expresamente la excepción. Entonces, ¿para qué insistir en eso? ¡Aquí nadie se va a volver loco y va a empezar a tirar toda la información a la calle! ¡Nadie pretende eso!



Hemos aprobado una reforma al Texto Fundamental y debemos cumplirla. La Comisión de Constitución sólo ha determinado cuál es el valor de dicha enmienda, del Reglamento del Senado y de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Eso es todo. Ésa fue la labor que se le encomendó.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Creo que están dados los argumentos…

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, he sido aludido.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, debo decir al señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra que retire el término “majadero”. Yo no acepto que un Honorable colega me trate en esa forma. Yo no he sido majadero, sino consistente en mis planteamientos.



Asimismo, he sido deferente con la Comisión, porque si hubiera querido me habría opuesto a su funcionamiento, dado que  no fue citada con el tiempo suficiente. Por eso no asistí y di la excusa correspondiente.



El señor Senador debería hablar con el Presidente de la Comisión antes de emitir un juicio de ese tipo y tener más respeto con sus colegas.

El señor PROKURICA.- ¡Y usted debe ir a la Comisión!

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No si se cita cuando no corresponde.

El señor ROMERO.- ¿Me permite, señor Presidente? 

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¡Ruego a Sus Señorías evitar los diálogos!



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, deseo referirme en términos muy tranquilos y serenos a la publicación que aparece en el diario vespertino “La Segunda” de hoy día, donde señores Senadores de la bancada de quien recién hizo uso de la palabra han calificado al Presidente de la Cámara Alta de “demagogo”.



En verdad, exijo el respeto que nos debemos, y no lo digo en mi calidad de Presidente del Senado, sino como integrante de éste.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¡Yo no fui!

El señor ROMERO.- Está claro, Su Señoría. Usted no lo hizo. Por eso me referí a miembros de su bancada.



Además, junto con ese respeto, nosotros tenemos un aprecio y un apego muy grande a la estructura institucional del Senado. Y, conforme a ésta, cuando la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia responde a una consulta que le formula la Sala, uno no puede agregarle antecedentes adicionales.



Yo estaba en la Testera cuando se acordó formular la consulta, y se entendió claramente -así lo demuestra la Versión Taquigráfica- cuál era su alcance. El señor Secretario puede dar fe de que se pidió a la Comisión esclarecer lo que se  discutió en la Sala, ni más ni menos. Nadie habló de una definición programática. Nunca. No escuché decir eso. Hoy día existe ese planteamiento. Es legítimo que así sea. Y cuenta con todo mi respeto y el de los demás señores Senadores para poder exponerlo.



Hoy, en la tarde, tuve una reunión con los Comités y se llegó a un completo acuerdo en cuanto a cómo tratar esta materia mañana. Pero continuamente estamos levantando el tema.



En verdad hay un punto que desconozco de dónde viene, en el sentido de que se piensa que nosotros queremos que todo se haga público. Eso no es así. En la Constitución existen normas claras respecto de la seguridad exterior, e incluso un artículo expresamente faculta al Presidente de la República para exigir que sea secreta toda la tramitación de determinada materia. Y eso se halla en la Carta que nosotros reformamos.



No cabe la menor duda de que en los temas que analizó la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia hubo decisión unánime. De manera que debemos tener respeto por nuestros órganos de trabajo. Si se le hace una consulta, cualesquiera que sean las personas que la integran, hay que respetar su opinión, porque, de lo contrario, vamos a estar cuestionándonos permanentemente, dependiendo de quienes la constituyan. A mi juicio, cualquier señor Senador puede formar parte de una Comisión, y, con mayor razón, de la de Constitución, Legislación y Justicia.



Ése es el alcance que quería hacer.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una interrupción, Su Señoría?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Viera-Gallo, y luego, el Honorable señor Silva.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Estoy dando la palabra en el orden que se ha pedido, señor Senador.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, quiero respaldar la petición del Honorable señor Andrés Zaldívar. Chile es un país legalista y, tal vez, estas materias apasionan más de lo normal. No estoy de acuerdo con que se insulte a otros ni nada por el estilo. Sin embargo, es curioso que en el diario “La Segunda”  haya una página entera sobre el tema en comento. O sea, no es un asunto baladí.



Yo no pude asistir a la Comisión, porque estaba en el extranjero. Por eso, dejé un voto que en el informe aparece como minoritario. No me importa estar en minoría; igual el voto figura ahí.



Cada cual puede pensar lo que quiera en materia jurídica, pero las cosas tienen consecuencias. Entonces, lo natural es que no se trate de ver quién gana o quién pierde, sino que, considerando el bien del país, el informe vuelva a la Comisión y, así, algunas cosas podrán ser corregidas; otras, reafirmadas; etcétera. Lo importante es saber cómo nos debemos comportar. Porque, en el fondo, hay que analizar si la norma es de aplicación inmediata -como sostiene el señor Presidente- o si es programática. Ése es el punto central del debate. Y sobre esto cada uno puede tener argumentos muy válidos.



Por otra parte, si dos señores Senadores titulares de la Comisión piden que vuelva a ella, no parece lógico no aceptarlo. ¿Por qué no? ¿De qué se tiene miedo? Supongo que nadie se dejará convencer. No se pretende ganar por Secretaría, sino emitir un informe serio.



Ahora bien, si mañana el señor Presidente -como lo señalé en mi voto disidente- quiere interpretar autoritativamente el Reglamento, conforme a su parecer, tiene todo el derecho a hacerlo. Pero, en ese caso, lo importante es saber que ése es su criterio y, tal vez, no el de toda la Sala. Porque éste es un tema demasiado trascendente para el funcionamiento del Estado.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite una interrupción, Su Señoría?

El señor VIERA-GALLO.- Por supuesto, con todo gusto.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, las interrupciones no se dan al final del discurso.



Tiene la palabra el Honorable señor Silva.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me concede una breve interrupción, señor Senador?

El señor SILVA.- Prefiero dársela cuando termine mi intervención.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- No lo va permitir el señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Reitero a Sus Señorías: las interrupciones sólo pueden tener lugar durante el discurso o al comienzo de éste. Es una manera distinta de dirigir el debate, no se trata de un asunto reglamentario.

El señor SILVA.- Se la concedo, con la venia de la Mesa.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, sólo deseo hacer una precisión.



Mi solicitud en cuanto a que el informe vuelva a la Comisión, no se debe a que no esté de acuerdo con lo establecido respecto a la norma reglamentaria, sino al hecho de que lo considero incompleto. A pesar de que el señor Presidente piensa que la relación sólo podría referirse a la vigencia de nuestro Reglamento.



Al señor Presidente de la Comisión le manifesté que no iba a interferir en el funcionamiento de ésta, para evitar atrasos innecesarios. Sin embargo, mi posición sobre la materia ha sido siempre la misma. En mi concepto, el artículo 8º de la Constitución debe interpretarse en su plenitud, a fin de impedir dificultades a otros órganos del Estado en cuanto a los secretos que han de mantenerse como tales.



Estimo necesario completar el informe en ese sentido. E incluso, cuando intervine -el señor Presidente no estaba en la Sala- manifesté que los Comités ya habían resuelto cómo actuar al respecto en la próxima sesión, a lo cual yo no me oponía. Sin embargo, considero adecuado que este informe vuelva a la Comisión para ser completado. Ésa es la razón de mi propuesta. Aquí no hay majadería ni mala intención; tampoco se pretende retrasar las cosas, sino efectuarlas bien.



Asimismo, planteé al señor Presidente la conveniencia de apurar la discusión de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional para evitar dificultades sobre la materia en el futuro inmediato.



Agradezco al Honorable señor Silva la interrupción.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Propongo a la Sala que no sigamos debatiendo este asunto. Creo que ya está bastante claro, pues lo hemos analizado más de una vez.



Un señor Senador ha solicitado -tiene todo el derecho a hacerlo- que el informe vuelva a la Comisión. Y esto lo tendrá que resolver después la Sala.



Tiene la palabra el Honorable señor Silva.

El señor SILVA.- Señor Presidente, deseo hacer presente que participé en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia a petición del Senador señor Viera-Gallo. Yo fui miembro de dicho órgano técnico durante muchos años, de modo que no he sido en absoluto un sujeto extraño a él.



En verdad, para mí fue muy grato emitir un juicio concordante con la opinión mayoritaria. Y aunque el Honorable señor Andrés Zaldívar planteó que, al parecer, en la Comisión no hubo mayoría, eso no es así. Porque naturalmente sí la hubo entre los que asistieron.

El señor PROKURICA.- ¡Hubo unanimidad!

El señor SILVA.-  Y, a mi juicio, quien concurre en reemplazo de algún señor Senador miembro de ella tiene el legítimo derecho a emitir su voto, tal como si fuera el titular.



La opinión que dio el Honorable señor Viera-Gallo por escrito fue  una simple consideración que se tomó en cuenta y se incluyó en el informe para los efectos de que se conociera su punto de vista. Pero, en verdad, Su Señoría no estaba votando y no tenía por qué haberlo hecho, ya que se encontraba ausente. Y tengo entendido de que, en ese evento, no se permite dejar por escrito el voto que le correspondería en cuanto titular. De manera que, en ningún caso puede aducirse -como se ha fundamentado aquí- para pedir que la materia vuelva a la Comisión, que ésta no se pronunció por mayoría.



En segundo término, debo hacer presente que quienes así lo afirman, o no han leído el informe o no lo han meditado, porque basta leerlo con calma para darse cuenta de que plantea dos o tres cosas específicas.



Ante todo, consigna el contenido y alcance del inciso segundo del artículo 8º de la Constitución. Y, concretamente, recuerda dos cosas: una, que dicho precepto, como norma general, en cuanto a la publicidad, rige in actu; y otra, da a entender la existencia de una disposición que permite que por ley de quórum calificado o mediante una ley orgánica se determinen las excepciones en los casos que taxativamente la norma constitucional señala para los efectos de establecer, por vía excepcional, el secreto. De manera que pretender que el informe no hace un análisis, salvo respecto de una cuestión reglamentaria acerca del artículo 8º de la Carta Fundamental, significa que no se ha leído o no se ha reflexionado en cuanto a su contenido.



Deploro que se efectúe tal planteamiento sobre la base de que el informe se emitió sin la mayoría correspondiente, porque eso sería negar la afirmación que, con fundamento, hizo el señor Presidente de la Comisión en su oportunidad, cuando tomó la respectiva votación.



No tengo inconveniente alguno, naturalmente, en que el asunto  vuelva a la Comisión. Pero creo que carecen de valimiento las razones dadas para sustentar la necesidad de que el informe retorne a ella.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Queda cerrado el debate.



Si no hubiere objeción, el informe volvería a la Comisión.

El señor MORENO.- Conforme.

El señor ROMERO.- No.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No hay acuerdo.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, tengo una fórmula distinta.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no existe acuerdo sobre este asunto, lo pondré en votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, creo muy legítimo consultar a la Comisión de Constitución o a otra sobre materias específicas.



En esta oportunidad se hizo la consulta y se entregó una respuesta, a mi juicio, basada en la Constitución y en las leyes. Voté a favor de ella. Sin embargo, eso no obsta a que se haga otra consulta. Porque lo planteado aquí por los Senadores señores Andrés Zaldívar y Viera-Gallo es otro tema. No me opongo a ello. Me parece bien. 



En todo caso, en lo que respecta al asunto que debatimos en este momento ya fue consultada la Comisión de Constitución. No digo que su respuesta sea la verdad absoluta. Pero es preciso tenerla en consideración, si no vamos a pasar formulando consultas y no las haremos valer después cuando vuelvan a la Sala y no nos gusten.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- ¿Cuál es su posición, Su Señoría?

El señor PROKURICA.- Que si los señores Senadores quieren formular una nueva consulta sobre otro tema, lo hagan.



Entiendo que el Honorable señor Andrés Zaldívar está planteando una cuestión distinta. Me parece lógico y justo que consulte.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, creo que las cosas formalistas no llevan muchas veces a buscar soluciones.



Podríamos discutir cuál fue el concepto de la consulta. Pero si analizamos el debate habido, precisamente la tesis que sustentamos con el Senador señor Viera-Gallo -y la inmensa mayoría de la Sala así lo aceptó- decía relación al alcance del artículo 8º, a si regía in actu o no, y si eso llevaba a que las sesiones del Senado fueran siempre públicas mientras no se dictara una normativa en contrario.



Ésa fue la discusión que sostuvimos y el motivo por el cual se pidió a la Comisión que emitiera un informe al respecto. O sea, no sólo se refería a nuestro Reglamento. Todos tenemos conciencia de que éste no reviste el carácter de ley. Y a eso alude el informe, lo cual no objeto, porque está coincidentemente de acuerdo con todos los tratadistas y con la normativa jurídica correspondiente.



La materia en cuestión es el alcance de dicho precepto. Incluso di como argumento -lo sigo sosteniendo- de que se trata de un problema muy riesgoso, de Estado. Si no se determina que la referida norma es programática, toda nuestra legislación que hoy día establece privacidad o secreto respecto de algunos tipos de actuaciones o procedimientos estaría derogada.



En ese momento, dije que se corre el riesgo de que cualquier persona pida al Ministerio de Relaciones Exteriores el contenido de todos sus archivos. Lo mismo podría ocurrir en cuanto al Ministerio de Defensa; al Banco Central, respecto del cual existiría la posibilidad de solicitar sus actas; a la Corte Suprema, donde sería factible requerir todos los antecedentes relacionados con tal o cual cosa; etcétera.



Es decir, lo que se precisa -porque ése es, a mi juicio, el espíritu de la Constitución- es que haya una ley orgánica. Y tanto es así, que el señor Presidente del Senado -con toda razón- y el señor Presidente de la Cámara de Diputados están reclamando que se dicte una normativa de tal carácter para evitar también ese tipo de conflictos en nuestra Corporación.



Ésa es la razón por la cual ha de completarse el informe. Debemos determinar si el artículo 8º es una norma programática, declarativa, que requiere reglamentación mediante una ley orgánica constitucional, lo cual me parece obvio, de acuerdo con su propio texto.



Por lo tanto, si se quiere o no pedir un nuevo informe, no me importa. Lo que me importa es que se precise con claridad cuál es el alcance del artículo 8º, no sólo por lo que pueda significar para el  Senado –no  reviste mayor importancia votar o no en secreto mañana una nominación-, sino también para todas las instituciones del Estado, por la trascendencia que pueden tener los efectos de esa disposición. 



Por eso, creo que la Comisión de Constitución debe realizar un informe completo, preciso y a fondo. 



Ése es el motivo y no otro.



No he descalificado a nadie. Desde ya digo al señor Presidente del Senado que no he concurrido a ese tipo de declaraciones, ni mucho menos. Las mías siempre han sido hechas desde los puntos de vista jurídico y de seguridad del Estado.



He dicho.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-
 Tiene la palabra el Senador señor Parra.

El señor PARRA.- Señor Presidente, me parece muy curiosa esta discusión. En primer lugar, porque gira en torno a lo que debe hacerse con un informe del que se dio cuenta en la sesión de hoy en la tarde, pero que no ha sido distribuido. En lo personal, no he tenido el privilegio de conocer su texto.



Considero absolutamente impropio el que se pida a la Sala un pronunciamiento sobre un informe que no ha sido puesto en circulación y que, además, no figura en tabla para ser discutido, ni considerado por la Sala en lo inmediato.



En segundo término, existe un acuerdo de Comités -por lo que se nos informó- acerca de la forma como vamos a proceder mañana. Por lo tanto, en la decisión que debe adoptar mañana el Senado el informe de ninguna manera será determinante.



En tercer lugar, hay un trabajo legislativo que está en curso: la reforma de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, tema acerca del cual se va a pronunciar la Cámara en estas horas y que llegará al Senado inmediatamente después; y la modificación de nuestro Reglamento.



Por consiguiente, el debate, en toda su profundidad y con fines de decidir estructurando las normas respectivas de manera permanente y hacia futuro, está abierto. Qué sentido tiene ahondar una discusión jurídica, que me atrevo a calificar de coyuntura, si la solución jurídica real la vamos a dar cuando nos pronunciemos sobre dicho cuerpo legal y el Reglamento del Senado.



En consecuencia, señor Presidente, llamo a mis distinguidos colegas a que ubiquemos la materia que nos ocupa en su recto contexto.



Desde luego, por respeto a la Sala, permítasenos siquiera recibir el informe y poder leerlo antes de pedirnos un pronunciamiento sobre si es necesario extenderlo, complementarlo, introducir nuevos temas, etcétera. Obviamente, no podemos resolver al respecto sin conocer el texto ya emitido por la Comisión.



Y, en seguida, concentremos toda nuestra energía y esfuerzo en que a la brevedad tengamos la reforma de la ley orgánica constitucional y la norma reglamentaria sobre el particular.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, no quisiera continuar con el debate.


Yo siento que el informe –naturalmente, si no ha sido distribuido y conocido por todos los señores Senadores, no podríamos estar tomando decisiones al respecto- es lo suficientemente claro acerca de las consultas que se formularon.



El Honorable señor Andrés Zaldívar dijo que para él resultaba fundamental -por supuesto, creo que es muy importante- saber si acaso rige o no in actu el artículo 8º. Y el informe en una de sus partes se refiere precisamente a este tema.



Deseo no seguir con el debate, sino informar a la Sala -concuerdo en algo medular que han planteado todos los señores Senadores- que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional reviste mucha trascendencia sobre el particular. Y la Mesa se ha encargado de pedir al Gobierno que dé “suma urgencia” a la reforma de dicha normativa. Porque, en definitiva, la única manera de que la discusión de fondo se haga respecto de un texto concreto es a través de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Acabo de estar en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara Baja, donde pedí a los señores Diputados su comprensión y colaboración para que resolvamos el punto mediante una discusión de fondo tanto en esa rama legislativa como en el Senado. 



Ahora, las interpretaciones son tal vez distintas en algunos aspectos. Pero existe algo medular: hay una regla general, la de que todos los actos y resoluciones de los organismos son públicos, y una norma excepcional, conforme a la cual ciertos actos, resoluciones y procedimientos son reservados; esto, sin duda, se refiere a tres casos contemplados expresamente en el artículo 8º de la Carta Fundamental.



Sobre este punto, cuando se produjo el debate en la sesión anterior, hice un especial llamado a esta Sala en orden a que, conforme a la interpretación que yo estaba efectuando del Reglamento, no de la Constitución -yo no interpreto la Carta, Honorable señor Viera-Gallo, sino el Reglamento-, me parecía que sus artículos no tenían vigencia frente a un texto constitucional que rige in actu. Y en eso coincido con el informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia.



Desde esa perspectiva, consideré que, mientras no tuviésemos la Ley Orgánica Constitucional del Congreso reformada encima de nuestros pupitres, la manera de salir adelante era que el Presidente de la Cámara Alta asumiera aquella responsabilidad -y se lo expliqué a cada uno de los señores Senadores que quisieron escuchar-, para que no se creara un precedente. Vale decir, si alguien pensaba que era muy importante el hecho de que esta Corporación pudiese sentar un precedente, que no habría tal, sino una simple opinión del Presidente del Senado del momento, quien, en uso de una facultad reglamentaria -que por lo demás han utilizado todos los Presidentes anteriores-, interpretaba el Reglamento.



Se trata simplemente de eso. 



Eso mismo fue lo que conversamos hoy día con los Comités, para buscar una fórmula. Y todos estuvimos de acuerdo en, para no crear una situación mayor, resolver el asunto, si le parecía a la Sala, en esos términos. Estimé que ello era lo más razonable, dado que no había un problema o una discusión de fondo respecto de las propuestas formuladas por Su Excelencia el Presidente de la República.



Señor Presidente, pienso que debemos mantener el debate siempre en alto. Es indispensable que aquí se discuta, porque éste es un Senado vivo y no un Senado muerto o inactivo. Y reviste suma importancia que demos el ejemplo de tener un debate altruista.



En tal sentido, resultan inaceptables las descalificaciones personales, y en particular las que se hacen a través de los diarios.



Al respecto, yo, por lo menos, he tenido el debido cuidado. He sido, soy y seguiré siendo muy respetuoso. Y considero inadmisible que por los diarios se expresen las cosas que aparecieron publicadas esta tarde en “La Segunda”.



Nada más, señor Presidente.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en este debate se entrecruzan dos cuestiones. Una, el tema de fondo: qué cosas el Senado va a estimar que deben ser reservadas, secretas, en términos tanto de sesiones y votaciones abiertas cuanto de sesiones y votaciones cerradas. Sobre eso sustento una opinión que he mantenido siempre, de manera que no volveré a insistir en el punto.



La otra cuestión es el debate reglamentario que se ha suscitado en el último tiempo. Se produjo porque hace algunos días la Mesa hizo una interpretación que los Senadores no habíamos considerado. Y por eso, ante la falta de certeza en la decisión que debíamos tomar, se pidió un informe a la Comisión de Constitución, para que iluminara a la Sala acerca de esa materia.



Deseo recordar que eso es habitual -el Reglamento así lo estipula- y que los informes tienen el carácter de documentos que ilustran las decisiones, pero no son vinculantes; de modo que, si alguien no está de acuerdo con su contenido, bien puede sustentar una posición contraria, porque al final la Sala es la que resuelve.



En tal sentido, habiendo mediado tiempo para pensar y existiendo un informe que cumplió el objetivo perseguido, no veo justificación para que el asunto vuelva a la referida Comisión. Porque éste es un tema que puede ser recurrente y siempre podrá estimarse necesario un informe mayor.



Creo que, con los antecedentes disponibles, con la discusión habida y con la que puede seguir existiendo, tenemos elementos de juicio suficientes para decidir.



Adicionalmente, la forma como entendemos la aplicación de la Constitución o la manera en que ésta se vincula con el Reglamento sólo nos atañe a nosotros. Es decir, si llegamos a una interpretación y la aplicamos, no significa que el resto de los órganos del Estado queden comprometidos por lo que aquí resolvamos. De manera que tampoco estaremos sentando un precedente. Eso le corresponde al Tribunal Constitucional o, en su caso, a la Corte Suprema. Nuestra labor sólo se circunscribe a ver cómo aplicamos el Reglamento aquí, en el Senado.



Luego, lo que acordemos sobre el alcance que puede tener el artículo 8º de la Carta con relación a nuestro Reglamento y, por lo tanto, al modo como deben desarrollarse las sesiones y las votaciones relacionadas con los nombramientos nos empece sólo a nosotros y no tiene más efecto que el de sentirnos obligados ante cierta situación y a proceder conforme a lo que finalmente resolvamos como Sala.



Por eso, señor Presidente, independiente de las interpretaciones reglamentarias que haya, y sobre las cuales podrá generarse discusión, pienso que carece de sentido volver el asunto a la Comisión de Constitución y que con el informe que evacuó ésta -no lo conozco ni lo he estudiado- bien podemos resolver la materia en debate.



He dicho.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿me permite hacer una consulta reglamentaria?

El señor ÁVILA.- Pido la palabra.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señores Senadores, se formuló una petición, y debemos resolverla.



Estoy haciendo las consultas del caso. Porque, ante el argumento del Honorable señor Parra, la Mesa estima que, si el informe no fue distribuido oportunamente, parece complicado someter a discusión un asunto que Sus Señorías no conocen.



Me informa Secretaría que dicho documento se entregó hoy, a las 14:45, en los casilleros de los señores Senadores.



Me parece que no ha existido tiempo razonable para tomar una decisión respecto del informe.



Por tanto, la Mesa sugiere postergar este debate hasta la próxima sesión, de manera tal que Sus Señorías dispongan de tiempo adecuado para leer dicho documento y, por consiguiente, participar en su discusión con fundamento y conocimiento.



Si le parece a la Sala…

El señor COLOMA.- Señor Presidente, ¿me permite treinta segundos para hacer una consulta reglamentaria?

El señor VIERA-GALLO.- Yo también pido lo mismo.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Para ese efecto, tiene la palabra el Honorable señor Coloma, hasta por treinta segundos.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, me parece bien la fórmula planteada. En todo caso, me gustaría saber si mañana o cuando corresponda se discutirá el informe.

El señor VIERA-GALLO.- ¡No está claro!

El señor COLOMA.- Porque si no se va a debatir, encuentro razonable que vuelva a Comisión. Pero si se va a discutir…

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Señor Senador,…

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, antes de que responda, ¿me permite plantear un punto?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-…si mañana alguien vuelve a pedir -como ocurrió hoy día- que el informe vuelva a la Comisión de Constitución, estará ejerciendo un derecho legítimo. Y lo discutiremos en su momento.

El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, antes de eso, quiero referirme a un problema reglamentario.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor VIERA-GALLO.- Si el Honorable señor Andrés Zaldívar no hubiese solicitado que el asunto volviera a Comisión, ¿qué tratamiento habría dado la Mesa al informe? ¿Simplemente, tomar conocimiento y no debatir? Y, junto con eso, los Comités acuerdan actuar en consecuencia respecto del informe; o sea, validar en la práctica lo que éste sostiene en teoría. Con eso, el Senado estaría avalando una tesis que quisiéramos discutir.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- No, señor Senador.



¿Me permite?

El señor VIERA-GALLO.- Termino de inmediato, señor Presidente.



En definitiva, deseo saber si la Mesa pondrá en discusión el informe y si ello ocurrirá antes de la votación o después de ella. Porque de eso se trata. El problema radica en que aquí no hay acuerdo, lo que es normal en un Parlamento.

)---------(

El señor ÁVILA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Sí, señor Senador.

El señor ÁVILA.- Solicito permiso para que la Comisión de Pesca funcione paralelamente con la Sala a partir de las 6 y media, pues tiene importantes invitados.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Si no hay objeción, se accederá.



--Así se acuerda.
)---------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hago presente a Sus Señorías que no se resolverá esta tarde la petición del Senador señor Andrés Zaldívar, por el argumento básico de que no se conoció oportunamente el informe.



Ahora bien, los Comités acordaron hoy un procedimiento para la votación de mañana, que no incluye referirse al fondo del asunto y sobre el cual hay acuerdo.

El señor VIERA-GALLO.- No lo hay.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Existe acuerdo unánime a nivel de los Comités -consulte al suyo, señor Senador- para resolver el asunto de determinada manera, que se informó a la Sala. Si eso no concita en su momento el acuerdo completo de Sus Señorías y alguien pide votación, se va a reponer el debate sobre cómo se vota el informe. Eso es así.

El señor NÚÑEZ.- Correcto.

El señor MORENO.- Así lo vamos a hacer mañana, señor Presidente. ¡Se lo advertimos!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- El acuerdo de los Comités requiere la unanimidad de la Sala. De no existir ésta,…

El señor MORENO.- ¡Dese por informado, para que no haya sorpresas, de que así procederemos mañana!

El señor GAZMURI (Vicepresidente).-…vamos a volver al debate de fondo.



Eso está claro.



Restan cinco minutos para el término del Orden del Día.



Se me ha sugerido recabar el acuerdo de la Sala para que el proyecto que introduce modificaciones a la aplicación de los procedimientos de la ley sobre Tribunales de Familia, que cuenta con informe unánime de la Comisión de Gobierno y requiere un alto quórum, sea votado en el Fácil Despacho de mañana.



--Así se acuerda.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Ha terminado el Orden del Día.
VI. INCIDENTES

PETICIÓN DE OFICIO

El señor ALLIENDE (Secretario subrogante).- Ha llegado a la Mesa una petición de oficio.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Se le dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------------(



--El oficio cuyo envío se anuncia es el siguiente:



Del señor CHADWICK:



Al señor Contralor de la Sexta Región, solicitándole información sobre USO DE APARATO ESTATAL, POR MILITANTES SOCIALISTAS DIRECTORES DE SERVICIOS PÚBLICOS, A FAVOR DE CANDIDATO A SENADOR SEÑOR JUAN PABLO LETELIER.

)----------------------(

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Hora de Incidentes.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Renovación Nacional, Socialista, Institucionales 2, Institucionales 1, Comité Mixto (Partido Por la Democracia y Partido Radical Social Demócrata), Demócrata Cristiano y Unión Demócrata Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor GAZMURI (Vicepresidente).- Por no haber más asuntos que tratar, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:31.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY, EN TRÁMITE DE COMISIÓN MIXTA, REFERIDO A REFORMAS ORGÁNICAS Y PROCEDIMIENTALES CONCERNIENTES AL PODER JUDICIAL (3790-07)


La Cámara de Diputados, en sesión de esta fecha, ha tenido a bien prestar su aprobación a las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley sobre reformas orgánicas y procedimentales, boletín N° 3790-07, con excepción de las recaídas en los números 1, 2 nuevo, y la supresión del número 4 del artículo 1° que ha desechado:


De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a los señores Diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:


- don Pedro Araya Guerrero


- don Juan Bustos Ramírez 


- doña María Pía Guzmán Mena


- doña Laura Soto González



- don Gonzalo Uriarte Herrera

****


Me permito hacer presente a V.E. que la modificación recaída en el número 3 –4 de ese H. Senado- del artículo 1° fue aprobada con el voto favorable de 77 Diputados de un total de 115 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.



Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº 25.995 de 12 de octubre de 2005.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE COMPLEMENTA LA LEY Nº 19.950, ESTABLECIENDO PENA EN CASO DE HURTO FALTA EN GRADO DE FRUSTRADO Y SANCIONA COMO DELITO EL HURTO HORMIGA CUALQUIERA FUERE EL VALOR DE LA COSA HURTADA

(3867-07 Y 3931-07)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el inciso final del artículo 494 bis del Código Penal por el siguiente:




“Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 9º de este Código, la falta de que trata este artículo se castigará con multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales si se encontrare en grado de frustrada.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): ALEJANDRO NAVARRO BRAIN, Primer Vicepresidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO CIVIL

(3934-07)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Civil:


a)Modifícase el artículo 320 en el siguiente sentido:


1.- Sustitúyese en el inciso primero la frase “Dentro de los cinco días siguientes a la última modificación de la resolución a que se refiere el artículo 318”, por la siguiente: “Desde la primera notificación de la resolución a que se refiere el artículo 318, y hasta el quinto día de la última,”.


2.- Agrégase el siguiente inciso tercero:


“Si habiéndose pedido reposición ya se hubiere presentado lista de testigos y minuta de puntos por alguna de las partes, no será necesario presentar nuevas lista ni minuta, salvo que, como consecuencia de haberse acogido el recurso, la parte que las presenta estime pertinente modificarlas.”.


b) Sustitúyese el artículo 416 por el siguiente:


“Artículo 416.- Cuando el nombramiento se haga por el tribunal, lo hará de entre los peritos que figuren en las listas a que se refiere el artículo siguiente y la designación se pondrá en conocimiento de las partes para que dentro de tercero día deduzcan oposición, si tienen alguna incapacidad legal que reclamar contra el nombrado. Vencido este plazo sin que se formule oposición, se entenderá aceptado el nombramiento.”.


c) Agrégase el siguiente artículo 416 bis:


“Artículo 416 bis.- Las listas de peritos indicadas en el artículo precedente serán propuestas cada dos años por la Corte de Apelaciones respectiva, previa determinación del número de peritos que en su concepto deban figurar en cada especialidad.


En el mes de octubre del final del bienio correspondiente, se elevarán estas nóminas a la Corte Suprema, la cual formará las definitivas, pudiendo suprimir o agregar nombres sin expresar causa.


Se entenderá que pertenecen de pleno derecho a las listas los institutos científicos de las universidades, las personas que los integren  y las que profesen docencia universitaria, aunque no figuren en ellas.


Con todo, el juez podrá designar como peritos a otras personas, siempre que no se encuentren en alguna de las situaciones que señala el artículo 413, cuando no disponga de ellos en el listado correspondiente.”.


d) Agrégase en el inciso segundo del artículo 680, el siguiente número:


“10º. A los juicios en que se deduzcan las acciones civiles derivadas de un delito o cuasidelito, siempre que exista sentencia penal condenatoria ejecutoriada.”.


Artículo transitorio.- Lo dispuesto en el artículo 416 del Código de Procedimiento Civil entrará en vigencia una vez que se publiquen en el Diario Oficial, en la primera quincena del mes de enero del año 2007, los listados definitivos de peritos a que se refiere el artículo 416 bis del mismo Código. Para tales efectos, las Cortes de Apelaciones deberán enviar las nóminas correspondientes a la Corte Suprema en el mes de octubre de 2006.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Prosecretario de la Cámara de Diputados.

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN LA CONSULTA DE LA SALA SOBRE LOS EFECTOS DEL ARTÍCULO 8° DE LA CONSTITUCIÓN, QUE ESTABLECE LA PUBLICIDAD DE LOS ACTOS Y RESOLUCIONES DE LOS ÓRGANOS DEL ESTADO, ASÍ COMO DE LOS FUNDAMENTOS DE LOS MISMOS Y DE LOS PROCEDIMIENTOS QUE UTILICEN, EN LOS ARTÍCULOS 23, N° 5, 68 Y 159 DEL REGLAMENTO DEL SENADO, SOBRE SESIONES Y VOTACIONES SECRETAS

(S 830-10)

HONORABLE SENADO:

En sesión de fecha 4 del presente mes, la sala del Senado acordó consultar a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 27 del Reglamento del Senado, acerca del alcance que tiene el nuevo artículo 8° de la Constitución de la República, especialmente su inciso segundo, frente a algunas disposiciones del Reglamento del Senado que establecen la celebración de sesiones secretas o la realización de votaciones del mismo carácter.

- - - - - -

Corresponde, en primer término, el análisis del actual artículo 8° de la Constitución Política de la República, incorporado por la ley Nº 20.050, publicada en el Diario Oficial el 26 de agosto del presente año y cuyo texto refundido fue fijado por decreto Nº 100, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de fecha 17 de Septiembre pasado.

El mencionado artículo 8°, en su segundo inciso, establece a la letra: “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”. 


Los artículos del Reglamento del Senado indicados en la consulta son del siguiente tenor:


“Artículo 23.- Sin perjuicio de lo dispuesto en la Constitución Política del Estado, en las leyes y en otras disposiciones de este Reglamento, corresponderá al Presidente:

............

5º Constituir la Sala en sesión secreta, con acuerdo de los dos tercios de los Senadores presentes, cuando los documentos de que haya de darse cuenta, el giro del debate o las observaciones que se formulen, a su juicio, así lo exijan;”.


“Artículo 68.- Las sesiones o sus partes podrán ser públicas o secretas:

Serán secretas:

1° Aquéllas en que corresponda tratar alguno de los negocios que, en conformidad al artículo 32, N° 17°, de la Constitución Política del Estado, deban discutirse en secreto por haberlo solicitado así el Presidente de la República;

2° Las que deban serlo en conformidad a lo que establece el número 5° del artículo 23 y aquéllas en que se traten asuntos que sean objeto de votación secreta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 159, y

3° Las que el Senado, por los dos tercios de sus miembros presentes, acuerde que tengan este carácter.”.

“Artículo 159.- Serán siempre secretas las votaciones de los asuntos de interés particular que afecten a personas determinadas, tales como nombramientos; rehabilitaciones de ciudadanía, y otorgamiento de nacionalidad por gracia.

Asimismo, la votación será secreta cuando, antes de su inicio, así lo acuerde una mayoría equivalente a los tres quintos de los Senadores presentes, a petición de uno o más Comités. Con todo, la votación será siempre pública tratándose del ejercicio de las atribuciones del Senado contempladas en los números 1), 2) y 3) del artículo 49 de la Constitución Política.”.

El legislador chileno, al incorporar en la Constitución Política de la Republica el nuevo artículo 8º antes transcrito, culmina el proceso de inserción de Chile dentro de un contexto de transparencia y consiguiente publicidad de carácter obligatorio para los actos y resoluciones del Estado, como necesaria defensa de la seguridad jurídica y de las garantías que todo Estado moderno debe asegurar a sus habitantes. 

Es necesario poner de relieve la gran relevancia que tiene el hecho de haber elevado esta disposición al rango constitucional. Precedentemente, ella se había insertado también, aunque en formas menos categóricas, en normas legales tales como las relativas a la probidad administrativa, que se incorporaron como Titulo III a la Ley Orgánica de Bases Generales de la Administración del Estado; más recientemente en el articulo 16 de la ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado, en que se hace extensivo el concepto de publicidad a los actos procedimentales y a sus antecedentes, y, más recientemente todavía, en el proyecto de ley sobre acceso a la información pública, de autoría de los Honorables Senadores señores Jaime Gazmuri Mujica y Hernán Larraín Fernández, (Boletín Nº 3.773-06), aprobado ya por el Senado y en tramitación en la Cámara de Diputados. 

El examen de la historia fidedigna del establecimiento de la ley Nº 20.050 demuestra que en ninguna etapa de su tramitación se propusieron normas para diferir en el tiempo la entrada en vigor del artículo 8º en comento, como tampoco se encomendó a la ley desarrollar los principios en él contenidos.


Un atributo del mencionado artículo 8° que debe destacarse es que su redacción no es prohibitiva, sino imperativa. Esto significa que sienta una regla general, para luego admitir excepciones. 

Lo que también vale la pena acentuar del artículo en cuestión es la relevancia que entraña que el legislador haya querido elevar la materia de la transparencia y publicidad a la más alta jerarquía jurídica y, en seguida, la circunstancia de que tal texto, por su contenido y enunciado, permite sostener que las disposiciones de publicidad de los actos y resoluciones del Estado rige “in actum”, por el solo ministerio de la norma y sin dilaciones de ninguna especie. Con ello, nuestra Constitución no hace sino reconocer el criterio dominante en la doctrina constitucional, en el sentido de que las disposiciones de la Carta Fundamental rigen por sí mismas, sin que se trate simplemente de preceptivas programáticas, como antaño se disponía con frecuencia en las Constituciones. 

La segunda idea que contiene el articulo 8°, relativa a que puedan existir reservas o secretos para determinadas actuaciones, presenta dos rasgos específicos. El primero, es que el legislador debe establecer la reserva o secreto mediante una ley de quórum calificado. El segundo, es que esa determinación debe ajustarse a alguna de las cuatro circunstancias que el articulo 8º menciona taxativamente, a saber: que la publicidad afecte el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional. 

Como el legislador aún no ha dictado tales leyes de quórum calificado, corresponde concluir que la publicidad de los actos de los órganos del Estado se aplica hoy día en plenitud. Con todo, un punto hace excepción a la afirmación precedente y es el contenido de la disposición Cuarta Transitoria de la Constitución Política de la República, que establece explícitamente que “Se entenderá que las leyes actualmente en vigor sobre materias que conforme a esta Constitución deben ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o aprobadas con quórum calificado, cumplen estos requisitos y seguirán aplicándose en lo que no sean contrarias a la Constitución, mientras no se dicten los correspondientes cuerpos legales.”. 

Cabe preguntarse si en el caso en consulta corresponde aplicar esta norma transitoria. A juicio de la mayoría de la Comisión, ello no corresponde, según va a explicarse.

Bajo el imperio de la Constitución de 1980, antes de las recientes enmiendas a la misma, se dictó la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2001, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

El artículo 13 de este cuerpo legal preceptúa, desarrollando el principio de probidad administrativa, que “La función pública se ejercerá con transparencia, de manera que permita y promueva el conocimiento de los procedimientos, contenidos y fundamentos de las decisiones que se adopten en ejercicio de ella.”. Y agrega que “Son públicos los actos administrativos de los órganos de la Administración del Estado y los documentos que les sirvan de sustento o complemento directo y esencial.”. 

Más adelante señala las excepciones a la regla anterior, en los siguientes términos: “Las únicas causales en cuya virtud se podrá denegar la entrega de los documentos o antecedentes requeridos son la reserva o secreto establecidos en disposiciones legales o reglamentarias
; el que la publicidad impida o entorpezca el debido cumplimiento de las funciones del órgano requerido; la oposición deducida en tiempo y forma por los terceros a quienes se refiere o afecta la información contenida en los documentos requeridos; el que la divulgación o entrega de los documentos o antecedentes requeridos afecte sensiblemente los derechos o intereses de terceras personas, según calificación fundada efectuada por el jefe superior del órgano requerido, y el que la publicidad afecte la seguridad de la Nación o el interés nacional.”. A continuación, en otro inciso, señala: “Uno o más reglamentos establecerán los casos de secreto o reserva de la documentación y antecedentes que obren en poder de los órganos de la Administración del Estado.”.

Ante el claro tenor del artículo 8º aprobado en la ley Nº 20.050, debe concluirse, desde luego, que toda excepción al principio de publicidad consagrado en regulaciones de índole reglamentaria ha quedado de inmediato derogada.

Luego de precisar lo pertinente al articulo 8º de la Carta Fundamental, es oportuno detenerse en la naturaleza jurídica que tiene el Reglamento del Senado de la República y, subsecuentemente, dilucidar si pueden estimarse vigentes sus disposiciones sobre reserva y secreto, después de la entrada en vigencia de la aludida norma constitucional.

Corresponde, como cuestión previa, dejar testimonio de que la opinión que se ha dado sobre la vigencia inmediata y directa del articulo 8º, sin que sea necesario que otra norma de inferior jerarquía la desarrolle o ejecute, suscitó en la Comisión una sola expresión de dudas al respecto. El Honorable Senador señor Chadwick, que la sostuvo, anunció que analizaría el contenido de las normas reglamentarias del Senado, especialmente a la luz de lo que establece la disposición constitucional Cuarta Transitoria, que ya se ha mencionado, con el propósito de formarse una convicción final acerca de este asunto.

En efecto, el mencionado señor Senador avanzó opinión en el sentido de que, a su juicio, el Reglamento del Senado podría tener jerarquía y contenidos de ley, a lo menos en parte, y que, en consecuencia, para los efectos de las normas de publicidad podría conservar su vigencia, aún antes de que se dicte una ley de quórum calificado que autorice excepciones al principio general de publicidad consagrado por el articulo 8º de la Constitución.


El fundamento esgrimido para este aserto se basa en el artículo 2º de la ley Nº 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el cual, en cumplimiento del mandato constitucional, dispone que la tramitación interna de los proyectos de ley y de reforma constitucional será regulada, además, por ella misma. El Título II del citado cuerpo legal contiene las normas básicas de la tramitación interna de los proyectos de ley. En ellas no hay disposición alguna relativa al secreto o reserva de determinados actos, resoluciones, fundamentos y procedimientos, las que se hallan en el Reglamento interno. 


De allí, entonces, que se afirme que el Reglamento del Senado contiene normas propias de ley, lo cual, sin embargo, no puede tener la virtud de cambiar la naturaleza jurídica de dicho ordenamiento reglamentario.

Sin embargo, la doctrina invariablemente sostenida por el Senado, que es la misma sustentada por los constitucionalistas en nuestro país, es que los reglamentos de ambas Corporaciones Legislativas son normas internas de tipo reglamentario destinadas al manejo de la gestión legislativa y de índole administrativa. Tales reglamentos tienen por finalidad efectuar un mayor desarrollo de las disposiciones previstas en la ley orgánica constitucional relativa al Congreso, cometido en el que se reconoce que las Cámaras son autónomas por completo del Ejecutivo.

Este último, por su parte, posee una potestad reglamentaria autónoma, enteramente diferente de la anterior, para la ejecución de las leyes y para administrar el Estado en todo aquello que queda fuera de la potestad legislativa definida en la norma de clausura del artículo 63 de la Constitución Política de la República. 

En el caso específico de estas entidades autónomas que son las asambleas parlamentarias, sus reglamentos internos son aprobados en cada una de las ramas del Legislativo, respectivamente, sin intervención alguna del Ejecutivo. Es algo similar a lo que sucede con los “autos acordados” que dicta la Corte Suprema.

Ni a los autos acordados de la Corte Suprema ni a los reglamentos de cada una de las Cámaras Legislativas corresponde aplicarles las normas sobre control de legalidad y de constitucionalidad que rigen para los reglamentos que emanan del Poder Ejecutivo, a cargo de la Contraloría General de la Republica y del Tribunal Constitucional, en su caso. 

A mayor abundamiento, se hace presente que en el artículo 63 de la Carta Fundamental, que enuncia taxativamente las materias pertenecientes al ámbito de la potestad legislativa, no se hace alusión alguna a los reglamentos internos de las cámaras que componen el Congreso Nacional.

Por lo tanto, las consideraciones precedentes conducen a concluir que la referencia a las “leyes actualmente en vigor”, que hace la disposición Cuarta Transitoria de la Constitución, solo puede referirse como hecha a normas jurídicas que tienen el carácter de leyes y no a disposiciones meramente reglamentarias, aún cuando algunas de esas disposiciones, hipotéticamente, pudieran tener algún contenido de ley, por las materias que tratan. 

La opinión de la doctrina nacional es absolutamente conteste con las reflexiones precedentes, en cuanto a que los Reglamentos del Senado y de la Cámara de Diputados son normas reglamentarias y no legales. 

Cabe citar, a mayor abundamiento, las opiniones del profesor Bernaschina González, quien dice que entre las normas jurídicas de derecho público se encuentran los reglamentos de las Cámaras, que no son leyes ni decretos sino simplemente acuerdos de cada rama del Congreso, que tienen fuerza obligatoria para sus decisiones internas. Por lo demás, agrega, en su establecimiento sólo interviene la rama del Poder Legislativo que los adopta, de manera que ni siquiera su aprobación debe cumplir los mismos trámites que la ley, sino que únicamente debe apegarse a las formalidades previstas para ello
.

Criterio similar sustenta el profesor Alejandro Silva Bascuñán, para quien los reglamentos de las Cámaras constituyen simplemente su estatuto interno, que se aprueba mediante acuerdos autónomos de cada asamblea. No se cursan a través de leyes ni su formación queda sujeta a los trámites de éstas y no tienen, por lo tanto, la fuerza jurídica de precepto legales a la cual quedan, necesariamente, subordinados
.

Análogos conceptos sustentan los profesores Mario Verdugo Marinkovic, Emilio Pfeffer, Humberto Nogueira Alcalá
 y Jorge Tapia Valdés.

En vista de lo anterior, la Comisión considera que la naturaleza jurídica de los reglamentos parlamentarios son ordenamientos internos adoptados en ejercicio de la autonomía de los cuerpos colegiados que integran un Poder del Estado, que regulan diversos aspectos de su organización y funcionamiento. Entre otros, la tramitación de las leyes, procedimiento del que las sesiones y las votaciones, sin duda, forman parte. Con todo, tal autonomía para autorregularse reconoce como marco de referencia la Constitución y las leyes, de lo cual su articulado da testimonio en numerosos casos.

Las consideraciones precedentes y los análisis formales del texto normativo de los Reglamentos en cuestión conducen forzosamente a concluir que estamos en presencia de normas reglamentarias especiales y, por lo tanto, que para los efectos del inciso segundo del artículo 8º de la Constitución y para los de la disposición Cuarta Transitoria de la misma no nos encontramos frente a una norma legal común, ni menos ante una de quórum calificado. 

Siendo así, no es dable sostener que, frente al carácter categórico del precepto del artículo 8º, inciso segundo, las disposiciones de los artículos 23, Nº 5º, 68 y 159 del Reglamento del Senado puedan entenderse vigentes. Al contrario, estima esta Comisión que ellas están derogadas y que no tiene asidero la tesis de que, por estimarse que su contenido es propio de disposiciones legales, lo que la mayoría no comparte, correspondería dar aplicación a la disposición Cuarta Transitoria de la Ley Fundamental, porque esto no se deduce en forma alguna del análisis de los preceptos en juego.

La Comisión estima, por lo tanto, que las disposiciones referidas han quedado derogadas, con la sola excepción de la que se establece en el artículo 68, Nº 1º, que hace referencia al artículo 32, 
Nº 15º, de la Constitución Política de la República, de conformidad con el cual las discusiones y deliberaciones sobre materias de relaciones internacionales serán secretas “Si el Presidente de la República así lo exigiere.”. Como este precepto se remite a una norma explícita de la Constitución que admite el secreto, no puede caber duda de que está vigente.

Finalmente, la Comisión desea referirse al artículo 215 del Reglamento del Senado, que invocó el señor Presidente de la Corporación para dar sustento a la interpretación que dio sobre la materia y que fue objeto de algunas discrepancias durante el debate. 

La norma en cuestión establece que “Cuando se suscite una cuestión de interpretación o de aplicación del Reglamento, el Presidente la resolverá de inmediato, si a su juicio es clara. En este caso, la Sala respetará, sin debate, la resolución del Presidente.”.

La disposición que en lo esencial se transcribe es, en lo medular, idéntica a la que contenía el artículo 202 del antiguo Reglamento del Senado y, según esta Comisión ha podido precisar, tal norma no ha sido objeto de interpretaciones discrepantes. Su texto es suficientemente claro, en el sentido de que el ejercicio de tal atribución corresponde al Presidente del Senado, a quien toca velar por que las normas reglamentarias que rigen la vida de la Corporación no contradigan el texto constitucional.

Lo anterior, naturalmente, no es óbice para que el legislador, en el evento de modificar la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, pueda establecer las excepciones a la regla general de publicidad de actos, resoluciones, fundamentos y procedimientos que soberanamente juzgue conveniente. 

- - - - - -


Se anexa al presente informe un documento hecho llegar a la Comisión por el Honorable Senador señor José Antonio Viera-Gallo Quesney, que contiene su opinión sobre la materia en consulta.

- - - - - -


En conclusión, la Comisión resuelve la consulta de la sala en los siguientes términos:

1. La disposición del artículo 8º de la Constitución Política de la República sobre publicidad de actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como de sus fundamentos y de los procedimientos que utilicen está plenamente vigente.

2. En consecuencia, a partir del 26 de agosto de 2005, el Senado no puede celebrar sesiones o partes de sesiones en forma secreta o reservada, ni someter a votación asuntos en el carácter indicado, a menos que el secreto o la reserva se encuentren previstos en la propia Constitución o en una ley.

3. El legislador no ha hecho uso, hasta la fecha, de la facultad que le permite establecer, mediante una ley de quórum calificado, reservas o secretos en las materias que el mismo artículo 8º menciona.

4. Las normas contenidas en la disposición Cuarta Transitoria de la Constitución no tienen aplicación en los casos que han sido consultados.

5. Por tanto, deben entenderse derogadas las disposiciones sobre secreto de los artículos 23, Nº 5º, 68 y 159 del Reglamento de la Corporación, por no tener rango ni contenido de ley. Esta conclusión es unánime.

6. Se exceptúa expresamente de la conclusión precedente lo dispuesto en el Nº 1º del articulo 68 del Reglamento, porque, refiriéndose también a sesiones secretas, es consecuencia directa de la facultad que otorga al Presidente de la República el artículo 32, Nº 15º, de la Constitución Política de la República.

Está plenamente vigente el artículo 215 del Reglamento del Senado, que comete al Presidente de la Corporación la facultad de resolver las cuestiones de interpretación o aplicación del Reglamento si, a su juicio exclusivo, tales cuestiones son claras. En dicha facultad queda incluida, como es obvio, la de resolver sobre la vigencia o derogación de los preceptos reglamentarios, como efecto de otras normas jurídicas de similar o superior rango. 

- Acordado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma, con la abstención del Honorable Senador señor Chadwick, salvo el numeral 4, que concitó la aprobación unánime de los asistentes.

- - - - - -

Acordado en sesión celebrada el 12 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Andrés Chadwick Piñera, Baldo Prokuriça Prokuriça y Enrique Silva Cimma.

Sala de la Comisión, a 16 de octubre de 2005.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS.

Secretario.

PLANTEAMIENTO DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, ACERCA DE LA CONSULTA DE LA SALA RESPECTO DE LAS NORMAS DEL REGLAMENTO DEL SENADO SOBRE SESIONES Y VOTACIONES SECRETAS.

La reciente modificación de la Constitución Política de la República ha introducido enmiendas en tres de las disposiciones del Capítulo I del texto, Bases de la Institucionalidad.

Dichas normas, siguiendo a Hans Kelsen, deben entenderse como constitutivas de la Carta Fundamental en un sentido formal, no siendo por tanto de ejecución inmediata. La propia redacción del epígrafe y de los artículos que lo componen permite concluir que se trata de disposiciones de tipo programático. Son preceptos de carácter general, cuya concreción a un complejo y variado orden de materias exige la dictación de una ley; efectivamente, en el inciso 2º del art. 8º se hace referencia a una ley de quórum calificado para establecer la reserva o el secreto de los actos y resoluciones del Estado, es decir, para fijar el límite entre lo que está directamente disponible al público y lo que no lo está. 

Así ocurre, por ejemplo, con lo referido a la descentralización (art. 3º), la sujeción al principio de legalidad (art. 6º) y las conductas terroristas (Art. 9º).

Lo mismo cabe concluir en el caso de la recientemente incorporada norma sobre publicidad de los actos y resoluciones de los órganos del Estado. Suponer la recepción inmediata de ésta modificación en nuestro ordenamiento jurídico importaría una exigencia imposible de satisfacer por parte de la administración pública, el Poder Judicial y el Congreso Nacional, dada la cantidad de disposiciones legales que se verían afectadas, creando un estado de incertidumbre jurídica grave.

Por lo anterior, parece evidente que tratándose de una disposición de carácter programática, ella debe ser concretada a través de un cuerpo legal específico que precise los actos y procedimientos que tendrán carácter público y aquéllos que, excepcionalmente, permanecerán en reserva. 


Obviamente, dicho texto deberá ajustarse al principio que inspira el nuevo inciso segundo del artículo 8º de la Constitución y disponer la mayor publicidad posible, limitando el secreto a los casos que se ajusten a los criterios señalados en la misma disposición.


Lo anterior, en el caso del Senado de la República, debería motivar una modificación a su ley orgánica y al Reglamento correspondiente. Es preferible seguir este camino, aunque sea más lento, porque ofrece la posibilidad de un debate amplio y más reflexivo sobre la mejor forma de funcionamiento del Senado. Así quedó de manifiesto, por lo demás, en el proyecto de ley presentado por los Senadores Larraín y Gazmuri, que fuera recientemente despachado por esta Corporación.


Cabe hacer notar que al momento de discutir tales materias habrá que determinar, como es obvio, que al referirse la Constitución a “actos y resoluciones”, tiene en vista aquéllos que producen efectos jurídicos y no cada actuación de las autoridades que digan relación con el ejercicio de sus funciones, tanto de organismos unipersonales como colegiados.

En cuanto a la publicidad de los procedimientos de los órganos del Estado, fuerza es entender que el precepto constitucional se refiere a algo más que al simple conocimiento por parte del ciudadano de los mecanismos para adoptar las decisiones públicas, ya que ellos al estar establecidos en las leyes y al presumirse que éstas son conocidas por todos, fuerza es concluir que dichos procedimientos también lo serían. 

Ahora bien, las formas que adoptan dichos procedimientos pueden ser muy variadas y, dada su naturaleza, pueden dar lugar a diversos grados de conocimiento por parte de los ciudadanos e incluso de participación de los mismos. Eso sólo puede ser establecido por ley, la cual deberá seguir la orientación constitucional de garantizar el mayor nivel de conocimiento posible según la naturaleza del procedimiento de que se trate.   

Es posible que, tal como ocurrió con la Ley de Protección de los datos personales, se establezca una disposición que remita a lo que dispongan las diferentes leyes al respecto, sin necesidad de entrar a ver caso a caso, salvo que se estime oportuno innovar en alguna situación particular.

Sin perjuicio de lo anterior, mientras ello no ocurra, cualquier duda acerca de la interpretación del Reglamento puede ser resuelta por el Señor Presidente de la Corporación, en conformidad a las atribuciones que dicho texto le entrega para cuidar de su observancia (Art. 23 No 9) y resolver sobre su aplicación y el correcto sentido de sus disposiciones (Art. 215), sin que su decisión pueda significar un precedente obligatorio ni para el funcionamiento del Senado, ni tanto menos para otros órganos del Estado.

(Fdo.):JOSÉ ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY,

Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE CREA EL CONSEJO DE AUDITORÍA INTERNA DE GOBIERNO; MODIFICA EL ESTATUTO ADMINISTRATIVO EN LO RELATIVO A PRCEDIMIENTO SUMARIALES, JUNTAS CALIFICADORAS, INCOMPATIBILIDADES E INHABILIDADES; REGULA CONTRATOS A HONORARIOS Y CONTRATACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS; OTORGA FLEXIBILIDAD FINANCIERA A LA CONTRALORÍA, Y CONFIERE FACULTADES DELEGADAS AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA.

(3937-06)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene a honra informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en primer trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, y con urgencia calificada de “simple“.


A las sesiones en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, el Contralor General de la República, señor Gustavo Sciolla; el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff; la Subsecretaria de Hacienda, señora María Eugenia Wagner; el Director de Presupuestos, señor Mario Marcel; el Auditor General de Gobierno, señor Gonzalo Sánchez; el Abogado y el Asesor de la Dirección de Presupuestos, señores Eduardo Azócar y Carlos Pardo, respectivamente; el Jefe de la División Jurídica de la Contraloría, señor Gastón Astorquiza; el Subjefe de esa División, señor Mario Reveco; el Secretario General de la Contraloría, señor Pedro Sánchez; el Abogado del Ministerio de Hacienda, señor Adrián Fuentes; el Abogado de Chilecompras, señor Alex Pesso; las Asesoras del Ministerio de Hacienda, señoras Tamara Agnic y Silvia Siebert, y el Asesor del Instituto Libertad y Desarrollo, señor Rodrigo Delaveau.
I. OBJETIVOS


1. Crear el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, encargado de asesorar al Presidente de la República y al Ministerio de Hacienda en el funcionamiento de los sistemas de control interno de la Administración, incluidas las empresas públicas cuya legislación orgánica exige que se les mencione expresamente, excluyéndose sólo la Contraloría General de la República, el Banco Central y las Municipalidades.

2. Actualizar y adecuar normas del Estatuto Administrativos; de la ley Nº 19.886 sobre bases de los contratos administrativos de suministro y prestaciones de servicios, y facultar al Contralor General de la República para flexibilizar el presupuesto de la Contraloría General de la República y para proponer sanciones en los casos que se indican.

II. CUESTIÓN PREVIA


Prevenimos que los artículos 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º, 8º, 9º, 10, 11, 13, 15, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 27 y 32 de aprobarse, deben serlo con rango de ley orgánica constitucional pues inciden en la organización básica de la Administración Pública (artículo 38 de la Constitución) o en las funciones de la Contraloría General de la República (artículo 87 de la Constitución).

III. ANTECEDENTES

3.1. De Derecho


1. DFL N° 29 del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.


2. Ley Nº 10.336, sobre Organización y atribuciones de la Contraloría General de la República.


3. Ley Nº 19.863, sobre remuneraciones de autoridades de Gobierno y cargos críticos de la Administración Pública y da normas sobre gastos reservados.


4. Ley N° 19.896, que introduce modificaciones al D.L N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado y establece otras normas sobre Administración Presupuestaria y de personal.


5. Ley N° 19.886, que establece las bases generales sobre contratos administrativos de suministro y prestación de servicios


6. D.L N° 1.263, Orgánico de Administración Financiera del Estado.

3.2. De Hecho


El mensaje con que S.E. el Presidente de la República ingresó a trámite legislativo esta iniciativa , se refiere, en primer término, a la transparencia como principio de la gestión del sector público.


A este respecto, expresa que desde el año 2003 en adelante el Parlamento ha aprobado diversas leyes que fortalecen la transparencia, generando una profunda transformación de la manera en que tradicionalmente se ha desempeñado la Administración del Estado en cuatro órdenes de materias: en el manejo de recursos financieros; de los recursos humanos; de la gestión, y de las entidades receptoras de fondos públicos.


Por lo que hace al primer aspecto, recuerda que diversos textos legales plasmaron la transparencia en otras tantas órdenes de materias, como son la normativa sobre regulación de los gastos reservados; la que dio carácter permanente a la Comisión Especial de Presupuestos con el propósito de hacer un seguimiento a la ejecución presupuestaria, y la que modificó las disposiciones sobre administración financiera del Estado para establecer como permanentes las normas que antes estaban condicionadas a la Ley de Presupuestos (evaluación de programas sociales, fomento productivo, desarrollo institucional, transferencias de recursos y los compromisos por contratos de estudios y de ejecución de obras).


Continúa el mensaje señalando que nuevas regulaciones (leyes de presupuestos 2004 y 2005) han permitido entregar antecedentes a las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras y a la Comisión Mixta de Presupuestos, con el objeto de incrementar la transparencia en la gestión. Estos antecedentes dicen relación con informes de ejecución presupuestaria; nómina de decretos que ordenan transferencias con cargo a la provisión para financiamientos comprometidos (Partida Tesoro Público); informes financieros y balances de las empresas estatales.


En lo que respecta a los recursos humanos, el mensaje expresa que la legislación ha experimentado avances en materia de transparencia como se consigna en las leyes Nºs. 19.863, 19.896 y 19.882. Respectivamente, estos cuerpos legales regulan la asignación de dirección superior para los más altos cargos de la Administración (Presidente de la República, Ministros y Subsecretarios de Estado, Intendente y jefes superiores de servicios) y otra por el desempeño de funciones críticas (directivos, profesionales, fiscalizadores) con lo cual quedan consolidadas sus remuneraciones sin que puedan percibir otros emolumentos; las disposiciones que regulan los contratos a honorarios y las recaídas en el sistema de Alta Dirección Pública y nuevo trato laboral, que innovan estructuralmente en lo que concierne a las condiciones laborales estimulando el perfeccionamiento de la carrera funcionaria al permitir la promoción por concurso en las plantas, la creación del Sistema de Alta Dirección Pública y de su Consejo, y la Dirección Nacional del Servicio Civil.


También en el ámbito de la transparencia, el mensaje recuerda las leyes Nºs. 19.880, 19.886 y 19.862 que, respectivamente establecen un procedimiento administrativo común para los órganos de la Administración; regulan el contrato de suministro y la creación de la Dirección de Compras y Contratación Pública y del Tribunal de la Contratación Pública, y dictan normas en materia de transparencia respecto de las entidades receptoras de fondos públicos.


Por último, en este acápite introductorio de los fundamentos de la iniciativa, el mensaje destaca avances de transparencia en la gestión de las empresas públicas y en materia de gasto electoral, regulando el aporte fiscal a las campañas, el tope en el gasto y el control de financiamiento de aquéllas.


En un segundo acápite el mensaje explica los propósitos que persigue esta iniciativa, cuales son abordar nuevas vías para fortalecer la transparencia en el sector público y perfeccionar las materias ya reguladas.


Concretamente, se propone elevar a rango legal las disposiciones sobre control interno y adecuar las normas estatutarias en lo que respecta a la responsabilidad y sumarios administrativos, contrataciones a honorarios y solución de conflictos de intereses en las contrataciones de bienes y servicios.


El mensaje señala que sin perjuicio del control que ejerce la Contraloría General de la República y de la fiscalización que corresponde a la Cámara de Diputados, elementos esenciales para el orden democrático, es indispensable fortalecer los mecanismos de control interno de las entidades -empresas e instituciones- relacionadas con el Ejecutivo, por la influencia que éste tiene en toda la actividad nacional y por los cuantiosos recursos de que dispone.


Enseguida, expresa que los mecanismos de control interno son imprescindibles en un Estado moderno para el manejo de sus recursos, la transparencia en su accionar y la conducta proba de los gobernantes. En este contexto, menciona el DS. Nº 12, de 1997, que creó el actual Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno.


La referida entidad, continúa, requiere actualizaciones en su estructura y funciones y, también, de una normativa que permita a las autoridades de Gobierno ejercer con más vigor el control jerárquico, tal como lo dispone la Ley de Bases de la Administración.


Además de lo anterior, agrega que es menester incorporar nuevos modelos y metodologías de control que permitan una alerta temprana, mediante auditorías preventivas, sectoriales o transversales, con el fin de evitar conductas que conduzcan al descrédito de las instituciones o pérdidas patrimoniales. Lo anterior requiere de un órgano que oriente, coordine e informe a las autoridades acerca de prácticas erróneas o desviadas que puedan infligir perjuicios o detener las que están en vías de desarrollarse.


En un numeral 2 “Contenido del proyecto”, el mensaje comenta el Título I de la iniciativa, sobre normas para fortalecer el control interno de la Administración, especialmente el control preventivo que le dé apoyo al Presidente de la República en su rol tutelar de la correcta aplicación de las normas que regulan la Administración.


Para lo anterior, el mensaje anuncia un sistema de control interno integrado por el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, el Auditor de Gobierno, la Secretaría Técnica, auditores ministeriales e institucionales, con una organización altamente profesionalizada y una estructura administrativa adecuada a los objetivos precedentemente descritos.


Advierte, enseguida, que el proyecto contiene normas que desestimulan la interferencia con la Contraloría General de la República, quedando los órganos del sistema de control interno obligados a ejercer su acción en coordinación permanente con esta última. Igualmente, se ha previsto que el control y auditoría no entorpezcan el desarrollo de las políticas, planes y programas del Ejecutivo ni intervengan en el mérito de los resultados de dichas políticas, planes y programas.


En un numeral 3 el mensaje se ocupa del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, definiéndolo como el ente superior del sistema destinado a asesorar al Presidente de la República y al Ministro de Hacienda en el funcionamiento y fortalecimiento del control interno de la Administración, incluyendo las empresas públicas creadas por ley y excluyendo a la Contraloría General de la República, el Banco Central y las municipalidades.


Deja en claro, también, que la auditoría interna se ejercerá sin perjuicio ni alteración de las atribuciones de la Contraloría General de la República, órgano con el cual mantendrá una coordinación permanente.


En cuanto a su integración, el Consejo estará conformado con el Auditor de Gobierno y seis consejeros de la confianza del Presidente de la República, quien designará a su Presidente de entre aquellos.


Son funciones del Consejo el estudio, evaluaciones, medidas de coordinación e implementación de políticas y proposiciones que fortalezcan el control interno, la probidad y la transparencia. Podrá requerir auditorías selectivas y consultorías externas; y está facultado para reclamar de la Administración las informaciones que necesite, inclusas las que la autoridad administrativa haya calificado de reservadas o secretas.


Con relación al Auditor de Gobierno, el mensaje señala que éste será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con rango de jefe superior de servicio. Le corresponderá ejecutar los acuerdos del Consejo, y tendrá además atribuciones para ejercer la dirección de la Secretaría Técnica, supervigilar y coordinar a los auditores ministeriales e institucionales, y la coordinación con la Cámara de Diputado, la Contraloría y los restantes organismos fiscalizadores que integren el sistema nacional de control.


La Secretaría Técnica se concibe como un órgano de apoyo al Consejo de Auditoría en tanto que los auditores ministeriales serán los agentes encargados de apoyar, coordinar y supervigilar las tareas de auditoría en cada Ministerio. Este funcionario, con rango de jefe de departamento, dependerá directamente del Ministro. Su cargo se proveerá por concurso interno de la Administración (los concursantes han de estar afectos al Estatuto Administrativo); y deberán acreditar título profesional de una carrera de a lo menos seis semestres y experiencia no inferior a cinco años en el área de control y auditoría. Durarán tres años en sus cargos prorrogables por una sola vez.


También se crea el cargo de auditor institucional en cada servicio u órgano del Estado, dependiente directamente del respectivo jefe de servicio, con rango de jefe de departamento y sujeto a mecanismos de selección similares a los de los auditores ministeriales.


A continuación, el mensaje cita diversos ejemplos que ilustran sobre el funcionamiento del Consejo y sus órganos, como es la norma que dispone la intervención del Ministerio de Hacienda respecto de los actos que requieran del concurso de un ministerio; o las que dejan al personal del Consejo y de sus órganos sujetos al Estatuto Administrativo; o la que permite que hasta tres funcionarios de la dotación del Consejo se desempeñen en funciones directivas o de jefatura; o el que se refiere a la creación del cargo de Auditor de Gobierno y la facultad que se otorga a éste y al Consejo para requerir personal de la Administración en comisión de servicios sin las limitaciones que impone la legislación. Se excluyen de esta obligación la Contraloría General de la República, el Banco Central y los municipios.


En lo tocante a las empresas públicas creadas por ley, inclusas aquellas que la ley exige que se las mencione expresamente, el mensaje señala que éstas habrán de adecuar sus sistemas de auditoría a los preceptos de esta ley, sin perjuicio de mantener sus propios sistemas. Dispondrán de un comité de auditoría que informará periódicamente de su gestión al directorio, y mantendrán una relación permanente con el Consejo, con el Auditor de Gobierno y con los auditores ministeriales respectivos.


Por lo que hace a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, éstas tendrán contralorías dependientes de sus autoridades superiores, con las facultades y atribuciones que señale su normativa especial y las disposiciones de esta ley en lo que resulten conciliables con la naturaleza de cada institución.


Finalmente, este apartado del mensaje explica que para evitar problemas de interpretación, el proyecto consigna una norma que declara vigentes las normas y reglamentos orgánicos de los ministerios, instituciones y servicios públicos “en lo que no se contradiga con la presente ley”.


En el acápite siguiente, sobre modificaciones a normas estatutarias, el mensaje se refiere a las disposiciones del proyecto que perfeccionan los sumarios administrativos.


De este modo, se corrige una omisión del Estatuto Administrativo incorporando la suspensión del empleo como causal de inhabilidad para las promociones. Se faculta también a la autoridad administrativa para que en el mismo acto en que ordene un sumario designe al funcionario investigador, y se amplía de cinco a diez días el plazo de las investigaciones sumarias.


En los procedimientos sumariales, el proyecto innova al reconocer el derecho a ser oído y presentar pruebas a cualquier persona ajena al sector público cuya denuncia haya dado paso a una investigación o sumario.


Establece también procedimientos especiales para determinadas actuaciones, como son la transformación de una investigación sumaria en sumario o en los casos de recusaciones; se reconoce el derecho de apelar ante el subsecretario del ramo respecto de los sumarios de instituciones descentralizadas; se aumenta de 30 a 60 días el período en que se puede retener la renuncia de un funcionario sometido a sumario y, finalmente, se otorga el plazo de 30 días a la autoridad administrativa para pronunciarse sobre una medida disciplinaria propuesta por la Contraloría.


En lo que respecta a los integrantes de las juntas calificadoras que postulen a concursos y que no cumplan el requisito de estar calificado por ese hecho, se prevé expresamente que no les será exigible ese requisito, pero si en el desarrollo del concurso se evalúa el resultado de la calificación, se establece un mecanismo especial de calificación sobre el desempeño del postulante.

Se ocupa el mensaje en otro subacápite de nuevas normas que amplían las inhabilidades o incompatibilidades en la Administración y otras sobre transparencia en contratos de honorarios.


Al efecto, el mensaje recuerda que recientemente se han aprobado cuerpos legales que regulan las remuneraciones de las autoridades, las contrataciones y otras que dicen relación con la probidad y transparencia públicas, pero subsisten algunas situaciones que el proyecto viene a normar.


Tal es el caso de los embajadores que deberán desempeñar sus cargos con dedicación exclusiva quedando sujetos a las prohibiciones e incompatibilidades de los ministros, subsecretarios y jefes de servicio.


También, en lo que respecta a la transparencia y conflictos de intereses de personas contratadas a honorarios, se amplían las normas sobre incompatibilidades e inhabilidades incluyéndose en la información y ponderación de las autoridades responsables de las contrataciones a los contratos con empresas y entidades del Estado y los contratos indirectos con empresas en que dichas autoridades participen como socios o administradores, debiendo intervenir el auditor ministerial que corresponda en la revisión de los antecedentes relativos a las contrataciones, copia de los cuales se enviarán a la Contraloría General de la República.


En el siguiente acápite, normas sobre contratación de bienes y servicios, el mensaje anuncia que el proyecto contiene modificaciones a la ley Nº 19.886, con el fin de fortalecer la transparencia ante conflictos de intereses en las contrataciones.


Así, se aumentan las exigencias que han de fundamentar las contrataciones directas; se prohíben los contratos directos o licitación privada en el evento de que los participantes tengan relación de parentesco con la autoridad responsable; se obliga informar los vínculos de parentesco en las licitaciones públicas y privadas a efectos de la impugnación ante el Tribunal de Contratación Pública y, finalmente, se establecen sanciones específicas para las autoridades que infrinjan las disposiciones precedentes.


Igualmente, por lo que hace a las disposiciones permanentes del proyecto, el mensaje expresa que éste amplía el grado de flexibilidad para la ejecución del presupuesto de la Contraloría, de modo de facilitar una mayor eficiencia en el manejo de sus recursos.


En el último acápite, el mensaje explica que la aplicación del nuevo régimen de control interno y los mecanismos en el período de transición son considerados en el proyecto mediante las normas transitorias que pasa a analizar.


En primer término se autoriza al Presidente de la República, mediante una facultad delegada, para crear los cargos de auditores ministeriales e institucionales, incrementando las respectivas dotaciones de personal.


En segundo lugar, también se faculta al Jefe del Estado para ajustar a esta ley los actuales cargos de auditores, jefes de departamento de auditoría u otras unidades de auditoría existentes en los ministerios y servicios.

Enseguida, se reconoce a los titulares de planta en actual función de auditor sin que el cargo que desempeñan tenga una denominación propia de la función de auditoría, a optar entre el nuevo cargo o continuar en el que sean titulares.


Finalmente, las disposiciones transitorias del proyecto contienen normas para la provisión de los cargos de auditor; la forma de designación de los integrantes del primer Consejo y del primer Auditor de Gobierno; incrementan en trece cupos la dotación máxima de la Subsecretaría de Hacienda, y consignan las regulaciones de financiamiento para la aplicación de esta ley.

IV. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO


El proyecto en informe está estructurado en 32 artículos permanentes y 7 disposiciones transitorias. El articulado permanente está dividido en 4 títulos. El primero regula la Auditoría Interna de Gobierno; el segundo contiene modificaciones al Estatuto Administrativo; el tercero versa sobre la contratación de bienes y servicios regulada en la ley Nº 19.886, Bases de los Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios y, el último, incluye normas para facilitar la flexibilidad financiera de la Contraloría General de la República.


El Título I, artículos 1º al 25, contiene normas destinadas a fortalecer el régimen de control interno de la Administración, especialmente para desarrollar un control preventivo que permita al Presidente de la República contar con un apoyo especializado que vele por la correcta aplicación de las normas que lo regulan.  Este título se desarrolla en siete párrafos. 



Los párrafos primero y segundo se refieren al Consejo de Auditoría Interno y al Auditor de Gobierno, quedando ambos comprendidos en la descripción que sigue. El Consejo de Auditoría Interno es un órgano que estará bajo la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda, y estará integrado por el Auditor de Gobierno y seis consejeros de la confianza del Presidente de la República, quien designará, de entre ellos, al miembro que lo presidirá. El cargo de Auditor de Gobierno tendrá el rango de jefe superior de servicio y será de la exclusiva confianza del Presidente de la República. Al Auditor de Gobierno le corresponderá dirigir las acciones necesarias para cumplir los acuerdos del Consejo. Además deberá asumir acciones de coordinación con la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República y otros órganos de fiscalización que integran el sistema nacional de control de la Administración. Las funciones que competerán al Consejo de Auditoría están relacionadas fundamentalmente con materias generales de estudio, evaluaciones, medidas de coordinación, implementación de políticas, planes y programas y la formalización de proposiciones tendientes a fortalecer el control interno, la probidad y la transparencia. Además podrá requerir la ejecución de auditorías selectivas y la contratación de consultorías externas con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones auditadas. Para el ejercicio de sus funciones el Consejo queda facultado para solicitar de las distintas autoridades, jefaturas de servicios y funcionarios públicos en general, incluidos los directores y gerentes de las empresas públicas, la información que estime necesaria incluyendo aquella que por mera disposición de la autoridad administrativa, tengan el carácter de secreta o reservada. La labor del Consejo será sin perjuicio de las atribuciones y funciones que correspondan a la Contraloría General de la República, con la que no puede interferir y sí mantener una adecuada y permanente coordinación.



A su turno, el párrafo tercero regula la Secretaría Técnica, que será el órgano de apoyo técnico y administrativo del Consejo de Auditoría. Corresponderá al Auditor de Gobierno la dirección de esta Secretaría y será su jefe superior.



El párrafo cuarto se refiere a los auditores ministeriales, cuya función será apoyar, coordinar y supervigilar las tareas de auditoría y control correspondientes a su sector. Cada ministerio contará con un auditor ministerial que dependerá en forma directa del respectivo Ministro. El primer proceso de nombramiento de los auditores ministeriales se hará preferentemente dentro de los tres meses siguientes a la creación del cargo. El auditor ministerial tendrá la calidad de jefe de departamento y su provisión se hará por concurso en que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata, con a lo menos tres años en tal calidad, de todos los ministerios y servicios regidos por el Estatuto Administrativo. El Auditor de Gobierno elaborará las bases generales para la provisión de estos cargos. El auditor ministerial deberá contar con un título profesional de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración, otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, y acreditar experiencia no inferior a cinco años en el área de control y auditoría. Durará tres años en el cargo prorrogables por una vez. Finalmente, este párrafo dispone que mientras no concluya el proceso de designación del auditor ministerial, los auditores en ejercicio a la fecha de publicación de esta ley mantendrán sus cargos cualquiera sea su calidad jurídica, de acuerdo con las normas en actual vigencia.


El párrafo quinto crea la figura de los auditores institucionales, que tendrán como objetivo apoyar las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento del sistema de auditoría y control interno, velando también, dentro de su institución, por la aplicación de las normas de este sistema. En cada servicio público u órgano de la Administración habrá un auditor institucional que dependerá directamente del jefe superior del servicio.


Estos cargos serán provistos por el Presidente de la República mediante facultad legislativa delegada dentro de los cinco meses siguientes a la total tramitación del nombramiento del auditor ministerial que corresponda al sector.


El párrafo sexto contiene regulaciones sobre el funcionamiento del Consejo de Auditoría Interna y sus órganos y, finalmente, el párrafo séptimo prescribe normas que extienden la aplicación de esta ley a las empresas públicas creadas por ley incluidas aquellas cuya legislación exige que se las mencione expresamente, y a las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad. Las primeras deberán adecuar sus sistemas de auditorías a las normas de este proyecto de ley, sin perjuicio de mantener sus sistemas propios. Además, crearán dentro de su organización un comité de auditoría integrado por personal idóneo en la materia, el que deberá informar de su gestión y resultados de ésta en forma directa y periódica al directorio. Estos comités mantendrán una relación permanente con el Consejo de Auditoría de Gobierno y con los auditores ministeriales de sus respectivos sectores.


Las Fuerzas Armadas y de Orden considerarán en su estructura contralorías dependientes de las respectivas autoridades superiores, ejerciendo sus facultades y atribuciones de acuerdo con sus normativas especiales. Estas auditorías mantendrán una adecuada coordinación con el Consejo de Auditoría de Gobierno, el Auditor Ministerial de Defensa y la Contraloría General de la República. Las normas que establece el proyecto de ley que se analiza les serán aplicables en cuanto resulten conciliables con la naturaleza de tales instituciones.


A continuación, el Título II de la iniciativa, artículos 26 al 30, contiene modificaciones a las normas del Estatuto Administrativo relativas a las sanciones disciplinarias, las denuncias sumarias y los procedimientos sumariales, y modalidades de calificación funcionaria para los integrantes de las juntas calificadoras de modo que puedan participar en los concursos de promoción. También extiende a los embajadores la obligación de desempeñar sus cargos con dedicación exclusiva y amplía las normas sobre incompatibilidades e inhabilidades en prevención de conflictos de intereses respecto de las personas contratadas a honorarios.



A su vez, el Título III propone ajustes y precisiones en la ley N° 19.886, sobre Bases de Contratos Administrativos de Suministros y Servicios, con el fin de aumentar la transparencia en el caso de conflictos de intereses en los procesos de contratación, estableciendo la obligación para las personas contratadas de informar los contratos con empresas y entidades del Estado y los contratos indirectos con empresas en que ellas participen como socios o en la administración o representación legal de las mismas. Las autoridades responsables de las contrataciones deberán ponderar esta información y determinar si existe conflicto de intereses. Además, se incluye la revisión por el auditor ministerial respectivo de los antecedentes relativos a las contrataciones mencionadas. Copia de los antecedentes deberán ser enviados a la Contraloría General



El Título IV otorga a la Contraloría General de la República flexibilidad financiera autorizando al Contralor para modificar el presupuesto en determinadas circunstancias de su ejecución, dando satisfacción así a un requerimiento formulado por dicha institución.

Adicionalmente, la identificación presupuestaria previa para autorizar recursos destinados a estudios y proyectos o programas, podrá hacerse igualmente mediante resolución del Contralor General.


Finalmente, las disposiciones transitorias consignan la forma en que se aplicará el nuevo régimen de control, particularmente en lo que dicen relación con los nombramientos, plantas y cargos.

V. DISCUSIÓN EN GENERAL


En sesión de 7 de septiembre pasado, intervino en la Comisión el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Eduardo Dockendorff, quien expresó que es de público conocimiento que además de la ley sobre financiamiento y control de los gastos en las campañas electorales, se ha puesto en marcha un conjunto de disposiciones para mejorar el concepto de “recurso humano” en el sector público: normas sobre Alta Dirección Pública, la ley sobre Procedimiento Administrativo, el proyecto sobre declaración jurada patrimonial, el proyecto que regula el lobby y, finalmente, la ampliación de facultades de la Unidad de Análisis Financiero. Todas estas iniciativas, sumadas al proyecto que hoy comienza a estudiar esta Comisión, vienen a instituir un nuevo Estado, moderno, participativo, amplio y abierto.


Recordó que la idea de crear un Consejo de Auditoría del Gobierno nació en el año 1997, ocasión en que se tuvo en vista la importancia que esta iniciativa tiene para el cumplimiento de normativas y estándares internacionales sobre la gestión municipal, reforzando, además, la función de control que desarrolla la Contraloría General de la República.


Señaló también, que con este proyecto se institucionaliza un órgano que ha tenido un funcionamiento que ha permitido al país obtener un honroso segundo lugar dentro de los países con buen desempeño en materias de probidad. Este es un proyecto que apunta fundamentalmente al perfeccionamiento de los procesos sancionatorios, permitiendo a la Contraloría General de la República resolver temas pendientes de la ley de probidad del año 2000. 


En la misma oportunidad se refirió a este tema la Subsecretaria de Hacienda, señora María Eugenia Wagner, quien agregó que existe un proyecto de ley en estudio en la Cámara de Diputados que se vincula con el que está conociendo esta Comisión, que dice relación con nuevas normas de licitación de inversiones, básicamente para Obras Públicas y Vivienda. Este proyecto nace por un compromiso que se hizo en la fijación de la agenda de transparencia del año 2003, oportunidad en la que se aprobó el proyecto sobre compras públicas.

A continuación, el Director de Presupuestos, señor Mario Marcel, explicó que este proyecto fortalece las normas de transparencia en la gestión de los servicios públicos, continuando con el proceso iniciado en el año 2003 destinado a regular estas materias, que se ha traducido, en especial, en leyes relativas al manejo de los recursos financieros, recursos humanos y en la gestión de los órganos públicos.


Expresó que entre los objetivos del mensaje, se destaca el fortalecimiento del régimen de control interno de la Administración, especialmente orientado a desarrollar una auditoría preventiva que permita al Presidente de la República contar con un apoyo que vele por la aplicación de las normas que regulan la organización y funcionamiento de las instituciones públicas sin afectar las tareas y potestades que corresponden a la Contraloría General de la República, y el perfeccionamiento de normas estatutarias y orgánicas en el ámbito de la transparencia del sector público, relativas a la responsabilidad administrativa, procesos sumariales, contrataciones a honorarios y conflictos de intereses en las contrataciones de suministros y prestación de servicios.

A propósito de estos contenidos, subrayó que es el diseño de un sistema de control interno para la Administración, con normas que regulan su operación y que se institucionaliza a través del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, el Auditor de Gobierno, los auditores ministeriales y los auditores institucionales, lo que hace -según su opinión- que este sea un paso clave en torno a la transparencia en la gestión de la Administración.

En lo que respecta al ámbito de acción del sistema, afirmó que este estará constituido por la Administración del Estado, en los términos definidos en la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional sobre Bases de la Administración (ministerios, intendencias, gobernaciones, servicios públicos, Fuerzas Armadas, Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, gobiernos regionales y empresas públicas creadas por ley), excluyendo solamente a la Contraloría General de la República, el Banco Central y a las municipalidades.

A propósito del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno y del Auditor de Gobierno, manifestó que el primero es un órgano que estará bajo la supervigilancia del Presidente de la República por intermediación del Ministerio de Hacienda, integrado por el Auditor de Gobierno y seis consejeros de la confianza del Presidente de la República, quien designará, de entre ellos, al miembro que lo presidirá. A su turno, explicó que el cargo de Auditor de Gobierno tendrá el rango de jefe superior de servicio y será de la exclusiva confianza del Presidente de la República. Al Auditor de Gobierno le corresponderá, entre otras labores, la de dirigir las acciones necesarias para cumplir los acuerdos del Consejo, asumiendo también acciones de coordinación con la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República y otros órganos de fiscalización que integran el sistema nacional de control de la Administración.

Precisó, enseguida, que el Consejo de Auditoría tiene por función asesorar al Presidente de la República y al Ministerio de Hacienda en las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento del control interno, velando preferentemente por los principios de probidad y transparencia en la gestión de las instituciones sometidas a su control. Además podrá requerir la ejecución de auditorias selectivas y la contratación de consultorías externas con cargo al presupuesto de las instituciones auditadas. Para el ejercicio de sus funciones -continuó- el Consejo de Auditoría podrá requerir de las distintas autoridades, jefaturas de servicios y funcionarios públicos en general, incluidos los directores y gerentes de empresas públicas, la información que estime necesaria, incluyendo aquella que por mera disposición de la autoridad administrativa tengan carácter de secreto o reservado. La labor del Consejo, será sin perjuicio de las atribuciones y funciones que correspondan a la Contraloría General de la República, en las que no puede interferir y con la que deberá mantener una adecuada y permanente coordinación.

En relación con los auditores ministeriales, señaló que cada ministerio contará con uno de estos funcionarios que dependerá directamente del respectivo Ministro, teniendo como función principal la de apoyar, coordinar y supervigilar las tareas de auditoría y control correspondientes a su sector. Expresó que el cargo de auditor ministerial es asimilable al de jefe de departamento y su provisión se hará por concurso en que podrán participar los funcionarios de planta y a contrata con a lo menos tres años en tal calidad, de todos los ministerios y servicios regidos por el Estatuto Administrativo. Durará tres años en el cargo, prorrogables por una vez. 

En lo que respecta a los auditores institucionales, manifestó que en cada servicio público u órgano de la Administración habrá un auditor institucional, que dependerá directamente del jefe superior del servicio. Su función principal será de apoyo en las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento del sistema de auditoría y control interno, velando también por la cabal aplicación de las normas de este sistema.

Continuó describiendo el comité de auditoría ministerial, que es una institución que cada ministerio podrá crear, y que estará integrado por el auditor ministerial y por el auditor institucional de cada una de las instituciones del sector. Su objetivo fundamental, agregó, consiste en coordinar acciones de auditoría interna conforme a las políticas del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, las instrucciones impartidas por el Auditor de Gobierno y las autoridades sectoriales.


Agregó que las empresas públicas creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que se les menciones expresamente, deberán adecuar sus sistemas de auditorías a las normas del proyecto, sin perjuicio de mantener sus sistemas propios, creando, dentro de su organización, un comité de auditoría integrado por personal idóneo en la materia que deberá informar de su gestión y resultados de ésta directa y periódicamente al directorio. Estos comités mantendrán una relación permanente con el Consejo de Auditoría de Gobierno y con los auditores ministeriales de sus respectivos sectores.


Las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad, a su turno, habrán de considerar en su estructura interna contralorías dependientes de las respectivas autoridades superiores, ejerciendo sus facultades y atribuciones de acuerdo con sus normativas especiales. Estas auditorías mantendrán una adecuada coordinación con el Consejo de Auditoría de Gobierno, el auditor ministerial de Defensa y la Contraloría General de la República.

En cuanto a las modificaciones a los procedimientos sumariales, señaló que se adoptan las siguientes disposiciones, con el objeto de perfeccionarlos:

a) Se incorpora la suspensión del empleo a las causales de inhabilidad para la promoción, con lo cual se corrige una omisión de la legislación vigente;


b) Se permite que en el mismo acto en que el jefe superior del servicio disponga la instrucción del sumario pueda designar al funcionario investigador;


c) Se reemplazan los cinco días actuales que dura una investigación sumaria por diez días, plazo que resulta más adecuado a este procedimiento abreviado.


d) Se incorpora el derecho a ser oído y presentar pruebas a cualquier persona que no perteneciendo al sector público haya formulado una denuncia que origine una investigación o sumario.


e) Se establecen plazos fijos y procedimientos simultáneos para las siguientes situaciones: i) cuando una simple investigación derive en un sumario administrativo, se dispondrá simultáneamente la notificación al fiscal y la designación del actuario; ii) al acogerse una recusación a un actuario o fiscal, en el mismo acto administrativo deberá nombrarse otro.


f) Se incorpora la apelación ante el subsecretario del ramo para los funcionarios de instituciones descentralizadas, sancionados con medida disciplinaria, garantizándose de esta forma el debido proceso.


g) Se crea un mecanismo de investigación o sumario, según corresponda, para que se haga efectiva la responsabilidad administrativa de los investigadores, fiscales o actuarios cuando hayan actuado negligentemente, fortaleciéndose la seriedad y agilidad en la instrucción del procedimiento sumarial. 


h) Se aumenta de 30 a 60 días el período en que una autoridad puede retener la renuncia de un funcionario sometido a sumario, cuando existan antecedentes que puedan justificar una medida disciplinaria de destitución, garantizándose de mejor forma los intereses de la Administración.


i) El proyecto modifica la ley orgánica de la Contraloría, estableciendo un plazo de 30 días para que la autoridad se pronuncie sobre las proposiciones de medidas disciplinarias formuladas por el órgano contralor. Si así no lo hiciere deberá aplicarse de inmediato la medida disciplinaria recomendada por el ente contralor. Esta disposición, que ha sido solicitada por la propia Contraloría, asegura que en los sumarios instruidos por ella, las conclusiones surtan efectos inmediatos al consignar una potestad que la legislación actual no le reconoce.


Finalmente, en el ámbito estatutario, expresó que la iniciativa incluye a los embajadores entre las autoridades que deben desempeñar sus cargos con dedicación exclusiva, quedando sujetos  a las prohibiciones e incompatibilidades aplicables actualmente a los ministros, subsecretarios y jefes de servicio.


Hizo presente que para la transparencia y prevención de eventuales conflictos de intereses de las personas contratadas a honorarios, ellas deberán informar los contratos con empresas y entidades del Estado y los contratos indirectos con empresas en que ellas participen como socios o en la administración o en la representación legal de las mismas.

Explicó, enseguida, que el mensaje consigna también modificaciones a la ley sobre Bases de los Contratos Administrativos de Suministros y Servicios, con el fin de incorporar condiciones que fortalezcan la transparencia pública ante eventuales conflictos de intereses en los procesos de contratación regulados por esta ley.

Dentro de las modificaciones, se destacan la que obliga a fundamentar con mayores detalles y antecedentes los tratos o contratación directa, requiriéndose resolución específica que acredite su conformidad con la legislación nacional y la imprescindible necesidad de tal contratación, con la debida publicidad a través del Sistema de Información de Compras; la prohibición de contratación por trato directo o licitación privada cuando participen personas relacionadas por vínculo de parentesco con la autoridad administrativa responsable de dichos contratos; en las licitaciones públicas y privadas, la obligación de los interesados de informar ampliamente la existencia de los vínculos de parentesco con la correspondiente autoridad o jefatura en el momento de presentar la oferta y, finalmente, la incorporación de una sanción específica para las autoridades o jefaturas que infrinjan cualquiera de las obligaciones que emanan de las disposiciones antes descritas. Esta sanción es una multa a beneficio fiscal de 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa, civil o penal que se les pueda atribuir.

Finalmente, se refirió a una nueva atribución que el proyecto reconoce al Contralor consistente en facultarlo para modificar el presupuesto de la Contraloría en determinadas circunstancias, dándole así mayor flexibilidad financiera.

En sesión de 14 de septiembre pasado se refirió a esta materia el Contralor General de la República, señor Gustavo Schiola Avendaño, quien señaló que el proyecto fortalece el sistema de control interno gubernamental, elevando a rango legal la institucionalidad administrativa encargada internamente de asegurar el “control jerárquico permanente del funcionamiento de los organismos y de la actuación del personal” de los servicios públicos, que compete ejercer a las “autoridades y jefaturas” conforme a la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, y que se extiende “tanto a la eficiencia y eficacia en el cumplimiento de los fines y objetivos establecidos, como a la legalidad y oportunidad de las actuaciones”.


Por lo tanto -continuó- el proyecto es, en principio, conceptualmente coincidente con la idea reiteradamente manifestada por la Contraloría, de que un sistema de control interno adecuado incide favorablemente tanto en la eficiencia de los servicios de la Administración como en su apego formal y sustancial al ordenamiento jurídico. Siendo así, no puede sino ser valorado positivamente por todos los entes que participan en el llamado Sistema Nacional de Control, y particularmente por la Contraloría General misma, encargada específicamente por mandato constitucional del control de legalidad de los actos de la Administración y de la fiscalización del ingreso e inversión de los fondos públicos.


Un buen sistema de control interno gubernamental -según su opinión- no puede sino repercutir de manera beneficiosa en la labor de la Contraloría General, pues partiendo de la base de una debida coordinación entre ambas instancias de control, debería servir para multiplicar en términos de eficiencia los esfuerzos de control realizados, evitando duplicidades innecesarias, permitiendo identificar áreas de riesgo, facilitando la planificación selectiva de las tareas de control, y procurando también un enriquecimiento recíproco en términos de experiencia y de antecedentes compartidos.


Manifestó que el Ejecutivo está consciente del nivel superior que orgánica y funcionalmente ocupa la Contraloría General como órgano constitucional autónomo encargado del control de los actos de la Administración del Estado. Así, excluye, por una parte, a la Contraloría General de la República del ámbito de competencia del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno que se crea (artículo 1º), prescribiendo, por otra parte, que las acciones del Consejo y de cada uno de los auditores se realizarán sin perjuicio de las atribuciones y funciones que corresponden al órgano contralor, no pudiendo interferirlas de modo alguno” (artículo 2º). Siendo esta disposición muy clara y contundente, el proyecto abunda en otros preceptos en la misma idea. Así, prescribe que el Consejo podrá requerir la contratación de consultorías externas, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la Contraloría.


Del modo dicho, todas las funciones especiales que el proyecto de ley encomienda al Consejo y a los auditores internos en relación con el objetivo de velar por el respeto, aplicación y cumplimiento de la organización y funcionamiento de las respectivas instituciones y de cautelar el respeto y consolidación de los principios de probidad y transparencia en la gestión de las instituciones sometidas a su control, debe entenderse que se reconocen sin perjuicio de las atribuciones que, desde su posición de órgano constitucional de control, realiza con carácter vinculante la Contraloría General de la República.


Respecto de la coordinación del Consejo de Auditoría Interna con la Contraloría General de la República, la ley obliga adicionalmente al Consejo y a cada uno de los auditores considerados en esta ley a mantener una adecuada y permanente coordinación con el organismo contralor. Esta idea resulta muy significativa para asegurar que la implementación y funcionamiento del nuevo sistema legalmente establecido cumpla con las expectativas que deben esperarse de él.


En relación con la dependencia técnica a que están sujetas las unidades de control interno de los servicios públicos, un aspecto importante dice relación con lo dispuesto por el artículo 18 de la ley Nº 10.336, Orgánica de la Contraloría General de la República, en el sentido que los contralores, inspectores, auditores o empleados con otras denominaciones que tengan a su cargo estas labores quedarán sujetos a la dependencia técnica de la Contraloría General, y en caso de que aquellos funcionarios representen actos de sus jefes, éstos no podrán insistir en su tramitación sin que medie previamente un pronunciamiento escrito de ese organismo favorable al acto (artículo 18 de la ley Nº 10.336). Esta es una disposición de gran trascendencia para la cabal actividad de los órganos de control interno, e indudablemente mantiene su vigencia. A pesar de que el proyecto no se refiere a ella de manera expresa, debe inferirse que el sistema que se establece no podría ser inconciliable con ella. Según se señaló, este debe funcionar sin perjuicio ni alteración de las atribuciones y funciones contraloras. Por lo demás, dichas funciones y atribuciones están consagradas en preceptos de orden orgánico constitucional, que en ningún caso pueden ser alcanzados por las disposiciones de esta ley.


Otro aspecto que resaltó el señor Contralor fue la naturaleza jurídica del organismo que se crea. El Consejo de Auditoría Interna es un ente sui generis. Es un órgano sujeto a la supervigilancia del Presidente de la República por intermediación del Ministerio de Hacienda (artículo 1º, inciso final); es presidido por uno de sus miembros elegido por el Presidente de la República (artículo 4º). Además, se considera, entre los miembros, a un Auditor de Gobierno que tiene rango de jefe de servicio. Entre sus funciones, está la de dirigir la Secretaría Técnica (artículo 9º). Para el funcionamiento del Consejo, la Subsecretaría de Hacienda prestará el apoyo administrativo y de servicios que sea necesario (artículo 18). Pero el Consejo no es un servicio en forma. El proyecto no contiene normas que se refieran nítidamente a su naturaleza jurídica. Podría estimarse que el esquema orgánico complejo sobre la base del cual se estructura el sistema habría de conspirar contra el eficiente desempeño del sistema. Sería recomendable una adecuada coordinación con la Contraloría General de la República para asegurar su debida implementación.


Expresó que los requerimientos de información a la Contraloría General deben hacerse en cumplimiento de las exigencias derivadas de la coordinación de la auditoría interna con ella y no en virtud de lo dispuesto por el artículo 6º del proyecto. En relación con el inciso segundo de este artículo, ha de precisarse que conforme a lo prescrito por el artículo 8º de la Constitución Política, sólo una ley de quórum calificado puede dar carácter secreto o reservado a una materia.


Los Títulos II, III y IV del proyecto fueron conocidos por la Contraloría General en una etapa anterior al ingreso de la iniciativa a trámite legislativo formulándose las observaciones correspondientes que fueron acogidas en su integridad.


Finalizó expresando que recién ahora, estando el proyecto en trámite en el Senado, tiene la Contraloría General la oportunidad de emitir una opinión acerca de su texto, que concierne de manera importante, como se ha visto, a sus atribuciones, y aborda, por lo demás, materias importantes relacionadas con la transparencia y la probidad. Sólo se conocieron con anterioridad los preceptos contenidos en los títulos II (modificaciones a normas estatutarias del personal), y IV (flexibilidad financiera de la Contraloría General de la República), sin tener oportunidad de manifestar su opinión sobre el título I, el articulado completo del título II y el título III (normas sobre contratación de bienes y servicios).


El señor Gonzalo Sánchez, Auditor Interno de Gobierno, también en sesión de 14 de septiembre de 2005, recordó que mediante decreto supremo Nº 12, de 1997, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia se instituyó el Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno que permite al Primer Mandatario y a las más altas autoridades del Ejecutivo, con el máximo rigor posible, ejercer el control jerárquico sin desmedro de las facultades que le confiere el orden interno a la Contraloría General de la República, órgano al que importa el control externo de la Administración activa.


De este modo, el Ejecutivo aspiraba a detentar un control real en torno al ejercicio de poder y al uso de los recursos por parte del Estado, disponiendo la aplicación de normas asociadas a la buena, sana e íntegra administración, e intentando, además, establecer ambientes de control al interior de ministerios y servicios.


Pese a las limitaciones naturales que una instancia de esta especie ha tenido al no encontrarse respaldada en la legislación propiamente tal, que la ha inhibido de la posibilidad de materializar con los ministerios y servicios una política de auditoría uniforme, el Consejo ha realizado desde su creación una acción consistente en suministrar asesoría al Ejecutivo y a diversos órganos públicos y coordinar las unidades de auditoría interna, sobre la base de las instrucciones emanadas del Presidente de la República.


Con todo, pese al persistente apoyo presidencial, ha sido un hecho que las orientaciones y “resoluciones” del Consejo de Auditoría Interna, así como las del Auditor General de Gobierno, han carecido jurídicamente de imperio, lo que resta eficacia a lo obrado por los mismos.


Este fenómeno ha llevado a la elaboración de un proyecto de ley tendiente a dotar de una estructura orgánica y formal al Consejo y al Sistema de Auditoría Interna del Gobierno y colaborar para que los que tienen a su cargo la administración del patrimonio nacional puedan llevar a cabo su labor con la máxima transparencia y probidad.


En función de lo anterior, expresó, en los últimos tiempos se ha promovido una política de auditoría interna caracterizada por una metodología basada en análisis de riesgos, cuyo principal objetivo es que el sistema de control agregue valor a la Administración e identifique y priorice las áreas y procesos con mayor criticidad e importancia estratégica, impulsando la creación de ambientes de control de carácter preventivo y el diseño y aplicación de modelos de auditoría de última generación que permitan actuar antes que se puedan materializar siniestros administrativos que afecten el cumplimiento de los objetivos del Estado.


Señaló, a continuación, que lo anterior implica acomodarse a los nuevos procedimientos de administración que hoy comienzan a aplicarse en los Estados más evolucionados, que aspiran a garantizar que los recursos públicos se encuentren al efectivo servicio de los ciudadanos y, especialmente, de los más desfavorecidos socialmente, impidiendo que una insuficiente gerencia pública lleve a la mala utilización de los bienes y la sociedad sólo pueda reaccionar ex post, pues en esa fase los daños ya han sido causados, siendo en la mayoría de los casos irreversibles.


En otro orden, agregó que si bien el Consejo ha experimentado progresos y ha contado con el permanente apoyo gubernamental en cuanto a alentar su independencia de juicio, ello no es suficiente para que pueda desarrollar con el vigor suficiente la política de auditoría interna que parece técnicamente apropiada, para que desde todos los órganos, instituciones y empresas relacionadas o dependientes del Ejecutivo se imponga una permanente política de transparencia y probidad.


El país avanza en muchos aspectos, entre ellos en lo que se refiere al control de la corrupción, lo que consta en prestigiados índices globales de transparencia, pero nada autoriza a ser complacientes, pues estos propósitos requieren de un persistente esfuerzo de todas las instituciones nacionales y de una unidad especializada en la materia, como lo propone el Ejecutivo.


Por lo demás, continuó, no ha de abrigarse temor alguno en cuanto a que la consagración legal del Sistema de Auditoría Gubernamental y del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno signifique la creación de un nuevo aparato de tipo burocrático. Tal preocupación no tiene fundamento por cuanto, en la especie, muchos de los servicios públicos ya disponen de personal destinado a estas funciones. Por su parte, el propio Consejo cuenta con un equipo de profesionales financiados con cargo al presupuesto nacional. A mayor abundamiento, aún si hubiese supuesto un incremento del gasto y, coincidiendo con los estudios de las más importantes universidades del mundo, en la actualidad se ha llegado a la conclusión de que el control interno de carácter preventivo representa, más que un gasto, una real inversión que trae consigo enormes economías y racionalización de los gastos.


Por otra parte, se ha expresado una natural y comprensible inquietud en torno a que la consagración legal del Sistema y del Consejo invocados implique una duplicación de funciones y, más preocupante todavía, una lesión a las facultades que por disposición de nuestra Ley Fundamental corresponde al máximo órgano contralor de la República.


Sin embargo, dijo, no debe existir temor sobre esta consideración, pues se trata de controles de diversa índole, con rasgos y finalidades que si bien a la postre pueden estimarse complementarias, no obstan a la necesidad de sustentar la labor del Sistema de Auditoría Interna del Gobierno.


De no ser así, la Contraloría General no habría colaborado en los primeros años de funcionamiento del Consejo de Auditoría Interna General de Gobierno. De hecho, esta cooperación se hizo evidente cuando un experimentado funcionario del Órgano Contralor, don Luis Téllez, ejerciera como Secretario Ejecutivo del Consejo desde sus inicios y por espacio de tres años, reconociéndose con ello la importancia de que el Ejecutivo tuviese un Consejo de Auditoría que coordinase las auditorías internas de los órganos e instituciones relacionados con o dependientes del dicho Poder del Estado, sin que por ello se desconociera el insustituible rol y facultades de nuestra Administración de Control.


Manifestó, enseguida, que la dificultad de comprensión al abordar este asunto no reside en lo explicado anteriormente, sino más bien en los presuntos peligros que representaría un Ejecutivo poderoso sin posibilidades de ser fiscalizado por un ente de la envergadura y especialidad de la Contraloría General, y otra errada creencia, a saber, que la consagración legal de un Sistema de Auditoría Gubernamental y del Consejo de Auditoría Interna puedan sustituir o entrabar su labor.


Concluyó señalando que no ha de perseverarse en la aludida creencia, porque el ámbito de acción del Sistema y del Consejo se construye al interior de la Administración sin que se cause superposición de funciones, toda vez que constituye una herramienta para la mejor gestión de quienes tienen a su cargo la administración de entidades y empresas públicas, proyectándose agregar valor a la administración de las mismas por intermedio de un adecuado diagnóstico y gestión de riesgos que impida la ocurrencia de irregularidades o, cuando menos, minimice los efectos que puedan tener una inadvertida administración.


También en sesión de 14 de septiembre pasado, la Comisión escuchó al señor Rodrigo Delaveau, en representación del Instituto Libertad y Desarrollo, quien inició su exposición señalando que constituye una costumbre al menos cuestionable el hecho de “legalizar” instituciones que funcionan de hecho dentro del sector público con el ánimo de legitimar o ampliar su accionar. Es el caso del actual proyecto de ley, en virtud del cual se quiere dar forma estatuaria -de rango legal- a un órgano ya existente creado en virtud de un decreto (Decretos Nº 12, de 1997 y Nº 108 de 2000, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, los que configuraron el marco de acción del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno).

En cuanto al Consejo como órgano consultor, éste no necesita ley alguna para ejercer su función, y no la ha necesitado hasta ahora cuando ha realizado con relativo éxito su función, como es el caso del informe que denunció las irregularidades al interior del Chiledeportes que ahora estudia la Cámara de Diputados.


Ahora bien, si se va a dotar al Consejo de potestades públicas y se le va a instituir como un órgano formal del Estado, es necesario que esta sea a través de una ley. En relación a esto último, la reserva legal no sólo es simple, sino orgánica. Así, el artículo 1° del proyecto debiera ser de quórum orgánico constitucional, pues instituye una norma que compite con la Ley de Bases de la Administración del Estado, y al tenor del 38 inciso primero de la Carta política debiera ser aprobada con este quórum.


Expresó, enseguida, que la iniciativa se enmarca dentro del antiguo problema de cómo fiscalizar a quien ejerce el poder. Ante esta interrogante, cabe preguntarse si los mecanismos más eficientes son los externos o los internos de manera de no caer en el espiral sin fondo sobre quién controla al controlador y luego al controlador de éste, y así hasta el infinito. Se debe tener particular atención en la forma como se quiera solucionar los problemas que pretende enfrentar el proyecto de manera de no caer en la sobreregulación, la duplicación de funciones, la burocracia y el inmovilismo administrativo.


A todas luces parece loable cualquier iniciativa tendiente a transparentar la gestión pública.  En este sentido resulta plausible el ánimo del Ejecutivo de incorporar algún grado de eficiencia en lo procesos administrativos.


En esta dirección se destacan:


a) Que se extiendan las disposiciones de esta ley a las empresas públicas creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que se las mencione expresamente.


b) Se establece que las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad deberán considerar en su estructura contralorías dependientes de las respectivas autoridades superiores, ejerciendo sus facultades y atribuciones de acuerdo con sus normativas especiales.

c) El proyecto introduce modificaciones al Estatuto Administrativo referidas a los procedimientos sumariales, con el objeto de perfeccionarlos y agilizar su tramitación, estableciendo en especial el derecho a ser oído y presentar pruebas a cualquier persona que no perteneciendo al sector público, haya formulado una denuncia que origine una investigación o sumario.


En el mismo orden de ideas, continuó, el proyecto considera reformas a la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República tendientes a establecer el plazo de 30 días para que la autoridad correspondiente se pronuncie sobre las proposiciones de medidas disciplinarias hechas por la Contraloría. Si así no lo hiciere deberá aplicarse de inmediato la medida disciplinaria recomendada por el ente contralor. Corresponde destacar que esta norma ha sido requerida por la propia Contraloría General, por lo que al acogerla se le dota de una mayor potestad en su función fiscalizadora.


Respecto de las obligaciones vinculadas a la transparencia y prevención de eventuales conflictos de intereses de las personas contratadas a honorarios, se amplían las normas sobre incompatibilidades e inhabilidades. Es así como la información y ponderación por las autoridades responsables de las contrataciones comprende también los contratos con empresas y entidades del Estado y los contratos indirectos a través de empresas en que las personas mencionadas participen en calidad de socios o en la administración o en la representación legal de aquellas. Además, se incluye la revisión por el auditor ministerial respectivo de los antecedentes relativos a las contrataciones antes mencionadas.


El proyecto agrega a dicha ley disposiciones que tienen por objetivo elevar las exigencias de fundamentación de la contratación directa; prohibir la contratación por trato directo o la licitación privada, cuando participan personas relacionadas por vínculo de parentesco con la autoridad administrativa responsable de dichos contratos; establecer, en las licitaciones públicas y privadas, la obligación de informar la existencia de los referidos vínculos de parentesco, facilitando los mecanismos de impugnación ante el Tribunal de Contratación Pública, e incorporar una sanción específica para las autoridades o jefaturas que infrinjan cualquiera de las obligaciones que emanan de las disposiciones que se agregan.


Hizo presente, enseguida, que el proyecto en la práctica constituye una duplicación de muchas funciones del órgano contralor, sin ninguna de las ventajas de este mecanismo fiscalizador, ya que precisamente se trata de un órgano dependiente, sin personalidad jurídica, en que todas las autoridades están designadas por el Presidente de la República y funciona en las mismas reparticiones y edificios que el ente fiscalizado.


Si el Presidente de la República quiere fiscalizar mejor su propia administración no necesita ley alguna. Por lo demás, ya lo ha hecho al crear este órgano que funciona hace más de 6 años.


Por otra parte, salvo dos menciones en que se señala que “se deberá mantener una adecuada y permanente coordinación con el Organismo Contralor” el proyecto no contiene ninguna normal real de coordinación en que no se dupliquen funciones. Muchas de las funciones que  encomienda al Consejo y a los auditores, ya se encuentran presentes en la Ley Orgánica de la Contraloría. El más elemental cotejo literal de ambas normativas evidencia este hecho.


Agregó que el propio artículo primero señala “En ningún caso ella podrá interferir en las políticas, planes y programas de gobierno e institucionales, ni pronunciarse sobre el mérito de los resultados de los mismos“. Lo anterior, es sin perjuicio del control de mérito que puedan realizar algunas unidades de auditoria, en conformidad con normas especiales.”


Esto resulta, al menos, desconcertante, pues en la práctica las unidades de auditoria, (no se sabe si dependientes o no del Consejo) pasarán a ser una instancia de control de mérito, que podría traducirse en instancia adicional en la toma de decisiones que aumente la burocracia perjudicando a los ciudadanos.


De ahí que resulta preocupante crear una estructura compleja y burocrática que cuenta con un Consejo de Auditoría, un Auditor de Gobierno, un Secretaría Técnica, auditores ministeriales por cada uno de los ministerios (los cuales, a su vez,  pueden crear comités de auditoría ministerial) auditores institucionales por cada una de las instituciones del Estado, y sus respectivos funcionarios administrativos dependientes.


Lo anterior no solo duplica muchas funciones de la Contraloría, sino que duplica también los propios organismos de control interno de cada uno de los ministerios e instituciones públicas y empresas del Estado, sus departamentos legales y fiscalías.


Además, por definición, todo control -por muy “interno que este sea”- debe tener cierta independencia. De lo contrario resulta un mecanismo poco efectivo que termina por “contaminarse” respecto del órgano que pretende fiscalizar.


De lo anterior, continuó, hay varias muestras en el proyecto. Por ejemplo el auditor ministerial depende administrativamente del Ministro respectivo, lo que le hará funcionar espacialmente en el propio ministerio, restándole independencia, donde, tal como ocurre en la actualidad en todas las reparticiones públicas, especialmente en las Fuerzas Armadas, acusador, defensor, fiscalizado y sumariante no sólo comparten el mismo edificio, sino probablemente la misma oficina, y muchos años trabajando juntos. De ahí que en la actualidad muchos de los sumarios administrativos no tienen ninguna validez ni resultan efectivos toda vez que existe una relación de trabajo excesivamente estrecha entre los que dictaminan y los que son objetos del sumario. Es por eso que la verdadera transparencia viene de organismos externos que puede juzgar los hechos con imparcialidad.


Por lo demás, de nada sirven estos controles si en definitiva las presuntas irregularidades que se encuentren llegan sólo a los oídos del Presidente de la República. Aquellas sólo cobrarán verdadera eficacia si se externalizan.


Manifestó, enseguida, que para una correcta aproximación del tema debieran considerarse dos ideas:


En primer lugar, en vez de dotar con nuevas facultades a organismos administrativos, debieran fortalecerse las capacidades de la propia Contraloría. Resulta impresentable que la ley de ese organismo tenga más de 70 años y que no se haya adecuado a la realidad institucional de la Constitución de 1980; donde no existe un procedimiento legal para proceder ante este órgano, donde no hay plazos ni normas claras respecto de los recursos e instancias administrativas, y donde en definitiva el atraso normativo es patente.


¿Qué se puede esperar, en definitiva, de un órgano que pretende controlarse a si mismo?, ¿Qué tipo de información se podrá acceder, si ni la propia Contraloría entrega información respecto de las denuncias que recibe, o de los sumarios que instruye, o de los que acoge o rechaza? De ahí que la norma que entrega una supuesta “flexibilidad financiera” parece una moneda de cambio un tanto pobre para que la Contraloría abdique tácitamente sus atribuciones, que ha cumplido con eficacia y firmeza frente a las municipalidades pero con cierta laxitud y desconcierto respecto de los ministerios públicos.


En el ejercicio democrático, continuó, la transparencia debe ser por excelencia una norma que permita a las personas tomar conocimiento de cómo obra el Gobierno por el cual votó. De ahí que se debe estudiar cómo incorporar mecanismos de control referidos al “acountability” en que sea la propia ciudadanía la que disponga de esta información. Por lo demás, éstos fueron precisamente los fundamentos que sirvieron para crear la Contraloría. Si ella no ha podido ser un órgano del Estado que entregue transparencia para los ciudadanos, es aún más difícil que la propia Administración vaya a prestar este servicio.


Concluyó preguntándose cuál es el sentido de crear una gran estructura burocrática, con una infinidad de funcionarios, para jugar un rol paralelo e -irónicamente- menos transparente que la Contraloría, donde los ciudadanos, -a quienes verdaderamente debiera respondérseles participar- no juegan absolutamente ningún papel. Si en la actualidad este Consejo funciona de acuerdo a sus fines ¿qué sentido tiene que una ley se ocupe de poner más velas a la nave del control administrativo, si este hace agua en varios de sus compartimentos?

¿No sería mejor perfeccionar las normas y los incentivos internos para un mejor desarrollo de la función administrativa antes de poner un auditor al lado de cada funcionario público? De lo contrario, muchas de estas normas pecarán de una ingenuidad culpable, donde no existe real transparencia ni mucho menos fiscalización.


Por eso es que debieran preferirse mecanismos que acerquen al controlador final (la sociedad civil) con el gobierno que lo administra, otorgando una verdadera transparencia: nada se saca si todos los tabiques y paredes internas de un edificio son públicos, si las murallas externas de ese edificio permanecen oscuras y cerradas al público.

Terminó expresando que es también deber del legislador velar por la economía procedimental y la eficiencia del Estado, donde los auditores y fiscalizadores den cuenta a la ciudadanía entera y no sólo al gobernante de turno. Sólo un sistema de control independiente garantiza el sano desarrollo de un sistema democrático. Es deber entonces que nuestra legislación no pierda nunca este norte: defender al ciudadano de su propio Estado.

- - -

VI. DISCUSIÓN DE LA IDEA DE LEGISLAR

En sesión de 14 de septiembre pasado, esta Comisión inició el debate acerca de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley con intervenciones de los Honorables Senadores señores Cantero, Larraín y Núñez.


El Honorable Senador señor Cantero expresó que un sistema de auditoría interna moderno no sólo debe considerar la fiscalización o control de legalidad de los actos administrativos, sino, también, velar por el buen funcionamiento de las relaciones humanas del órgano al que está dirigida, la infraestructura de trabajo, el capital social, aspectos que no se ven reflejados en la iniciativa en examen.


El proyecto da cobertura legal al cargo de “Auditor”, lo que a su juicio es innecesario pues tal unidad ya existe y ha funcionado de manera adecuada.


Agregó que en esta materia debiera, en definitiva, legislarse sobre la unidad de control nacional y hacer posible que la Contraloría ejerza la supervigilancia de todos los órganos de control del aparato público, incluidos los gobiernos regionales y los municipios, de modo de eliminar la falta de coordinación existente, lo cual, a su vez, trae consigo confusiones e interpretaciones contradictorias en el tratamiento de materias de análogo contenido. Insistió en la idea de consensuar con el Ejecutivo la creación de un sistema nacional de control y diferenciar los roles que corresponden a la Contraloría y al Consejo de Auditoría.


El Honorable Senador señor Larraín, por su parte, se manifestó en favor de la iniciativa, agregando que ésta puede dar lugar a una red o sistema moderno de control de la gestión gubernamental, sin que necesariamente su creación signifique mayor burocracia.


Sin embargo, continuó, es menester evitar que en la aplicación de estas normas se produzcan contiendas de competencia o duplicidad de funciones del órgano gubernamental de auditoría con la Contraloría General de la República; antes bien, esta última ha de mantener la supervigilancia técnica de los sistemas de control, idea que debiera estar permanentemente presente en la discusión en particular de la iniciativa.


El Honorable Senador señor Núñez también se declaró partidario de legislar respecto de este asunto, pero planteó dos cuestiones previas que surgen del examen de la iniciativa y de las exposiciones que han precedido a este debate.


La primera es buscar fórmulas que impidan una duplicidad de funciones con la Contraloría General de la República, y la segunda dice relación con un eventual incremento de la burocracia derivado de la intervención del Consejo de Auditoría Interna en los actos de la Administración que genere estancamiento o poca movilidad en la estructura de esta última.


Señaló que un efectivo sistema nacional de control del aparato estatal también debe incluir a los municipios, a los gobiernos regionales y al Parlamento, como corresponde a una democracia en forma. Por su parte, la Contraloría debería ejercer un control ex ante de la actividad de la Administración, y no ex post como ocurre ahora, para atemperarse a los sistemas modernos de control del aparato público.


Finalmente, manifestó su disposición para considerar cualquiera iniciativa del Ejecutivo que renueve y fortalezca la función de la Contraloría, y anunció su voto favorable al proyecto en examen que da cobertura legal a esta nueva unidad asesora del Presidente de la República.


En sesión de 5 de octubre pasado, el Honorable Senador señor Cantero, al fundamentar su voto, reiteró su planteamiento precedente y anunció que se abstendría de pronunciarse acerca de la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, pues si bien constituye un avance, no considera la creación de un sistema nacional unificado de control gubernamental.


Observó, además, que este Consejo se crea con fines institucionales y no se le entregan atribuciones para que opere como una instancia de revisión de acuerdo a los estándares modernos de gestión y de desarrollo organizacional.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín anunció un pronunciamiento favorable a la iniciativa pues ella avanza en la idea de fortalecer la transparencia de los asuntos públicos. Además, viene a regular una entidad que por lo que se ha expresado en las exposiciones que precedieron a este debate ha funcionado satisfactoriamente.


Agregó que el proyecto también se ocupa de otras materias que dicen relación con la probidad, como son los preceptos que regulan la celebración de los contratos de suministro de bienes y servicios en que se establecen prohibiciones para que intervenga en ellos autoridades con vínculo de parentesco con el prestador; los contratos a honorarios, y el perfeccionamiento de las normas sobre procedimientos sumariales.

VII. ACUERDO


Puesta en votación la idea de legislar respecto de este proyecto de ley, resultó aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Larraín y Naranjo y la abstención del Honorable Senador señor Cantero.

- - -


En consecuencia, habida consideración de la relación y acuerdo precedentes, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de ley. Su texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“TITULO I

NORMAS SOBRE AUDITORIA INTERNA DE GOBIERNO

Párrafo primero.

Del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno


Artículo 1º.- Créase el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, como órgano encargado de asesorar y apoyar al Presidente de la República y el Ministerio de Hacienda, en las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento de los sistemas y órganos de control interno de la Administración del Estado, incluidas las empresas públicas cuya legislación orgánica exige que se les mencione o individualice expresamente, excluyéndose sólo la Contraloría General de la República, el Banco Central y las Municipalidades.  


Su objetivo principal será velar por el respeto, aplicación y cumplimiento de las normas que regulan la organización y funcionamiento de las respectivas instituciones. En ningún caso ella podrá interferir en las políticas, planes y programas de gobierno e institucionales, ni pronunciarse sobre el mérito de los resultados de los mismos y deberá llevarse a efecto de modo que no implique retraso o entorpecimiento de la gestión administrativa. 


Lo anterior, es sin perjuicio del control de mérito que puedan realizar algunas unidades de auditoría, en conformidad con normas especiales.


El Consejo y los demás órganos previstos en esta ley velarán en forma preferente por el respeto y consolidación de los principios de probidad y transparencia en la gestión de las instituciones sometidas a su control.


El Consejo estará bajo la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio de Hacienda. Los actos administrativos del Consejo en los que se requiera la intervención de un ministerio, se realizarán a través del Ministerio de Hacienda.


Artículo 2º.- Las acciones del Consejo y de cada uno de los auditores contemplados en esta ley, serán sin perjuicio ni alteración de las atribuciones y funciones que corresponden a la Contraloría General de la República, no pudiendo  interferirlas de modo alguno. Para tal efecto, se deberá mantener una adecuada y permanente coordinación con el Organismo Contralor. 


Artículo 3º.- El Consejo de Auditoría Interna de Gobierno estará integrado por el Auditor de Gobierno y por seis consejeros nombrados por el Presidente de la República, quienes tendrán la calidad de agentes de su confianza. Sesionará y adoptará sus acuerdos con la mayoría de sus miembros en ejercicio. El Presidente de la República, podrá, además, designar Consejeros suplentes.


El desempeño de las funciones de Consejero será compatible con el ejercicio de cualquier otra función pública. 


Artículo 4º.- El Presidente de la República designará, de entre sus integrantes, al miembro que presidirá el Consejo. En caso de ausencia o impedimento será subrogado por el Consejero que corresponda de acuerdo con el orden de precedencia que fije la misma autoridad.


Artículo 5º.- Corresponderá especialmente al Consejo de Auditoría Interna:


a) Proponer, coordinar e implementar políticas, planes y programas de auditoría interna de Gobierno y efectuar su seguimiento;


b) Verificar, analizar y evaluar los resultados, proyecciones y obstáculos de las auditorías y otras acciones desarrolladas por los órganos de la Administración del Estado, informando al Presidente de la República, a los Ministros de Estado y a los Intendentes Regionales, cuando correspondiere;


c) Conocer, hacer observaciones y aprobar la formulación de planes y programas ministeriales e institucionales de control interno y de auditoría de los órganos administrativos, velando por su adecuada concordancia;


d) Requerir la ejecución de auditorías de carácter selectivo con el objeto de propender al fortalecimiento de la probidad, el buen uso de los recursos públicos, la corrección de los procedimientos y la prevención de riesgos asociados a la gestión de las entidades sujetas a control. Para estos efectos, el Consejo podrá requerir la contratación de consultorías externas, con cargo al presupuesto de las respectivas instituciones auditadas, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la Contraloría General de la República;


e) Proporcionar orientaciones, instrumentos y normas técnicas necesarias para la  prevención, desarrollo y mantención del sistema gubernamental de control interno;


f) Someter a la consideración del Presidente de la República estudios e iniciativas legales y reglamentarias, u otras proposiciones tendientes a fortalecer el control interno, la probidad y la transparencia; 


g) Evacuar informes en materias de su competencia requeridos por el Presidente de la República o por un Ministro de Estado por orden de aquél, y


h) Ejercer las demás funciones que le encomiende el Presidente de la República dentro del ámbito de la competencia del Consejo. 


Artículo 6º.- Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá requerir de las distintas autoridades, jefaturas de servicios y funcionarios públicos en general, incluidos los directores y gerentes de empresas públicas, la información que estime necesaria, debiendo entregarse ésta de manera oportuna y completa. 


Esta norma también regirá tratándose de informaciones que, por mera disposición de la autoridad administrativa, tengan el carácter de secreto o reservado.


Artículo 7º.- Los Consejeros deberán inhabilitarse cuando se trate de asuntos que los involucren personalmente o estén referidos a la institución en que se desempeñen. El Consejo, reunido con exclusión del afectado, calificará la inhabilidad planteada.


Corresponderá al Consejo y a los Auditores presentar a las instancias que correspondan informes escritos respecto a los hechos que hubieren constatado o tengan conocimiento y consideren que constituyen delitos o infracciones, conforme la normativa que rige al sector público y en lo específico, a cada institución.


Artículo 8º.- El Consejo establecerá las normas internas de funcionamiento. Actuará como ministro de fe la persona que designe el propio Consejo.

Párrafo segundo

Del Auditor de Gobierno


Artículo 9º.- El Auditor de Gobierno, quién tendrá rango de jefe superior de servicio para todos los efectos legales, será un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República y dirigirá las acciones necesarias para dar cumplimiento a los acuerdos del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno, correspondiéndole especialmente:


a) Ejercer la dirección de la Secretaría Técnica de que trata este Título; 


b) Efectuar tareas de supervisión general, dentro de su ámbito, y de coordinación de los auditores ministeriales e institucionales, adecuándose a las directrices que imparta el Consejo.


En casos calificados por el Consejo, el Auditor podrá efectuar labores de supervisión específicas de las auditorías internas de los servicios públicos, sin interferir con ello las tareas propias que correspondan a los auditores ministeriales;


c) Dirigir los estudios y hacer proposiciones al Consejo en materias de competencia de éste;


d) Informar al Consejo del resultado de las auditorías, y en especial de situaciones que sean relevantes, que se detecten del ejercicio de sus funciones; 


e) Orientar técnicamente las actividades de capacitación en materia de control y auditoría interna de la Administración; 


f) Asumir acciones de coordinación, en el ámbito de su competencia, con la Cámara de Diputados, la Contraloría General de la República y otros órganos de fiscalización que integren el sistema nacional de control de la administración; 


g) Ejercer las demás acciones de índole administrativas que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo de Auditoría Interna y de los órganos contemplados en este Título; 


h) Requerir al Ministerio de Hacienda las contrataciones, destinaciones y cesaciones de servicio del personal de la Secretaría  Técnica; e


i) Ejecutar otras tareas que el Consejo le encomiende o delegue, dentro del ámbito de sus atribuciones. 

Párrafo tercero

De la Secretaría técnica


Artículo 10.- Existirá una Secretaría Técnica que será el órgano técnico-administrativo de apoyo al Consejo de Auditoria Interna de Gobierno. Corresponderá al Auditor de Gobierno la dirección exclusiva de esta Secretaría y de su personal.


Sus funciones serán:


a) Realizar las tareas de índole técnica o administrativa que sean necesarias para el funcionamiento del Consejo y para la ejecución de las funciones que corresponden al Auditor de Gobierno.


b) Cumplir las instrucciones que le imparta el Auditor de Gobierno y realizar las tareas específicas y actos que le asigne dentro de sus atribuciones y las que disponga el Consejo a través de aquél; y


c) Ejercer las demás funciones que determine la ley o que dispongan los reglamentos, en conformidad a la normativa legal vigente. 

Párrafo cuarto

De los Auditores Ministeriales


Artículo 11.- Cada Ministerio contará con un auditor ministerial con el objeto de apoyar, coordinar y supervisar las tareas de auditoría y control correspondientes a su sector. Del mismo modo prestará apoyo en las tareas de control interno al respectivo Ministro, de quién dependerá administrativamente, en forma directa.


Los auditores ministeriales tendrán la calidad de jefes de departamento regidos por las normas del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.


Para el efecto de la provisión de estos cargos, las bases del llamado a concurso deberán ajustarse, a lo menos, a las bases generales que al efecto defina el Auditor de Gobierno. Por otra parte, el respectivo comité de selección podrá solicitar la participación de aquél, con derecho a voz, en el desarrollo del mismo, pudiendo, en caso de impedimento, designar a su representante.


Artículo 12.- Para los fines de la calificación anual, se procederá de la siguiente forma:


a) El auditor ministerial será precalificado por el Auditor de Gobierno, quién deberá solicitar previamente informes al Ministro respectivo;


b) Con dicha precalificación, la junta calificadora que corresponda a la institución procederá a calificar al auditor;


c) En contra de la calificación, procederá el recurso de apelación ante el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno.


Para efectos de la letra d) del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, el Ministro respectivo requerirá de un informe del Auditor de Gobierno. 


Artículo 13.- Cada Ministerio podrá crear, por decisión del Ministro, un Comité de Auditoria Ministerial, integrado por el auditor ministerial y por el auditor institucional de cada una de las instituciones centralizadas y descentralizadas del sector. Este Comité tendrá por objetivo difundir, analizar y coordinar acciones de auditoría interna, conforme a las políticas definidas por el Consejo, las instrucciones impartidas por el Auditor de Gobierno  y las autoridades sectoriales.

Lo anterior es sin perjuicio de las facultades que corresponden a la Contraloría General de la República.


Artículo 14.- Los auditores ministeriales deberán contar con título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, y acreditar experiencia profesional no inferior a 5 años, en el área del control y auditoría.

Párrafo quinto

De los Auditores Institucionales


Artículo 15.- En cada servicio público u órgano de la Administración del Estado habrá un auditor institucional, que dependerá directamente del jefe superior, a quién prestará apoyo en las tareas vinculadas al funcionamiento y fortalecimiento del sistema de auditoría y control interno y velará, dentro de su institución, por la cabal aplicación de las normas de este sistema. 


Artículo 16.- Los auditores institucionales tendrán la calidad de jefes de departamento regidos por las normas del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.


Para el efecto de la provisión de estos cargos, las bases del llamado a concurso deberán ajustarse, a lo menos, a las bases generales que al efecto defina el Auditor de Gobierno. Por otra parte, el respectivo comité de selección podrá solicitar la participación del auditor ministerial respectivo, con derecho a voz, en el desarrollo del mismo.


Los auditores institucionales deberán contar con un título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por universidades o institutos profesionales del Estado o reconocidos por éste, y acreditar experiencia profesional no inferior a 5 años.


Artículo 17.- Para los fines de la calificación anual, el precalificador requerirá de un informe del Auditor Ministerial respectivo.


Del mismo modo para la aplicación de la letra d) del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo, el jefe del servicio deberá contar con un informe del Auditor Ministerial. 

Párrafo sexto

Normas sobre Funcionamiento del Consejo de Auditoría Interna de Gobierno y sus Órganos


Artículo 18.- La Subsecretaría de Hacienda prestará el apoyo administrativo y de servicios necesarios para el desarrollo de las funciones del Consejo y las de la Secretaría Técnica. 


El personal que se desempeñe en el Consejo de Auditoría Interna y sus órganos estará sometido a las normas del Estatuto Administrativo, en tanto no se contradigan con las especiales contempladas en este Título.


Este personal y los demás integrantes del sistema, deberán guardar secreto de los asuntos en que les corresponda intervenir.


Hasta tres funcionarios a contrata de la dotación asignada a la Secretaría Técnica, podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas por el Auditor de Gobierno.


Artículo 19.- Créase en la planta de personal de la Subsecretaría de Hacienda, fijada por el decreto con fuerza de ley N° 1 de 1990, el cargo de Auditor de Gobierno, grado 1B E.U.S. 


La Asignación de Dirección Superior, establecida en el artículo 1° de la ley N° 19.863, que corresponderá al cargo de Auditor de Gobierno, será de 80%.


El Auditor de Gobierno no será considerado para los efectos de la subrogación de las autoridades del Ministerio ni en el orden jerárquico de la Subsecretaría de Hacienda.


El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, establecerá la forma de subrogación y suplencia del Auditor de Gobierno.


Artículo 20.- El Consejo de Auditoría Interna de Gobierno y el Auditor de Gobierno podrán requerir de las instituciones y empresas que conforman la Administración del Estado, con la sola excepción de la Contraloría General, el Banco Central y las Municipalidades, personal en comisión de servicio, sin que en este caso rijan las limitaciones de tiempo establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes, las que deberán efectuarse en conformidad con lo establecido en el artículo 75 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo.


Artículo 21.- El Auditor de Gobierno, previa autorización del Consejo, podrá contratar servicios personales o de empresas auditoras en casos calificados, cumpliéndose las reglas generales que rigen dichas contrataciones y ajustándose al marco presupuestario respectivo. 


Artículo 22.- El Auditor de Gobierno, los auditores ministeriales e institucionales y los directivos, profesionales y técnicos de la Secretaría Técnica, deberán hacer una declaración de intereses de conformidad con la Ley N° 18.575, sobre Bases Generales de la Administración del Estado.


Adicionalmente, estos funcionarios deberán presentar una declaración jurada de patrimonio ante un notario de su domicilio, en el plazo de treinta días desde que hubieren asumido el cargo y dentro de los treinta días siguientes a la fecha de cesación en el mismo. 

Párrafo séptimo

Disposiciones Especiales


Artículo 23.- Las empresas públicas creadas por ley, incluidas aquellas cuya legislación orgánica exige que se les mencione o individualice expresamente, deberán adecuar sus sistemas de auditoría, para cumplir con las disposiciones del presente Título, sin perjuicio de mantener sus sistemas propios, en lo no previsto en ella. Las empresas contarán dentro de su organización con un comité de auditoría, integrado por personal idóneo en la materia, el que deberá informar de su gestión y de los resultados de ésta en forma directa y periódica al Directorio respectivo. Estos comités deberán mantener una permanente relación tanto con el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno como con el Auditor de Gobierno y con los auditores ministeriales de sus respectivos sectores. Lo anterior es sin perjuicio de la contratación de auditorías externas efectuadas en conformidad a las normas que las regulan.


Artículo 24.- Las ramas de las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad contemplarán en su estructura Contralorías dependientes de las respectivas autoridades superiores, ejerciendo las facultades y atribuciones contenidas en sus normativas especiales. Lo anterior, es sin perjuicio de que les sean aplicables las disposiciones de este Título, conciliables con la naturaleza de tales instituciones. Dichas Contralorías mantendrán una adecuada coordinación con el Consejo de Auditoría de Gobierno, el Auditor de Gobierno y el Auditor Ministerial de Defensa, como asimismo con la Contraloría General de la República.


Artículo 25.- Las leyes y reglamentos orgánicos de los respectivos ministerios, instituciones y servicios públicos se entenderán vigentes en todas aquellas normas que no se contradigan con el presente Título. 

TITULO II

MODIFICACIONES A NORMAS ESTATUTARIAS DEL PERSONAL

Párrafo primero

Reformas a los procesos sumariales


Artículo 26.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo:


1) Sustitúyense las letras c) y d) del artículo 55, por las siguientes:


“c) Hubieren sido objeto de la medida disciplinaria de censura, más de una vez, en los doce meses anteriores al llamado a concurso, y 


“d) Hubieren sido sancionados con las medidas disciplinarias de multa o suspensión del empleo, en los doce meses anteriores al llamado a concurso.”.


2) En el artículo 126:


a) Intercálase en el inciso primero la oración “, en el mismo acto administrativo,” a continuación de la expresión “designando para tal efecto”, y


b) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “cinco días” por “diez días”.


3) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 129:



“Cuando se incoe un procedimiento disciplinario por denuncia, el denunciante  tendrá derecho, hasta antes de la formulación de cargos, a ser oído y a presentar documentos u otros medios de prueba atingentes a la investigación. Estas personas no serán parte en la investigación o sumario que se disponga.”


4) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 130, la oración inicial, hasta el punto seguido, por la siguiente:



“La resolución a que se refiere el artículo anterior será notificada al fiscal dentro de los cinco días siguientes a su dictación, quien designará un actuario, a más tardar al quinto día de ser notificado, el que se entenderá en comisión de servicios para todos los efectos legales.”


5) En el inciso segundo del artículo 134, sustitúyese la oración final, después del punto seguido, por la siguiente :



“En caso de ser acogida se designará un nuevo fiscal o actuario en ese mismo acto, debiendo éstos ser notificados dentro de los dos días siguientes de dictada la resolución que los designó”.


6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 141:



“Tratándose de una resolución que ordene la aplicación de una medida disciplinaria dictada por el jefe superior de servicio en contra de un funcionario de una institución descentralizada, se podrá apelar de ella ante el Subsecretario del Ramo con el cual dicho servicio tenga vinculación de supervigilancia, agotándose ahí la instancia de reclamación administrativa.”.


7) Sustitúyese el artículo 143, por el siguiente:



“Artículo 143. Vencidos los plazos de instrucción de una investigación sumaria o de un sumario administrativo y no estando estos afinados, la autoridad que ordenó su instrucción deberá revisarlo, adoptar las medidas tendientes a agilizarlo, y de ser procedente, determinar la responsabilidad por la actuación negligente del investigador, fiscal o actuario, según sea el caso, mediante la correspondiente investigación sumaria o sumario administrativo.”.


8) En el inciso tercero del artículo 147, sustitúyase la expresión “treinta días” por “sesenta días”.


Artículo 27.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 133 bis de la Ley N° 10.336, Ley de Organización y Atribuciones de la Contraloría General de la República, cuyo texto coordinado, sistematizado y refundido fue fijado por el Decreto N° 2.421, del Ministerio de Hacienda, de 1964:


“Respecto de los demás órganos de la administración del Estado en que la Contraloría instruya los sumarios, el Contralor General propondrá la sanción que estime procedente, debiendo la autoridad o jefatura que corresponda pronunciarse en el plazo de 30 días; si así no lo hiciere deberá aplicarse de inmediato la medida disciplinaria recomendada por el ente Contralor. En este último caso, podrá interponerse de todos modos, el recurso de reposición, debidamente fundado, ante el propio Contralor, dentro del plazo fatal de cinco días, contados desde la notificación. Si este recurso fuere acogido por el Contralor General deberán remitirse los antecedentes a la autoridad competente para que dicte la nueva resolución.”.

Párrafo segundo

Normas sobre calificación de integrantes de Juntas Calificadoras


Artículo 28.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, sobre Estatuto Administrativo:


1) Agréganse a su letra a) los siguientes incisos, reemplazándose el punto y coma (;) final de esta letra, por un punto aparte (.):



“Al personal que no es sujeto de calificación, conforme el artículo 34, no le será exigible el requisito de encontrarse calificado en lista N° 1, de distinción.



De ser necesario, dentro de los plazos del respectivo concurso, y para efectos del mismo, el personal referido en el inciso precedente, podrá requerir ser calificado, por su jefe directo en el caso del delegado del personal, y por la correspondiente junta calificadora, respecto de los demás funcionarios, debiendo éstos inhabilitarse de integrarla cuando sean ellos los calificados.”.


2) Agrégase la siguiente oración al inciso segundo de la letra d), sustituyéndose el punto y coma (;) final por un punto seguido (.):



“El personal no sujeto a calificación por aplicación del artículo 34, para estos efectos será calificado, por su jefe directo en el caso del delegado del personal, y por la correspondiente junta calificadora respecto de los demás funcionarios, debiendo éstos inhabilitarse de integrarla cuando sean ellos los calificados;”.

Párrafo tercero

Ampliación de Normas sobre Incompatibilidades e Inhabilidades en la Administración Pública y de Normas de Transparencia en Contratos de Honorarios


Artículo 29.- Los embajadores deberán desempeñarse con dedicación exclusiva y estarán sujetos a las prohibiciones e incompatibilidades establecidas en el artículo 1° de la ley N° 19.863, y les será aplicable el artículo 8° de dicha ley.


Artículo 30.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 5° de la ley N°19.896:


1) Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:



“Las personas contratadas a honorarios, bajo cualquier forma que se exprese el pago, deberán informar al o los jefes del servicio respectivo, a través de la unidad correspondiente, mediante una declaración jurada simple, si prestan servicios en cualquier calidad jurídica en otra repartición pública o en empresas y entidades del Estado. En tal caso, deberán individualizar al otro Servicio, empresa o entidad, especificando la calidad jurídica con que laboran en ellos, el monto de los emolumentos correspondientes, las tareas contratadas y la duración de la prestación de sus servicios. Copia de los antecedentes mencionados deberá ser remitida a la Contraloría General de la República.”


2) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:



“La misma visación será exigible cuando la persona contratada a honorarios tenga, además, un contrato con proveedores o contratistas o con instituciones privadas que tengan convenios para ejecución de proyectos o se le hayan otorgado transferencias, en relación con la repartición en que presta servicios, y cuando tenga participación en la propiedad del 10% o más de los derechos sociales, o en la administración o representación de dichos proveedores, contratistas o instituciones privadas.”.


3) Agrégase el siguiente inciso final:



"El cabal cumplimiento de lo dispuesto en el presente artículo, en especial de las visaciones, certificaciones, declaraciones juradas y requerimientos de información que el mismo establece, será verificado y certificado, previo a la suscripción del contrato, por el auditor ministerial respectivo, con la colaboración del auditor institucional del correspondiente servicio.".

TÍTULO III

NORMAS SOBRE CONTRATACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS


Artículo 31.- Agréganse los siguientes artículos a la Ley N°19.886, sobre Bases de los contratos administrativos de suministro y prestación de servicios:


“Artículo 8° A.- Cuando en contrataciones de bienes y servicios celebrados por los órganos de la administración del Estado regidos por esta ley, se utilice el trato o contratación directa de conformidad con el artículo 8°, sin que haya habido previamente licitación privada o pública, deberá procederse mediante una resolución fundada de carácter específico que acredite la conformidad de esta decisión con la legislación nacional y la imprescindible necesidad de esta forma de contratación, la que deberá ser publicada en los términos del inciso cuarto del mismo artículo.


A partir de la fecha de dicha publicación, se contará el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 24 para que los afectados puedan deducir la demanda de impugnación ante el Tribunal de Contratación Pública.


Artículo 8° B.- Prohíbese la contratación, e intervención en cualquier etapa de dicho proceso, por parte de la jefatura o de la autoridad que les corresponde adjudicar la contratación directa o licitación privada, cuando tengan la calidad de cónyuges, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, respecto del proveedor o de sus directivos y ejecutivos superiores, en el caso de personas jurídicas.


Con todo, en los casos en que en la contratación particular de que se trate exista un solo proveedor del bien o servicio requerido y concurran las relaciones de parentesco señaladas precedentemente, aunque las jefaturas o autoridades se hayan inhibido en razón de ello, se podrá perseverar en la contratación previa visación del ministro del ramo o concejo municipal, según corresponda.


En el caso de trato o contratación directa, será la jefatura o autoridad respectiva, la responsable de declarar la relación de parentesco a través del Sistema de Información.


Artículo 8° C.- En los casos de contrataciones de bienes y servicios, quienes participen en un procedimiento de licitación pública o privada, y tengan la calidad de cónyuges, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, respecto de las autoridades o jefaturas llamadas a aprobar la contratación respectiva, deberán acompañar al momento de presentar su oferta en la forma prevista en esta ley, una declaración señalando esta circunstancia. 


Una vez que la jefatura o autoridad involucrada tome conocimiento de la circunstancia referida en el inciso anterior, deberá inhibirse de intervenir en todas las etapas del proceso de contratación.


La declaración exigida en el inciso primero deberá publicarse y remitirse a los demás oferentes a través del Sistema de Información. 


A partir de la fecha de la adjudicación del contrato, se contará el plazo establecido en el inciso cuarto del artículo 24 para que los afectados puedan deducir la demanda de impugnación ante el Tribunal de Contratación Pública.


Los Auditores Ministeriales respectivos, deberán auditar los referidos procesos de contratación, velando por que se respeten los principios legales de probidad, igualdad y transparencia. 


En caso que no se entregue la información a que se refiere el presente artículo, la adjudicación será nula y no producirá efecto alguno.


Artículo 8° D.- La autoridad o jefatura que infrinja cualquiera de las obligaciones señaladas en los tres artículos precedentes, será sancionada con una multa a beneficio fiscal de 50 unidades tributarias mensuales, sin perjuicio de su responsabilidad administrativa, civil o penal.”.

TÍTULO IV

FLEXIBILIDAD FINANCIERA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA


Artículo 32.- No obstante lo dispuesto en el inciso 1° del artículo 26 del decreto ley N° 1.263, de 1975, el presupuesto aprobado para la Contraloría General de la República podrá ser modificado mediante resolución del Contralor General de la República en los siguientes casos:


a) Incorporación de mayor saldo inicial de caja, para financiar programas que no constituyan gastos permanentes y,


b) Reasignaciones presupuestarias entre el subtítulo relativo a la Adquisición de Activos no Financieros y el de Iniciativas de Inversión, y entre los ítem de cada uno de estos subtítulos. 


La identificación presupuestaria previa para autorizar recursos destinados a estudios y proyectos o programas, a que se refiere el artículo 19 bis del decreto ley N° 1.263, de 1975, podrá hacerse igualmente mediante resolución del Contralor General.


Copia de las resoluciones que se dicten en uso de las facultades que se otorgan en el presente artículo, deberán ser remitidas a la Dirección de Presupuestos dentro de los 10 días siguientes al de su total tramitación.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, cree los cargos de jefes de departamento para los auditores ministeriales e institucionales, en las plantas de personal de los ministerios e instituciones y servicios afectos al Título I de la presente ley, sin perjuicio de lo establecido en el artículo segundo transitorio. Tratándose de ministerios que cuenten con dos o más subsecretarías, en el respectivo decreto con fuerza de ley, se determinará aquella en la que se creará el cargo de auditor ministerial. 


Increméntase la dotación máxima del personal de los ministerios e instituciones, en el número de cupos que resulten del ejercicio de esta facultad.  La nueva dotación resultante constará en decretos exentos del Ministerio de Hacienda, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Artículo 2°.- Facúltase al Presidente de la República, dentro del mismo plazo y procedimiento señalado en el artículo anterior, para que adecue a las normas pertinentes del Título I, los actuales cargos de las plantas de personal de auditores, jefes de departamento de auditoría u otras unidades de auditoría, existentes en los ministerios y servicios, debiendo asignarles la denominación, el grado de la escala de remuneraciones y el nivel jerárquico correspondiente para los efectos de la aplicación de la ley N° 19.882. 


Los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley ocupen en propiedad los cargos señalados en el inciso anterior, continuarán desempeñándolos, sin que se alteren las condiciones que los rigen tanto respecto de su nivel jerárquico como de su grado y dependencia, debiendo asumir de inmediato las funciones y deberes que establece el Título I de esta ley para los auditores ministeriales o institucionales, según corresponda. Una vez que estos cargos queden vacantes por cualquier causa, entrará en vigor la adecuación dispuesta de conformidad al inciso anterior, siéndoles aplicables integralmente las normas sobre provisión y demás de carácter permanente establecidas en el Título antes señalado.


Artículo 3°.- Los funcionarios titulares de planta que estén desempeñando actualmente la función de auditor ministerial o institucional sin que el cargo que ocupan tenga la denominación propia de la función de auditoría de que trata el Título I, deberán optar entre el nuevo cargo creado de auditor ministerial o institucional o continuar en aquél de que sean titulares. Dicha opción deberá ejercerse en el plazo de 30 días, contado desde la fecha en que se haya ejercido la facultad contemplada en el artículo 1° transitorio. En el evento de optar por el nuevo cargo, serán designados en éste por la autoridad competente, a más tardar dentro del quinto día siguiente de ejercida la opción. 


Si como consecuencia de la opción se produjeren diferencias de remuneraciones, corresponderá al funcionario una planilla suplementaria, la que será imponible en la misma proporción que lo sean las remuneraciones que compensa y que se  absorberá con los incrementos que éste experimente en sus remuneraciones, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público.


Artículo 4°.- Respecto de los cargos creados conforme a la facultad del artículo 1° transitorio, se procederá a su provisión según las normas del Título I, con la excepción dispuesta en el artículo 3° transitorio.


El proceso de nombramiento de los auditores ministeriales se hará preferentemente dentro de los tres meses siguientes a la creación del cargo. Los cargos de auditores institucionales serán provistos dentro de los cinco meses siguientes a la total tramitación del nombramiento del auditor ministerial que corresponda al sector.


Los funcionarios a contrata que cumplan con los requisitos legales, que a la fecha en que se realicen los concursos se encuentren desempeñando funciones de auditoría, a lo menos durante los doce meses previos, en instituciones afectas al Título I de esta ley, en igualdad de condiciones con otros concursantes, tendrán preferencia para ser designados en los nuevos cargos. Para este efecto el funcionario postulante acreditará el período de su desempeño en funciones de auditoría,  a menos que haya constancia de este antecedente en la institución en la que está postulando.


Artículo 5°.- El Presidente de la República, dentro de los 30 días siguientes a la publicación de esta ley, hará, en un solo acto, la designación del Auditor de Gobierno, de los consejeros y del miembro del Consejo que lo presidirá, como asimismo, fijará el orden de subrogación de éste último. Se entenderá constituido el Consejo de Auditoría Interna de Gobierno una vez efectuados los nombramientos antes indicados, los que regirán de inmediato, sin esperar la total tramitación del decreto que los disponga.


Mientras no se concluyan los procesos de designación de los auditores ministeriales e institucionales, los auditores en ejercicio a la fecha de publicación de esta ley, mantendrán sus cargos, cualquiera sea su calidad jurídica, de acuerdo con las normas en actual vigencia. 


Artículo 6°.- Para efectos de lo dispuesto en los artículos 18 y 19, increméntase la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Hacienda en 13 cupos. 


Artículo 7°.- El mayor gasto fiscal que represente a los órganos y servicios la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a sus respectivos Presupuestos con los recursos contemplados en el subtítulo 21 y si se requiriera, con reasignaciones presupuestarias y/o transferencias de la Partida Tesoro Público 50.01.03-24.03.104.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 7 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Cantero y Núñez; 14 de septiembre 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Cantero y Núñez, y 5 de octubre de 2005, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Larraín (Presidente), Cantero y Naranjo (señor Núñez).

Sala de la Comisión, a 11 de octubre de 2005.





(Fdo.):MARIO TAPIA GUERRERO,







Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA APLICACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE LA LEY DE TRIBUNALES DE FAMILIA

(3989-07)

HONORABLE SENADO

La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado por moción de los Honorables Diputados señoras María Pía Guzmán Mena y Laura Soto González y señores Jorge Burgos Varela, Juan Bustos Ramírez, Guillermo Ceroni Fuentes, Marcelo Forni Lobos y Gonzalo Uriarte Herrera.


Asistió a la sesión en que la Comisión trató el tema el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado Fuentes.


Cabe hacer presente que la Sala del Senado ha autorizado a la Comisión, en sesión de fecha 11 de octubre del presente año, para estudiar el presente proyecto en general y en particular a la vez, en el trámite reglamentario de primer informe.

- - - - - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL


Se deja constancia que la letra a) del artículo 1º, en cuanto modifica los requisitos para integrar el Comité Técnico, y el artículo 2º, que enmienda el Código Orgánico de Tribunales, son normas de carácter orgánico constitucional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República, porque inciden en la organización y atribuciones de los tribunales necesarios para la pronta administración de justicia. 

En cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del citado artículo, la Cámara de Diputados ofició a la Corte Suprema para recabar su parecer, mediante oficio Nº 5.850, de fecha 13 de septiembre del 2005. A la fecha de redacción de este informe, el máximo tribunal aún no ha despachado su respuesta. En vista de que los preceptos pertinentes no han sido modificados sustancialmente, el Senado no ha recabado una nueva opinión del Alto Tribunal.
- - - - - -

OBJETIVO FUNDAMENTAL Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El objetivo central del proyecto es zanjar algunas dudas de interpretación surgidas en torno a las normas que regulan la organización de los tribunales de familia y sus procedimientos, con lo cual se espera que aquéllos puedan dar mejor y más rápida solución a las controversias sometidas a su conocimiento y decisión, lo cual debería redundar en un mejoramiento de la percepción ciudadana sobre los órganos que ejercen la función jurisdiccional.


La iniciativa legal en informe consta de cuatro artículos permanentes, cuyo contenido será expuesto en la discusión particular.
- - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO

1. Ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia.

2. Código Procesal Penal.

3. Código Orgánico de Tribunales.

4. Ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 1, del año 2000, del Ministerio de Justicia.
5. Ley Nº 16.618, ley de menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado también fue fijado por el decreto con fuerza de ley citado en el numeral anterior.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, señaló que el año recién pasado, después de una minuciosa tramitación, el Parlamento despachó una iniciativa de ley que crea los nuevos tribunales de familia. 


Esta iniciativa legal pretendió englobar bajo una sola judicatura especializada todos los conflictos que se susciten en el seno de la familia, solucionando la situación de dispersión que afectaba a los distintos temas de la familia, lo que en la práctica generaba decisiones contradictorias o incongruentes.


Este importante esfuerzo estatal, a diferencia de lo ocurrido en la reforma procesal penal, fue implementado de forma uniforme e inmediata en todo el país, estableciendo un plazo único de entrada en vigencia para el día 1º de Octubre recién pasado. 


Con todo, agregó, esta ventaja tiene como contrapartida que las deficiencias y problemas legislativos se presentarán todos a la vez, y no habrá un tiempo suficiente para detectar las dificultades y para perfeccionar el sistema, lo que si se logró con la entrada en vigencia paulatina de la Reforma Procesal Penal en las distintas regiones del país. Estos inconvenientes ya han sido identificados durante las numerosas actividades previas de preparación y capacitación que se han desarrollado. Algunas podrán ser resueltas con el establecimiento de criterios interpretativos por los tribunales de justicia, pero otras requieren intervención legal y ése es el propósito de este proyecto.

La Comisión ponderó debidamente las circunstancias hechas valer por los autores de la iniciativa y por el Ejecutivo. Además, tuvo en consideración que el sistema de justicia de familia, caracterizado por la especialización, la oralidad y concentración de los procedimientos y la incorporación de la mediación como mecanismo de solución alternativa de conflictos, debe insertarse de la mejor manera posible en la reforma del aparato estatal encargado de la función jurisdiccional, que se inicia con la reforma procesal penal y será continuado en breve por la de la judicatura laboral y la de cobranzas.

- Sometida a votación la idea de legislar, fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1º

Introduce modificaciones a la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia.

Letra a)


Este literal incide en las normas que regulan el Consejo Técnico que asesora a los jueces de familia. La modificación reemplaza el inciso segundo del artículo 7º, que establece que para ingresar a este Consejo, además de los requisitos generales que establece el inciso primero del mismo precepto, se requerirá tercer experiencia profesional y formación especializada en materia de familia e infancia, por un período de a lo menos dos semestres en una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste. El nuevo inciso propuesto elimina la condición de que las universidades o institutos profesionales que impartan esta formación habilitante deban ser estatales o reconocidos por el Estado.

El abogado jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Francisco Maldonado, señaló que en el proceso de selección de personal que realizo la Corporación Administrativa del Poder Judicial se constató que muy pocos postulantes cumplían con el requisito señalado en el inciso segundo de artículo 7º, toda vez que los centros de formación que históricamente se han dedicado a este tema, lo han hecho sin intervención estatal. Por esta razón, se ha optado por proveer dichos cargos de forma interina, pero esta solución no puede durar más de un año.


El Honorable Senador señor Prokuriça señaló que no le parece adecuado bajar la exigencia general establecida en la ley sólo porque los candidatos no cumplieron el requisito. Agregó que una mejor solución es que se amplíe el período de interinato de los postulantes para darles tiempo de satisfacer las exigencias legales.


El abogado señor Francisco Maldonado propuso especificar que los centros de formación que imparten la especialización gocen de reconocido prestigio y desarrollen docencia, capacitación o investigación en materias de familia o infancia.


-
 Sometida a votación, la letra a) fue aprobada por unanimidad, con la modificación señalada, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra b)


Este literal incide en el artículo 17, que establece que el juez de familia conocerá, en un único proceso, todos los asuntos que se sometan a su consideración. La modificación limita esta regla general sólo a los asuntos que se sustancien según el mismo procedimiento.


El abogado señor Francisco Maldonado señaló que esta norma tiene por objetivo evitar que los procesos que requieren una tramitación rápida por su especial naturaleza, como la protección de menores o las solicitudes de susceptibilidad de adopción, no sean acumulados a procesos ordinarios y de más lato conocimiento seguidos ante tribunales de familia y deba esperarse, en consecuencia, que la sentencia resuelva sobre todos los asuntos.


El Honorable Senador señor Espina planteó que la proposición parece razonable, pero que no hay que olvidar que la Ley sobre Violencia Familiar
, de reciente aprobación, permite la acumulación de juicios diversos, a solicitud de las partes
. De manera que, para evitar problemas de interpretación, sería necesario hacer expresa excepción sobre el punto en esta disposición.


- 
Sometida a votación la letra b), fue aprobada por unanimidad, con la modificación señalada, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra c)


Este literal incide en el artículo 46, que regula el contenido del informe de peritos. La modificación elimina de la ley todas las normas relativas al contenido de dichos informes y establece que serán aplicables las normas sobre el particular contenidas en el Código Procesal Penal.


El abogado señor Francisco Maldonado señaló que las normas sobre peritos del Código Procesal Penal son suficientes y han sido perfeccionadas en el proyecto de Ajustes a la Reforma Procesal Penal (Boletín Nº 3.465-07) de reciente aprobación.


- Sometida a votación la letra c), fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra d)


Este literal incide en las reglas sobre declaración de las partes. Estas declaraciones se producen cuando una de las partes solicita al juez que cite a declarar a la otra sobre hechos y circunstancias que guarden relación con el objeto del juicio. La modificación reemplaza el artículo 52, sobre sanción por incomparecencia y por negarse a declarar o dar respuestas evasivas, por dos preceptos que abordan separadamente esas situaciones.


El artículo 52 propuesto establece que, en caso de que el citado no comparezca, el juez podrá considerar como reconocidos los hechos contenidos en el listado que haya acompañado en sobre cerrado el solicitante, con a o menos 24 horas de antelación a la audiencia. Además, se inserta un nuevo artículo, 52 bis, que consagra similar sanción para el que, compareciendo a la audiencia, se niegue a declarar o dé respuestas evasivas. En tal caso, el juez podrá dar por ciertos los hechos afirmados por la parte que pidió la declaración.


El abogado señor Francisco Maldonado explicó que esta norma aspira a impedir que el reconocimiento de los hechos que en la norma vigente produce la no comparecencia del citado a declarar sea de tan fácil trámite, estableciendo como exigencia mínima que el referido listado esté con cierta anterioridad en poder del tribunal.


El Honorable Senador señor Espina señaló que esta modificación es un retorno a malas prácticas procesales y se aparta del principio de justicia simple y directa que consagra la nueva ley de tribunales de familia.


- 
Sometida a votación la letra d), fue rechazada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra e)


Este literal incide en las normas que regulan el procedimiento ordinario ante los tribunales de familia, específicamente en el artículo 60, que norma la comparecencia de las partes a la audiencia preparatoria y a la del juicio. 

La modificación establece, en primer lugar, que las resoluciones que se dicten en estas audiencias afectarán a todas las partes citadas, concurran o no, sin necesidad de ulterior notificación. En segundo lugar, elimina el vocablo “Excepcionalmente”, que da inicio al inciso segundo del artículo 60, con el fin de reforzar la facultad del juez de eximir a una parte, por resolución fundada, de la obligación de comparecer personalmente.

El abogado señor Francisco Maldonado explicó que esta norma busca, en primer lugar, evitar que por el mero expediente de que el demandado o denunciado no concurra a la audiencia preparatoria, ésta deba fracasar y deba citarse a otra, entorpeciendo la continuación del juicio. Agregó que la segunda parte de la proposición intenta hacer menos estricta la exigencia de la comparecencia personal de las partes, haciendo más viable la representación por un abogado habilitado.


- Sometida a votación la letra e), fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra f)


Este literal incide en el artículo 62, que determina el contenido de la resolución que cita a juicio. La modificación agrega un inciso final, estableciendo que en los procedimientos de la ley N° 19.968 serán aplicables las normas del artículo 336 del Código Procesal Penal sobre admisión de pruebas no solicitadas oportunamente, por haberse ignorado su existencia, y de las relacionadas con la veracidad, autenticidad o integridad de otras pruebas.


La Comisión estimó de evidente conveniencia esta disposición, por lo que le prestó su aprobación.


- La letra f) fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra g)


Este literal incide en las normas que regulan la producción de la prueba durante la audiencia en que se desarrolla el juicio. 

La modificación intercala en el artículo 64, sobre producción de la prueba, un nuevo inciso cuarto, que establece que, si la parte citada a declarar no concurre a la audiencia respectiva, se procederá a la lectura de los hechos que fueron materia de la solicitud de declaración, se resolverán las objeciones que se formulen y se dirigirán las preguntas que el juez decida hacer a las partes.

Esta norma está en directa relación con la modificación propuesta, en la letra d) del artículo 1º del proyecto, al artículo 52 de la ley N° 19.968. Como aquel literal fue rechazado, consecuencialmente éste también debe serlo.



- La letra g) fue rechazada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra h)


Este literal incide en el artículo 95, que regla la citación a la audiencia preparatoria que ordena el juez luego de recibir una demanda o una denuncia. 

La modificación inserta un nuevo inciso segundo, que dispone que el demandado o denunciado deberá comparecer personalmente y podrá ser citado al efecto bajo apercibimiento de arresto.

El abogado señor Francisco Maldonado explicó que en la práctica procesal es frecuente que las personas citadas por primera vez a la audiencia preparatoria no concurran, lo que obliga a reiterar la citación. Si nuevamente el citado no comparece, el arresto se hace efectivo después de citar a una tercera audiencia. Para impedir la dilación que esto supone, debe autorizarse al juez para apercibir con arresto al citado, desde la primera vez que se lo convoca a la presencia judicial.


El Honorable Senador señor Espina expresó que concuerda con el propósito de la disposición, pero para que ella tenga real eficacia es preciso que la regla imponga al juez una obligación, en lugar de otorgarle una facultad.


- 
Sometida a votación la letra g), fue aprobada, sustituyéndose el término “pudiendo” por “debiendo”, por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Letra i)


Este literal introduce un artículo transitorio que establece que, mientras no rijan las leyes sobre responsabilidad penal juvenil y de protección de los derechos de la infancia, el juez podrá decretar las medidas cautelares que establece el artículo 71
 de la ley.

El abogado señor Francisco Maldonado explicó que mientras los proyectos sobre responsabilidad penal juvenil (Boletín 3.021-07) y de protección de los derechos de la infancia (Boletín 3.792-07) se encuentran en trámite en el parlamento, hay un vacío legal en lo que respecta a las medidas cautelares que puede dictar el juez de familia en las materias relacionadas con esos proyectos.


 - Sometida a votación la letra i), fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Artículo 2º

Introduce modificaciones al Código Orgánico de Tribunales


Esta disposición incide en el artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales, que, en su inciso tercero, enumera los tribunales especiales que integran el Poder Judicial. La modificación reemplaza las denominaciones “Juzgados de Letras de Menores”, por “juzgados de familia”, y actualiza la referencia a la “ley Nº 16.618”, sustituyéndola por otra, a la “ley Nº 19.968”.

El abogado señor Francisco Maldonado señaló que estas modificaciones ponen al día la terminología y las referencias legales en el citado precepto del Código Orgánico de Tribunales, en lo atinente a la jurisdicción de familia.


- El artículo 2° fue aprobado por unanimidad, sin modificaciones, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Artículo 3º

Introduce modificaciones a la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias.


Esta disposición incide en el artículo 8º de la ley Nº 14.908, que regula la forma en que se notifican las resoluciones que ordenan el pago de una pensión alimenticia bajo la modalidad de retención. La modificación enmienda el inciso segundo de dicho artículo, que establece desde cuando se entiende practicada una notificación hecha por carta certificada, cambiando el plazo de cinco días por tres días.


El abogado señor Francisco Maldonado explicó que el plazo común en los distintos estatutos jurídicos nacionales para que una notificación enviada por carta certificada se entienda concretada es de tres días y no de cinco, por tanto, y con el fin de modernizar la norma y homologarla con otras sobre el mismo tema, se planteó esta modificación.


- El artículo 3° fue aprobado por unanimidad, sin modificaciones, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

Artículo 4º

Introduce modificaciones a la ley Nº 16.618, de menores.


Esta disposición incide en el artículo 28 de la Ley de Menores, que regula la declaración previa acerca del discernimiento. 

La modificación, en primer término, elimina del inciso primero del artículo 28 la oración que remite a las normas del juicio simplificado, sea cual sea la pena solicitada, en caso de que el menor sea declarado con discernimiento. 

En segundo lugar, suprime el inciso tercero, que permite al fiscal utilizar las facultades de no iniciar la investigación, aplicar el principio de oportunidad o archivar provisionalmente el asunto, aunque el menor haya sido declarado con discernimiento, si se dan los supuestos que al efecto exige el Código Procesal Penal.


El Honorable Senador señor Espina señaló que esta norma es muy necesaria, porque, tal como está el artículo 395 del Código Procesal Penal
, si el menor admite su responsabilidad en los hechos, el juez sólo puede aplicarle una multa. Esto puede llevar a casos absurdos, como sería el de un menor que, habiendo cometido un homicidio calificado, por el solo hecho de reconocer su responsabilidad, no podría sufrir otro castigo que una multa.


La Comisión, tuvo presente que este artículo 28 está siendo derogado por el proyecto de ley que instaura un sistema de responsabilidad penal de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 3.021-07). Sin embargo, como dicha iniciativa legal entrará en vigencia seis meses después de su publicación, entre tanto, la enmienda que este proyecto introduce evitará situaciones injustificables, que redundarían en una merma del prestigio de la judicatura y en un incremento de la sensación de inseguridad ciudadana.

- El artículo 4° fue aprobado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Espina, Prokuriça y Silva Cimma.

- - - - - -


En virtud de la discusión y los acuerdos antes expuestos, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar en general el siguiente proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.968:


a) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 7º por el siguiente:


“Además, se deberá acreditar experiencia profesional idónea y formación especializada en materias de familia o de infancia de a lo menos dos semestres de duración, impartida por alguna universidad o instituto de reconocido prestigio que desarrollen docencia, capacitación o investigación en dichas materias.”.


b) Intercálase en el artículo 17, entre la palabra “consideración” y el punto seguido (.), precedida de una coma (,) la siguiente frase: “siempre que se sustancien conforme al mismo procedimiento, salvo que se trate de la situación regulada por el inciso final del artículo 9º de la ley Nº 20.066, sobre Violencia Intrafamiliar.”.


c) Suprímese la parte final del artículo 46 a partir desde la frase “Dicho informe escrito deberá contener:” y agrégase el siguiente inciso segundo:


“Será aplicable a los informes periciales lo dispuesto en el artículo 315 del Código Procesal Penal.”.


d) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


i.- Agréganse en el inciso primero, a continuación de la palabra “tengan”, las siguientes frases: “y de lo dispuesto en el inciso final del artículo precedente y en el inciso segundo del artículo 61”.


ii.- Suprímese en el inciso segundo la expresión “Excepcionalmente” y la coma (,) que la sigue.


e) Agrégase el siguiente inciso segundo en el artículo 62:


“Con todo, en los procedimientos de que trata esta ley tendrá lugar lo dispuesto en el artículo 336 del Código Procesal Penal.”.


f) Agrégase en el artículo 95 el siguiente inciso segundo:


“En todo caso, el denunciado o demandado deberá comparecer personalmente, debiendo para estos efectos citarlo el tribunal bajo apercibimiento de arresto.”.


g) Agrégase el siguiente artículo transitorio:


“Artículo duodécimo.- Mientras no entren en vigencia las disposiciones legales que reglarán el tratamiento que corresponda dar a los menores infractores de la ley penal y a los menores gravemente vulnerados o amenazados en sus derechos, los jueces de familia podrán adoptar respecto de niños, niñas y adolescentes, imputados de haber cometido un crimen o simple delito, las medidas cautelares especiales de que trata el artículo 71 de esta ley.”. 


Artículo 2º.- Sustitúyense en el inciso tercero del artículo 5º del Código Orgánico de Tribunales, las expresiones “Juzgados de Letras de Menores” y “ley Nº 16.618”, por “ juzgados de familia” y “ ley 
Nº 19.968”, respectivamente.


Artículo 3º.- Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 8º de la ley Nº 14.908, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia, la expresión “quinto” por “tercero”.


Artículo 4º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 28 de la ley Nº 16.618, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:


1) En el inciso primero suprímese el párrafo “Si se declarare que el menor ha obrado con discernimiento, el proceso se regulará de acuerdo a lo previsto en el Título I del Libro IV del Código Procesal Penal, cualquiera sea la pena requerida por el fiscal.”.


2) Suprímese el inciso tercero.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de Octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Alberto Espina Otero (Presidente), Baldo Prokuriça Prokuriça y Enrique Silva Cimma.


Sala de la Comisión, a 14 de Octubre de 2005.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,
Secretario de la Comisión.
7

INFORME COMPLEMENTARIO DEL SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR

(3224-04)

Honorable Senado:


La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de someter a vuestra consideración el Informe Complementario del Segundo Informe relativo al proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

- - - - - -



Concurrieron, en representación del Ejecutivo, la Jefa de la División de Educación Superior, señora Pilar Armanet; el Jefe del Departamento Jurídico del Ministerio de Educación, señor Rodrigo González, y el asesor jurídico, señor Cristián Inzulza. 

- - - - - -


La Sala del Senado, en sesión de 7 de septiembre de 2005, acordó acoger la solicitud de la Comisión de Hacienda de la Corporación, en la que le solicitó que, previo al despacho de su informe, este proyecto de ley fuera devuelto a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y se fijara un plazo especial con la finalidad que el Ejecutivo presentara Indicaciones relativas a materias propias de su iniciativa exclusiva y que habían sido consideradas en la Comisión de Educación.


Es esta la materia de que trata este informe, complementando así el Segundo Informe de la Comisión de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Se deja constancia que las normas de quórum señaladas en este informe, así como también el artículo 124 del Reglamento del Senado, las modificaciones propuestas por la Comisión y el texto final del proyecto, comprenden en su totalidad tanto lo aprobado en el Segundo Informe como lo que la Comisión aprobó en este Informe Complementario.

- - - - - - - 


Incluyendo lo aprobado en el Segundo Informe y en este Informe Complementario, cabe hacer presente que, en conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 63 de la Carta Fundamental, los artículos 1º, 2º, inciso primero, 3º, 4º, 6º (que pasó a ser 5º), 7º (que pasó a ser 6º), 8º (que pasó a ser 7º), 9º (que pasó a ser 8º), 22, 28, 29, inciso segundo, 39, inciso segundo (que pasó a ser 40, inciso segundo), y 53, permanentes, así como el artículo 7º transitorio de la iniciativa (que pasó a ser artículo 5º transitorio), son materia de Ley Orgánica Constitucional y requieren para su aprobación del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los Honorables señores Senadores en ejercicio, en cuanto modifican la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, con excepción del artículo 53 que modifica la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.

- - - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, considerando lo aprobado en el Segundo Informe y en este Informe Complementario, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de Indicaciones ni de modificaciones: 52 permanente (que pasó a ser 53) y séptimo (que pasó a ser quinto) transitorio.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: Nºs. 2, 8, 21, 22, 25, 41, 42, 43, 44, 45, 56, 62, 94, 100, 103, 104, 105, 106, 115, 116, 119 literal d), 260, 261, 262, 263, 273, 279, 286, 287, 296, 297, 298, 385, 386, 387, 395, 405, 417, 431, 449, 454, 455, 456, 457, 461, 466, 472, 473, 507, 519, 520, 522, 523, 524, 525, 561, 585, 629, 636, 637, 641, 648, 651, 678, 680, 691, 704, 714, 715, 730, 738, 746, 754, 757, 764, 772, 784, 785, 787, 788, 789, 790, 791, 792, 793, 794, 795, 796 y 797. N°s 1,4,5,6,8,9 y 11 del Informe Complementario.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: Nºs. 3 en su letra b), 4, 6, 12, 18, 24, 46, 119 literales c) y e), 309, 311, 319, 339, 352, 464, 478, 512, 515, 518, 532, 645, 646, 693, 694, 702, 703, 778, 779 y 786. N°s 2, 3, 7 y 10 del Informe Complementario.

4.- Indicaciones rechazadas: Nºs. 1, 3 en el encabezamiento y literales a) c) y d), 5, 7, 9, 10, 11, 13, 14, 15, 16, 17, 19, 20, 23, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38, 39, 40, 50, 51, 53, 54, 55, 57, 58, 59, 60, 63, 64, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 86, 89, 90, 95, 96, 97, 99, 101, 102, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 119 literal b), 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126, 128, 129, 131, 132, 133, 134, 138, 140, 141, 142, 143, 144, 145, 146, 149, 150, 151, 152, 153, 154, 155, 156, 158 literales a), d), e), f), g) y h), 159 literales a), b), g) e i), 160, 161, 162, 163, 164, 166, 167, 168, 169, 170, 171, 172, 173, 174, 175, 176, 177, 178, 181, 182, 183, 184, 185, 186, 187, 189, 191, 192, 193, 194, 195, 196, 197, 198, 199, 200, 201, 203, 204, 207, 210, 211, 212, 213, 214, 215, 219, 220, 221, 222, 223, 225, 226, 227, 228, 229, 230, 231, 232, 233, 234, 235, 236, 237, 238, 239, 240, 241, 242, 243, 244, 245, 246, 249, 250, 251, 252, 253, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 264, 265, 266, 267, 268, 269, 270, 271, 272, 274, 275, 276, 277, 278, 280, 281, 282, 283, 284, 285, 288, 289, 290, 291, 293, 294, 295, 301, 302, 303, 304, 305, 306, 307, 308, 312, 313, 314, 316, 317, 318, 320, 321, 321 bis, 321 ter, 322, 323, 324, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332, 333, 334, 335, 336, 337, 338, 340, 341, 342, 343, 344, 345, 346, 347, 348, 349, 350, 353, 354, 355, 356, 357, 358, 359, 360, 361, 362, 363, 364, 365, 366, 367, 368, 369, 370, 371, 372, 373, 374, 375, 376, 377, 378, 379, 388, 389, 390, 391, 392, 393, 394, 396, 397, 398, 399, 400, 401, 402, 403, 404, 406, 407, 408, 409, 410, 411, 412, 413, 414, 415, 416, 418, 419, 420, 421, 422, 423, 424, 425, 426, 427, 428, 429, 430, 432, 433, 434, 435, 437, 438, 439, 440, 441, 442, 443, 444, 445, 446, 447, 450, 451, 452, 458, 459, 460, 462, 463, 465, 467, 468, 469, 470, 471, 474, 475, 477, 479, 480, 481, 482, 483, 484, 485, 486, 487, 488, 489, 490, 491, 492, 493, 494, 495, 496, 497, 498, 499, 500, 501, 502, 503, 504, 505, 506, 508, 509, 510, 511, 513, 514, 516, 521, 526, 527, 528, 529, 530, 531, 533, 534, 535, 536, 537, 538, 539, 540, 541, 542, 543, 545, 546, 547, 548, 549, 550, 551, 552, 554, 555, 556, 557, 558, 559, 560, 563, 564, 565, 566, 567, 568, 569, 570, 571, 572, 573, 574, 575, 576, 577, 578, 580, 581, 582, 583, 584, 586, 587, 588, 589, 590, 591, 592, 593, 594, 595, 596, 597, 598, 599, 601, 602, 603, 604, 605, 606, 607, 608, 609, 610, 611, 612, 613, 614, 615, 616, 617, 618, 619, 620, 621, 622, 623, 624, 625, 626, 627, 628, 630, 631, 632, 633, 634, 635, 638, 640, 642, 643, 644, 649, 650, 653, 654, 656, 657, 658, 659, 660, 661, 662, 663, 664, 665, 666, 667, 668, 669, 670, 671, 672, 673, 677, 679, 683, 684, 685, 687, 688, 689, 690, 692, 696, 697, 698, 699, 700, 701, 705, 706, 707, 708, 709, 710, 711, 712, 713, 717, 718, 719, 720, 721, 722, 723, 724, 725, 726, 727, 728, 729, 731, 732, 733, 734, 735, 736, 737, 739, 740, 741, 742, 743, 745, 747, 748, 749, 750, 751, 752, 753, 755, 756, 758, 759, 760, 761, 765, 766, 767, 768, 769, 770, 771, 773, 774, 775, 776, 777, 780, 781, 782, 783 y 798. Consecuencialmente con la aprobación de las Indicaciones del Informe Complementario, se dan por rechazadas las siguientes Indicaciones que habían sido aprobadas en el Segundo Informe de la Comisión: 47, 48, 49, 92, 93, 117, 119 literal a), 127, 139, 148, 157, 158 literales b), c) e i), 159 literales c), d), e), f), h), j), k), 165, 179, 180, 188, 190, 202, 205, 217, 218, 224, 247, 248 y 682.

5.- Indicaciones retiradas: Nºs. 52, 61, 65, 85, 87, 88, 91, 98, 107, 130, 147, 208, 209, 292, 299, 300, 310, 315, 351, 380, 381, 382, 383, 384, 436, 448, 453, 476, 517, 544, 553, 562, 579, 600, 639, 647, 652, 655, 674, 675, 676, 681, 686, 695, 716 y 744.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: Nºs. 118, 135, 136, 137, 762 y 763. N°s 206 y 216 que se declararon inadmisibles en el Informe Complementario.
· - - - - - -
DISCUSIÓN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, explicándose las disposiciones en que inciden, así como los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO 6°APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 5° EN EL SEGUNDO INFORME



Crea la Comisión Nacional de Acreditación, precisa su función primordial y le reconoce autonomía para el desarrollo de sus funciones.

Indicación N° 1 del Informe Complementario

Para sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 5º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.

La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señala que esta Indicación ha sido formulada en los mismos términos que el texto aprobado por esta Comisión en el Segundo Informe y que sólo presenta dos modificaciones: una referida a la eliminación de la expresión “de carácter técnico” y otra en el inciso segundo que suprime el término “amplia”. 

En votación la Indicación N° 1, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Fernández, Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
ARTÍCULO 7°APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 6° EN EL SEGUNDO INFORME


Este artículo señala la integración de la Comisión Nacional de Acreditación e indica su forma de designación, duración en sus cargos, requisitos, provisión de vacantes, sesiones, inhabilidades y dieta de la que gozarán.

Indicación N° 2 del Informe Complementario


Para agregar la siguiente letra i) en el texto del informe aprobado en general por el Senado, reemplazando la que la Comisión aprobó en su Segundo Informe:

“i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en su cargo y deberán ser elegidos por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes de entre aquellos postulantes que para estos efectos presenten las Federaciones de Estudiantes, de acuerdo al procedimiento que para tal efecto establezca el reglamento, y”.


La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación expone que la Indicación original proponía un sistema de elección directa de las Federaciones de Estudiantes convocadas por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación de los dos representantes estudiantiles que integrarán la Comisión Nacional de Acreditación. 

La nueva Indicación instaura un sistema de elección indirecta en la cual los candidatos serán propuestos por las Federaciones de Estudiantes para ser finalmente elegidos por la Comisión Nacional de Acreditación. Asimismo, indica que se agrega un requisito de excelencia académica para los candidatos que postulen a este cargo.

El Honorable Senador señor Muñoz Barra sostiene que el rendimiento académico no es un elemento determinante para la elección de los representantes estudiantiles, ya que de acuerdo a su criterio, también, debe considerarse la vocación de los alumnos de participar en esta instancia. Por otra parte, agregó que no siempre los mejores alumnos son los representantes estudiantiles más idóneos.

El Honorable Senador señor Fernández manifiesta que estaría por aprobar esta Indicación, pero con alguna modificación. En el sentido, de que no sean las Federaciones las que elijan a los candidatos sino las universidades, ya que ésta sería la vía más adecuada para propender a la excelencia académica que deben tener los integrantes de este organismo. 

Continúa, señalando que se está ante un organismo de evaluación técnica y no de carácter participativo, por ende, se trata de escoger a los mejores alumnos.

Al respecto el Honorable Senador señor Moreno acota que la propuesta del Honorable Senador señor Fernández merma la participación estudiantil. Asimismo, agrega que si bien es partidario del respeto de la autonomía de las universidades privadas, también entiende que debe propenderse a la participación del estamento estudiantil en todo los ámbitos.

Por otra parte, señala que concuerda con la propuesta del Ejecutivo respecto a la selección de los candidatos que gocen de excelencia académica.

El Honorable Senador señor Parra expone que votará en contra de esta Indicación porque considera que contiene una marcada diferencia con el texto aprobado en el Segundo Informe por esta Comisión. Al mismo tiempo, estima que el nuevo sistema de elección propuesto establece una especie de concurso entre los candidatos propuestos por las Federaciones de Estudiantes dirimido por la Comisión Nacional de Acreditación. Por último, destaca que en esta instancia debe contarse con participación estudiantil necesaria que represente a este estamento.

El Honorable Senador señor Moreno propone dividir la discusión de esta Indicación en las dos grandes ideas que se plantean: la excelencia académica de los representantes estudiantiles y el sistema de elección de los mismos.


a) En relación a la excelencia académica de los representantes estudiantiles:
El Honorable Senador señor Muñoz Barra indica que en principio votaría en contra de esta Indicación, a menos que se proponga la elección de dos representantes estudiantiles de las instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo al menos uno de ellos pertenecer a una institución de carácter regional.

El Honorable Senador señor Vega expone que concuerda con la exigencia de excelencia académica de los representantes estudiantiles, porque se está ante una Comisión de carácter técnica y no participativa.

El Honorable Senador señor Parra sostiene que votará en contra de la exigencia de la excelencia académica de los estudiantes, porque cree que este requisito no garantiza que se elegirá a los alumnos de más alto nivel técnico, ya que se restringe a los alumnos que cursen los dos últimos años de su carrera y además porque se refiere a estudiantes de distintas instituciones del ámbito de la educación superior. En consecuencia, prefiere mantener el texto del artículo aprobado en los mismos términos que en el Segundo Informe.


b) En relación al sistema de elección:
El Honorable Senador señor Fernández opta por un sistema en que la Comisión Nacional de Acreditación sea la encargada de elegir a los representantes estudiantiles de las universidades autónomas.

El Honorable Senador señor Muñoz Barra manifiesta que prefiere un sistema de elección encabezado por las Federaciones de Estudiantes.

Posteriormente, la Honorable Senadora señora Matthei indica que le preocupa que la Comisión Nacional de Educación se convierta en una instancia política, siendo que se trata de un órgano eminentemente técnico. De este modo, considera que la Indicación propuesta por el Ejecutivo es la mejor vía para propender y mantener el tecnicismo de esta entidad. En efecto, concuerda con la exigencia de la excelencia académica de los postulantes y con el sistema de elección indirecto de los representantes estudiantiles de las instituciones autónomas.

Finalmente, el asesor jurídico del Ministerio de Educación de acuerdo a los resultados obtenidos en esta votación propone que esta Indicación sea aprobada con modificaciones.


En votación la primera parte de la Indicación N°2, se aprueba con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Fernández, Moreno y Vega, y los votos en contra de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Parra.

En votación la segunda parte de la Indicación N°2, se rechaza con los votos de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra y los votos a favor de la Indicación de los Honorables Senadores señores Fernández y Vega.
Indicación N° 3 del Informe Complementario

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señala que esta Indicación complementa las normas relativas a las inhabilidades de los miembros de la Comisión Nacional de Acreditación.
El Honorable Senador señor Moreno propone que esta Indicación sea votada por incisos.


Para reemplazar el inciso octavo del texto aprobado en general por el Senado, que pasó a ser séptimo en el segundo informe, por los nuevos incisos siguientes:


“Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.”.


En votación el primer inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Flores, Moreno, Parra y Vega.

La Honorable Senadora señora Matthei se incorpora a la Comisión en reemplazo del Honorable Senador señor Fernández y, habiéndose ya votado el inciso expone su parecer al respecto, señalando que en este inciso se debería señalar que los miembros de la Comisión que estén vinculados con alguna institución de educación superior se encontrarán inhabilitados para asistir a la discusión y votación del proceso de acreditación de la referida entidad.

Los Honorables Senadores señores Moreno y Parra señalan que en estos casos debe consignarse en el Informe la interpretación extensiva que debe darse a este inciso, en el sentido que la Comisión podrá negar la asistencia de las personas que puedan tener algún tipo de interés en la acreditación de determinadas instituciones. 


“Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.”.


En votación el segundo inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno, Parra y Vega.


“Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.”.
La Honorable Senadora señora Matthei propone que estas inhabilidades también alcancen a los pares evaluadores.


En votación el tercer inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno, Parra y Vega.

“Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.”.

En votación el cuarto inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno, Parra y Vega.

“Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.”.

En votación el quinto inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno y Vega.

“Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.”.

En votación el sexto inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno y Vega.

“Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.”.

En votación el séptimo inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno y Vega.

“Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión y a los integrantes de los Comités Consultivos.”.
La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señala que en este inciso debe agregarse la propuesta de la Honorable Senadora Matthei para extender estas inhabilidades a los pares evaluadores.

En votación el octavo inciso de la Indicación N° 3, se aprueba, con modificaciones, con los votos a favor de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno y Vega.

“Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.”.

En votación el octavo inciso de la Indicación N° 3, se aprueba con los votos a favor de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Flores, Moreno y Vega.
ARTÍCULO 8°APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 7° EN EL SEGUNDO INFORME


Establece las funciones de la Comisión.

Indicación N° 4 del Informe Complementario

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señala que los únicos cambios que se propone en esta Indicación están contenidos en la letras b) y c).
El Honorable Senador señor Moreno propone que esta Indicación se vote en forma separada por letras.


Para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 7º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado;
La Honorable Senadora señora Matthei señala que no votará a favor de esta letra porque está en contra de la acreditación institucional, ya que considera que la acreditación debe realizarse únicamente a nivel de carreras. Asimismo, sostiene que con la acreditación institucional se impone el modelo de universidad que siguen los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación.

En votación el literal a), se aprueba con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Vega, y el voto en contra de la Indicación de la Honorable Senadora señora Matthei.

b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;


En votación el literal b), se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra y Vega.

c) Pronunciarse sobre la acreditación de programas de Doctorado de las Universidades Autónomas;


El Honorable Senador señor Vega opina que los doctorados son demasiados complejos porque requieren de mucha especialización, por lo mismo considera que la Comisión Nacional de Acreditación no puede entrar a calificarlos. Además, añade que los doctorados nacionales normalmente son avalados por prestigiosas universidades extranjeras.

La Honorable Senadora señora Matthei expone que apoya la acreditación de las carreras, pero rechaza la acreditación de los doctorados, ya que a éstos ingresan estudiantes de un alto nivel de conocimiento y por lo mismo están plenamente capacitados para escoger el doctorado en que deseen matricularse. En este sentido, agrega, que es el propio alumno quien realiza la mejor evaluación del programa de doctorado. Por otra parte, manifiesta que a nivel laboral el que contrata, también realiza una especie de evaluación de los estudios de especialización realizados por los postulante al cargo. 

En consecuencia, sostiene que la acreditación de los programas de doctorado por la Comisión es innecesaria. Además, acota, que por esta vía no se terminará con los doctorados otorgados en el extranjero.

Finalmente, considera que a nivel de doctorado la Comisión no tendrá la experiencia suficiente para realizar el proceso de acreditación, dado el alto nivel de especialización de estos programas.

El Honorable Senador señor Muñoz Barra indica que de acuerdo a la realidad actual es necesario que la Comisión acredite los programas de doctorado, tanto de las universidades públicas como de las privadas, para así poder asegurar un buen nivel de nuestros profesionales y evitar el negocio de la compraventa de títulos y grados profesionales.

El Honorable Senador señor Moreno trae a colación la opinión de los Rectores de la Universidad de Concepción y de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, quienes sostiene que es indispensable la acreditación de los programas de doctorado, porque es la única forma de garantizar la calidad de la educación superior, para así evitar la proliferación de doctorados de papel.


En la votación se produce doble empate, y se deja pendiente su votación para otra oportunidad. Posteriormente vuelve el Honorable Senador señor Parra y se aprueba la letra c). 
El Honorable Senador señor Moreno reabre el debate pendiente de esta letra.

El Honorable Senador Parra señala que está a favor de la acreditación de los doctorados. A continuación, argumenta que ésta es una materia en la cual existe una larga experiencia en Chile. De partida, agrega que hace por lo menos tres décadas existe un sistema de acreditación de doctorados dirigido por CONYCIT. Añade, que en el caso de la Universidad de Concepción de los 18 programas de doctorados que ofrecen, 14 de ellos se encuentran acreditados bajo el sistema actual.

Además, hace presente que en este nivel existe una fuerte competencia internacional. No obstante, destaca que Chile es un país oferente en la formación doctoral. En efecto, estima que un 20% de los alumnos de doctorados son extranjeros.

En votación el literal c), se produce un doble empate, votando en contra de este literal los Honorables Senadores señora Matthei y señor Vega, y a favor de ella, los Honorables Senadores señores Moreno y Muñoz Barra.

Posteriormente, en la misma sesión, habiéndose incorporado a ella el Honorable Senador señor Parra, se dirime el empate, aprobándose el literal c) con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra y los votos en contra de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Vega.

d) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad en el área de la salud de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 45 de la presente ley;

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación aclara que este letra alude únicamente a los programas de magíster previstos en el artículo 44, el cual se refiere al caso en que no existen agencias de acreditación especializadas y el programa de estos magíster les demande el pronunciamiento de la Comisión. 


En votación el literal d), se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra y Vega.

e) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 30 de la presente ley;


En votación el literal e), se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra y Vega.

f) Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación expone que esta letra se refiere a la situación en que la Comisión efectuando un proceso de acreditación de una universidad, instituto profesional o de un centro de formación técnica toma conocimiento de graves violaciones al sistema educacional contempladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.


En votación el literal f), se aprueba con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra, y dos abstenciones de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Vega.

g) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;


En votación el literal g), se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra y Vega.

h) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, e

En votación el literal h), se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra y Vega.

i) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.


En votación el literal i), se aprueba por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra y Vega.
ARTÍCULO 9°APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 8° EN EL SEGUNDO INFORME


Fija las atribuciones de la Comisión.
Indicación N° 5 del Informe Complementario


Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 8º.- Serán atribuciones de la Comisión:


a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12;

El Honorable Senador señor Vega considera que no es conveniente que la Comisión fije los criterios de evaluación, por tanto hace reserva de la incorporación de esta letra en este artículo si no se cuenta con una limitación a esta facultad.


En votación el literal a), se aprueba con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra y Parra y las abstenciones de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Vega.

b) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;


En votación el literal b), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

c) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;


En votación el literal c), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

d) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;


En votación el literal d), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;


En votación el literal e), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;


En votación el literal f), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de  las tareas o funciones, que le encomiende la ley;

En votación el literal g), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

h) Establecer anualmente los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 14;


En votación el literal h), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

i) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;


En votación el literal i), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

j) Aplicar las sanciones que establece la ley, y

En votación el literal j), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.

k) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.”.

En votación el literal k), se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
ARTÍCULO 10 APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 9° EN EL SEGUNDO INFORME, CONSULTADO DENTRO DEL PÁRRAFO SEGUNDO

Prescribe que el Secretario Ejecutivo será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole cumplir los acuerdos que ésta adopte, dirigir la secretaría técnica y coordinar el trabajo de los comités ejecutivos.

Indicación N° 6 del Informe Complementario

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación precisa con esta Indicación se elimina la planta del personal de la Secretaría Ejecutiva, estableciéndose que éste se integrará por personal a contrata o a honorarios.


Para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9°.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:


a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;


b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;


c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y


d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de las funciones de la Comisión así lo requiera.”.

En votación la Indicación N° 6, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
ARTÍCULO 11 APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 10 EN EL SEGUNDO INFORME

Dispone que la Comisión contará con una secretaría técnica cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.

Indicación N° 7 del Informe Complementario


Para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 10.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.


El personal de la Secretaría Administrativa de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por el derecho laboral común.”.

El Honorable Senador señor Parra sugiere que se elimine en el inciso segundo la referencia al derecho laboral común, puesto que se trata de un personal contratado a honorarios, por lo mismo se rigen por la legislación común.


En votación la Indicación N° 7, se aprueba, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
ARTÍCULO 12 APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO QUE SE MANTUVO COMO ARTÍCULO 12 EN EL SEGUNDO INFORME


En su inciso primero, autoriza a la Comisión para crear comités ejecutivos que la asesoren en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Exige constituir a los menos un comité para la acreditación institucional, uno para la de carreras y programas de pregrado y uno para la de las de postgrado.



En su inciso segundo, precisa que tales comités serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités ejecutivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.



En su inciso tercero, indica que cada comité ejecutivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función.



En su inciso cuarto, prescribe que los integrantes de los comités ejecutivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.



En su inciso quinto, dispone que corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité ejecutivo. 



En su inciso sexto, señala que, en todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Indicación N° 8 del Informe Complementario


Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.

Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.

Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.

Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.

Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.


En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.”.

En votación la Indicación N° 8, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
°°°°°°°

AGREGA UN ARTÍCULO NUEVO AL TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO, SUSTITUYENDO EL QUE SE APROBÓ COMO ARTÍCULO 13 EN EL SEGUNDO INFORME
Indicación N° 9 del Informe Complementario


Para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 13.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;


b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;


c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;

d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;


e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y


f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exentos de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.

La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles  que les sean destinados para su buen  funcionamiento.”.
La Honorable Senadora señora Matthei expone que le complica el alcance de los nuevos artículos 13 letra b) y 14 propuestos, ya que facultan a la Comisión a fijar los aranceles que cobrará por los procesos de acreditación que desarrolle y percibir los recursos que recaude por esta vía. De este modo, entiende que puede usar, gozar y disponer de estos fondos, porque formarían parte de su patrimonio.

Asimismo, arguye que la Comisión podría aumentar arbitrariamente sus aranceles con el objeto de beneficiarse. Añade que la salvaguardia propuesta por el Ejecutivo en la Indicación siguiente es insuficiente. En este sentido, considera que estos fondos deben formar parte de los ingresos generales de la Nación y que su fijación se determine anualmente en la Ley de Presupuestos. En consecuencia, plantea que se elimine la letra b) del artículo 13.

El Honorable Senador señor Parra concuerda con lo planteado por la Honorable Senador señora Matthei, pero sostiene que no dejaría entregado a la discusión presupuestaria anual la conformación de su patrimonio. Agrega que debería asegurársele un piso mínimo fijado por ley para sumir sus gastos fijos.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señala que con la propuesta de la Honorable Senadora Matthei le preocupa que por medio de estos fondos se financie a otro tipo de actividades. Finalmente, para alcanzar un consenso propone que se mantenga el artículo 13 y que el artículo 14 disponga que la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fije anualmente los montos de sus aranceles.


En votación el literal b) del artículo 13 propuesto en la Indicación N° 9, se aprueba con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega y la abstención de la Honorable Senadora señora Matthei.

En votación el artículo 13 propuesto en la Indicación N° 9, exceptuando el literal b) ya votado, se aprueba por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
°°°°°°°°°

ARTÍCULO 13 APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 14 EN EL SEGUNDO INFORME


En su inciso primero, dispone que el Consejo Superior de Educación fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos de competencia de la Comisión establecidos en esta ley.



En su inciso segundo, precisa que en el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente.



En su inciso tercero, prescribe que los aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión. 

Indicación N° 10 del Informe Complementario


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Anualmente, previa visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la Comisión fijará los montos de los aranceles que cobrará por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.


En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.”.

En votación la Indicación N° 10, se aprueba, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Moreno, Muñoz Barra, Parra y Vega.
ARTÍCULO 18 APROBADO EN GENERAL POR EL SENADO

QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 19 EN EL SEGUNDO INFORME


En su inciso primero, prescribe que el proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final, deberá ser realizado por pares evaluadores designados para ese fin por la Comisión, en conformidad con las normas de este artículo.



En su inciso segundo, dispone que los pares evaluadores serán personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deberán encontrarse incorporadas en un registro público que la Comisión llevará a ese efecto.  La incorporación al Registro de Pares Evaluadores se realizará por medio de presentación de antecedentes ante la Comisión, quien deberá efectuar llamados públicos, a lo menos una vez cada dos años. Por acuerdo de la Comisión se podrán efectuar concursos con una mayor periodicidad.



En su inciso tercero, precisa que para ser considerados en el registro, los pares evaluadores personas naturales deberán tener, al menos, diez años de ejercicio académico o profesional y ser reconocidos en su área de especialidad.  Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, tres años de experiencia en dichas actividades.



En su inciso cuarto, señala que las personas jurídicas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.



En su inciso quinto, encomienda a la Comisión designar, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.  Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces.  En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores.  La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.



En su inciso sexto, precisa que en el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una persona jurídica, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna  propuesta por dicha institución, a la persona jurídica que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.



En su inciso séptimo, prohíbe a los pares evaluadores realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.



En su inciso octavo, señala que tratándose de pares evaluadores personas jurídicas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 

Indicación N° 11 del Informe Complementario


Para incorporar en el artículo 19 el siguiente inciso quinto:

“Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.”.


La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación expone que esta Indicación fue propuesta por el Honorable Senador señor Boeninger, con el objeto de establecer un sistema de inscripción automática para las agencias o pares evaluadores de reconocido prestigio.

La Honorable Senadora señora Matthei sostiene que apoya esta Indicación, pero considera que debería rebajarse el quórum a los dos tercios de los miembros presentes. 


En votación la Indicación N° 11, se aprueba con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Parra y Vega y con la abstención de los Honorables Senadores señora Matthei y señor Moreno.

MODIFICACIONES PROPUESTAS


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado, con las enmiendas propuestas en el Segundo Informe y las que se proponen en este Informe Complementario:

TÍTULO I


Sustituir en el epígrafe del Título I, del Capítulo I, la expresión “Del Sistema”, por “Normas Generales”. 

(Unanimidad 4x0. Indicación Nº 2).

ARTÍCULO 1º


Reemplazar el encabezamiento del artículo 1º, por el siguiente:


“Artículo 1º.- El sistema de aseguramiento de la calidad de la Educación Superior comprenderá las funciones de información, el licenciamiento de instituciones nuevas y la acreditación institucional y de carreras o programas, tanto de pregrado como de postgrado.”. 

(Aprobada 3x2. Indicación Nº 4). (Enmienda a Indicación Nº 4, aprobada con tres votos a favor, 1 en contra y una abstención).

Letra a)


Sustituir la expresión “De información, que”, por “La información”, y se elimina, a continuación de la frase “gestión del sistema” la alocución “, la gestión institucional”. 

(Unanimidad 5x0 Indicación Nº 6 e Indicación Nº 8, Mayoría 4x1). (Artículo 121 Reglamento Senado). 

Letra b)


Reemplazar la letra b) por la siguiente:


“b) El licenciamiento, el que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.”. 

(Aprobada 3x2. Indicación Nº 3, literal b). (Enmienda a Indicación Nº 3 en este literal, Unanimidad 5x0). (Artículo 121 Reglamento del Senado).

Letra c)


Reemplazar en la letra c), el vocablo inicial “De” por “La”.

(Indicación Nº 12. Unanimidad 4x0, con enmiendas).

Letra d)


Reemplazar en la letra d) , el vocablo inicial “De” por “La”, y sustituir la frase final a continuación de la palabra “establecidos” por la siguiente: “por las respectivas comunidades académicas y profesionales.”. 

(Indicación Nº 18, con enmiendas. Unanimidad 5x0). 

(Indicación Nº 21. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 2º

Inciso primero


Reemplazar la expresión “La función de” por “El”. (Indicación Nº 22. Unanimidad 5x0).


Sustituir la conjunción “y” por “o”, y agregar la frase “si procediere,” a continuación de la palabra “Educación”, la segunda vez que aparece.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0 para modificar el inciso y se aprueba la modificación por mayoría 4x1).

Inciso segundo


Sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“La información pública y la acreditación institucional y de carreras o programas son reguladas en la presente ley.”.

(Indicación Nº 24, con enmiendas. Unanimidad 4x0).

(Indicación Nº 25. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 4º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4º.- Con el objeto de cautelar el funcionamiento armónico del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior, corresponderá al Comité la coordinación de los distintos organismos que integran este sistema, sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.


El reglamento de la ley definirá la forma de funcionamiento del Comité Coordinador.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0). (Indicación Nº 46. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 5º

Inciso primero


Eliminarlo.
(Indicaciones Nºs 41, 42, 43, 44 y 45. Unanimidad 5x0).

Inciso segundo


Consultarlo como inciso segundo del artículo 4º, con las enmiendas anteriormente señaladas.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 6º

(Pasó a ser Artículo 5º)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 5º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.


La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.

(Indicación N° 1 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).
ARTÍCULO 7º

(Pasó a ser Artículo 6º)

Inciso primero

(Encabezamiento)


Suprimir la frase “por trece miembros, designados”.

(Indicación Nº 56. Unanimidad 5x0).

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;”.

(Indicación Nº 62. Unanimidad 3x0).
Letra h)


Suprimir la letra “e” y la coma (,) que la precede y sustituirlas por un punto y coma (;).

(Artículo 121 Reglamento del Senado).


Agregar la siguiente letra i), nueva:


“i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de Estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y.”.

(Indicación N° 2 del Informe Complementario. Aprobada con modificaciones. 3x2).

Letra i)

(Pasó a ser letra j)

Inciso segundo


Reemplazar la palabra “Comisión” que precede al punto aparte (.) por la palabra “ley”. 

(Indicación Nº 94. Unanimidad 3x0).

Inciso tercero


Suprimir la frase “señalados en las letras b), c), d), e), f) y h)”. 

(Indicación Nº 100. Unanimidad 3x0).
Inciso cuarto

Eliminarlo. 

(Indicaciones Nºs 103, 104, 105, 106. Unanimidad 3x0).

Inciso quinto

(Pasó a ser inciso cuarto)

Inciso sexto

(Pasó a ser inciso quinto)

Inciso séptimo

(Pasó a ser inciso sexto)


Agregar después del punto final que ha pasado a ser punto seguido (.), el siguiente párrafo:


“En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.”.

(Indicaciones Nºs 115 y 116. Unanimidad 3x0).

Inciso octavo

Pasó a ser inciso séptimo reemplazado por el siguiente:


“Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

°°°°


Agregar el siguiente inciso octavo, nuevo:


“Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).


Agregar el siguiente inciso noveno, nuevo:


“Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).


Agregar el siguiente inciso décimo, nuevo:


“Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).


Agregar el siguiente inciso undécimo, nuevo:


“Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).


Agregar el siguiente inciso duodécimo, nuevo:


“Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).


Agregar el siguiente inciso décimo tercero, nuevo:


“Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).


Agregar el siguiente inciso décimo cuarto, nuevo:


“Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.”.

(Indicación N°3 del Informe Complementario. Aprobada con modificaciones  4x0)


Agregar el siguiente inciso décimo quinto, nuevo:


“Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.”.

(Indicación N° 3 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

°°°°°°°

Inciso noveno

(Pasó a ser inciso décimo sexto)

ARTÍCULO 8º

(Pasó a ser Artículo 7º)

Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Aprobado 3x1).

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Pronunciarse sobre la acreditación de programas de Doctorado de las Universidades Autónomas;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Aprobado 3x2).

Letra d)


Sustituirla por la siguiente:


“d) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad en el área de la salud de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 44 de la presente ley;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

Letra e)


Sustituirla por la siguiente:


“e) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 29 de la presente ley;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

Letra f)


Agregar la siguiente letra f):


“f) Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Aprobado 3 x 2 abstenciones).

Letra g)


Agregar la siguiente letra g):


“g) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

Letra h)


Agregar la siguiente letra h):


“h) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, y”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

Letra i)


Agregar la siguiente letra i):


“i) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.”.

(Indicación N° 4 del Informe Complementario. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 9º

(Pasó a ser Artículo 8º)
Letra a)


Sustituirla por la siguiente:


“a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Aprobada 3x2 abstenciones).

Letra b)


Sustituirla por la siguiente:


“b) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra c)

Sustituirla por la siguiente:


“c) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra d)

Sustituirla por la siguiente:


“d) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra e)

Sustituirla por la siguiente:


“e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra f)

Sustituirla por la siguiente:


“f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra g)

Sustituirla por la siguiente:


“g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de  las tareas o funciones, que le encomiende la ley;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra h)


Sustituirla por la siguiente:


“h) Establecer anualmente los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra i)


Sustituirla por la siguiente:


“i) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

Letra j)

Sustituirla por la siguiente:


“j) Aplicar las sanciones que establece la ley, y”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).


Agregar la siguiente letra k), nueva:


“k) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.”.

(Indicación N° 5 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 10

(Pasa a ser Artículo 9º)

Consultarlo dentro del Párrafo 2º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 9°.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:


a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;


b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;


c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y


d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de  las funciones de la Comisión así lo requiera.”.

(Indicación N° 6 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 11

(Pasó a ser Artículo 10)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 10.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.


El personal de la Secretaría Administrativa de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por la legislación común.”.

(Indicación N° 7 del Informe Complementario. Aprobado con modificaciones 5x0).

ARTÍCULO 12

(Pasó a ser artículo 11)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 11.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.


Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.


Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.


Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.


Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.


En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.”.

(Indicación N° 8 del Informe Complementario. Unanimidad 5x0)

°°°°°°


Agregar el siguiente Párrafo 3, nuevo:

“Párrafo 3

Del Patrimonio.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

°°°°°°°


Agregar el siguiente Artículo 12, nuevo:


“Artículo 12.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:


a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;


b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;


c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;


d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;


e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y


f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán  exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exento de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.


La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles  que les sean destinados para su buen funcionamiento.”.

(Indicación N° 9 del Informe Complementario. Artículo aprobado 5x0, excepto letra b) aprobada 4 con 1 abstención).

ARTÍCULO 13


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 13.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.


En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.”.

(Indicación N° 10 del Informe Complementario. Aprobado con modificaciones 5x0). (Artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO 14


Eliminarlo.

(Indicaciones Nºs 260, 261, 262, 263. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 15

(Pasó a ser artículo 14)

Inciso primero


Reemplazar la frase “podrán someterse” por “se someterán”.

(Indicación Nº 273. Mayoría 3x2).


Intercalar a continuación de los términos “proyecto institucional” y la conjunción “y”, la siguiente frase, precedida por una coma (,):


“,en especial su capacidad de expansión y diversificación futuras”.

(Indicación Nº 279. Mayoría 3 y 1 abstención).

Inciso segundo


Sustituir la oración “La opción por el proceso de acreditación será voluntaria”, por “El proceso de acreditación será obligatorio”.

(Indicaciones Nº 286 y 287. Mayoría 3x2).

Inciso tercero


Eliminarlo.

(Indicaciones Nºs 296, 297 y 298. Unanimidad 5x0).

°°°°°

Agregar el siguiente Artículo 15, nuevo:


“Artículo 15.- El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:


a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.


b) Evaluación Externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución  cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.


c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.”


En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.


El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.”.

(Indicación Nº 309, con enmiendas. Mayoría 4x1) 

(Indicación Nº 311, con enmiendas. Mayoría 3x2).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado).

°°°°°°°°

ARTÍCULO 17


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional. 


Dichos criterios sólo podrán considerar las siguientes exigencias, y no se podrán exigir requisitos adicionales:


1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional. Para estos efectos:


a) Debe contar con propósitos y fines institucionales claros que orientan adecuadamente su desarrollo y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional.


b) Debe demostrar que sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad se aplican sistemáticamente en los diversos niveles institucionales de manera eficiente y eficaz.


c) Debe evidenciar resultados concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación.


d) Debe demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para mejorar su calidad y avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados.


2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas. La gestión estratégica debe considerar, a lo menos, los siguientes aspectos:


a) Diagnóstico estratégico de la institución, tomando en consideración elementos internos y externos.


b) Establecimiento de prioridades institucionales a mediano y largo plazo.


c) Traducción de esas prioridades a la formulación y puesta en práctica de planes de desarrollo.


d) Verificación del grado de avance hacia las metas establecidas.


e) Utilización de los resultados de la verificación para ajustar metas, acciones y recursos. 


f) Capacidad de análisis institucional y de manejo de información para la gestión.


3.- La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados. 


Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.”.

(Indicación Nº 319, con enmiendas. Mayoría 4 y 1 abstención).

ARTÍCULO 18

Inciso primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 18.- El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15, inciso primero, letra b) será realizado por comités de pares evaluadores personas naturales o por entidades probadamente idóneas, en adelante agencias de evaluación institucional, que se designarán en conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.”.

(Indicación Nº 339, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:

“Los comités de pares evaluadores serán integrados por personas naturales inscritas en un registro público que la comisión llevará a ese efecto. La incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la comisión, la que deberá efectuar llamados públicos con tal propósito a lo menos una vez cada dos años. Por acuerdo de la comisión se podrán efectuar concursos con una frecuencia mayor.”.

(Indicación Nº 339, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

°°°°°°


Agregar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Asimismo, la comisión abrirá un registro de agencias de evaluación institucional, siguiendo un procedimiento igual al indicado en el inciso anterior.”.

(Indicación Nº 339, con enmiendas. Unanimidad 5x0).
°°°°°°°

Inciso tercero

(Pasa a ser inciso cuarto)


Sustituirlo por el siguiente:


“Los pares evaluadores personas naturales que opten por inscribirse en el registro señalado deberán tener a lo menos diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero y poseer una trayectoria reconocida en su área de especialidad. Las agencias de evaluación institucional, por su parte, deberán ser entidades probadamente idóneas, constituidas en Chile o en el extranjero con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales, certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en tales actividades y acompañar la nómina de pares evaluadores por medio de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, diez años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.”.

(Indicación Nº 339, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

(Indicación 352, con enmiendas. Mayoría 4x1).

°°°°°°°°


Incorporar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.”.

(Indicación N° 11 del Informe Complementario. Aprobado 3x2).

°°°°°°°

Inciso cuarto

(Pasa a ser inciso sexto)


Reemplazar el término “personas jurídicas” por “entidades probadamente idóneas”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

Inciso quinto

(Pasa a ser inciso séptimo)
Inciso sexto

(Pasa a ser inciso octavo)


Reemplazar el término “persona jurídica” por “entidad probadamente idónea”, las dos veces que aparece.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).
Inciso séptimo

(Pasa a ser inciso noveno)

Inciso octavo

(Pasa a ser inciso décimo)


Sustituir el término “personas jurídicas” por la frase “que sean entidades probadamente idóneas”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 19

Inciso primero


Intercalar, a continuación de las expresiones “cumpla íntegramente” la frase “y en un nivel de excelencia”. 
(Indicación Nº 385. Unanimidad 4x0).


Reemplazar la palabra “íntegramente” por “sustancialmente”.

(Indicación Nº 386. Unanimidad 4x0).


Agregar al final del inciso, suprimiendo el punto final (.) la siguiente frase:

“establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley.”.

(Indicación Nº 387 con enmiendas. Unanimidad 4x0).

Inciso segundo


Reemplazar la expresión “aceptable” por “bueno o muy bueno”.

(Indicación Nº 395. Unanimidad 4x0).

Inciso tercero


Intercalar, entre la palabra “acreditación”, la primera vez que aparece, y el punto seguido (.), el término “otorgado”.

(Indicación Nº 405. Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 20


Sustituir las palabras “pares evaluadores” por “comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional”, las dos veces que aparece.

(Indicación Nº 417. Unanimidad 5x0).

Suprimir la frase final del inciso a continuación del punto seguido.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 22


Sustituir el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 22 La institución de educación superior afectada por una decisión negativa de la Comisión, adoptada en conformidad a los artículos anteriores, podrá presentar un recurso de reposición ante la propia Comisión dentro del plazo de quince días hábiles.”.

(Indicación Nº 431. Unanimidad 5x0)

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“La Comisión deberá pronunciarse sobre dicho recurso previo informe de un Comité asesor de acreditación de pregrado en un plazo de 30 días hábiles, contados desde la presentación del recurso. El eventual rechazo de dicho recurso deberá tomarse por acuerdo fundado de la comisión con el voto favorable de la mayoría absoluta de sus miembros.”.

(Indicación Nº 431. Mayoría 3x2).
Inciso tercero


Eliminarlo.

(Indicación Nº 431. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 24


Sustituir la frase “Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión”, por “Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión, acompañando un informe de autoevaluación, respecto de”.

(Indicación Nº 449. Unanimidad 5x0).

TÍTULO III


Reemplazar el epígrafe por el siguiente:

“De la acreditación de carreras y programas de pregrado”.

(Indicaciones Nºs 454, 455 y 456. Mayoría 4x1).


Agregar en el epígrafe, a continuación de la expresión “pregrado”, las palabras “y postgrado”.

(Indicación Nº 457. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 25

Inciso primero


Agregar a continuación de la expresión “pregrado”, las palabras “y postgrado”.

(Indicación Nº 461. Unanimidad 5x0).

Inciso segundo


Reemplazar las expresiones “dar garantía de” por “certificar la”.

(Indicación Nº 466. Unanimidad 5x0).


Eliminar el punto final (.) que sigue al vocablo “disciplina” y agregar la siguiente frase: “y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.”.
(Indicación Nº 464, con enmiendas. Mayoría 4x1).

Inciso tercero


Agregar a continuación de la expresión “pregrado”, las palabras “y postgrado”.

(Indicación Nº 472. Unanimidad 5x0).


Reemplazar la palabra “voluntaria” por “obligatoria”.

(Indicación Nº 473. Mayoría 3x2). (Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 26


Eliminarlo.

(Artículo 121 Reglamento del Senado. Unanimidad 5x0).

°°°°°°°


Agregar el siguiente Artículo 26 nuevo:


“Artículo 26- El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:


a) El perfil de egreso de la respectiva carrera o programa. 


La definición del perfil de egreso deberá considerar, por una parte, el estado de desarrollo  y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen a la formación que se propone entregar y, por la otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.


b) El conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo  a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.”.

(Indicación Nº 478, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 28


Agregar la siguiente frase final:


“La Comisión se pronunciará, por resolución fundada, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de presentación del recurso.”.

(Indicación Nº 507. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 29


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 29.-En los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado y postgrado en una determinada área del conocimiento, a solicitud de una institución de educación superior, corresponderá a la Comisión, con consulta previa no vinculante a dicha institución, proceder a designar un comité de pares evaluadores integrado por no menos de 5 miembros, elegidos de entre profesionales y académicos, nacionales o extranjeros, de reconocido prestigio en el área correspondiente, no vinculados directa ni indirectamente a la institución solicitante ni afectos a alguna otra causal de inhabilidad, en el marco de lo establecido en el artículo 25, inciso segundo.”.

(Indicación Nº 512 con enmiendas. Mayoría 3x2). (Indicación Nº 515 con enmiendas. Mayoría 4x1).

(Indicación Nº 518 con enmiendas. Unanimidad 5x0).

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“En este caso particular, la institución podrá, en caso de una decisión desfavorable, presentar un recurso fundado ante la propia Comisión, dentro del plazo de treinta días. La Comisión resolverá en un plazo de treinta días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.”.

(Indicación Nº 519. Unanimidad 5x0).

°°°°°°


Agregar el siguiente Artículo 30, nuevo:


“Artículo 30.- La acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.”.

(Indicación 520. Unanimidad 5x0). (Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 30

(Pasó a ser Artículo 31)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 31.- La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.”.

(Indicaciones Nºs 522, 523, 524 y 525. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 31

(Pasa a ser Artículo 32)


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 32.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de pregrado y postgrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, al menos, los siguientes elementos:


a) La definición explícita por parte de la agencia  de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una  actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.


b) La existencia y aplicación de mecanismos apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.


c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.


d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión.


e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.


f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.


g) La existencia y aplicación de mecanismos tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.


h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.


i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.


j) La existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones, considerando el medio nacional e internacional.”.

(Indicación Nº 532 con enmiendas. Mayoría 3x1 y 1 abstención).

ARTÍCULO 32

(Pasa a ser Artículo 33)
Inciso segundo


Eliminar el punto final y agregar, a continuación de la palabra “pregrado” la expresión “y postgrado.”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 33

(Pasa a ser Artículo 34)


Agregar, a continuación de la palabra “pregrado” la expresión “y postgrado”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).


Reemplazar el guarismo “7” por “5”.

(Indicación Nº 561. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 34

(Pasa a ser Artículo 35)


Agregar, a continuación de la palabra “pregrado” la expresión “y postgrado”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 35

(Pasa a ser Artículo 36)

ARTÍCULO 36

(Pasa a ser Artículo 37)

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina el Reglamento.”.

(Indicación Nº 585. Mayoría 3x2).

Letra b)


Agregar, a continuación de la palabra “pregrado” la expresión “y postgrado”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 37

(Pasa a ser Artículo 38)

ARTÍCULO 38

(Pasa a ser Artículo 39)


Sustituir el guarismo “36” por “37”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

Inciso segundo


Sustituir el guarismo “36” por “37”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

Inciso cuarto


Sustituir el punto final (.) por una coma (,) y agregar las siguientes frases:


“,como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión.”.

(Indicación Nº 629. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 39

(Pasa a ser Artículo 40)


Agregar, después de la palabra “días” el vocablo “hábiles”, cada vez que aparece en el artículo.

(Indicación Nº 636. Unanimidad 5x0).

Inciso segundo


Agregar, después de la palabra “días” el vocablo “hábiles”, cada vez que aparece en el artículo.

(Indicación Nº 636. Unanimidad 5x0).


Reemplazar las referencias al “Consejo Superior de Educación” por “la Comisión”.

(Indicación Nº 637. Unanimidad 5x0).

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

Inciso tercero


Agregar, después de la palabra “días” el vocablo “hábiles”, cada vez que aparece en el artículo.

(Indicación Nº 636. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 40

(Pasa a ser Artículo 41)


Agregar la palabra “hábil”, después de la expresión “quinto día”.

(Indicación Nº 641. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 41

(Pasa a ser Artículo 42)


Intercalar entre las palabras “postgrado” y “tendrá” la siguiente frase: “correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación,”

(Indicación Nº 645, con enmiendas. Unanimidad 3x0).

(Indicación Nº 646, con enmiendas. Unanimidad 4x0).


Sustituir la expresión “dar garantía de” por “certificar la”.

(Indicación Nº 648. Unanimidad 4x0).

Inciso segundo


Reemplazarlo por el siguiente:


“La acreditación de programas de postgrado será obligatoria.”.

(Indicación Nº 651. Mayoría 3x1)

ARTÍCULO 42

(Pasa a ser Artículo 43)

ARTÍCULO 43

(Pasa a ser Artículo 44)


Reemplazar la expresión “postgrado” por “magíster”.

(Indicación Nº 678. Unanimidad 4x0).


Reemplazar el punto final (.) por un punto seguido (.) y agregar la siguiente oración: “En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de magíster, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.”.

(Indicación Nº 680. Unanimidad 4x0).

Inciso segundo


Sustituirlo por el siguiente:


“Por su parte, la acreditación de programas de doctorado será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación contemplada en el Capítulo II Título I de esta ley.”.

(Indicación Nº 682. Mayoría 3x2).

Inciso tercero


Reemplazar la expresión “aceptable” por “bueno”.

(Indicación Nº 691. Unanimidad 5x0).

Inciso cuarto


Sustituir el inciso cuarto por el siguiente:


“La acreditación de programas de magíster se extenderá por un plazo de 6 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.”.

(Indicación Nº 693, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

°°°°

Agregar el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Por su parte, la acreditación de programas de doctorado se extenderá por un plazo de 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.”.

(Indicación Nº 694, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

°°°°°°


Agregar el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de doctorado, presentar un recurso de reposición ante la Comisión, dentro del plazo de 30 días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. La Comisión resolverá en un plazo de 30 días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo fundado de la mayoría de sus miembros, previo informe de un Comité asesor de postgrado.”.

(Indicaciones Nºs 702 y 703, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

°°°°°°°

ARTÍCULO 44


Eliminarlo.

(Indicación Nº 704. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 45


Suprimir, a continuación de la palabra “decisiones” la expresión “más relevantes”.

(Indicaciones Nºs 714 y 715. Unanimidad 5x0).


Agregar, a continuación de la palabra “pregrado” la expresión “y postgrado”.

(Artículo 121 Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 47


Suprimir la frase “o de la entidad que ésta determine”.

(Indicación Nº 730. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 48


Reemplazar el punto final (.) por una coma (,) y agregar la siguiente frase: “, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución, a sus socios  y directivos, a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.”.

(Indicación Nº 738. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 50

Letra b)


Reemplazar la expresión “duplicar” por “triplicar”.

(Indicación Nº 746. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 53


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 53.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:


1.- Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión "Sistema de Acreditación", por la frase "Sistema de Licenciamiento". 


2.- Sustitúyese la palabra "acreditación" por "licenciamiento", que se utiliza en los artículos 37, letras b), c) y d); 41, inciso tercero; 42, incisos primero y segundo; 43, inciso primero; 69, incisos segundo, tercero y cuarto; 82, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo. 


3.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 35, por el siguiente: 


"Artículo 35.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.".


4.- Reemplázase en el artículo 37 letra a) la vocal “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales la frase “ y centros de formación técnica".


5.- Sustitúyese la expresión "la acreditación" por "el licenciamiento" que se utiliza en los artículos 38, inciso primero; 39, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo. 


6.- Elimínase en el inciso primero del artículo 39, la palabra “profesionales”. 


7.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 39 por el siguiente:


“Las instituciones de educación superior que hayan obtenido su total autonomía y que en ejercicio de ella abrieren nuevas sedes deberán cumplir las exigencias que se señalan en los artículos siguientes y quedarán sometidas al licenciamiento en la misma forma que si se tratara de una nueva institución.”.


8.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.


9.- Agrégase en el artículo 43 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “ o técnicos de nivel superior”.


10.- Reemplázase en el artículo 53 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.


11.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 53: 


“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.


12.- Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 53:


“Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva  y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”.


13.- Reemplázase en el artículo 63 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.


14.- Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 63: 


“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado instituto profesional, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.


15.- Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 64 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Consejo Superior de Educación”.


16.- Intercálase en el inciso primero del artículo 65 entre las expresiones “instrumento constitutivo” y “debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora”.


17.- Elimínase la parte final del inciso primero del artículo 65 a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”.


18.- Intercálase en el inciso tercero del artículo 65, a continuación de la expresión “las modificaciones” y la coma (,), la frase “al instrumento constitutivo”.


19.- Elimínase en el inciso cuarto del artículo 65 la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas”. 


20.- Elimínase en el inciso primero del artículo 66 la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma que le antecede por punto aparte.


21.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 66 la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.


22.- Reemplázase el artículo 67, por el siguiente:


“Artículo 67. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación Pública para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los artículos 65 y 66 de la presente ley orgánica.”.


23.- Reemplázase el artículo 68 por el siguiente:


“Artículo 68. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos:


a) Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el artículo 65;


b) Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y 


c) Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.”.


24.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:


“Artículo 69. El Ministerio de Educación Pública deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente. 


Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”.


25.- Intercálase en el inciso primero del artículo 70, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación Pública,” la oración “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación y”.


26.- Elimínase la letra b) del inciso primero del artículo 70, modificándose la numeración correlativa subsiguiente. 


27.- Intercálese el siguiente nuevo inciso tercero en el artículo 70: 


“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado centro de formación técnica, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.”.

(Indicación Nº 754. Mayoría 2x1).

(Indicación Nº 757. Mayoría 3x1 y 1 abstención).

(Artículo 121 del Reglamento del Senado).

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO 1º


Reemplazar guarismo “7º” por “6º”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 2º


Eliminarlo. 

(Indicación Nº 764. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 3º

(Pasa a ser Artículo 2º)


Reemplazar guarismo “55” por “51”.

(Artículo 121 del Reglamento del Senado).


Sustituir la frase final, a continuación de la palabra “Educación,”, la segunda vez que aparece, por la siguiente: “tendrán pleno valor por todo el tiempo para el que fueron acordadas y se entenderán equivalentes a la acreditación establecida por esta ley.”.

(Indicación Nº 772. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 4º

(Pasa a ser Artículo 3º)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas, que los pronunciamientos de acreditación que adopten la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley.”.

(Indicaciones Nºs 778 y 779, con enmiendas. Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 5º

(Pasa a ser Artículo 4º)


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 4°.- Sin perjuicio de la facultad de la Comisión Nacional de Acreditación para constituir los Comités Técnicos a que se refiere esta ley, ella podrá aprobar y dar continuidad a los criterios de evaluación en actual aplicación, aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.


Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina los criterios de evaluación de los programas de postgrado, a que se refiere el artículo 43, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de la Calidad de los Programas de Postgrado de las Universidades Autónomas.”.

(Indicación Nº 784. Mayoría 3x2).

(Indicación Nº 785. Mayoría 3x2)

(Indicación Nº 786, con enmiendas. Mayoría 3x2).

ARTÍCULO 6º


Eliminarlo.

(Indicaciones Nºs 787, 788, 789, 790, 791, 792, 793, 794, 795, 796 y 797. Mayoría 4x1).

ARTÍCULO 7º

(Pasa a ser Artículo 5º)

- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones propuestas, el texto del proyecto queda como sigue:

"Capítulo I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior

Título I

Normas Generales


Artículo 1º.- El sistema de aseguramiento de la calidad de la Educación Superior comprenderá las funciones de información, el licenciamiento de instituciones nuevas y la acreditación institucional y de carreras o programas, tanto de pregrado como de postgrado.


a) La información tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema y la información pública.


b) El licenciamiento, el que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.


c) La acreditación institucional, consistente en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.


d) La acreditación de carreras o programas, referida al proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.


Artículo 2º.- El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, corresponde al Consejo Superior de Educación o al Ministerio de Educación, si procediere, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.


La información pública y la acreditación institucional y de carreras o programas son reguladas en la presente ley.

TÍTULO II

Del Comité de Coordinación


Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Vicepresidente del Consejo Superior de Educación;

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, y

c) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación actuar como secretario de este comité.


Artículo 4º.- Con el objeto de cautelar el funcionamiento armónico del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior, corresponderá al Comité la coordinación de los distintos organismos que integran este sistema, sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.


El reglamento de la ley definirá la forma de funcionamiento del Comité Coordinador.
Capítulo II

De las funciones de acreditación institucional y de acreditación de carreras y programas

Título I

De la Comisión Nacional de Acreditación

Párrafo 1º

De la Comisión


Artículo 5º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.


La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.


Artículo 6º.-  La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;

b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;

c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

d) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

e) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

f) Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT;

g) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

h) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes;
i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de Estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y

j) El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.


Los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h), durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley.


Los miembros de la Comisión no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.

La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.


Para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.


Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.


Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.


Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.


Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.


Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.


Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.


Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.


Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.


Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.


Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 unidades tributarias mensuales con un máximo de 25 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834. 


Artículo 7º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado;

b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;

c) Pronunciarse sobre la acreditación de programas de Doctorado de las Universidades Autónomas;

d) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad en el área de la salud de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 44 de la presente ley;

e) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 29 de la presente ley;

f) Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;

g) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;

h) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, y

i) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.


Artículo 8-º.- Serán atribuciones de la Comisión:
a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 11;

b) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;

c) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;

d) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;

e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;

f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;

g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de  las tareas o funciones, que le encomiende la ley;

h) Establecer anualmente los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;

i) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;

j) Aplicar las sanciones que establece la ley, y

k) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.

Párrafo 2º
De la estructura interna y funcionamiento de la Comisión

Artículo 9°.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:

a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;

b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;

c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y

d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de  las funciones de la Comisión así lo requiera.


Artículo 10.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.


El personal de la Secretaría Administrativa de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por la legislación común.


Artículo 11.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.


Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.


Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.


Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.


Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.


En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Párrafo 3

Del Patrimonio

Artículo 12. El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;

b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;

c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;

d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;

e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y

f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán  exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exento de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.

La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles  que les sean destinados para su buen funcionamiento.


Artículo 13.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.


En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.

TÍTULO II
De la acreditación institucional


Artículo 14.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos se someterán a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional, en especial su capacidad de expansión y diversificación futuras y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.

El proceso de acreditación será obligatorio y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes. 


Artículo 15. El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:


a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.


b) Evaluación Externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución  cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.


c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.


En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.


El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.


Artículo 16.- La acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior. Las entidades que se presenten al proceso deberán acreditarse siempre en los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional.

Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado, y la vinculación con el medio.

Un reglamento de la Comisión de Acreditación determinará  el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas.

Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional. 


Dichos criterios sólo podrán considerar las siguientes exigencias, y no se podrán exigir requisitos adicionales:

1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional. Para estos efectos:

a) Debe contar con propósitos y fines institucionales claros que orientan adecuadamente su desarrollo y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional.

b) Debe demostrar que sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad se aplican sistemáticamente en los diversos niveles institucionales de manera eficiente y eficaz.

c) Debe evidenciar  resultados concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación.

d) Debe demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para mejorar su calidad y avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados.

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas. La gestión estratégica debe considerar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Diagnóstico estratégico de la institución, tomando en consideración elementos internos y externos.

b) Establecimiento de prioridades institucionales a mediano y largo plazo.

c) Traducción de esas prioridades a la formulación y puesta en práctica de planes de desarrollo.

d) Verificación del grado de avance hacia las metas establecidas.

e) Utilización de los resultados de la verificación para ajustar metas, acciones y recursos. 

f) Capacidad de análisis institucional y de manejo de información para la gestión.

3.- La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados. 


Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.

Artículo 18.- El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15, inciso primero, letra b) será realizado por comités de pares evaluadores personas naturales o por entidades probadamente idóneas, en adelante agencias de evaluación institucional, que se designarán en conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.

Los comités de pares evaluadores serán integrados por personas naturales inscritas en un registro público que la comisión llevará a ese efecto. La incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la comisión, la que deberá efectuar llamados públicos con tal propósito a lo menos  una vez cada dos años. Por acuerdo de la comisión se podrán efectuar concursos con una frecuencia mayor.

Asimismo, la comisión abrirá un registro de agencias de evaluación institucional, siguiendo un procedimiento igual al indicado en el inciso anterior.


Los pares evaluadores personas naturales que opten por inscribirse en el registro señalado deberán tener a lo menos diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero y poseer una trayectoria reconocida en su área de especialidad. Las agencias de evaluación institucional, por su parte, deberán ser entidades probadamente idóneas, constituidas en Chile o en el extranjero con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales, certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en tales actividades y acompañar la nómina de pares evaluadores por medio de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, diez años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.

Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.


Las entidades probadamente idóneas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.


La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.  Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces.  En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores.  La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.


En el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una entidad probadamente idónea, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna  propuesta por dicha institución, a la entidad probadamente idónea que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.


En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.


Tratándose de pares evaluadores que sean entidades probadamente idóneas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 


Artículo 19.- La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla sustancialmente y en un nivel de excelencia con los criterios de evaluación establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley. 

Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento bueno o muy bueno, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior, de acuerdo al grado de adecuación a los criterios de evaluación  que, a su juicio, ésta presente.


En los casos indicados en el inciso anterior, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva, antes del término del período de acreditación otorgado. El cumplimiento de lo dispuesto en este inciso será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación. 


Artículo 20.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 15 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 18. 


Artículo 21.- Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas. 


En todo caso, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 20 la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años, contado desde el pronunciamiento negativo de la Comisión.


Artículo 22.- La institución de educación superior afectada por una decisión negativa de la Comisión, adoptada en conformidad a los artículos anteriores, podrá presentar un recurso de reposición ante la propia Comisión dentro del plazo de quince días hábiles.


La Comisión deberá pronunciarse sobre dicho recurso previo informe de un Comité asesor de acreditación de pregrado en un plazo de 30 días hábiles, contados desde la presentación del recurso. El eventual rechazo de dicho recurso deberá tomarse por acuerdo fundado de la comisión con el voto favorable de la mayoría absoluta de sus miembros.

Artículo 23.- Si como resultado del proceso de acreditación, la Comisión toma conocimiento de que la institución evaluada ha incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda, deberá poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio de Educación a fin de que este organismo proceda en conformidad con lo dispuesto en dichas normas.


Artículo 24.- Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión, acompañando un informe de autoevaluación, respecto de los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento, tales como apertura de carreras en nuevas áreas del conocimiento, establecimiento de nuevas  sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades de enseñanza, y cambios sustanciales en la propiedad, dirección o administración de una institución.

TÍTULO III

De la acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado

Párrafo 1º

Del objeto de la acreditación

Artículo 25.- La acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del presente título.


Dicha acreditación tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.


La opción por los procesos de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado será obligatoria y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión deberán cautelar la autonomía de cada institución.


Artículo 26.- El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:

a) El perfil de egreso de la respectiva carrera o programa. 

La definición del perfil de egreso deberá considerar, por una parte, el estado de desarrollo  y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen a la formación que se propone entregar y, por la otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.

b) El conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo  a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.


Artículo 27.- Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen conocimiento de que en una determinada carrera o programa se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, deberán poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Ministerio de Educación, a  fin de que dicho organismo proceda de acuerdo con lo dispuesto en dichas normas.

Artículo 28.- Las instituciones de educación superior podrán apelar a la Comisión de las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas. Esta apelación deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de comunicación de la decisión de acreditación recurrida. La Comisión se pronunciará, por resolución fundada, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de presentación del recurso.

Artículo 29.- En los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado y postgrado en una determinada área del conocimiento, a solicitud de una institución de educación superior, corresponderá a la Comisión, con consulta previa no vinculante a dicha institución, proceder a designar un comité de pares evaluadores integrado por no menos de 5 miembros, elegidos de entre profesionales y académicos, nacionales o extranjeros, de reconocido prestigio en el área correspondiente, no vinculados directa ni indirectamente a la institución solicitante ni afectos a alguna otra causal de inhabilidad, en el marco de lo establecido en el artículo 25, inciso segundo.

En este caso particular, la institución podrá, en caso de una decisión desfavorable, presentar un recurso fundado ante la propia Comisión, dentro del plazo de treinta días. La Comisión resolverá en un plazo de treinta días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.


Artículo 30.- La acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará  precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.


Artículo 31.- La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.

Párrafo 2º

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación


Artículo 32.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de pregrado y postgrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, al menos, los siguientes elementos:

a) La definición explícita por parte de la agencia  de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una  actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.

b) La existencia y aplicación de mecanismos apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.

c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.

d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión.

e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.

f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.

g) La existencia y aplicación de mecanismos tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.

h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.

i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.

j) La existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones, considerando el medio nacional e internacional.


Artículo 33.- El proceso de evaluación de solicitudes de autorización considerará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior. La evaluación considerará, además, el conjunto de observaciones, recomendaciones o indicaciones que la Comisión haya formulado a la agencia, en el marco de anteriores procesos de autorización o supervisión, si estos existieran. 


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de autorización de agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado.


Artículo 34.- La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 5 años.


En los casos en que la agencia de acreditación no cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación, la Comisión formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por la entidad de manera previa a su autorización.


Artículo 35.- La autorización que se otorgue a las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se extenderá exclusivamente a aquellas áreas disciplinarias que la Comisión señale en cada caso, conforme al contenido de cada solicitud y los antecedentes de la evaluación.


Artículo 36.- Para efectos de la supervisión de las agencias acreditadoras, la Comisión realizará evaluaciones selectivas, determinadas aleatoriamente, y requerirá las informaciones pertinentes. 

Las agencias acreditadoras deberán presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades, entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados e informar de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación.

Párrafo 3°

De las obligaciones y sanciones


Artículo 37.- Las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina el Reglamento.

b) Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado y postgrado que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen;

c) Proporcionar a la Comisión los antecedentes que ésta les solicite, en el marco del proceso de supervisión;

d) Subsanar las observaciones que les formule la Comisión;

e) Informar a la Comisión de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación, y

f) Presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades.


Artículo 38.- Las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito;

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales;

c) Suspensión de la autorización, y 

d) Término anticipado de la autorización.


Artículo 39.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 37.


Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 37.


Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que les han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello. 


Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas.  En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine, como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión.


Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.


Artículo 40.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de los cargos.


De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante la Comisión dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. La referida Comisión tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno, sin perjuicio de quedar siempre al resguardo las acciones judiciales que el afectado pudiere emprender.


Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días hábiles contado desde la notificación de la resolución respectiva.


Artículo 41.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el notificado tenga registrado en la Comisión. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día hábil de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará la Comisión.

TÍTULO IV

De la acreditación de programas de postgrado

Artículo 42.- La acreditación de programas de postgrado correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación, tendrá por objeto certificar la calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparta y los criterios o estándares establecidos para este fin por la comunidad científica o disciplinaria correspondiente.


La acreditación de programas de postgrado será obligatoria.


Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de programas de postgrado.


Artículo 43.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de postgrado.


Artículo 44.- La acreditación de programas de magíster será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de magíster, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.


Por su parte, la acreditación de programas de doctorado será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación contemplada en el Capítulo II Título I de esta ley.


En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es bueno, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.


La acreditación de programas de magíster se extenderá por un plazo de 6 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.


Por su parte, la acreditación de programas de doctorado se extenderá por un plazo de 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.


Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de doctorado, presentar un recurso de reposición ante la Comisión, dentro del plazo de 30 días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. La Comisión resolverá en un plazo de 30 días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo fundado de la mayoría de sus miembros, previo informe de un Comité asesor de postgrado.

TÍTULO V

De las medidas de publicidad de las decisiones


Artículo 45.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado.


Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.


Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado y los programas de especialidad en el área de salud, acreditados en conformidad con esta ley.


Artículo 46.- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:

a) Si se encuentran participando en el proceso de acreditación. 

b) Áreas en las que postuló a la acreditación.

c) Resultado del proceso de acreditación.


La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.

CAPÍTULO III

Del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior


Artículo 47.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.


Artículo 48.- Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución, a sus socios  y directivos, a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.


Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.

Artículo 49.- Corresponderá a la División de Educación Superior recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.


Artículo 50.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito, y

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá triplicar la multa.


Artículo 51.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan  en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.


Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.


Artículo 52.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio legal de la respectiva institución de educación superior. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará el Ministerio de Educación.

CAPÍTULO FINAL

Artículo 53.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:

1.- Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión "Sistema de Acreditación", por la frase "Sistema de Licenciamiento". 

2.- Sustitúyese la palabra "acreditación" por "licenciamiento", que se utiliza en los artículos 37, letras b), c) y d); 41, inciso tercero; 42, incisos primero y segundo; 43, inciso primero; 69, incisos segundo, tercero y cuarto; 82, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo. 

3.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 35, por el siguiente: 

"Artículo 35.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.".

4.- Reemplázase en el artículo 37 letra a) la vocal “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales la frase “y centros de formación técnica".

5.- Sustitúyese la expresión "la acreditación" por "el licenciamiento" que se utiliza en los artículos 38, inciso primero; 39, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo. 

6.- Elimínase en el inciso primero del artículo 39, la palabra “profesionales”. 

7.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 39 por el siguiente:

 “Las instituciones de educación superior que hayan obtenido su total autonomía y que en ejercicio de ella abrieren nuevas sedes deberán cumplir las exigencias que se señalan en los artículos siguientes y quedarán sometidas al licenciamiento en la misma forma que si se tratara de una nueva institución.”.

8.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

9.- Agrégase en el artículo 43 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “o técnicos de nivel superior”.

10.- Reemplázase en el artículo 53 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.

11.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 53: 

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.

12.- Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 53:

“Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva  y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”.

13.- Reemplázase en el artículo 63 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo”.

14.- Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 63: 

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado instituto profesional, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.

15.- Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 64 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Consejo Superior de Educación”.

16.- Intercálase en el inciso primero del artículo 65 entre las expresiones “instrumento constitutivo” y “debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora”.

17.- Elimínase la parte final del inciso primero del artículo 65 a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”.

18.- Intercálase en el inciso tercero del artículo 65, a continuación de la expresión “las modificaciones” y la coma (,), la frase “al instrumento constitutivo”.

19.- Elimínase en el inciso cuarto del artículo 65 la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas”. 

20.- Elimínase en el inciso primero del artículo 66 la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma que le antecede por punto aparte.

21.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 66 la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.

22.- Reemplázase el artículo 67, por el siguiente:

“Artículo 67. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación Pública para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los artículos 65 y 66 de la presente ley orgánica.”.

23.- Reemplázase el artículo 68 por el siguiente:

“Artículo 68. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos:

a) Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el artículo 65;

b) Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y 

c) Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.”.

24.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

“Artículo 69. El Ministerio de Educación Pública deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente. 

Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”.

25.- Intercálase en el inciso primero del artículo 70, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación Pública,” la oración “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación y”.

26.- Elimínase la letra b) del inciso primero del artículo 70, modificándose la numeración correlativa subsiguiente. 

27.- Intercálese el siguiente nuevo inciso tercero en el artículo 70: 

“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado centro de formación técnica, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.


Artículo 54.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículos transitorios


Artículo 1°.- La primera designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación indicados en las letras a), b), c), d), e) y f), del inciso primero del artículo 6º, deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 30 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo 2°.- Los pronunciamientos sobre la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y sobre la acreditación de programas de postgrado emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, y la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado de Universidades Autónomas, creada por el decreto N° 225, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán pleno valor por todo el tiempo para el que fueron acordadas y se entenderán equivalentes a la acreditación establecida por esta ley.

Artículo 3°.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas, que los pronunciamientos de acreditación que adopten la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley.


Artículo 4°.- Sin perjuicio de la facultad de la Comisión Nacional de Acreditación para constituir los Comités Técnicos a que se refiere esta ley, ella podrá aprobar y dar continuidad a los criterios de evaluación en actual aplicación, aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.


Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina los criterios de evaluación de los programas de postgrado, a que se refiere el artículo 43, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de la Calidad de los Programas de Postgrado de las Universidades Autónomas.


Artículo 5°.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, del Ministerio de Educación, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.


Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contado desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación. 


En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.

- - - - - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de septiembre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Rafael Moreno Rojas (Presidente), Sergio Fernández Fernández, Evelyn Matthei Fornet (Sergio Fernández Fernández), Roberto Muñoz Barra, Fernando Flores Labra (Roberto Muñoz Barra), Augusto Parra Muñoz, y Ramón Vega Hidalgo. 

Sala de la Comisión, a 27 de septiembre de 2005.
(Fdo.):María Isabel Damilano Padilla,
Secretaria.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR

(3224-04)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A las sesiones en que se trató el proyecto asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Educación, señor Sergio Bitar; la Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, señora Pilar Armanet; el Jefe del Departamento Jurídico, señor Rodrigo González, y el asesor jurídico del Ministerio de Educación, señor Cristián Inzulza.


El proyecto de ley en estudio fue analizado previamente por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y en el informe complementario de dicho segundo informe.


Se hace presente que con fecha 3 de agosto de 2005 la Sala del Senado, estando radicado el proyecto en la Comisión de Hacienda, el Ejecutivo acordó abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones a la iniciativa, las que se individualizan como numerales “bis”, en este informe.




Cabe destacar que, al analizar las normas de su competencia, la Comisión de Hacienda advirtió que diversas indicaciones de origen parlamentario, que habían sido aprobadas en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, involucran gasto, y por tanto eran de iniciativa exclusiva del Ejecutivo. Enfrentada a esta situación, surgió el problema de la admisibilidad de dichas indicaciones, y los representantes del Ejecutivo se comprometieron al envío de una indicación que permitiera subsanar el problema y refrendar lo obrado por las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.




Con tal finalidad, se acordó el despacho de un oficio a la Sala, solicitando que la iniciativa fuera devuelta a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y la autorización de un plazo especial para recibir allí indicaciones del Ejecutivo relativas a materias de su iniciativa exclusiva.




En virtud de lo expuesto, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología evacuó un informe complementario de su segundo informe, en que se pronunció sobre las nuevas indicaciones, todas de S.E. el Presidente de la República, formuladas en el aludido plazo especial.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de lo siguiente:


1.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 56, 62, 94, 100, 103, 104, 105, 106, 115, 116, 629, 636, 637, 714 y 715. Además, las indicaciones números 1, 4, 5, 6, 8, 9 y 11 del informe complementario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



2.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 339, 352, 752 y 753. Además, las indicaciones números 2, 3, 7 y 10 del informe complementario.




3.- Indicaciones rechazadas: números 46 bis, 46 ter, 47, 48, 49, 50, 51, 53, 53 bis, 54, 55, 57, 58, 59, 60, 63, 64, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 72, 73, 74, 75, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 86, 89, 90, 92, 93, 95, 96, 97, 99, 101, 102, 108, 109, 110, 111, 112, 113, 114, 117, 157 bis, 159 literales e) y h), 188, 189, 190, 191, 192, 193, 202, 203, 205, 207, 210, 211, 212, 213, 214, 215, 217, 218, 219, 220, 221, 222, 223, 224, 225, 226, 227, 228, 229, 230, 231, 232, 233, 234, 235, 236, 237, 238, 239, 240, 241, 242, 243, 244, 245, 246, 247, 248, 249, 249 bis, 250, 251, 252, 253, 254, 255, 256, 257, 258, 259, 260 bis, 337, 338, 340, 341, 342, 343, 344, 345, 346, 347, 348, 349, 350, 353, 354, 355, 356, 357, 358, 359, 360, 361, 362, 363, 364, 365, 366, 367, 368, 369, 370, 599, 609, 610, 611, 612, 613, 614, 615, 616, 617, 618, 619, 620, 621, 622, 623, 624, 625, 626, 627, 628, 630, 631, 632, 633, 634, 635, 638, 711, 712, 713, 745, 746, 747,748, 749 y 750.




4.- Indicaciones retiradas: números 293 bis y 547 bis.


Cabe hacer presente que esta constancia es complementaria de los cuadros reglamentarios contenidos en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y en el informe complementario de dicho segundo informe.

- - -


De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció respecto de los artículos 5°; 6°; 8° letras f), g) y h); 9°; 10; 11; 12; 13; 14; 18; 38 letra b); 39; 40; 41; 45; 50; 51; 53 N° 3, y 54 del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde.

- - -

DISCUSIÓN

Artículo 6° que pasó a ser 5°





Crea la Comisión Nacional de Acreditación, precisa su función primordial y le reconoce autonomía para el desarrollo de sus funciones.

Indicaciones Nºs. 47 y 48





De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, proponen reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 6º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, “la Comisión”, organismo autónomo, de carácter técnico, con, personalidad jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida cuya función será verificar la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.





La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de amplia autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.


- Sometidas a votación las indicaciones N°s 47 y 48, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.
Indicación Nº 49





De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, consulta reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 6º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, “la Comisión”, organismo autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación Pública y cuya función será verificar y promover la calidad de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.”.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.
Indicación Nº 50





Del Honorable Senador señor Ríos, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 3º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, "la Comisión", cuya función será coordinar el sistema de aseguramiento de la calidad de las instituciones de educación superior autónomas, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.





La Comisión Nacional de Acreditación gozará de autonomía para el desarrollo de sus funciones y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.


- Fue rechazada por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.
Indicación Nº 51





De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, consulta sustituir el inciso primero por el siguiente: 





“Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante, también, “la Comisión”, cuya función será procurar la existencia de mecanismos de verificación de la calidad de las instituciones de educación superior que lo soliciten, en función de sus propósitos declarados.”.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.

Indicación Nº 52





Del Honorable Senador señor Boeninger, persigue precisar que la función de este organismo será “certificar la calidad de las Universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos y de las carreras y programas que ellas ofrecen y promover su mejoramiento”.




-. La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicación Nº 53





Del Honorable Senador señor Cantero, suprime, en el inciso primero, los términos “y promover”.


- La Indicación 53 fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Boeninger, García y Ominami.
Indicación N° 1 del Informe Complementario

Sustituye el artículo 5°, por el siguiente:





“Artículo 5º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.





La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.”.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación explicó que esta indicación fue formulada en los mismos términos que el texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en el Segundo Informe, y que sólo presenta dos modificaciones: una referida a la eliminación de la expresión “de carácter técnico” y otra, en el inciso segundo, en que se suprime el término “amplia”.





En votación la indicación N° 1, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.
Artículo 7° que pasó a ser 6°


Señala que la Comisión Nacional de Acreditación estará integrada por trece miembros, e indica su forma de designación, duración en sus cargos, requisitos, provisión de vacantes, sesiones, inhabilidades y dieta de la que gozarán.

Indicación Nº 54





Del Honorable Senador señor Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 7º.- La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada por nueve miembros designados de la siguiente forma:





a) Tres académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos, uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta de la Metropolitana.





b) Tres académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades Privadas Autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1º, del Decreto con Fuerza de Ley Nº 8, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión autoconvocada al efecto.





c) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los Rectores de los Institutos Profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión autoconvocada al efecto.





d) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores o Directores de los Centros de Formación Técnica autónomos, en reunión autoconvocada al efecto.





e) Un académico con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica designado por la Comisión Nacional de Investigación Científica y tecnológica, CONICYT.





Los integrantes de la Comisión durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la Comisión.





Los miembros de la Comisión señalados anteriormente, no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.





Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante  durará en sus funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro o reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.





La Comisión designará de entre sus integrantes un Presidente y un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia. Ambos permanecerán dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegidos.





Para sesionar, la Comisión requerirá  de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes.





Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de Educación Superior, ya sea en cuanto a su propiedad o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.





Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a las que asistan, que podrá ascender hasta 4 unidades tributarias mensuales con un máximo de 25 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley Nº 18.834.”.


- En votación, la indicación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 55





De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, consulta sustituir el encabezado de su inciso primero, por el siguiente: “La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada por los siguientes miembros, que serán designados, en cada caso, en la forma que se detalla:”.

- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 56


Del Honorable Senador señor Parra, propone suprimir, en el encabezamiento del inciso primero, la referencia al número de miembros de la Comisión.

La unanimidad de la Comisión fue partidaria de acogerla, de manera de suprimir del encabezado de este inciso la alusión al número de miembros que tendrá el organismo.


- Sometida a votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 57


Del Honorable Senador señor Canessa, para reducir los integrantes de “trece” a “nueve”.

- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 58


Del Honorable Senador señor Cantero, para rebajar los integrantes de “trece” a “doce”.

- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 59


Del Honorable Senador señor Ríos, para reducir los integrantes de "trece" a "once".

- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra a)


Alude a un académico de reconocida trayectoria, designado por el Presidente de la República, quien la presidirá.

Indicación Nº 60


Del Honorable Senador señor Canessa, para eliminarla.


- Sometida a votación esta indicación, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra b)


Incluye a tres académicos universitarios con trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado o postgrado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas.

Indicación Nº 61


Del Honorable Senador señor Moreno, para reemplazarla por la siguiente:


"b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo con su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo -en este último caso- el nivel de doctorado.".




La Comisión no se pronunció respecto de la indicación Nº 61, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicación Nº 62





Del Honorable Senador señor Moreno, para sustituirla por la siguiente:


“b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;".


- Sometida a votación, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 63


Del Honorable Senador señor Cantero, para reducir esta representación a “dos” académicos.


- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

Indicación Nº 64


Del Honorable Senador señor Cantero, agrega la idea de que la designación deberá realizarse por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas “en reunión especialmente convocada al efecto por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación”.


- Sometida a votación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra c)


Se refiere a dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben aporte fiscal directo, designados en reunión convocada por el Jefe de División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

Indicación Nº 65





Del Honorable Senador señor Vega, la reemplaza por la siguiente:


“c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por la organización con personalidad jurídica de las Universidades que no forman parte del Consejo de Rectores. Si hubiere más de una organización se optará por la más antigua en el país. De ellos, un cupo deberá ser asignado a las universidades que no estén asociadas a dicha organización, sólo en el caso que al menos seis estuvieren en esa condición; o a una segunda organización con personalidad jurídica, si existiere.”.





- La Comisión no se pronunció acerca de la indicación N° 65, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
Indicación Nº 66


Del Honorable Senador señor Canessa, aumenta esta representación a “tres” académicos.

Indicación Nº 67


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, incrementa a “tres” estos académicos.

Indicación Nº 68


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, propone reemplazar la frase final “convocada por el Jefe de División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por la expresión “autoconvocada”.

Indicación Nº 69


Del Honorable Senador señor Canessa, para reemplazar la frase final “convocada por el Jefe de División de Educación Superior del Ministerio de Educación”, por “autoconvocada para tal efecto”.


- Sometidas a votación las indicaciones números 66, 67, 68 y 69, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra d)


Incluye a un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.

Indicación Nº 70


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, reemplaza la frase final “convocada por el Jefe de División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por la expresión “autoconvocada”. 

Indicación Nº 71


Del Honorable Senador señor Canessa, para reemplazar la frase final “convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación”, por “autoconvocada para tal efecto”.


- Sometidas a votación las indicaciones números 70 y 71, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra e)


Considera a un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior.

Indicación Nº 72


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar la frase final “convocada por el Jefe de División de Educación Superior del Ministerio de Educación” por la expresión “autoconvocada”. 

Indicación Nº 73


Del Honorable Senador señor Canessa, para reemplazar la frase final “convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación”, por “autoconvocada para tal efecto”.





- Sometidas a votación las indicaciones números 72 y 73, fueron rechazadas con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra f)


Alude a dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por CONICYT.

Indicaciones Nºs. 74 y 75


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Bombal, Coloma y Orpis, respectivamente, para disminuir esta representación a “un” académico.





- Sometidas a votación las indicaciones números 74 y 75, fueron rechazadas por los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Letra g)


Incluye al Jefe de la División de Educación Superior.

Indicaciones Nºs. 76, 77, 78, 79 y 80





De los Honorables Senadores señores Canessa; Núñez y Viera-Gallo; Moreno; Ríos, y Parra, respectivamente, para eliminarla.





- Sometidas a votación las indicaciones números 76, 77, 78, 79 y 80, fueron rechazadas por los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.




En el plazo especial abierto al efecto se formuló la indicación N° 46 bis), de la Honorable Senadora señora Matthei, que elimina la letra g).




- Sometida a votación la indicación, se produjo el siguiente resultado: votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami, por su aprobación la Honorable Senadora señora Matthei, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.





Repetida la votación, por incidir la abstención en el resultado, el Honorable Senador señor García cambió su voto de abstención por aprobación, por lo que se produjo un empate. Repetida la votación de inmediato se registró igual resultado, por lo que el asunto quedó para ser resuelto en la sesión siguiente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento de la Corporación.





Puesta en votación  la indicación en la sesión siguiente, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

Letra h)


Incluye a dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y otra de una asociación profesional o disciplinaria del país, designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes.

Indicaciones Nºs. 81, 82 y 83


De los Honorables Senadores señores Canessa; Núñez y Viera-Gallo, y Parra, respectivamente, para eliminarla.





- Sometidas a votación las indicaciones números 81, 82 y 83, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 84


Del Honorable Senador señor Ríos, para reemplazarla por la siguiente:


"h) Una figura destacada, perteneciente al sector productivo nacional, designado por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes".




- Sometida a votación la indicación Nº 84, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 85





Del Honorable Senador señor Moreno, para sustituirla por la siguiente:


“h) Una figura destacada del sector productivo nacional designado por la Confederación de la Producción y del Comercio”.





- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicaciones Nºs. 86 y 87


De los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, y Moreno, respectivamente, para reemplazar la oración "que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes", por la siguiente: "que serán elegidos democráticamente por sus propios pares".




- Sometida a votación la indicación Nº 86, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.




- La Comisión no se pronunció sobre la indicación Nº 87, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





En el plazo especial abierto al efecto se formuló la indicación N° 46 ter), de la Honorable Senadora señora Matthei, que elimina el literal h).





- Sometida a votación la indicación, se produjo el siguiente resultado: votaron por el rechazo los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami, por su aprobación la Honorable Senadora señora Matthei, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.





Repetida la votación, por incidir la abstención en el resultado, el Honorable Senador señor García cambió su voto de abstención por aprobación, por lo que se produjo un empate. Repetida de inmediato la votación se produjo igual resultado, por lo que el asunto quedó para ser resuelto en la sesión siguiente, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento de la Corporación.





Puesta en votación  la indicación en la sesión siguiente, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

- - - 

Indicación Nº 88





Del Honorable Senador señor Moreno, para intercalar, a continuación de la letra h), la siguiente, nueva:





“...) Dos figuras destacadas miembros de una asociación disciplinaria del país, que serán designados por el Instituto de Chile”.





- La Comisión no se pronunció sobre la indicación Nº 88, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - - 

Letra i)


Considera al Secretario Ejecutivo de la Comisión, sólo con derecho a voz.

Indicaciones Nºs. 89 y 90


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Núñez y Viera-Gallo, respectivamente, consultan eliminarla.





- Sometidas a votación las indicaciones números 89 y 90, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.
Indicación Nº 91





Del Honorable Senador señor Moreno, para reemplazarla por la siguiente:


“i) El Secretario Ejecutivo, que tendrá derecho a voz, y que será designado por mayoría simple por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes, a propuesta del Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación”.





- La Comisión no se pronunció sobre la indicación Nº 91, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
- - - 

Indicación Nº 92





Del Honorable Senador señor Moreno, para agregar, a continuación de la letra i), la siguiente letra, nueva:

"...) Dos representantes estudiantiles, elegidos democráticamente por la Confederación de Estudiantes de Chile, debiendo uno de ellos pertenecer a una universidad regional y el otro a una universidad metropolitana, quienes durarán un año en el ejercicio del cargo".
Indicación Nº 93


Del Honorable Senador señor Muñoz Barra, para agregar, a continuación de la letra i), la siguiente letra, nueva:

“...) Un representante de los estudiantes, que tendrá derecho a voz.


El representante de los estudiantes durará en el cargo dos años y será elegido por las federaciones de estudiantes en reunión por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación”.





Los representantes del Ejecutivo hicieron presente que en el proceso de acreditación de calidad es fundamental la opinión de los estudiantes, que tienen una evaluación muy ajustada de lo que ocurre en una institución. No obstante, estimaron compleja la elección directa de los representantes por Federaciones de Estudiantes que pudieran no estar consolidadas.





El Honorable Senador señor García observó la conveniencia de no limitar a estudiantes de último año de carrera la norma, por las dificultades de tiempo que pudieran afectarlos.





- La Comisión rechazó las indicaciones números 92 y 93 con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Foxley, García y Ominami.

Indicación N° 2 del Informe Complementario





Agrega la siguiente letra i) en el texto del informe aprobado en general por el Senado, reemplazando la que la Comisión de Educación había aprobado en su Segundo Informe:





“i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en su cargo y deberán ser elegidos por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes de entre aquellos postulantes que para estos efectos presenten las Federaciones de Estudiantes, de acuerdo al procedimiento que para tal efecto establezca el reglamento, y”.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación expuso que la indicación original proponía un sistema de elección directa de las Federaciones de Estudiantes convocadas por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación de los dos representantes estudiantiles que integrarán la Comisión Nacional de Acreditación.

La nueva indicación instaura un sistema de elección indirecta en la cual los candidatos serán propuestos por las Federaciones de Estudiantes para ser finalmente elegidos por la Comisión Nacional de Acreditación. Asimismo, se agrega un requisito de excelencia académica para los candidatos que postulen a este cargo.





Esta indicación fue aprobada con enmiendas en el informe complementario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que modificó la forma de elección de los representantes de los estudiantes, materia que dejó a cargo de las Federaciones de Estudiantes y no de la Comisión.





El Honorable Senador señor Boeninger manifestó que no obstante parecer razonable que, desde el punto de vista técnico académico, se seleccionara técnicamente hasta el final, podría introducirse un elemento de conflicto al insistirse en que no sean los propios estudiantes los que nombren a sus representantes, razón por la se inclinaba por la norma aprobada en el informe complementario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





El Honorable Senador señor Orpis, por su parte, sostuvo que comparte el espíritu de la indicación del Ejecutivo.





La Comisión de Hacienda acordó votar separadamente el literal i) propuesto por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, que es del siguiente tenor:





“i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de Estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y”.




En votación la primera parte de la disposición, hasta la parte que dice “durarán dos años en sus cargos”, ésta resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.




En votación la segunda parte de la disposición, relativa a la elección de los representantes de los estudiantes, se aprobó con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami y la abstención del Honorable Senador señor Orpis.





-. Consecuencialmente, la indicación N° 2 fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami, y uno en contra, del Honorable Senador señor Orpis, que fue partidario de aprobarla sin modificaciones, en los mismos términos en que había sido propuesta.

- - - 

Inciso segundo


Dispone que los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h), durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de los mismos se hará cada dos años, según el mecanismo de alternancia que indique el reglamento de la Comisión.

Indicación Nº 94





De Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar la palabra ”Comisión”, la segunda vez que aparece, por el vocablo “ley”.





- Sometida a votación la indicación Nº 94, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión,  Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 95


Del Honorable Senador señor Canessa, para eliminar la frase “señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h),”.





- Sometida a votación la Indicación Nº 95, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 96


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para reemplazar la expresión “...e), f) y h)” por “e) y f)”.





- Sometida a votación la indicación Nº 96, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 97





Del Honorable Senador señor Parra, para suprimir en el inciso segundo las expresiones “y h”.





- Sometida a votación la indicación Nº 97, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 98





Del Honorable Senador señor Moreno, para  reemplazar la frase "y podrán ser designados nuevamente por una sola vez", por la siguiente: "y no podrán ser designados para un nuevo período".





- La Comisión no se pronunció acerca de la indicación N° 98, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Inciso tercero





Señala que los miembros de la Comisión de las letras b), c), d), e), f) y h), no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.

Indicación Nº 99





Del Honorable Senador señor Boeninger, para añadir, al comienzo de la enumeración de letras, el literal “a”.




- Sometida a votación la indicación Nº 99, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 100


Del Honorable Senador señor Canessa, para suprimir la frase “señalados en las letras b), c), d), e), f), y h),”.





- Sometida a votación la indicación Nº 100, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 101


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para reemplazar la expresión “...e), f) y h)” por “e) y f)”.





- Sometida a votación la indicación Nº 101, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 102





Del Honorable Senador señor Parra, para suprimir las expresiones “y h”.





- Sometida a votación la indicación Nº 102, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Inciso cuarto





Prescribe que los integrantes de la letra h) deberán contar con efectiva vinculación con la educación superior, sea como empleadores de sus egresados, miembros de consejos asesores, directorios, o docentes de instituciones de educación superior. La designación se realizará según el procedimiento que defina el reglamento de la Comisión.

Indicaciones Nºs. 103, 104, 105 y 106


De los Honorables Senadores señores Canessa; Núñez y Viera-Gallo; Parra, y Ríos, respectivamente, para eliminarlo.





- Sometidas a votación las indicaciones números 103, 104, 105 y 106, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 107


Del Honorable Senador señor Moreno, consulta reemplazarlo por el siguiente:


“Los integrantes señalados en las letras h) e i) del inciso primero deberán contar con una efectiva vinculación con el ámbito de la educación superior, ya sea en el carácter de empleadores de sus egresados, miembros de consejos asesores, o docentes de instituciones de educación superior”.





- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicación Nº 108





De Su Excelencia el Presidente de la República, para sustituir la palabra “Comisión” por “ley”.





- La indicación Nº 108 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Inciso quinto





Dispone que las vacantes serán llenadas en los treinta días siguientes de producida la vacancia. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del reemplazado. Agrega que son inhábiles para integrar la Comisión las personas que desempeñen funciones directivas superiores en instituciones de educación superior.

Indicación Nº 109





Del Honorable Senador señor Vega, para eliminar la siguiente frase: “Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior”.





- Sometida a votación la indicación Nº 109, fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Inciso sexto


Establece que la Comisión designará de entre los integrantes de las letras b), c), d), e), f) y h), un vicepresidente que subrogue al Presidente en caso de ausencia, y que permanecerá dos años en esa calidad pudiendo ser reelegido.

Indicación Nº 110





Del Honorable Senador señor Canessa, para reemplazar la frase “los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h)” por “sus integrantes un Presidente y”.





- Sometida a votación la indicación Nº 110, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 111





De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para reemplazar la expresión “...e), f) y h)” por “e) y f)”.





- Sometida a votación la indicación Nº 111, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 112





Del Honorable Senador señor Parra, para suprimir las expresiones “y h”.





- Sometida a votación la indicación Nº 112, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Inciso séptimo





Dispone que la Comisión, para sesionar, requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros, y sus acuerdos los adoptará por mayoría absoluta de presentes.

Indicación Nº 113





De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar la frase “la mayoría absoluta” que aparece la primera vez por la frase “los dos tercios”. 





- Sometida a votación la indicación Nº 113, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 114





De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar la palabra “presentes” por la frase “de la Comisión”. 





- Sometida a votación la indicación Nº 114, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 115





Del Honorable Senador señor Moreno, para agregar la siguiente oración: "La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes".




- La indicación Nº 115 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 116





De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para incorporar la siguiente frase final:


“En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia.”.





- La indicación Nº 116 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Inciso octavo





Señala que los miembros que se encuentren vinculados con una institución de educación superior, sea en cuanto a su propiedad o por desarrollar labores remuneradas en ella, estarán inhabilitados para participar en discusiones y votaciones que se refieran a dicha institución.

Indicación Nº 117





Del Honorable Senador señor Ríos, para agregar la siguiente oración final: “Los miembros deberá hacer una declaración anual de intereses y el Secretario de la comisión deberá dejar constancia en Actas de las inhabilidades, cuando éstas concurran.”.





- Sometida a votación la indicación Nº 117, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación N° 3 del Informe Complementario





Reemplaza el inciso octavo del texto aprobado en general por el Senado, que pasó a ser séptimo en el segundo informe, por los nuevos incisos siguientes:





“Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.





Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.





Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.





Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.





Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.





Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.





Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.





Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión y a los integrantes de los Comités Consultivos.





Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.”.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señaló que esta indicación complementa las normas relativas a las inhabilidades de los miembros de la Comisión Nacional de Acreditación.





- Esta indicación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en el informe complementario, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.
Inciso noveno





Confiere a los integrantes de la Comisión derecho a una dieta por sesión a que asistan de hasta 4 unidades tributarias mensuales, con máximo de 25 UTM por mes. Agrega que esta asignación será incompatible con toda remuneración de carácter público para el personal regido por la ley Nº 18.834.

Indicación Nº 118





Del Honorable Senador señor Parra, para suprimir la oración final que comienza con “Esta asignación...”.





- Esta indicación fue declarada inadmisible en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





En el plazo especial abierto al efecto en la Comisión de Hacienda se presentó la indicación N° 53 bis), de la Honorable Senadora señora Matthei, que agrega a este artículo el siguiente inciso:





“Será incompatible ser miembro de la Comisión con la participación en cualquier calidad en una Agencia Acreditadora. Esta incompatibilidad se extiende hasta el 2do grado de consanguinidad y 4to de afinidad, y a personas relacionadas definidas en la ley Nº 18.046.”.





- La Comisión rechazó esta indicación por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.

Artículo 9° que pasó a ser 8°


Fija las atribuciones de la Comisión.

Letra f)


El literal f) aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe complementario es del siguiente tenor:


“f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;”.

Letra g)


El literal g) aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe complementario es del siguiente tenor:





“g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de las tareas o funciones, que le encomiende la ley;”.

La indicación N° 159, letra e), de los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, propone el reemplazo del artículo 9°, que pasó a ser 8°, por otro que en el literal pertinente dispone que la Comisión podrá encomendar la realización de acciones específicas de análisis, inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a personas o instituciones públicas o privadas, debidamente acreditadas.


La indicación N° 188, del Honorable Senador señor Cantero, proponía un literal del tenor siguiente:


“Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones, incluyendo la contratación de los servicios de expertos calificados, en caso de que sea necesaria su asesoría, previa aprobación de la comisión.”.


- Ambas indicaciones fueron rechazadas, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.

Letra h)


El literal h) aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe complementario es del siguiente tenor:


“h) Establecer anualmente los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;”.


La indicación N° 159, letra h), de los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, propone el reemplazo del artículo 9°, que pasó a ser 8°, por otro que en el literal pertinente dispone que la Comisión podrá proponer anualmente al Ministerio de Educación los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13.


La indicación N° 190, del Honorable Senador señor Canessa, propone el reemplazo del respectivo literal por otro que dispone textualmente:


“Aprobar anualmente los montos de los aranceles que cobrará por los servicios que preste.”.


- Las indicaciones N°s 159 letra h) y 190 fueron rechazadas con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.





En el plazo especial abierto al efecto en la Comisión de Hacienda se formuló la indicación N° 157 bis), del Honorable Senador señor Fernández, para suprimir la letra j).





- La indicación N° 157 bis) se rechazó por dos votos contra uno. Votaron en contra de la indicación los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Fernández votó a favor de su indicación.


Al literal que en el texto aprobado en general encomendaba a la Comisión proponer anualmente al Consejo Superior de Educación los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13 se formularon las indicaciones N°s 189, 191, 192 y 193.
Indicación Nº 189


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para eliminarla.


-. Sometida a votación la indicación N° 189, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 191


Del Honorable Senador señor Parra, para reemplazarla por la siguiente:  


“g) Fijar, oyendo al Consejo Superior de Educación, los montos de los aranceles  que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;”.


-. Sometida a votación la indicación N° 191, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 192


Del Honorable Senador señor Cantero, para suprimir la frase “el artículo 13”.


-. La indicación N° 192 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 193


Del Honorable Senador señor Vega, para agregar la siguiente frase: “En todo caso el arancel no podrá ser superior al 50% del arancel fijado para los servicios de licenciamiento;”.


-. Fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación N° 5 del Informe Complementario





Reemplaza el artículo 8°, por el siguiente:





“Artículo 8º.- Serán atribuciones de la Comisión:





a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 12;





b) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;





c) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;





d) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;





e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;





f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;





g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de  las tareas o funciones, que le encomiende la ley;





h) Establecer anualmente los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 14;





i) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;





j) Aplicar las sanciones que establece la ley, y





k) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.”.


- Esta indicación fue aprobada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.
Artículo 10 que pasó a ser 9°


Prescribe que el Secretario Ejecutivo será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole cumplir los acuerdos que ésta adopte, dirigir la secretaría técnica y coordinar el trabajo de los comités ejecutivos.

Indicación Nº 202


Del Honorable Senador señor Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 10.- El Secretario será el Ministro de Fe de la Comisión. Le corresponderá cumplir los acuerdos que ésta adopte, dirigir la Secretaría Técnica y coordinar el trabajo de los comités”.


- Sometida a votación la indicación N° 202, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 203


Del Honorable Senador señor Canessa, para eliminar las expresiones “ejecutivo” y “ejecutivos”.


- La indicación N° 203 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.

Indicación N° 6 del Informe Complementario





Sustituye el artículo 9°, por el siguiente:





“Artículo 9°.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:





a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;





b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;





c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y




d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de las funciones de la Comisión así lo requiera.”.





La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación precisó que con esta indicación se elimina la planta del personal de la Secretaría Ejecutiva, estableciéndose que éste se integrará por personal a contrata o a honorarios.





En votación la indicación N° 6, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.
Artículo 11 que pasó a ser 10


Dispone, en su inciso primero, que la Comisión contará con una secretaría técnica cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión. Añade que el Consejo Superior de Educación deberá proveer a la Comisión del personal necesario para el desarrollo de estas funciones.


En su inciso segundo, precisa que un reglamento establecerá las atribuciones, funciones y responsabilidades que corresponderán a la secretaría técnica.

Indicación Nº 205


Del Honorable Senador señor Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 11.- La Comisión contará con una Secretaría Técnica cuya función será apoyar el desarrollo y ejecución de los procesos y acciones que la ley encomiende.”.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 206


Del Honorable Senador señor Canessa, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 11.- La Comisión contará con una Secretaría Técnica cuya función será apoyar el desarrollo y ejecución de los procesos y acciones que la ley encomiende a la Comisión.


La planta de la Secretaría Técnica de la Comisión estará compuesta por un Secretario Técnico, grado 4º, tres profesionales, grado 5º, dos administrativos, grado 14º y un auxiliar, grado 19. Adicionalmente se podrá contratar personal, en forma transitoria, cuando las necesidades de la Comisión lo exijan.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, el personal que preste servicios para la Comisión tendrá el carácter de empleado público, para los efectos de la probidad administrativa y la responsabilidad penal.


El Secretario Técnico será el Jefe Administrativo y la autoridad directiva  del personal, sin perjuicio de otras funciones y atribuciones específicas que le asigne o delegue la Comisión.


El Presidente de la Comisión cursará los nombramientos por resolución que enviará a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.  De la misma manera se procederá en todas las resoluciones relacionadas con el personal.


Un reglamento establecerá las funciones, atribuciones y responsabilidades que corresponderán a la Secretaría Técnica.”.


- La indicación N° 206 fue declarada inadmisible en el informe complementario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
Indicación Nº 207


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para eliminar, en el inciso primero, la parte final, que comienza con “El Consejo...”.

- La indicación N° 207 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 208


Del Honorable Senador señor Boeninger, para agregar, en el inciso primero, la siguiente frase final: “En todo caso corresponderá a la comisión calificar la idoneidad para el desempeño de sus funciones de los profesionales y expertos de modo que las destinaciones pertinentes requerirán la aceptación de la comisión.”.

- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicación Nº 209


Del Honorable Senador señor Moreno, para agregar, al final del inciso primero, lo siguiente: “Tal Secretaría será coordinada por el Secretario Ejecutivo de la Comisión.”.

- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicaciones Nºs. 210, 211, 212, 213 y 214


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath; Martínez; Ríos, y Vega, respectivamente, para eliminar el inciso segundo.


- Sometidas a votación las indicaciones N°s 210, 211, 212, 213 y 214, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 215


De Su Excelencia el Presidente de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, la expresión “Un reglamento” por la frase “El Reglamento de la Comisión”.


- La indicación N° 215 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación N° 7 del Informe Complementario





Reemplaza el artículo 10, por el siguiente:





“Artículo 10.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.





El personal de la Secretaría Administrativa de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por el derecho laboral común.”.





En votación la indicación N° 7, fue aprobada, en los términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en el informe complementario, con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.
- - - 
Indicación Nº 216


Del Honorable Senador señor Fernández, para intercalar, a continuación del artículo 11, el siguiente, nuevo:


“Artículo …. .- La planta de la Secretaría Técnica de la Comisión estará compuesta por un Secretario Técnico, grado 4º, tres profesionales, grado 5º, dos administrativos, grado 14º y un auxiliar, grado 19. Adicionalmente se podrá contratar personal, en forma transitoria, cuando las necesidades de la Comisión lo exijan.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso precedente, el personal que preste servicios para la Comisión tendrá el carácter de empleado público, para los efectos de la probidad administrativa y la responsabilidad penal.


El Secretario Técnico será el Jefe Administrativo y la autoridad directiva del personal, sin perjuicio de otras funciones y atribuciones específicas que le asigne o delegue la Comisión.


El Presidente de la Comisión cursará los nombramientos por resolución que enviará a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro. De la misma manera se procederá en todas las resoluciones relacionadas con el personal.


Un reglamento establecerá las funciones, atribuciones y responsabilidades que corresponderán a la Secretaría Técnica.”.





- La indicación N° 216 fue declarada inadmisible en el informe complementario de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
- - -

Artículo 12 que pasó a ser 11

En su inciso primero, autoriza a la Comisión para crear comités ejecutivos que la asesoren en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Exige constituir a los menos un comité para la acreditación institucional, uno para la de carreras y programas de pregrado y uno para la de las de postgrado.





En su inciso segundo, precisa que tales comités serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités ejecutivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.





En su inciso tercero, indica que cada comité ejecutivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función.





En su inciso cuarto, prescribe que los integrantes de los comités ejecutivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834.





En su inciso quinto, dispone que corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité ejecutivo. 





En su inciso sexto, señala que, en todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Indicaciones Nºs. 219, 220, 221, 222 y 223


De los Honorables Senadores señores Cantero; Cordero, García y Romero; Horvath; Martínez, y Ríos, para eliminarlo.


- Sometidas a votación las indicaciones N°s 219, 220, 221, 222 y 223, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 224





Del Honorable Senador señor Fernández, para reemplazarlo por el siguiente:





“Artículo 12.- La Comisión podrá disponer la creación de comités que la asesorarán en el desarrollo de sus funciones, así como en las demás materias que ésta estime necesarias.





Tales Comités serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporciones y presentar a la comisión propuestas fundadas par su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités constituirán un antecedente importante que ésta considerará al adoptar sus acuerdos.





Cada comité estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a nueve, debiendo sus integrantes ser designados por medio de concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en estas funciones.





Los integrantes de los comités tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a la que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley Nº 18.834.





Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité.





En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.”.


- Sometida a votación la indicación N° 224, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 225





De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar su inciso primero por otro del siguiente tenor: 





“Artículo 12.- La Comisión podrá disponer la creación de comités ejecutivos que la asesorarán en el desarrollo de sus funciones así como en las materias en que ésta lo estime necesario.”.


- La indicación N° 225 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 226


Del Honorable Senador señor Canessa, para reemplazar sus incisos primero y segundo por los siguientes:





“La Comisión podrá disponer la creación de comités que la asesorarán en el desarrollo de sus funciones, así como en las demás materias que ésta estime necesarias.





Tales Comités serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione y presentar a la comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités constituirán un antecedente importante que ésta considerará al adoptar sus acuerdos.”.


- Sometida a votación la indicación N° 226, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 227





De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para eliminar en el inciso primero la frase “y, especialmente, en la definición y revisión de criterios evaluación y procedimientos específicos,”. 


- La indicación N° 227 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 228





Del Honorable Senador señor Vega, para eliminar, en el inciso primero, lo siguiente: “y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario”.


-. Sometida a votación la indicación N° 228, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicaciones Nºs. 229, 230 y 231


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para suprimir, en el inciso primero, la expresión “criterios de evaluación y”.


- Sometidas a votación, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicaciones Nºs. 232, 233 y 234





De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para intercalar, en el inciso primero, a continuación del vocablo “criterios”, la palabra “objetivos”.


- Sometidas a votación las indicaciones N°s 232, 233 y 234, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 235





Del Honorable Senador señor Moreno, para suprimir la expresión “carreras y”, la segunda vez que aparece.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 236





Del Honorable Senador señor Moreno, para reemplazar, en la parte final del inciso primero, las expresiones “de carreras y programas de postgrado”, por “de programas de postgrado”.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 237





Del Honorable Senador señor Boeninger, para suprimir, en el inciso segundo, la frase “no serán vinculantes para la Comisión, aunque”.


- Se rechazó con los votos de los Honorables Senadores señores Fernández y Ominami. El Honorable Senador señor Boeninger votó a favor de sus indicación.
Indicación Nº 238


Del Honorable Senador señor Canessa, para eliminar, en el inciso tercero, la palabra “ejecutivo” que viene luego de “comité”.


- Sometida a votación la indicación N° 238, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 239





Del Honorable Senador señor Parra, para reemplazar, en el inciso tercero, las expresiones “de miembros no inferior a cinco ni superior a quince” por las expresiones “de siete miembros”;


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 240


Del Honorable Senador señor Canessa para sustituir, en el inciso tercero, la palabra “quince”, que viene luego de “superior a”, por “nueve”.


- Sometida a votación la indicación N° 240, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 241





Del Honorable Senador señor Boeninger, para agregar, en el inciso tercero, después de la palabra “integrantes”, las palabras “chilenos o extranjeros”. 

- Se rechazó con los votos de los Honorables Senadores señores Fernández y Ominami, y el voto a favor del Honorable Senador señor Boeninger.
Indicación Nº 242





Del Honorable Senador señor Boeninger, para agregar, al final del inciso tercero, lo siguiente: “sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá por acuerdo de dos tercios de sus miembros designar directamente como integrantes de un comité asesor a personas de indiscutible capacidad y reconocida trayectoria”.

- Sometida a votación la indicación N° 242, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Fernández y Ominami. El Honorable Senador señor Boeninger votó a favor de su indicación.
Indicación Nº 243


Del Honorable Senador señor Canessa, para eliminar en el inciso cuarto, la palabra “ejecutivos”, que viene después de “comités”.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 244





Del Honorable Senador señor Parra, para suprimir, en su inciso cuarto, la oración final que comienza con “Esta asignación”.


- Sometida a votación la indicación N° 244, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 245





Del Honorable Senador señor Boeninger, para sustituir, en el inciso quinto, la palabra “reglamentar” por “determinar”.

- Fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Fernández y Ominami, y el voto favorable de su autor, Honorable Senador señor Boeninger.
Indicación N° 8 del Informe Complementario





Sustituye el artículo 12, por el siguiente:





“Artículo 12.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.





Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.





Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.





Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.





Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.





En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.”.





En votación la indicación N° 8, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis.
- - -

Artículo 12, nuevo




Se refiere al patrimonio de la Comisión.

Indicaciones Nºs. 217 y 218


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, consultan intercalar, a continuación del artículo 11, el siguiente, nuevo:


“Artículo …. .- El patrimonio de la Comisión estará formado por :


a) Los fondos que la Ley de Presupuesto u otras leyes especiales le asignen;


b) Los aranceles que reciba de acuerdo a esta ley;


c) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas provenientes de estos;


d) Los ingresos que reciba por prestación de servicios y


e) Las donaciones o cualquier tipo de ingreso que reciba de personas naturales o jurídicas, las que estarán exentas de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza y, las donaciones quedarán exentas del trámite de insinuación.”.





- Las indicaciones N°s 217 y 218 y la consecuente incorporación del artículo fueron rechazadas por los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
- - -





En el plazo especial abierto al efecto en la Comisión de Hacienda se formuló la indicación N° 249 bis), del Honorable Senador señor Fernández, para sustituir el artículo 13 por el siguiente:





“Artículo 13.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:





a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;





b) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;





c) Los bienes que adquiera a cualquier fruto y las rentas y frutos provenientes de éstos, y





Las donaciones que se le hagan, las que estarán exentas del trámite de insinuación, y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exentos de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.





La Comisión tendrá el uso, goce y disposición exclusivo de los bienes muebles e inmuebles que les sean destinados para su buen funcionamiento.”.





- La indicación N° 249 bis fue rechazada por dos votos contra uno. Votaron en contra de la indicación los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Fernández votó a favor de su indicación.

Indicación N° 9 del Informe Complementario





Propone el siguiente artículo 13:




“Artículo 13.- El patrimonio de la Comisión estará formado por:





a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;





b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;





c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;





d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;





e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y





f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exentos de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.





La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles  que les sean destinados para su buen  funcionamiento.”.





-. La indicación N° 9 fue aprobada con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis, salvo en lo referente al literal b) del artículo 12 propuesto, que se aprobó por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami y la abstención del Honorable Senador señor Orpis.
Artículo 13





En su inciso primero, dispone que el Consejo Superior de Educación fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos de competencia de la Comisión establecidos en esta ley.





En su inciso segundo, precisa que en el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente.





En su inciso tercero, prescribe que los aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios del Consejo Superior de Educación, el que deberá destinarlos al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la Comisión. 

Indicación Nº 246


Del Honorable Senador señor Cantero, para suprimirlo.

- Sometida a votación la indicación N° 246, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicaciones Nºs. 247 y 248


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, consultan reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 13.- La Comisión Nacional de Acreditación fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos que le corresponda realizar.


En el caso de los procesos de acreditación institucional, solicitados a la Comisión, que sean desarrollados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el arancel corresponderá a los honorarios de la prestadora de servicios, la que deberá pagar a la comisión una cantidad por concepto de gastos de administración.


Los aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.”.


- Sometidas a votación las indicaciones N°s 247 y 248, fueron rechazadas con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 249


Del Honorable Senador señor Parra, para reemplazarlo por el siguiente:  


“Artículo 13.- La Comisión velará por el pago oportuno de los  aranceles establecidos por esta ley y podrá convenir con la  institución respectiva plazos y modalidades de cumplimiento de tal obligación.


El monto íntegro de los aranceles se aplicará al desarrollo de las actividades y cumplimiento de los fines de la comisión.”.


- Sometida a votación la indicación N° 249, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 250


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para reemplazar su inciso primero por el siguiente:


“El Ministerio de Educación, considerando la propuesta que le realice la Comisión, fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos de acreditación sujetos a la competencia de ésta.”


- Sometida a votación la indicación N° 250, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 251


Del Honorable Senador señor Vega, para insertar, en el inciso primero, entre las palabras “fijará” y “los montos”, la siguiente frase: “dentro de los límites señalados en la letra g) del artículo 9°”.

- Sometida a votación la indicación N° 251, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 252


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para agregar la siguiente oración final al inciso primero: “En aquellos procedimientos en los que no tenga participación la Comisión, los precios serán determinados libremente entre las instituciones acreditadas y los acreditadores.”. 


- Sometida a votación la indicación N° 252, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicaciones Nºs. 253, 254, 255 y 256


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis; Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para suprimir el inciso segundo.


- Las indicaciones N°s 253, 254, 255 y 256 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 257


Del Honorable Senador señor Ríos, para sustituir el inciso segundo por el siguiente:


“Los aranceles tendrán los siguiente montos máximos y mínimos:

	
	Mínimo


	Máximo



	-Acreditación institucional

	
	

	
	por el proyecto global:


	70 UTM

	100 UTM



	y, adicionalmente,
	por cada área evaluada:


	25 UTM


	50 UTM



	- Acreditación por carrera


	
	

	Por cada programa:


	50 UTM

	100 UTM





- La indicación N° 257 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 258


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para sustituir, en su inciso tercero, lo que sigue a la expresión “propios” por “de la Comisión.”.


- Sometida a votación la indicación N° 258, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 259


Del Honorable Senador señor Moreno, para agregar, al final del inciso segundo, lo siguiente: "Dicho arancel deberá ser pagado por la institución que se someta a acreditación, y no podrá ser traspasado, bajo ninguna circunstancia, a los alumnos del establecimiento, mediante, entre otros procedimientos, un alza en el valor de las matrículas, derechos de inscripción o de titulación, impuestos universitarios u otros cobros o gravámenes de esta índole.".

- La indicación N° 259 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.




En el plazo especial abierto al efecto, se formuló la indicación N° 260 bis), del Honorable Senador señor Fernández, para sustituir la norma por la siguiente:






“Artículo ...- Anualmente el Consejo Superior de Educación fijará los montos de los aranceles que la Comisión cobrará por el desarrollo de los procesos que le corresponda realizar de acuerdo con esta ley, los que deberán ser aprobados por el Ministerio de Hacienda. El monto de los aranceles deberá ser fijado respetando los valores máximos establecidos en el artículo 38 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades, serán a beneficio fiscal y no constituirán ingresos propios de la Comisión.






En el caso de los procesos de acreditación institucional, solicitados a la Comisión, que sean desarrollados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el arancel corresponderá a los honorarios de la prestadora de servicios.”.





- Fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Fernández votó a favor de su indicación.

Indicación N° 10 del Informe Complementario





Sustituye el artículo 14, por el siguiente:





“Artículo 14.- Anualmente, previa visación de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, la Comisión fijará los montos de los aranceles que cobrará por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.





En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.”.





En votación la indicación N° 10 fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su informe complementario, por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis, y la abstención del Honorable Senador señor García.
Artículo 15 que pasó a ser 14




En su inciso primero, prescribe que las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos podrán someterse a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.



En su inciso segundo, dispone que la opción por el proceso de acreditación será voluntaria y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes. 





En su inciso tercero, entrega a un reglamento de la Comisión establecer la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, los que, en todo caso, deberán considerar las etapas de autoevaluación institucional, evaluación externa y pronunciamiento de la Comisión.





En el plazo especial abierto al efecto se presentó la indicación N° 293 bis), de la Honorable Senadora señora Matthei, para agregar el siguiente tercer inciso:





“Sin perjuicio de lo anterior, las Instituciones de Educación Superior podrán someterse a este proceso de acreditación institucional ante agencias acreditadoras norteamericanas, europeas y mexicanas que demuestren haber acreditado a Universidades prestigiadas de esos países.





Se entenderán habilitadas para dicho proceso al menos las siguientes Instituciones: Middle States Association of Colleges and Schools, New England Association of Schools and Colleges, North Central Association of Colleges and School, Northwest Association of Schools and Colleges, Southern Association of Colleges and Schools, y Western Association of Schools and Colleges.”.




- Esta indicación fue retirada por su autora en el informe de la Comisión de Hacienda.

Artículo 18





En su inciso primero, prescribe que el proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final, deberá ser realizado por pares evaluadores designados para ese fin por la Comisión, en conformidad con las normas de este artículo.





En su inciso segundo, dispone que los pares evaluadores serán personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, que deberán encontrarse incorporadas en un registro público que la Comisión llevará a ese efecto.  La incorporación al Registro de Pares Evaluadores se realizará por medio de presentación de antecedentes ante la Comisión, quien deberá efectuar llamados públicos, a lo menos una vez cada dos años. Por acuerdo de la Comisión se podrán efectuar concursos con una mayor periodicidad.





En su inciso tercero, precisa que para ser considerados en el registro, los pares evaluadores personas naturales deberán tener, al menos, diez años de ejercicio académico o profesional y ser reconocidos en su área de especialidad.  Las personas jurídicas, por su parte, deberán estar constituidas, en Chile o en el extranjero, con el objeto de realizar estudios, investigaciones y/o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, tres años de experiencia en dichas actividades.





En su inciso cuarto, señala que las personas jurídicas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.





En su inciso quinto, encomienda a la Comisión designar, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.  Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces.  En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores.  La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.





En su inciso sexto, precisa que en el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una persona jurídica, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna  propuesta por dicha institución, a la persona jurídica que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.





En su inciso séptimo, prohíbe a los pares evaluadores realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.





En su inciso octavo, señala que tratándose de pares evaluadores personas jurídicas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 

Indicación Nº 337


Del Honorable Senador señor Cantero, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 18.-  El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final, deberá ser realizado por una agencia acreditadora habilitada por la Comisión y designada por la institución que será evaluada.”.


La mayoría de la Comisión, partidaria del rechazo de esta proposición, consideró que la circunstancia de que sea la propia institución a ser evaluada la que designe a la agencia, iría en contra de los principios que inspiran la iniciativa.


- Sometida a votación, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 338


Del Honorable Senador señor Vega, para reemplazar el artículo por el siguiente:


“Artículo 18.- El proceso de acreditación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final, deberá ser realizado, según opte la entidad evaluada, por la Comisión o por Agencias Acreditadoras  autorizadas y reguladas en conformidad con las normas del Título III.”.


- Sometida a votación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 339


Del Honorable Senador señor Boeninger, para sustituir los incisos primero, segundo y tercero, por los siguientes:


“El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15 inciso final será realizado por comités de pares evaluadores personas naturales o por personas jurídicas, en adelante agencias de acreditación institucional, que se designarán en conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.


Los comités de pares evaluadores serán integrados por personas naturales inscritas en un registro público que la comisión llevará a ese efecto. La incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la comisión, la que deberá efectuar llamados públicos con tal propósito a lo menos  una vez cada dos años. Por acuerdo de la comisión se podrán efectuar concursos con una frecuencia mayor.


Asimismo, la comisión abrirá un registro de agencias de acreditación institucional, siguiendo un procedimiento igual al indicado en el inciso anterior.


Los pares evaluadores personas naturales que opten por inscribirse en el registro señalado deberán tener a lo menos diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero y poseer una trayectoria reconocida en su área de especialidad. Las agencias de acreditación institucional, por  su parte, deberán ser personas jurídicas, constituidas en Chile o en el extranjero con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales y certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en tales actividades.”.


La unanimidad de la Comisión estuvo por acoger la Indicación, en cuanto contribuye a esclarecer las condiciones que deberán reunir las agencias de evaluación institucional para desempeñarse en tal carácter.


No obstante, le introdujo enmiendas que persiguen dos finalidades esenciales:


- Por una parte, precisar que estas agencias están llamadas a intervenir en la evaluación de las instituciones que se sometan a acreditación, correspondiéndole a la Comisión Nacional de Acreditación la decisión relativa al otorgamiento de esta calificación.


- Por otra, atendido que las agencias de evaluación, en especial si son extranjeras, podrían no estar constituidas como personas jurídicas según las características y formalidades que la legislación chilena le atribuye a estos sujetos de derecho, pero considerando la importancia que tendrá la participación de estas entidades en el sistema desde el punto de vista del prestigio y confiabilidad que ganaría ante la comunidad internacional, estimó conveniente sustituir la alusión a “personas jurídicas” por otra a “entidades de probada idoneidad” en materia de acreditación institucional. La circunstancia de que la entidad sea o no persona jurídica no sería definitoria, a juicio de la Comisión, pues sería suficiente garantía para participar en el sistema contar con la autorización de la Comisión Nacional de Acreditación. Cabe destacar que similar acuerdo adoptó para efectuar idéntico reemplazo en el texto del proyecto cada vez que fuera necesario.


- Sometida a votación esta indicación, fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 340


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“El proceso de evaluación externa a que se refiere el inciso final del artículo 15, será realizado por la Comisión, contando para ello con la colaboración de pares evaluadores acreditados, designados para ese fin por la Comisión, en conformidad con las normas de este artículo.”.


- Sometida a votación, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 341


Del Honorable Senador señor Ríos, para reemplazar el inciso primero por el siguiente: 


"El proceso de evaluación será realizado por pares evaluadores designados para ese fin por la Comisión, en conformidad con las normas de este artículo.".


- Sometida a votación, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicaciones Nºs. 342 y 343


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, consultan anteponer, al inicio del artículo, lo siguiente: “Cuando la acreditadora sea la Comisión,”.


- Sometidas a votación, fueron rechazadas por los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 344


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar, en el inciso primero, la frase “designados para ese fin por la Comisión” por otra del siguiente tenor: “inscritos en el registro que lleva la Comisión”. 


- Sometida a votación, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami. El Honorable Senador señor Orpis votó a favor de su indicación.
Indicaciones Nºs. 345, 346 y 347


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para sustituir, en el inciso primero, el vocablo “Comisión” por la expresión “institución respectiva”.


- Sometidas a votación, fueron rechazadas por los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis. El Honorable Senador señor García votó a favor de su indicación.
Indicaciones Nºs. 348 y 349


De los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, y Moreno, respectivamente, para suprimir, en el inciso segundo, la expresión "o extranjeras".

- Sometidas a votación estas indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 350


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para sustituir, en su inciso segundo, la expresión “podrán efectuar concursos con una mayor periodicidad” por “podrá efectuar un concurso adicional en el período intermedio.”.


- Sometidas a votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 351


Del Honorable Senador señor Moreno, para agregar, al final del segundo inciso, lo siguiente: “La Comisión Nacional de Acreditación de Pregrado y la Comisión Nacional de Acreditación de Postgrado del Ministerio de Educación, serán consideradas como pares evaluadores en igualdad de condiciones a todas las demás instituciones incorporadas en el registro público.”.


- Fue retirada por su autor en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Indicación Nº 352


Del Honorable Senador señor Parra, para reemplazar, en el inciso tercero la conjunción “y” entre las palabras “educacionales” y “certificar” por una coma y el punto final por lo siguiente (sic): “y acompañar la nómina de pares evaluadores a través de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, 10 años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.”


- Sometida a votación fue aprobada, en los mismos términos en que lo había hecho la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicaciones Nºs. 353, 354, 355 y 356


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath; Martínez, y Parra, respectivamente, consultan suprimir el inciso cuarto.


- Sometidas a votación fueron rechazadas por los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis. El Honorable Senador señor García votó a favor de su indicación.
- - - 

Indicación Nº 357


Del Honorable Senador señor Boeninger, para intercalar, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso, nuevo: 


“Sin perjuicio de lo anterior, la comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de dos tercios de sus miembros.”.


La mayoría de la Comisión se mostró en desacuerdo con la proposición, fundada en que podría afectar la transparencia del sistema.


- Sometida a votación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores  García, Ominami y Orpis, y el voto favorable del Honorable Senador señor Boeninger.
- - - 

Indicación Nº 358


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para suprimir el inciso quinto.


- Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

Indicaciones Nºs. 359, 360 y 361


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para reemplazar los incisos quinto y sexto por el siguiente:


“La institución que se acredita designará a las personas naturales o jurídicas que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.”.


- Sometidas a votación fueron rechazadas con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, Ominami y Orpis. El Honorable Senador señor García votó a favor de su indicación.
Indicación Nº 362


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar, en el inciso quinto, la frase inicial que dice “La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita” por otra del siguiente tenor: “La institución designará”; y para eliminar la frase que va desde “Sin perjuicio de lo anterior” hasta el punto a parte. 


- Sometida a votación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami, y el voto favorable del Honorable Senador señor Orpis.
Indicación Nº 363


Del Honorable Senador señor Boeninger, para reemplazar la frase “que actuarán como evaluadores” (sic) por la siguiente: “que constituirán el comité de pares evaluadores.”.


- Sometida a votación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores García, Ominami y Orpis. El Honorable Senador señor Boeninger votó a favor de su indicación.
Indicación Nº 364


Del Honorable Senador señor Boeninger, para suprimir las dos oraciones finales, a partir de “En caso de no lograrse acuerdo...”.


- Sometida a votación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores García, Ominami y Orpis, y el voto a favor del Honorable Senador señor Boeninger.
Indicación Nº 365


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para suprimir el inciso sexto.


- Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis,
Indicación Nº 366


Del Honorable Senador señor Boeninger, para intercalar, en su inciso sexto, las palabras “persona jurídica”, lo siguiente: “agencia de acreditación institucional”.


- Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Ominami y Orpis. El Honorable Senador señor Boeninger votó a favor de su indicación.
Indicación Nº 367


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para sustituir, en el inciso sexto, la frase que dice “la Comisión designará de una terna propuesta por dicha institución” por la siguiente: “la institución designará”. 


- Sometida a votación fue rechazada con el voto de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Ominami, y el voto favorable del Honorable Senador señor Orpis.
Indicación Nº 368


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para suprimir el inciso séptimo.


- Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Indicación Nº 369


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para suprimir el inciso octavo.


- Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
- - - 

Indicación Nº 370


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para intercalar, a continuación del artículo 18, el siguiente, nuevo:


“Artículo.... .- Presentada una solicitud de acreditación voluntaria o en los casos en que ella deba efectuarse obligatoriamente, la Comisión designará las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo del artículo precedente. La institución tendrá derecho a vetar, por una vez, a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa. La lista de pares evaluadores quedará definitivamente fijada desde que la Comisión reemplace a aquellos rechazados o venciera el plazo para vetarlos sin que ello ocurra.


En caso que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una persona jurídica, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará una quina, pudiendo la entidad a ser acreditada, vetar hasta dos de aquéllas. De las tres o más que subsistan, la Comisión designará a una para llevar adelante el proceso.



En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.


Tratándose de pares evaluadores personas jurídicas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias.”.


- Sometida a votación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.

- - - 

Indicación N° 11 del Informe Complementario





Para incorporar en el artículo el siguiente inciso quinto:





“Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.”.

La Jefa de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación señaló que la indicación fue propuesta por el Honorable Senador señor Boeninger, con el objeto de establecer un sistema de inscripción automática para las agencias o pares evaluadores de reconocido prestigio.





La indicación N° 11 se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Artículo 30 que pasó a ser 31




Prescribe que en ningún caso la acreditación efectuada por una agencia autorizada, comprometerá la responsabilidad de la Comisión.





En el plazo especial abierto al efecto se formuló la indicación N° 547 bis), del Honorable Senador señor Fernández, que sustituye, en el inciso primero, la palabra “autorización” por “registro”.




- Esta indicación fue retirada por su autor en este informe.

Artículo 37 que pasó a ser 38

Señala las sanciones que se aplicarán por las infracciones al artículo anterior.

Indicación Nº 599


Del Honorable Senador señor Cantero, para suprimirlo.





- Sometida a votación la indicación N° 599, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Letra b)


Impone multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales.

Indicación Nº 600


Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminarla.


- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - - 

Indicaciones Nºs. 609, 610 y 611


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para agregar un inciso segundo del siguiente tenor:


“Cuando la infracción sea sancionada con la medida establecida en la letra b), la agencia podrá optar entre el pago de la multa o la suspensión de la autorización.”.


- Sometidas a votación las indicaciones N°s 609, 610 y 611, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
- - - 

Artículo 38 que pasó a ser 39




En su inciso primero, dispone que para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 36.





En su inciso segundo, aplica la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 36.





En su inciso tercero, aplica la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que les han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello. 





En su inciso cuarto, aplica la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas.  En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine.





En su inciso quinto, aplica la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.

Indicación Nº 612


Del Honorable Senador señor Cantero, para suprimirlo.





- Sometida a votación la indicación N° 612, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 613


Del Honorable Senador señor Fernández, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 38.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos por la ley, así como las obligaciones establecidas en el artículo 36.


Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las Agencias de Acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c) ,e) y f) del artículo 36.


Se aplicará la medida de multa a las Agencias de Acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que autorizaron su registro.


Se aplicará la medida de suspensión del registro a las Agencias de Acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas. En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender el registro, dentro de los plazos que ésta determine.


Se aplicará la medida de cancelación del registro en los casos en que las Agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión, o cuando las medidas adoptadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además se procederá a la aplicación de la medida de cancelación del registro en aquellos casos en que la Comisión constate que la Agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos en la ley.”.





- Sometida a votación la indicación N° 613, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Fernández votó a favor de su indicación.
Indicación Nº 614


Del Honorable Senador señor Ríos, para reemplazarlo por el siguiente:


"Artículo 38.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 30.

Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 30.


Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que les han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas. En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine.

Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.”.


- La indicación N° 614 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 615


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar, en todas las ocasiones que aparece la palabra “autorización”, por “registro”.





- Sometida a votación la indicación N° 615, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.

Indicación Nº 616


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para agregar, en el inciso primero, después de la frase “requisitos y condiciones de operación establecidos” la expresión “por la ley”. 





- Sometida a votación la indicación N° 616, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 617


Del Honorable Senador señor Canessa, para agregar en el inciso primero, después de la palabra “establecidos”, la frase “por la ley”.





- Sometida a votación la indicación N° 617, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 618


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para agregar, en su inciso segundo, a continuación de la palabra “acreditación” la expresión “o los pares evaluadores”.


- La indicación N° 618 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 619


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para intercalar, en su inciso tercero, a continuación de la palabra “acreditación”, la primera vez que ella figura, la expresión “o a los pares evaluadores”.


- Sometida a votación la indicación N° 619, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 620


Del Honorable Senador señor Canessa, para reemplazar, en el inciso segundo, la mención de las letras “c), e) y f)”, por una del siguiente tenor: “d) y e)”.


- La indicación N° 620 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 621


Del Honorable Senador señor Canessa, para sustituir el inciso tercero por el siguiente:


“Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que autoricen su registro. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello.”.





- Sometida a votación la indicación N° 621, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 622


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para agregar, en el inciso tercero, después de “agencia” la expresión “o por los pares evaluadores”.


- La indicación N° 622 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 623


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar, en el inciso tercero, la frase que dice “que le han sido aprobados” por otra que diga “fijados en la ley”. 





- Sometida a votación la indicación N° 623, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 624


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para eliminar, en el inciso tercero, la frase “de carreras y programas”.


- La indicación N° 624 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 625


Del Honorable Senador señor Canessa, para sustituir en el inciso cuarto, en la primera línea y en la última  frase, las palabras “de la autorización” por “del registro”.





- Sometida a votación la indicación N° 625, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 626


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para agregar, en su inciso cuarto, a continuación de la palabra autorización, la primera vez que ella figura, la frase “o de la inscripción en el registro, según el caso,”.





- Sometida a votación la indicación N° 626, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 627


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para intercalar, en su inciso cuarto, entre la palabra “acreditación” y “que” la expresión “o a los pares evaluadores”.


- Sometida a votación la indicación N° 627, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 628


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para agregar, en su inciso cuarto, a continuación de la palabra “autorización”, la segunda vez que ésta aparece, la frase “o de la inscripción en el registro, según el caso”.


- Sometida a votación la indicación N° 628, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 629


Del Honorable Senador señor Boeninger, para agregar, al final del inciso cuarto, lo siguiente: “como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión”.


- Sometida a votación la indicación N° 629, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 630


Del Honorable Senador señor Canessa, para sustituir el inciso quinto por el siguiente:


“Se aplicará la medida de concordancia del registro en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión o cuando las medidas adoptadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos en la ley.”.





- Sometida a votación la indicación N° 630, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 631


De los Honorables Senadores señores Núñez y Viera-Gallo, para reemplazar su inciso quinto por el siguiente:


“Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización o de la inscripción en el registro, según el  caso, cuando las agencias o los pares evaluadores no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o la inscripción o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización o de la inscripción en aquellos casos en que la Comisión constate que las agencias o los pares evaluadores han incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.”.


- Sometida a votación la indicación N° 631, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 632


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para reemplazar, en el inciso quinto, en las dos ocasiones que aparece, la frase “término autorizado de la inscripción” por “eliminación del registro”. 





- Sometida a votación la indicación N° 632, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Artículo 39 que pasó a ser 40




En su inciso primero, señala que en forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará  al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.


En su inciso segundo, dispone que de la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de cinco días contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de 30 días para resolver. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno, sin perjuicio de quedar siempre al resguardo las acciones judiciales que el afectado pudiere emprender.





En su inciso tercero, precisa que aplicada una multa deberá ser pagada en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.

Indicación Nº 633


Del Honorable Senador señor Cantero, para suprimirlo.


- Sometida a votación la indicación N° 633, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicaciones Nºs. 634 y 635


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, consultan sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 39.- En forma previa a la aplicación de la sanción, se notificará a la afectada de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contados desde la notificación de los cargos.


De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante el Consejo Superior de Educación dentro del plazo de diez días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. El referido Consejo tendrá un plazo de treinta días para resolver. La parte afectada podrá siempre recurrir de protección ante los tribunales ordinarios de justicia.


Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio de la sancionada, dentro del término de diez días contados desde la notificación de la resolución respectiva.”.





- Sometidas a votación las indicaciones N°s 634 y 635, fueron rechazadas con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami. El Honorable Senador señor Fernández votó a favor de su indicación.
Indicación Nº 636


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para agregar, después de la palabra “días”, las cuatro veces que aparece en el artículo, la palabra “hábiles”. 


- Sometida a votación la indicación N° 636, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 637


Del Honorable Senador señor Boeninger, para reemplazar, en el inciso segundo, las referencias a Consejo Superior de Educación por “la Comisión”, las dos veces que aparece.


- Sometida a votación la indicación N° 637, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 638


Del Honorable Senador señor Boeninger, para agregar al final del inciso segundo lo siguiente: “si se tratara de una sanción de término anticipado de la autorización, se podrá recurrir a procesos de mediación o arbitraje los que requerirán el acuerdo de la Comisión y de la agencia afectada, tanto en lo que respecta a las materias objeto del procedimiento elegido, como de la persona o personas encargadas de llevarlo a cabo.”.


- Sometida a votación la indicación N° 638, fue rechazada por los Honorables Senadores señores Fernández y Ominami, y el voto a favor del Honorable Senador señor Boeninger.
Indicación Nº 639


Del Honorable Senador señor Ríos, para eliminar el inciso final.


- La Comisión no se pronunció acerca de esta indicación, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Artículo 45





En su inciso primero, encarga a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado; y la acreditación de programas de postgrado.





En su inciso segundo, exige a la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.


En su inciso tercero, le exige, asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado y los programas de especialidad en el área de salud, acreditados en conformidad con esta ley.

Indicaciones Nºs. 711 y 712


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 45. Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información público que contenga las decisiones sobre acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomo; registro de las Agencias de Acreditación y la acreditación de programas de pregrado y de postgrado.


La Comisión y las Agencias Acreditadoras deberán mantener confidencialidad sobre la información proporcionada por las Instituciones de Educación Superior durante los procesos de acreditación. En el cumplimiento de esta obligación, deberán emplear todos los elementos técnicos disponibles para brindar seguridad y privacidad a la información aportada, lo que será exigible a todo el personal que trabaje en, o con, para dichas instituciones. Estarán obligadas, asimismo, a custodiar con celo toda la documentación recibida de manera de mantener la confidencialidad exigida.”.

Indicación Nº 713


De los Honorables Senadores señores Bombal, Coloma y Orpis, para sustituir el inciso primero por el siguiente: 


“Artículo 45.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones más relevantes que adopte en relación con el registro y sanciones de las agencias. El mismo sistema deberá informar las decisiones que adopten las agencias en relación a la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, de carreras y programas de pregrado y postgrado.”. 

- Las indicaciones Nºs 711, 712 y 713 fueron rechazadas. El acuerdo, en el caso de las indicaciones N°s 711 y 712, se adoptó con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami y el voto a favor del Honorable Senador señor Fernández. La indicación N° 713 se rechazó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicaciones Nºs. 714 y 715


De los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide, y Moreno, respectivamente, consultan suprimir, en el inciso primero, la expresión “más relevantes”.

- Sometidas a votación las indicaciones Nºs 714 y 715, se aprobaron por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami. 

- - - 

Indicación Nº 716


Del Honorable Senador señor Vega, para agregar el siguiente inciso final:


“La información que se tenga en el sistema de información pública deberá reunir las condiciones necesarias para resguardar la privacidad de las personas, el prestigio de la institución y una adecuada protección de los derechos de corrección, apelación o rectificación que se encuentren pendientes.”.


- La Comisión no se pronunció acerca de la indicación Nº 716, que fue retirada por su autor en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -

Artículo 50





Establece diversas medidas sancionadoras por la no entrega de la información requerida, su entrega incompleta o su inexactitud.

Letra b)





Contempla multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. Permite, en caso de reincidencia, duplicar la multa.

Indicación Nº 745


Del Honorable Senador señor Ríos, para reemplazarla por la siguiente:


“b) Amonestación pública”.


-. Sometida a votación la indicación Nº 745, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
Indicación Nº 746


Del Honorable Senador señor Parra, para reemplazar la expresión “duplicar” por “triplicar”.


-. Sometida a votación la indicación Nº 746, fue rechazada con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García y Orpis, quienes consideraron preferible mantener el texto aprobado en general, que en caso de reincidencia autoriza sólo a duplicar la multa. El Honorable Senador señor Ominami se pronunció a favor de la indicación.
- - - 

Indicación Nº 747


Del Honorable Senador señor Canessa, para agregar un nuevo inciso del siguiente tenor:


“De lo resuelto por la División de Educación Superior se podrá siempre recurrir de protección.”.


-. Sometida a votación la indicación Nº 747, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
- - - 

Artículo 51





En su inciso primero, exige en forma previa a la aplicación de una sanción, notificar al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.





En su inciso segundo, precisa que aplicada una multa deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.

- - - 

Indicaciones Nºs. 748, 749 y 750


De los Honorables Senadores señores Cordero, García y Romero; Horvath, y Martínez, respectivamente, para agregar un inciso tercero nuevo, del siguiente tenor:


“De la aplicación de la multa se podrá reclamar ante los Tribunales de Justicia, sin consignación previa, suspendiéndose el pago de la misma.”.


- Sometidas a votación las indicaciones Nºs 748, 749 y 750, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, Fernández y Ominami.
- - - 

Artículo 53





Introduce diversas enmiendas a la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

Numeral 3




Sustituye el inciso primero del artículo 35, por el siguiente: 





"Artículo 35.- La Secretaría Técnica tendrá una planta de personal compuesta por el Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación, cuatro profesionales, dos administrativos y un auxiliar.".

Indicaciones Nºs. 752 y 753


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, para suprimir, del inciso primero del artículo 35 que se sustituye, la frase: “el Secretario Ejecutivo de la Comisión Nacional de Acreditación”.





- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis, acordó suprimir el número 3 despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe. Por tanto, tuvo por aprobadas, con enmiendas, con igual votación, las indicaciones N°s 752 y 753.

Artículo 54





Dispone que el mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.

Indicaciones Nºs. 762 y 763


De los Honorables Senadores señores Canessa, y Fernández, respectivamente, consultan reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 54.- El gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado por la Comisión, con cargo a los dineros que ella recaude por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo trece y los ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle.”.


-. La Comisión no se pronunció acerca de las indicaciones N°s 762 y 763, que fueron declaradas inadmisibles por el Presidente de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.





- Cabe hacer presente que el Honorable Senador señor Fernández, en atención a lo propuesto en la indicación N° 260 bis, de su autoría, formulada al artículo 14, votó en contra del artículo 54 en los términos en que fue despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, por lo que este último precepto fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Boeninger y Ominami, y el voto en contra del Honorable Senador señor Fernández.

- - -

FINANCIAMIENTO





El informe financiero emanado de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 17 de octubre de 2005, señala:





“Con relación al mayor gasto fiscal que signifique la aplicación de este proyecto de ley, se puede señalar los siguiente:





1.- El proyecto de ley, en su Capítulo II contempla las funciones de Acreditación Institucional y Acreditación de Carreras y Programas de Educación Superior.





2.- Con tal objeto se crea la Comisión Nacional de Acreditación, cuyos integrantes tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión a que asistan, la cual podrá ascender a 4 UTM, con un máximo de 25 UTM por mes. Dicha dieta es incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834, Estatuto Administrativo.





3.- Asimismo el proyecto de ley, en su Artículo 11, contempla la posibilidad de crear Comités Consultivos de Expertos los que tendrán derecho a una dieta por sesión a que asistan que podrá ascender a 2 UTM, con un máximo de 16 UTM por mes, con la misma incompatibilidad señalada en el párrafo anterior.





4.- En el artículo 10 se crea también una Secretaría Ejecutiva, que llevará a cabo las iniciativas que acuerde la Comisión.





5.- El Artículo Final establece que el mayor gasto que signifique la aplicación del Capítulo II, será financiado con los recursos que se recauden de los cobros a las instituciones de educación superior, por los aranceles que establece el Artículo 13 del proyecto de ley, y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos. Para el año 2006, el proyecto de Ley de Presupuestos contempla $ 794.233 miles, monto que en los años futuros debiera disminuir, en la medida que las instituciones de educación superior paguen los aranceles antes señalados.





6.- El Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, a que se refiere el Capítulo III del Proyecto, será una responsabilidad del Ministerio del Interior, cuyas actividades se financiarán con los recursos que le sean asignados cada año a la División de Educación Superior.”. 





En consecuencia, las normas del proyecto no causarán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

MODIFICACIONES


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo 10


Sustituir, en su inciso segundo, la palabra “Administrativa” por el vocablo “Ejecutiva”.

(Indicación N° 7 del Informe Complementario y Artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 3x0).

Artículo 50


Reemplazar, en el literal b), el vocablo “triplicar”, por la palabra “duplicar”.

(Indicación N° 746. Mayoría 3x1).

Artículo 53


Suprimir el número 3, pasando los actuales numerales 4 a 27 a ser números 3 a 26, respectivamente, sin enmiendas.

(Indicaciones N°s 752 y 753, y artículo 121 del Reglamento del Senado. Unanimidad 4x0).

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones que se han señalado, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:

"Capítulo I

Del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior

Título I

Normas Generales





Artículo 1º.- El sistema de aseguramiento de la calidad de la Educación Superior comprenderá las funciones de información, el licenciamiento de instituciones nuevas y la acreditación institucional y de carreras o programas, tanto de pregrado como de postgrado.





a) La información tendrá por objeto la identificación, recolección y difusión de los antecedentes necesarios para la gestión del sistema y la información pública.





b) El licenciamiento, el que se realizará en conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.





c) La acreditación institucional, consistente en el proceso de análisis de los mecanismos existentes al interior de las instituciones autónomas de educación superior para asegurar su calidad, considerando tanto la existencia de dichos mecanismos, como su aplicación y resultados.





d) La acreditación de carreras o programas, referida al proceso de verificación de la calidad de las carreras o programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de sus propósitos declarados y de los criterios establecidos por las respectivas comunidades académicas y profesionales.





Artículo 2º.- El licenciamiento de instituciones nuevas de educación superior, corresponde al Consejo Superior de Educación o al Ministerio de Educación, si procediere, en conformidad con las normas de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza.





La información pública y la acreditación institucional y de carreras o programas son reguladas en la presente ley.

TÍTULO II

Del Comité de Coordinación





Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior será coordinado por un comité integrado por:

a) El Vicepresidente del Consejo Superior de Educación;

b) El Presidente de la Comisión Nacional de Acreditación, y

c) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación.


Corresponderá al Secretario Ejecutivo del Consejo Superior de Educación actuar como secretario de este comité.





Artículo 4º.- Con el objeto de cautelar el funcionamiento armónico del sistema de aseguramiento de la calidad de la educación superior, corresponderá al Comité la coordinación de los distintos organismos que integran este sistema, sin perjuicio de las atribuciones que las demás leyes concedan a cada uno de los organismos que lo componen.





El reglamento de la ley definirá la forma de funcionamiento del Comité Coordinador.
Capítulo II

De las funciones de acreditación institucional y de acreditación de carreras y programas

Título I

De la Comisión Nacional de Acreditación

Párrafo 1º

De la Comisión





Artículo 5º.- Créase la Comisión Nacional de Acreditación, en adelante la Comisión, organismo autónomo que gozará de personalidad jurídica y patrimonio propio cuya función será verificar y promover la calidad de las Universidades, Institutos Profesionales y Centros de Formación Técnica autónomos, y de las carreras y programas que ellos ofrecen.





La Comisión Nacional de Acreditación, en el desempeño de sus funciones, gozará de autonomía y se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación.





Artículo 6º.-  La Comisión Nacional de Acreditación estará integrada de la siguiente forma:

a) Un académico de reconocida trayectoria designado por el Presidente de la República, quien la presidirá;

b) Tres académicos universitarios, que en su conjunto y de acuerdo a su experiencia y grados académicos, sean representativos de los ámbitos de gestión institucional, docencia de pregrado y formación de postgrado, incluyendo, en este último caso, al nivel de doctorado, designados por el Consejo de Rectores de las Universidades Chilenas. De ellos, a lo menos uno deberá estar vinculado a alguna universidad de una región distinta a la Metropolitana;

c) Dos académicos universitarios con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación de pregrado y/o postgrado, designados por los rectores de las universidades privadas autónomas que no reciben el aporte fiscal establecido en el artículo 1°, del decreto con fuerza de ley N° 4, de 1981, del Ministerio de Educación, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

d) Un docente con amplia trayectoria en gestión institucional o en formación profesional no universitaria, designado por los rectores de los institutos profesionales que gocen de plena autonomía, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

e) Un docente con amplia trayectoria en gestión de instituciones de nivel técnico o en formación técnica, designado por los rectores de los centros de formación técnica autónomos, en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

f) Dos académicos con amplia trayectoria en investigación científica o tecnológica, designados por la Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica, CONICYT;

g) El Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación;

h) Dos figuras destacadas, una del sector productivo nacional y, la otra, miembro de una asociación profesional o disciplinaria del país, que serán designados por los miembros de la Comisión señalados en las letras precedentes;
i) Dos representantes estudiantiles de instituciones de educación superior autónomas acreditadas, debiendo uno de ellos pertenecer a una institución regional y el otro a una institución metropolitana. Los representantes de los estudiantes deberán pertenecer a los dos últimos años de su carrera y encontrarse dentro del 5% de los alumnos de mejor rendimiento de su generación, durarán dos años en sus cargos. Los representantes de los estudiantes serán elegidos por las Federaciones de Estudiantes en reunión convocada por el Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, y

j) El Secretario Ejecutivo, que tendrá sólo derecho a voz.





Los integrantes de la Comisión señalados en las letras a), b), c), d), e), f) y h), durarán cuatro años en sus cargos, y podrán ser designados nuevamente por una sola vez. La renovación de tales integrantes se realizará cada dos años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento de la ley.





Los miembros de la Comisión no actuarán en representación de las entidades que concurrieron a su designación.





Las vacantes que se produzcan serán llenadas dentro de los 30 días siguientes de producida la vacancia, siguiendo el mismo procedimiento indicado precedentemente. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del miembro reemplazado. Son inhábiles para integrar la Comisión aquellas personas que desempeñen funciones directivas superiores en alguna institución de educación superior.





La Comisión designará de entre los integrantes señalados en las letras b), c), d), e), f) y h) un Vicepresidente que subrogará al Presidente en caso de ausencia y que permanecerá dos años en esa calidad, pudiendo ser reelegido.





Para sesionar, la Comisión requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros y sus acuerdos se adoptarán por mayoría absoluta de los integrantes presentes. En caso de producirse un empate, se tomará una segunda votación. De persistir el empate, corresponderá al Presidente el voto dirimente para resolver la materia. La Comisión deberá celebrar, como mínimo, dos sesiones al mes.





Los miembros de la Comisión que se encuentren vinculados con alguna institución de educación superior, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella, se encontrarán inhabilitados para participar en las discusiones y votaciones que se refieran a la respectiva institución.





Asimismo, serán incompatibles aquellas actividades de los miembros de la Comisión que impliquen una relación laboral o la participación en juntas directivas o consultivas, cualquiera sea su denominación, de las Instituciones de Educación Superior sujetas a los procesos de Acreditación regulados en la presente ley. Esta incompatibilidad subsistirá hasta seis meses después de haber cesado en sus funciones en la Comisión.





Del mismo modo, será incompatible el cargo de miembro de la Comisión con la participación en una agencia acreditadora, ya sea en cuanto a su propiedad, intereses patrimoniales o desarrollen labores remuneradas en ella.





Todo miembro de la Comisión respecto del cual se configure algún tipo de inhabilidad o se produzca algún hecho que le reste imparcialidad deberá informarlo de inmediato al Secretario de la Comisión, quien procederá a dejar constancia en actas de las inhabilidades cuando éstas concurran. Deberá, asimismo, comunicarlo a los demás integrantes de la Comisión, absteniéndose en el acto de conocer del asunto.





Anualmente, los miembros de la Comisión deberán hacer una declaración de intereses, sin perjuicio de la obligación de informar en cualquier momento de todo cambio de circunstancias que puedan restarles imparcialidad.





Toda decisión o pronunciamiento que la Comisión adopte con participación de un miembro respecto del cual existía alguna causal de inhabilidad deberá ser revisado por la Comisión, pudiendo además ser impugnado dentro de un plazo de 6 meses contados desde que éste fue emitido.





Los miembros de la Comisión respecto de los cuales se haya verificado alguna de las incompatibilidades antes descritas sin que se hubieren inhabilitado como corresponda serán suspendidos en su cargo y no podrán cumplir funciones similares en la Comisión por un período de 5 años.





Las inhabilidades descritas en los incisos precedentes serán aplicables también a los miembros de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, a los integrantes de los Comités Consultivos y a los pares evaluadores.





Los miembros de la Comisión, así como los miembros de la Secretaría Ejecutiva o de los Comités Consultivos, deberán guardar reserva de toda la información obtenida directa o indirectamente en virtud de sus cargos, la que sólo podrá ser divulgada de acuerdo a los procedimientos y fines contemplados en la presente ley.





Los integrantes de la Comisión tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 4 unidades tributarias mensuales con un máximo de 25 unidades tributarias mensuales por mes, conforme a las normas del reglamento interno de la Comisión. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la ley N° 18.834. 





Artículo 7º.- Corresponderán a la Comisión las siguientes funciones:

a) Pronunciarse sobre la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos, en cuya verificación haya participado;

b) Pronunciarse acerca de las solicitudes de autorización que le presenten las agencias encargadas de la acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidad en el área de la salud, y supervigilar su funcionamiento;

c) Pronunciarse sobre la acreditación de programas de Doctorado de las Universidades Autónomas;

d) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de Magíster y de programas de especialidad en el área de la salud de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 44 de la presente ley;

e) Pronunciarse sobre la acreditación de los programas de pregrado de las instituciones autónomas, en el caso previsto en el artículo 29 de la presente ley;

f) Informar al Ministerio de Educación en todos aquellos casos en que, como resultado del proceso de acreditación, la Comisión tome conocimiento de que una institución, carrera o programa evaluado presenta deficiencia que podría constituir alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda;

g) Mantener sistemas de información pública que contengan las decisiones relevantes relativas a los procesos de acreditación y autorización a su cargo;

h) Dar respuesta a los requerimientos efectuados por el Ministerio de Educación, y

i) Desarrollar toda otra actividad necesaria para el cumplimiento de sus funciones.





Artículo 8-º.- Serán atribuciones de la Comisión:
a) Fijar criterios de evaluación para los procesos regulados en el presente capítulo, protegiendo el carácter autónomo de las instituciones de educación superior y sus respectivos proyectos académicos, y revisarlos periódicamente, de acuerdo a lo establecido en el artículo 11;

b) Designar al Secretario Ejecutivo, el que permanecerá en su cargo mientras cuente con la confianza de la Comisión;

c) Disponer la creación de comités consultivos en todos aquellos casos en que sea necesaria la asesoría de expertos para el adecuado cumplimiento de sus funciones y designar sus integrantes, determinando su organización y condiciones de funcionamiento;

d) Impartir instrucciones de carácter general a las instituciones de educación superior, sobre la forma y oportunidad en que deberán informar al público respecto de las distintas acreditaciones que le hayan sido otorgadas, que no detenten o que le hayan sido dejadas sin efecto;

e) Conocer de las apelaciones que presenten las instituciones de educación superior respecto de los pronunciamientos de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado, programas de Magíster y programas de especialidades en el área de la salud;

f) Encomendar la ejecución de acciones o servicios a personas o instituciones públicas o privadas, para el debido cumplimiento de sus funciones;

g) Celebrar contratos, con personas naturales o jurídicas, para el desempeño de  las tareas o funciones, que le encomiende la ley;

h) Establecer anualmente los montos de los aranceles que se cobrarán en conformidad con el artículo 13;

i) Establecer su reglamento interno de funcionamiento;

j) Aplicar las sanciones que establece la ley, y

k) Desarrollar toda otra actividad que diga relación con sus objetivos.

Párrafo 2º
De la estructura interna y funcionamiento de la Comisión




Artículo 9°.- Existirá un Secretario Ejecutivo, que será el ministro de fe de la Comisión, correspondiéndole, además, desempeñar las siguientes funciones:

a) Ejercer las funciones de administración del personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión;

b) Coordinar el trabajo de los comités ejecutivos;

c) Cumplir los acuerdos que la Comisión adopte pudiendo, para estos efectos, celebrar los actos y contratos que sean necesarios, y

d) Contratar personal para la Secretaría Ejecutiva, a honorarios o a contrata, cuando el cumplimiento de  las funciones de la Comisión así lo requiera.





Artículo 10.- La Comisión contará con una Secretaría Ejecutiva, dirigida por el Secretario Ejecutivo, cuya función será apoyar el desarrollo de los procesos que la ley encomienda a la Comisión.





El personal de la Secretaría Ejecutiva de la Comisión, incluido su Secretario Ejecutivo, se regirá por la legislación común.





Artículo 11.- La Comisión dispondrá la creación de a lo menos 3 comités consultivos que la asesorarán en la implementación y desarrollo de los procesos de evaluación previstos en esta ley y, especialmente, en la definición y revisión de criterios de evaluación y procedimientos específicos, así como en las demás materias en que ésta lo estime necesario. Deberá constituirse, a lo menos, un comité para la acreditación institucional, uno para la acreditación de carreras y programas de pregrado y uno para la acreditación de carreras y programas de postgrado.





Tales comités consultivos serán grupos de expertos, nacionales o extranjeros, a quienes les corresponderá analizar la información que se les proporcione en el ámbito de sus competencias y presentar a la Comisión propuestas fundadas para su pronunciamiento. Las proposiciones y recomendaciones que formulen los comités consultivos no serán vinculantes para la Comisión, aunque constituirán un antecedente importante que ésta considerará especialmente al tiempo de adoptar sus acuerdos.





Cada comité consultivo estará integrado por un número de miembros no inferior a cinco ni superior a quince, debiendo sus integrantes ser designados por medio de un concurso público de antecedentes. Los miembros designados deberán cumplir con los mismos requisitos que fija esta ley para los pares evaluadores y durarán cuatro años en esta función, pudiendo ser removidos de manera anticipada, mediante resolución fundada de la Comisión.





Los integrantes de los comités consultivos tendrán derecho a gozar de una dieta por sesión que asistan, que podrá ascender hasta 2 unidades tributarias mensuales con un máximo de 16 unidades tributarias mensuales por mes. Esta asignación será incompatible con toda otra remuneración de carácter público para el personal regido por la Ley N° 18.834.





Corresponderá a la Comisión reglamentar la forma y condiciones de funcionamiento de cada comité consultivo.





En todo caso, los comités funcionarán sólo por el período que sea necesario para el adecuado cumplimiento de las tareas encomendadas por la Comisión, y sus actas serán públicas.

Párrafo 3

Del Patrimonio





Artículo 12. El patrimonio de la Comisión estará formado por:

a) Los recursos que aporte la Ley de Presupuestos u otras leyes especiales;

b) Los aranceles que perciba de acuerdo a esta ley;

c) Los aportes, transferencias, subvenciones que reciba de personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras;

d) Los bienes que adquiera a cualquier título y las rentas y frutos  provenientes de éstos;

e) Los ingresos que perciba por prestación de servicios, y

f) Las donaciones que se le hagan, las que estarán  exentas del trámite de insinuación y las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Estos aportes estarán exento de toda contribución o impuesto de cualquier naturaleza.

La Comisión tendrá uso, goce y disposición de los bienes muebles e inmuebles  que les sean destinados para su buen funcionamiento.





Artículo 13.- Anualmente, la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda fijará los montos de los aranceles que se cobrarán por el desarrollo de los procesos establecidos en esta ley. Dichos aranceles podrán pagarse hasta en diez mensualidades y constituirán ingresos propios de la Comisión.





En el caso de los procesos de acreditación institucional que sean realizados a través de pares evaluadores personas jurídicas, el mencionado arancel estará compuesto por el valor del honorario de dicha persona jurídica, más un monto fijo por gastos de administración que se determinará anualmente, mediante resolución de la Comisión, la que se publicará en un diario de circulación nacional.

TÍTULO II

De la acreditación institucional





Artículo 14.- Las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos se someterán a procesos de acreditación institucional ante la Comisión, los que tendrán por objeto evaluar el cumplimiento de su proyecto institucional, en especial su capacidad de expansión y diversificación futuras y verificar la existencia de mecanismos eficaces de autorregulación y de aseguramiento de la calidad al interior de las instituciones de educación superior, y propender al fortalecimiento de su capacidad de autorregulación y al mejoramiento continuo de su calidad.

El proceso de acreditación será obligatorio y, en su desarrollo, la Comisión deberá tener en especial consideración la autonomía de cada institución. En todo caso, las instituciones de educación superior deberán reconocer y respetar siempre los principios de pluralismo, tolerancia, libertad de pensamiento y de expresión, libertad de asociación y participación de sus miembros en la vida institucional, dentro de los límites establecidos por la Constitución Política de la República y las leyes. 





Artículo 15. El desarrollo de los procesos de acreditación institucional deberá, en todo caso, considerar las siguientes etapas:





a) Autoevaluación interna. Consiste en un proceso analítico que consulta diferentes fuentes, tanto internas como externas a la institución, que identificando los mecanismos de autorregulación existentes y las fortalezas y debilidades de la institución con relación a ellos, busca verificar el cumplimiento oportuno y satisfactorio de los objetivos y propósitos definidos en su misión y fines institucionales.





b) Evaluación Externa. Consiste en un proceso tendiente a certificar que la institución  cuenta con las condiciones necesarias para asegurar un avance sistemático hacia el logro de sus propósitos declarados, a partir de la evaluación de las políticas y mecanismos de autorregulación vigentes en ella.





c) Pronunciamiento de la Comisión. Consiste en el juicio emitido por la Comisión en base a la ponderación de los antecedentes recabados, mediante el cual se determina acreditar o no acreditar a la institución, en virtud de la existencia y nivel de desarrollo de sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad.





En todo caso, en el proceso de acreditación institucional, las instituciones deberán facilitar la participación de las organizaciones estudiantiles y de funcionarios en autoevaluación, garantizándoles, además, el pleno acceso a toda la información que se genere en las etapas de la evaluación externa y en el pronunciamiento de la Comisión.





El reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos específicos para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional.





Artículo 16.- La acreditación institucional se realizará en funciones específicas de la actividad de las instituciones de educación superior. Las entidades que se presenten al proceso deberán acreditarse siempre en los ámbitos de docencia de pregrado y gestión institucional.




Adicionalmente, las instituciones podrán optar por la acreditación de otras áreas, tales como la investigación, la docencia de postgrado, y la vinculación con el medio.




Un reglamento de la Comisión de Acreditación determinará  el contenido de cada una de las áreas y los elementos que serán objeto de evaluación en cada una de ellas.




Artículo 17.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para el desarrollo de los procesos de acreditación institucional, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación institucional. 





Dichos criterios sólo podrán considerar las siguientes exigencias, y no se podrán exigir requisitos adicionales:

1.- La institución debe contar con políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad referidos a las funciones que le son propias, implementarlas sistemáticamente y aplicar los resultados en su desarrollo institucional. Para estos efectos:

a) Debe contar con propósitos y fines institucionales claros que orientan adecuadamente su desarrollo y con políticas y mecanismos formales y eficientes que velen por el cumplimiento de los propósitos declarados en su misión institucional.

b) Debe demostrar que sus políticas y mecanismos de aseguramiento de la calidad se aplican sistemáticamente en los diversos niveles institucionales de manera eficiente y eficaz.

c) Debe evidenciar  resultados concordantes con los propósitos institucionales declarados y cautelados mediante las políticas y mecanismos de autorregulación.

d) Debe demostrar que tiene capacidad para efectuar los ajustes y cambios necesarios para mejorar su calidad y avanzar consistentemente hacia el logro de sus propósitos declarados.

2.- La gestión estratégica institucional debe realizarse sobre la base de la misión declarada, de modo tal de resguardar el cumplimiento de los propósitos institucionales. Para ello, la institución debe contar con adecuados mecanismos de evaluación, planificación y seguimiento de las acciones planificadas. La gestión estratégica debe considerar, a lo menos, los siguientes aspectos:

a) Diagnóstico estratégico de la institución, tomando en consideración elementos internos y externos.

b) Establecimiento de prioridades institucionales a mediano y largo plazo.

c) Traducción de esas prioridades a la formulación y puesta en práctica de planes de desarrollo.

d) Verificación del grado de avance hacia las metas establecidas.

e) Utilización de los resultados de la verificación para ajustar metas, acciones y recursos. 

f) Capacidad de análisis institucional y de manejo de información para la gestión.

3.- La gestión de la docencia de pregrado debe realizarse mediante políticas y mecanismos que resguarden un nivel satisfactorio de la docencia impartida. Estos deben referirse, al menos, al diseño y provisión de carreras y programas, en todas las sedes de la institución, al proceso de enseñanza, a las calificaciones y dedicación del personal docente, a los recursos materiales, instalaciones e infraestructura, a la progresión de los estudiantes y al seguimiento de egresados. 





Adicionalmente, la institución podrá acreditar también que cuenta con políticas y mecanismos para asegurar el cumplimiento de sus propósitos en otras funciones institucionales, tales como la investigación, el postgrado, la vinculación con el medio o la infraestructura y recursos, entre otras. Para tales efectos, debe garantizar que cuenta con políticas institucionales claramente definidas, una organización apropiada para llevarlas a cabo, personal debidamente calificado y con dedicación académica suficiente, recursos materiales, de infraestructura e instalaciones apropiados y, finalmente, demostrar que el desarrollo de las funciones sometidas a la acreditación conducen a resultados de calidad.

Artículo 18.- El proceso de evaluación externa a que se refiere el artículo 15, inciso primero, letra b) será realizado por comités de pares evaluadores personas naturales o por entidades probadamente idóneas, en adelante agencias de evaluación institucional, que se designarán en conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.




Los comités de pares evaluadores serán integrados por personas naturales inscritas en un registro público que la comisión llevará a ese efecto. La incorporación a dicho registro se realizará por medio de la presentación de antecedentes ante la comisión, la que deberá efectuar llamados públicos con tal propósito a lo menos  una vez cada dos años. Por acuerdo de la comisión se podrán efectuar concursos con una frecuencia mayor.




Asimismo, la comisión abrirá un registro de agencias de evaluación institucional, siguiendo un procedimiento igual al indicado en el inciso anterior.





Los pares evaluadores personas naturales que opten por inscribirse en el registro señalado deberán tener a lo menos diez años de ejercicio académico o profesional en el país o en el extranjero y poseer una trayectoria reconocida en su área de especialidad. Las agencias de evaluación institucional, por su parte, deberán ser entidades probadamente idóneas, constituidas en Chile o en el extranjero con el objeto de realizar estudios, investigaciones o servicios de consultoría sobre temas educacionales, certificar, a lo menos, cinco años de experiencia en tales actividades y acompañar la nómina de pares evaluadores por medio de los cuales cumplirá su cometido, los que deberán tener, a lo menos, diez años de ejercicio académico o profesional y gozar de reconocimiento en su área de especialidad.




Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá inscribir directamente en los registros establecidos en los incisos anteriores a pares evaluadores o agencias de acreditación institucional de reconocido prestigio, por acuerdo de los dos tercios de sus miembros.





Las entidades probadamente idóneas a que se refiere el presente artículo podrán acreditar la experiencia exigida en el inciso anterior, cuando sean conformadas, a lo menos, por tres académicos o profesionales que demuestren cumplir con las exigencias establecidas para los pares evaluadores personas naturales.





La Comisión designará, en consulta con la institución que se acredita, a las personas naturales que actuarán como pares evaluadores en un determinado proceso de acreditación institucional, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo.  Sin perjuicio de lo anterior, la institución a ser evaluada tendrá derecho a vetar a uno o más de los pares propuestos, sin expresión de causa, hasta por tres veces.  En caso de no lograrse acuerdo entre la Comisión y la institución de educación superior, la Comisión solicitará un pronunciamiento al Consejo Superior de Educación, entidad que determinará la composición definitiva de la comisión de pares evaluadores.  La designación de pares evaluadores por parte del Consejo Superior de Educación será inapelable.





En el caso de que la institución de educación superior opte por ser evaluada por una entidad probadamente idónea, de entre aquellas que figuren en el registro establecido en el inciso segundo, la Comisión designará de una terna  propuesta por dicha institución, a la entidad probadamente idónea que actuará como par evaluador en ese determinado proceso de acreditación institucional.





En todo caso, los pares evaluadores no podrán realizar evaluaciones en aquellas instituciones de educación superior con las que mantengan algún tipo de relación contractual, directiva o de propiedad, como tampoco en aquellas con las que hubiesen tenido alguno de estos vínculos, hasta transcurrido dos años desde que él hubiese terminado.





Tratándose de pares evaluadores que sean entidades probadamente idóneas, éstas no podrán tener con las instituciones de educación superior a ser evaluadas, ninguna de las relaciones descritas en los artículos 96, 97, 98, 99 y 100 de la ley Nº 18.045. Para estos efectos serán aplicables dichas normas también a las corporaciones universitarias. 





Artículo 19.- La acreditación institucional se otorgará por un plazo de siete años a la institución de educación superior evaluada que, considerando el informe emitido por los pares evaluadores, cumpla sustancialmente y en un nivel de excelencia con los criterios de evaluación establecidos en los artículos 14 a 17 de esta ley. 




Si la institución evaluada no cumple íntegramente con dichos criterios, pero presenta un nivel de cumplimiento bueno o muy bueno, la Comisión podrá acreditarla por un período inferior, de acuerdo al grado de adecuación a los criterios de evaluación  que, a su juicio, ésta presente.





En los casos indicados en el inciso anterior, la Comisión formulará las observaciones derivadas del proceso de evaluación, las que deberán ser subsanadas por la institución de educación superior respectiva, antes del término del período de acreditación otorgado. El cumplimiento de lo dispuesto en este inciso será especialmente considerado por la Comisión en el siguiente proceso de acreditación. 





Artículo 20.- En el caso que la Comisión rechazare el informe presentado por los comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional, la institución podrá solicitar, dentro del plazo de 15 días contado desde la fecha de notificación del primer informe, la realización de una nueva evaluación por comité de pares evaluadores o agencia de acreditación institucional distintos, designados en conformidad con lo establecido en el artículo 18. 





Artículo 21.- Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es aceptable, la Comisión no otorgará la acreditación y formulará las observaciones pertinentes. El siguiente proceso de evaluación considerará especialmente dichas observaciones y las medidas adoptadas por la institución para subsanarlas. 





En todo caso, y sin perjuicio de lo señalado en el artículo 20 la institución no podrá someterse a un nuevo proceso de acreditación antes del plazo de dos años, contado desde el pronunciamiento negativo de la Comisión.





Artículo 22.- La institución de educación superior afectada por una decisión negativa de la Comisión, adoptada en conformidad a los artículos anteriores, podrá presentar un recurso de reposición ante la propia Comisión dentro del plazo de quince días hábiles.





La Comisión deberá pronunciarse sobre dicho recurso previo informe de un Comité asesor de acreditación de pregrado en un plazo de 30 días hábiles, contados desde la presentación del recurso. El eventual rechazo de dicho recurso deberá tomarse por acuerdo fundado de la comisión con el voto favorable de la mayoría absoluta de sus miembros.




Artículo 23.- Si como resultado del proceso de acreditación, la Comisión toma conocimiento de que la institución evaluada ha incurrido en alguna de las situaciones contempladas en los artículos 53, 63 ó 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, según corresponda, deberá poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio de Educación a fin de que este organismo proceda en conformidad con lo dispuesto en dichas normas.





Artículo 24.- Durante la vigencia de la acreditación, las instituciones deberán informar a la Comisión, acompañando un informe de autoevaluación, respecto de los cambios significativos que se produzcan en su estructura o funcionamiento, tales como apertura de carreras en nuevas áreas del conocimiento, establecimiento de nuevas  sedes institucionales, desarrollo de nuevas modalidades de enseñanza, y cambios sustanciales en la propiedad, dirección o administración de una institución.

TÍTULO III

De la acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado

Párrafo 1º

Del objeto de la acreditación




Artículo 25.- La acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del presente título.





Dicha acreditación tendrá por objeto certificar la calidad de las carreras y los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparte y los estándares nacionales e internacionales de cada profesión o disciplina y en función del respectivo proyecto de desarrollo académico.





La opción por los procesos de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado será obligatoria y, en el desarrollo de los mismos, las agencias autorizadas y la Comisión deberán cautelar la autonomía de cada institución.





Artículo 26.- El proceso de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se realizará, sobre la base de dos parámetros de evaluación:

a) El perfil de egreso de la respectiva carrera o programa. 

La definición del perfil de egreso deberá considerar, por una parte, el estado de desarrollo  y actualización de los fundamentos científicos, disciplinarios o tecnológicos que subyacen a la formación que se propone entregar y, por la otra, las orientaciones fundamentales provenientes de la declaración de misión y los propósitos y fines de la institución.

b) El conjunto de recursos y procesos mínimos que permiten asegurar el cumplimiento del perfil de egreso definido para la respectiva carrera o programa. De esta forma, la estructura curricular, los recursos humanos, los elementos de apoyo  a la enseñanza y el aprendizaje, la modalidad de enseñanza y los aspectos pedagógicos, la infraestructura y los recursos físicos deben ordenarse en función del logro de dicho perfil.





Artículo 27.- Las agencias acreditadoras que, en el cumplimiento de sus funciones, tomen conocimiento de que en una determinada carrera o programa se han producido situaciones que pueden ser constitutivas de alguna de las causales señaladas en los artículos 53, 63 y 70 de la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza, deberán poner los antecedentes respectivos en conocimiento del Ministerio de Educación, a  fin de que dicho organismo proceda de acuerdo con lo dispuesto en dichas normas.




Artículo 28.- Las instituciones de educación superior podrán apelar a la Comisión de las decisiones de acreditación que adopten las agencias autorizadas. Esta apelación deberá presentarse dentro del plazo de 30 días contados desde la fecha de comunicación de la decisión de acreditación recurrida. La Comisión se pronunciará, por resolución fundada, dentro de un plazo de 30 días contados desde la fecha de presentación del recurso.




Artículo 29.- En los casos en que no exista ninguna agencia autorizada para acreditar carreras profesionales o técnicas o programas de pregrado y postgrado en una determinada área del conocimiento, a solicitud de una institución de educación superior, corresponderá a la Comisión, con consulta previa no vinculante a dicha institución, proceder a designar un comité de pares evaluadores integrado por no menos de 5 miembros, elegidos de entre profesionales y académicos, nacionales o extranjeros, de reconocido prestigio en el área correspondiente, no vinculados directa ni indirectamente a la institución solicitante ni afectos a alguna otra causal de inhabilidad, en el marco de lo establecido en el artículo 25, inciso segundo.




En este caso particular, la institución podrá, en caso de una decisión desfavorable, presentar un recurso fundado ante la propia Comisión, dentro del plazo de treinta días. La Comisión resolverá en un plazo de treinta días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.


Artículo 30.- La acreditación de programas o carreras de pregrado y postgrado estará  precedida de una autoevaluación que la institución solicitante pondrá a disposición de la agencia acreditadora antes de que ésta inicie su labor.





Artículo 31.- La acreditación en la que no tenga participación la Comisión, no comprometerá la responsabilidad de la misma.

Párrafo 2º

De la autorización y supervisión de las agencias de acreditación





Artículo 32.- Corresponderá a la Comisión autorizar y supervisar el adecuado funcionamiento de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado, sobre la base de los requisitos y condiciones de operación que fije, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de pregrado y postgrado. Tales requisitos y condiciones de operación considerarán, al menos, los siguientes elementos:

a) La definición explícita por parte de la agencia  de sus objetivos, en consideración al contexto cultural e histórico en que se desempeña. El aseguramiento de la calidad debe ser una  actividad central de la agencia, y sus propósitos deben expresarse en políticas claras y en un plan de gestión definido.

b) La existencia y aplicación de mecanismos apropiados para garantizar la independencia de sus juicios y la de los evaluadores con los que trabaja.

c) La idoneidad de sus recursos, tanto humanos como financieros, de acuerdo a las tareas que realiza.

d) La existencia y aplicación de criterios de evaluación que sean equivalentes, en lo sustancial, a los que defina la Comisión.

e) La existencia y aplicación de procedimientos que sean replicables y verificables, y que contemplen, a lo menos, una instancia de auto evaluación y otra de evaluación externa.

f) Mecanismos de publicidad y transparencia de los criterios y procedimientos de evaluación, los cuales deberán ser conocidos por las instituciones y garantizar un trato no discriminatorio.

g) La existencia y aplicación de mecanismos tendientes a garantizar que los evaluadores externos que contrata se constituyan en equipos de evaluación apropiados a los requerimientos de las carreras evaluadas, que no presentan conflictos de interés, que han sido apropiadamente capacitados y que actuarán con independencia.

h) La existencia y aplicación de adecuados mecanismos de difusión de sus decisiones.

i) La existencia de mecanismos de revisión periódica de su funcionamiento.

j) La existencia de mecanismos de colaboración con otras agencias de aseguramiento de la calidad y de actualización de sus funciones, considerando el medio nacional e internacional.





Artículo 33.- El proceso de evaluación de solicitudes de autorización considerará el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo anterior. La evaluación considerará, además, el conjunto de observaciones, recomendaciones o indicaciones que la Comisión haya formulado a la agencia, en el marco de anteriores procesos de autorización o supervisión, si estos existieran. 





Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de autorización de agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado.





Artículo 34.- La Comisión autorizará a la agencia de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado que cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación respectivos. La autorización se extenderá por un plazo de 5 años.





En los casos en que la agencia de acreditación no cumpla íntegramente con los requisitos y condiciones de operación, la Comisión formulará las observaciones que deberán ser subsanadas por la entidad de manera previa a su autorización.





Artículo 35.- La autorización que se otorgue a las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado se extenderá exclusivamente a aquellas áreas disciplinarias que la Comisión señale en cada caso, conforme al contenido de cada solicitud y los antecedentes de la evaluación.





Artículo 36.- Para efectos de la supervisión de las agencias acreditadoras, la Comisión realizará evaluaciones selectivas, determinadas aleatoriamente, y requerirá las informaciones pertinentes. 

Las agencias acreditadoras deberán presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades, entregar los informes que den cuenta de los procesos de acreditación realizados e informar de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación.

Párrafo 3°

De las obligaciones y sanciones





Artículo 37.- Las agencias acreditadoras, una vez obtenido el reconocimiento de la Comisión, estarán sujetas a las siguientes obligaciones:

a) Dar cumplimiento a los requisitos y condiciones de operación que defina el Reglamento.

b) Desarrollar los procesos de acreditación de las carreras y programas de pregrado y postgrado que así se los soliciten, conforme a los criterios y procedimientos de evaluación que se les autoricen;

c) Proporcionar a la Comisión los antecedentes que ésta les solicite, en el marco del proceso de supervisión;

d) Subsanar las observaciones que les formule la Comisión;

e) Informar a la Comisión de todos aquellos cambios significativos que se produzcan en su estructura y funcionamiento, los que serán evaluados conforme a los requisitos y condiciones de operación, y

f) Presentar a la Comisión una memoria anual acerca de sus actividades.





Artículo 38.- Las infracciones al artículo precedente serán sancionadas por la Comisión con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito;

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales;

c) Suspensión de la autorización, y 

d) Término anticipado de la autorización.





Artículo 39.- Para los efectos de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior, la Comisión considerará especialmente los requisitos y condiciones de operación establecidos, así como de las obligaciones establecidas en el artículo 37.






Se aplicará la medida de amonestación por escrito en los casos en que las agencias de acreditación no proporcionen oportunamente a la Comisión la información señalada en las letras c), e) y f) del artículo 37.





Se aplicará la medida de multa a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en la causal de amonestación por escrito, que no den cumplimiento a los requisitos o condiciones de operación que sustentan su autorización, o no apliquen a cabalidad los procedimientos y criterios de evaluación que les han sido aprobados para el desarrollo de los procesos de acreditación de carreras y programas. En este caso, la Comisión formulará las observaciones que deben ser subsanadas por la agencia, indicando los plazos establecidos para ello. 





Se aplicará la medida de suspensión de la autorización a las agencias de acreditación que incurran reiteradamente en alguna de las causales precedentes, o que no hayan subsanado adecuadamente y a satisfacción de la Comisión las observaciones que les hayan sido formuladas.  En este caso, la entidad afectada deberá adoptar las medidas que sean necesarias para dar adecuada solución a las observaciones dispuestas por la Comisión al momento de suspender la autorización, dentro de los plazos que ésta determine, como condición para levantar la suspensión aplicada. Subsanados los problemas que la causaron, la suspensión será levantada de inmediato por la Comisión.





Se aplicará la medida de término anticipado de la autorización en los casos en que las agencias no hayan adoptado las medidas necesarias para solucionar oportunamente las observaciones de la Comisión al momento de suspender la autorización o cuando las medidas implementadas no sean conducentes a dicho fin o no produzcan los efectos perseguidos. Además, procederá la aplicación de la medida de término anticipado de la autorización en aquellos casos en que la Comisión constate que la agencia ha incurrido en grave y manifiesto incumplimiento de los requisitos y condiciones de operación establecidos.





Artículo 40.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan en su contra, para que presente sus descargos a la Comisión dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la notificación de los cargos.


De la resolución que imponga una sanción, se podrá reclamar ante la Comisión dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde la notificación de dicha resolución. La referida Comisión tendrá un plazo de 30 días hábiles para resolver. Contra dicha resolución no procederá recurso alguno, sin perjuicio de quedar siempre al resguardo las acciones judiciales que el afectado pudiere emprender.





Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días hábiles contado desde la notificación de la resolución respectiva.





Artículo 41.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio que el notificado tenga registrado en la Comisión. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día hábil de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará la Comisión.

TÍTULO IV

De la acreditación de programas de postgrado





Artículo 42.- La acreditación de programas de postgrado correspondientes a magíster, doctorado y especialidades en el área de la salud y de otros niveles equivalentes que obedezcan a otra denominación, tendrá por objeto certificar la calidad de los programas ofrecidos por las instituciones autónomas de educación superior, en función de los propósitos declarados por la institución que los imparta y los criterios o estándares establecidos para este fin por la comunidad científica o disciplinaria correspondiente.





La acreditación de programas de postgrado será obligatoria.





Un reglamento de la Comisión establecerá la forma, condiciones y requisitos para el desarrollo de los procesos de acreditación de programas de postgrado.





Artículo 43.- Corresponderá a la Comisión fijar y revisar periódicamente los criterios de evaluación para la acreditación de programas de postgrado, a propuesta de un comité ejecutivo de acreditación de postgrado.





Artículo 44.- La acreditación de programas de magíster será realizada por instituciones nacionales, extranjeras o internacionales, que se denominarán agencias acreditadoras, autorizadas en conformidad con las normas del Título III. En todo caso, si no existieran agencias acreditadoras para un determinado programa de magíster, o si la institución lo prefiere, la Comisión podrá realizar dicha acreditación.





Por su parte, la acreditación de programas de doctorado será realizada por la Comisión Nacional de Acreditación contemplada en el Capítulo II Título I de esta ley.





En el caso en que un programa de postgrado no cumpla íntegramente con los criterios de evaluación, pero presente, a juicio de la agencia o Comisión, según sea el caso, un nivel de cumplimiento aceptable de los mismos, podrá acreditársele bajo condición de que dé cumplimiento a las observaciones que surjan del proceso, dentro de los plazos que la agencia o Comisión fije. Si el nivel de cumplimiento de los criterios de evaluación no es bueno, la agencia o Comisión no acreditará el respectivo programa.





La acreditación de programas de magíster se extenderá por un plazo de 6 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.





Por su parte, la acreditación de programas de doctorado se extenderá por un plazo de 10 años, según el grado de cumplimiento de los criterios de evaluación.





Las instituciones de educación superior podrán, en caso de rechazo de una solicitud de acreditación de un programa de doctorado, presentar un recurso de reposición ante la Comisión, dentro del plazo de 30 días hábiles a contar de la fecha de la notificación de la decisión recurrida. La Comisión resolverá en un plazo de 30 días hábiles pudiendo insistir en su posición, por resolución fundada y por acuerdo fundado de la mayoría de sus miembros, previo informe de un Comité asesor de postgrado.

TÍTULO V

De las medidas de publicidad de las decisiones





Artículo 45.- Corresponderá a la Comisión mantener un sistema de información pública que contenga las decisiones que adopte en relación con la acreditación institucional de las universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica autónomos; la autorización y supervisión de las agencias de acreditación de carreras y programas de pregrado y postgrado; y la acreditación de programas de postgrado.





Deberá la Comisión, además, hacer públicos y mantener el acceso público a los informes, actas y estudios que realicen las agencias acreditadoras y los pares evaluadores en el ejercicio de sus funciones.





Asimismo, deberá mantener un registro público con las carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y postgrado y los programas de especialidad en el área de salud, acreditados en conformidad con esta ley.





Artículo 46.- Todas las instituciones de educación superior estarán obligadas a incorporar en su publicidad información que dé cuenta de su participación en el proceso de acreditación institucional. Para estos efectos deberán indicar, a lo menos:

a) Si se encuentran participando en el proceso de acreditación. 

b) Áreas en las que postuló a la acreditación.

c) Resultado del proceso de acreditación.





La Comisión Nacional de Acreditación emitirá el instructivo que regulará la forma en que debe entregarse esta información.

CAPÍTULO III

Del Sistema Nacional de Información de la Educación Superior





Artículo 47.- Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de su División de Educación Superior desarrollar y mantener un Sistema Nacional de Información de la Educación Superior, que contenga los antecedentes necesarios para la adecuada aplicación de las políticas públicas destinadas al sector de educación superior, para la gestión institucional y para la información pública de manera de lograr una amplia y completa transparencia académica, administrativa y contable de las instituciones de educación superior.





Artículo 48.- Para estos efectos, las instituciones de educación superior deberán recoger y proporcionar a la División de Educación Superior el conjunto básico de información que ésta determine, la que considerará, a lo menos, datos estadísticos relativos a alumnos, docentes, recursos, infraestructura y resultados del proceso académico, así como la relativa a la naturaleza jurídica de la institución, a sus socios  y directivos, a su situación patrimonial y financiera y al balance anual debidamente auditado.





Un reglamento del Ministerio de Educación determinará la información específica que se requerirá, así como las especificaciones técnicas de la misma.





Artículo 49.- Corresponderá a la División de Educación Superior recoger la información proporcionada por las instituciones, validarla, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios, de acuerdo a los procedimientos establecidos en el reglamento.





Artículo 50.- La no entrega de la información requerida, la entrega incompleta de dicha información o la inexactitud de la misma, serán sancionadas por el Ministerio de Educación con alguna de las siguientes medidas:

a) Amonestación por escrito, y

b) Multa a beneficio fiscal por un monto equivalente en moneda de curso legal, al momento del pago efectivo, de hasta 100 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá duplicar la multa.





Artículo 51.- En forma previa a la aplicación de una sanción, se notificará al afectado de los cargos que se formulan  en su contra, para que presente sus descargos al Ministerio de Educación dentro del plazo de diez días, contado desde la notificación de los cargos.





Aplicada una multa ésta deberá ser pagada, en la Tesorería Regional del domicilio del sancionado, dentro del término de diez días contado desde la notificación de la resolución respectiva.





Artículo 52.- Las notificaciones se harán personalmente o por carta certificada enviada al domicilio legal de la respectiva institución de educación superior. Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día de aquel en que sean expedidas, lo que deberá constar en un libro que llevará el Ministerio de Educación.

CAPÍTULO FINAL




Artículo 53.- Modifícase la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza, del siguiente modo:

1.- Reemplázase, en el epígrafe del Párrafo 2º, del Título III, la expresión "Sistema de Acreditación", por la frase "Sistema de Licenciamiento". 

2.- Sustitúyese la palabra "acreditación" por "licenciamiento", que se utiliza en los artículos 37, letras b), c) y d); 41, inciso tercero; 42, incisos primero y segundo; 43, inciso primero; 69, incisos segundo, tercero y cuarto; 82, incisos primero y segundo; 2º transitorio, inciso primero; y 3º transitorio, incisos primero y segundo. 

3.- Reemplázase en el artículo 37 letra a) la vocal “e” ubicada entre las palabras “universidades” e “institutos profesionales” por una coma, y agrégase a continuación de la expresión “institutos profesionales la frase “y centros de formación técnica".

4.- Sustitúyese la expresión "la acreditación" por "el licenciamiento" que se utiliza en los artículos 38, inciso primero; 39, incisos primero y segundo; y 2º transitorio, inciso segundo. 

5.- Elimínase en el inciso primero del artículo 39, la palabra “profesionales”. 

6.- Reemplázase el inciso tercero del artículo 39 por el siguiente:





“Las instituciones de educación superior que hayan obtenido su total autonomía y que en ejercicio de ella abrieren nuevas sedes deberán cumplir las exigencias que se señalan en los artículos siguientes y quedarán sometidas al licenciamiento en la misma forma que si se tratara de una nueva institución.”.

7.- Reemplázase en el inciso primero del artículo 42, la expresión “universidades e institutos profesionales” por la frase “universidades, institutos profesionales y centros de formación técnica”.

8.- Agrégase en el artículo 43 a continuación de la palabra “profesionales” la expresión “o técnicos de nivel superior”.

9.- Reemplázase en el artículo 53 la expresión “informe” por el  vocablo “acuerdo”.

10.- Agrégase el siguiente inciso tercero en el artículo 53: 





“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de una determinada universidad, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo la personalidad jurídica y el reconocimiento oficial de la institución.”.

11.- Agrégase el siguiente inciso nuevo en el artículo 53:





“Será responsabilidad del Ministerio velar por el adecuado resguardo de la información acerca de los procesos iniciados en virtud de este artículo hasta que se haya dictado la resolución definitiva  y no queden recursos pendientes por parte de la entidad afectada.”.

12.- Reemplázase en el artículo 63 la expresión “informe” por el vocablo “acuerdo”.

13.- Intercálase el siguiente inciso tercero en el artículo 63: 





“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado instituto profesional, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.

14.- Reemplázase en la última frase de la letra d) del inciso segundo del artículo 64 la expresión “Ministerio de Educación Pública” por “Consejo Superior de Educación”.

15.- Intercálase en el inciso primero del artículo 65 entre las expresiones “instrumento constitutivo” y “debidamente autorizado”, la frase “de la persona jurídica organizadora”.

16.- Elimínase la parte final del inciso primero del artículo 65 a continuación de la expresión “debidamente autorizado”, agregándose un punto aparte después de la palabra “autorizado”.

17.- Intercálase en el inciso tercero del artículo 65, a continuación de la expresión “las modificaciones” y la coma (,), la frase “al instrumento constitutivo”.

18.- Elimínase en el inciso cuarto del artículo 65 la expresión “y del proyecto institucional y sus reformas”. 

19.- Elimínase en el inciso primero del artículo 66 la expresión “y como asimismo formular observaciones al proyecto institucional”, reemplazándose la coma que le antecede por punto aparte.

20.- Elimínase en el inciso segundo del artículo 66 la expresión “y su proyecto institucional” y reemplázase la palabra “noventa” por “sesenta”.

21.- Reemplázase el artículo 67, por el siguiente:





“Artículo 67. Las modificaciones del instrumento constitutivo deberán entregarse al Ministerio de Educación Pública para su registro dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de la escritura pública de modificación respectiva, aplicándose en lo demás lo que sea pertinente de los artículos 65 y 66 de la presente ley orgánica.”.

22.- Reemplázase el artículo 68 por el siguiente:





“Artículo 68. Los centros de formación técnica se entenderán reconocidos oficialmente una vez que hubieren cumplido los siguientes requisitos:

a) Estar inscritos en el Registro de Centros de Formación Técnica según lo establece el artículo 65;

b) Contar con los recursos docentes, didácticos, económicos, financieros y físicos necesarios para cumplir sus funciones, debidamente certificado por el Consejo Superior de Educación, y 

c) Contar con el certificado del Consejo Superior de Educación en que conste que dicho organismo ha aprobado el respectivo proyecto institucional y los correspondientes programas y que llevará a efecto la verificación progresiva de su desarrollo institucional.”.

23.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:





“Artículo 69. El Ministerio de Educación Pública deberá, en un plazo de treinta días contados desde la recepción de los antecedentes requeridos, dictar el decreto de reconocimiento oficial o de rechazo. Si no lo hiciere se entenderá que el centro se encuentra reconocido oficialmente. 





Los centros de formación técnica sólo podrán iniciar sus actividades docentes una vez obtenido su reconocimiento oficial.”.

24.- Intercálase en el inciso primero del artículo 70, a continuación de la expresión “del Ministerio de Educación Pública,” la oración “previo acuerdo del Consejo Superior de Educación y”.

25.- Elimínase la letra b) del inciso primero del artículo 70, modificándose la numeración correlativa subsiguiente.

26.- Intercálese el siguiente nuevo inciso tercero en el artículo 70: 





“En los casos en que la causal respectiva se verifique sólo respecto de una o más carreras o sedes de un determinado centro de formación técnica, el Ministerio podrá disponer que solamente se revoque el reconocimiento oficial respecto de la carrera o sede afectada, subsistiendo el reconocimiento oficial de la institución.”.





Artículo 54.- El mayor gasto que irrogue la aplicación del Capítulo II de la presente ley, será financiado con cargo a los dineros recaudados por la aplicación de los aranceles a que se refiere el artículo 13, aquellos ingresos que reporten otras actividades que la Comisión desarrolle y los recursos que se consulten anualmente en la Ley de Presupuestos.

Artículos transitorios





Artículo 1°.- La primera designación de los integrantes de la Comisión Nacional de Acreditación indicados en las letras a), b), c), d), e) y f), del inciso primero del artículo 6º, deberá efectuarse dentro del plazo máximo de 30 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.





Artículo 2°.- Los pronunciamientos sobre la acreditación de carreras profesionales y técnicas y programas de pregrado y sobre la acreditación de programas de postgrado emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley, por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, y la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado de Universidades Autónomas, creada por el decreto N° 225, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán pleno valor por todo el tiempo para el que fueron acordadas y se entenderán equivalentes a la acreditación establecida por esta ley.




Artículo 3°.- Los pronunciamientos sobre acreditación institucional emitidos hasta la fecha de entrada en vigencia de esta ley por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y Postgrado de Instituciones Autónomas de Educación Superior, establecida por el decreto N° 51, de 1999, del Ministerio de Educación, tendrán, para todos los efectos legales, el mismo valor y vigencia por todo el tiempo para el que fueron otorgadas, que los pronunciamientos de acreditación que adopten la Comisión Nacional de Acreditación indicada en el Título I del Capítulo II de esta ley.





Artículo 4°.- Sin perjuicio de la facultad de la Comisión Nacional de Acreditación para constituir los Comités Técnicos a que se refiere esta ley, ella podrá aprobar y dar continuidad a los criterios de evaluación en actual aplicación, aprobados por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Pregrado y por la Comisión de Evaluación de Calidad de Programas de Postgrado.





Mientras la Comisión Nacional de Acreditación no defina los criterios de evaluación de los programas de postgrado, a que se refiere el artículo 43, ellos corresponderán a aquellos definidos por la Comisión de Evaluación de la Calidad de los Programas de Postgrado de las Universidades Autónomas.





Artículo 5°.- Los centros de formación técnica creados de acuerdo al decreto con fuerza de ley Nº 24, de 1981, del Ministerio de Educación, que a la fecha de la dictación de esta ley no hubieran optado por sujetarse al sistema de acreditación regulado por la Ley Orgánica Constitucional de Enseñanza podrán, en cualquier momento, someterse a la acreditación ante el Consejo Superior de Educación, o mantenerse en el sistema de supervisión ante el Ministerio de Educación.





Los centros de formación técnica que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentran en proceso de acreditación ante el Ministerio de Educación, deberán presentar, en un plazo máximo de dos años contado desde la publicación de esta ley, su proyecto institucional al Consejo Superior de Educación para que este organismo continúe el mencionado proceso de acreditación. 





En todo caso, mantendrán vigencia ante el Consejo Superior de Educación todas las resoluciones adoptadas por el Ministerio de Educación en relación con los Centros de Formación Técnica en acreditación, debiendo dicho Consejo continuar el proceso de acreditación por el plazo legal que le restare a cada centro.”.

- - -

Acordado en sesiones de fecha 3, 10, 17, 29 y 31 de agosto, y 12 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) señora Evelyn Matthei Fornet (Sergio Fernández Fernández) (Jaime Orpis Bouchon) y señores Edgardo Boeninger Kausel, Alejandro Foxley Rioseco y José García Ruminot.


Sala de la Comisión, a 17 de octubre de 2005.

                                                          (Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,







Secretario.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE SUSTITUYE EL PROCEDIMIENTO LABORAL CONTEMPLADO EN EL LIBRO V DEL CÓDIGO DEL TRABAJO 

(3367-13)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en un Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Edgardo Boeninger Kausel; el Ministro del Trabajo y Previsión Social, señor Yerko Ljubetic, acompañado de su Jefe de Gabinete, señor Felipe Sáez, y del asesor, señor Francisco Del Río; el Subsecretario del Trabajo, señor Cristóbal Pascal; el Jefe de Fiscalización de la Dirección del Trabajo, señor Cristián Mellis; el asesor del Ministerio de Justicia, señor Rodrigo Romo, y los abogados, señorita Carmen Soza y señores Rodrigo Delaveau, Alvaro Pizarro y Juan Pablo Severín.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que deben aprobarse como normas de rango orgánico constitucional los números 14, y 15, respecto del artículo 427, inciso segundo, todos del artículo único permanente del proyecto (que corresponden a los números 15 y 16, respecto del artículo 426, inciso segundo, respectivamente, del artículo primero permanente, del proyecto aprobado en general), por cuanto inciden en atribuciones de los tribunales de justicia, en atención a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política. Lo anterior, en relación con el artículo 66, inciso segundo, del Texto Fundamental.


Cabe dejar constancia de que, en su oportunidad, la Honorable Cámara de Diputados ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objetivo de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley, la que emitió su opinión por Oficio Nº 2.346, de 4 de noviembre de 2003.


Asimismo, vuestra Comisión, con motivo de haber aprobado modificaciones al artículo 426, inciso segundo -que pasa a ser artículo 427, inciso segundo-, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 16 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, remitió el día 12 del actual, el correspondiente oficio a la Excelentísima Corte Suprema. A la fecha de despacho de este informe, no se había recibido en la Comisión, la respuesta de ese Excelentísimo Tribunal.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto


de  indicaciones  ni modificaciones: ninguno.
2.-
Indicaciones aprobadas


sin modificaciones: 16; 17, primera parte; 20; 24; 25; 26; 27; 28; 29; 31; 33; 34; 39; 40; 41; 42; 43; 44; 46; 48; 52; 53; 55; 59; 60; 62; 64; 67; 166; 167; 172; 183; 184; 186, letra c); 187; 189, letras a) y b); 200; 205; 208; 209; 210; 216; 217; 218; 219; 220; 222; 223; 229; 230; 231; 233; 248, y 251.
3.-
Indicaciones aprobadas


con modificaciones: 2; 3; 4; 5; 8; 9; 10; 11; 12; 13; 23; 30; 38; 49; 50; 51; 58; 65; 66; 68; 69; 70; 71; 72; 73; 74; 75; 76; 77; 78; 79; 80; 81; 82; 83; 84; 85; 86; 87; 88; 89; 90; 91; 92; 93; 94; 95; 96; 97; 98; 99; 100; 101; 102; 103; 104; 105; 106; 107; 108; 109; 110; 111; 112; 113; 114; 115; 116; 117; 118; 119; 120; 121, 123; 124; 125; 126; 127; 128; 129; 131; 132; 135; 136; 137; 138; 139; 140; 141; 142; 143; 144; 145; 146; 147; 148; 149; 151; 152; 153; 154; 155; 156; 157; 158; 159; 160; 161; 162; 163; 164; 165; 168, 169; 170; 171; 174; 175; 176; 177; 178; 179; 180; 181; 182; 185; 186, letras a) y b); 188; 189, letra c); 192; 193; 194; 195; 196; 197; 198; 199; 202; 203; 206; 207; 211; 213; 214; 215; 228; 232; 234; 235; 236; 237; 239; 240; 241; 242; 243; 244; 245; 246, y 247.
4.-
Indicaciones rechazadas: 1; 6; 7; 14; 15; 18, letra b); 19; 21; 22; 35; 36; 37; 45; 47; 54; 56; 57; 61; 63; 122; 130; 133; 134; 150; 173; 190; 191; 201; 204; 212; 221; 224; 225; 226; 227; 249, y 250.
5.-
Indicaciones retiradas: 17, segunda parte; 18, letra a); 32, y 238.
6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles: ninguna.
- - -


Cabe señalar que la Comisión, al iniciar el estudio en general de la iniciativa, solicitó la opinión de diversas Facultades de Derecho sobre la materia.


Luego de despachado el primer informe de esta Comisión, y habiéndose ya aprobado en general el proyecto por la Sala del Senado, se recibió la opinión por escrito de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, elaborada por su Departamento de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social.


Dicho documento, que fue debidamente considerado por los miembros de la Comisión, se encuentra a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la misma.


Por otra parte, una vez terminado el estudio en particular del proyecto, se recibió la opinión por escrito de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile, elaborada por su Departamento de Derecho del Trabajo. Este documento quedó a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de vuestra Comisión.

- - -


En forma previa a la consideración de las indicaciones, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó la disposición del Ejecutivo para alcanzar todos aquellos acuerdos que hagan posible una tramitación fluida del proyecto, sin que ello signifique desnaturalizar los contenidos esenciales del mismo.


Acto seguido, la Comisión procedió a identificar los temas centrales comprendidos en el articulado de la iniciativa en informe y en las indicaciones presentadas a este último, solicitando al Ejecutivo que, con las consultas técnicas del caso, presente las propuestas normativas pertinentes, procurando alcanzar el máximo de consensos posibles.


En la siguiente sesión, el señor Ministro manifestó que, en atención a lo acordado por la Comisión, y en base a los temas identificados por ésta, cuales son, multas, competencia de los juzgados del trabajo, requisitos para decretar medidas cautelares, audiencias, recursos ante tribunales superiores, procedimiento de tutela laboral y procedimiento monitorio, se han alcanzado acuerdos con los distintos sectores, entre otros, en los siguientes aspectos:


1) Se contemplarán dos audiencias, incorporándose -además de la de juicio- una preliminar o preparatoria, dedicada, fundamentalmente, a la conciliación a que hubiere lugar y a aquellas cuestiones formales previas a la tramitación misma del juicio.


2) Procedimiento de tutela laboral: hubo acuerdo en regularlo, teniendo presente el catálogo de derechos fundamentales contemplados en el texto aprobado en general.


Se consigna la mediación de la Dirección del Trabajo para alcanzar soluciones a los problemas en cuestión.


Se mantiene la facultad del juez, en cuanto a ordenar que se ponga término a la situación que vulnera un derecho fundamental del trabajador.


3) En materia de multas -también en relación con prácticas antisindicales-, se propone rebajar los montos considerados en el proyecto.


4) Recursos: se hace procedente un recurso especial de apelación laboral, cuyo objeto fundamental es revisar la sentencia de primera instancia, cuando ha sido dictada con infracción de garantías constitucionales o de normas legales que influyan sustancialmente en lo dispositivo del fallo. Se busca, en todo caso, evitar dilaciones con la presentación de recursos.


5) Procedimiento monitorio: se concordó en aumentar el piso para aplicar este procedimiento, de manera que rija respecto de contiendas con cuantía igual o inferior a ocho ingresos mínimos mensuales. Así, una parte muy sustantiva de los juicios quedarán cubiertos por este procedimiento, que es aún más expedito que el procedimiento general.


También se hace aplicable a este procedimiento monitorio, en su caso, el sistema de las dos audiencias.


Finalmente, el señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que los aludidos consensos, en lo esencial, son satisfactorios para el Ejecutivo, toda vez que no desnaturalizan los objetivos fundamentales del proyecto, esto es, garantizar un tratamiento rápido y efectivo de las causas sometidas a los tribunales, incorporando, además, instituciones que aparecen como imprescindibles, en virtud de los nuevos fenómenos que caracterizan el mundo de las relaciones laborales.


No obstante lo anterior, el señor Secretario de Estado subrayó que los consensos alcanzados y las proposiciones respectivas, han de revisarse en detalle por la Comisión, para introducir los perfeccionamientos pertinentes.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se describe-, una relación de las distintas indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

ARTÍCULO 1º


Introduce, en dieciocho numerales, sendas modificaciones al Código del Trabajo.

Número 3


Deroga el inciso final del artículo 44, relativo a la aplicación de multa a beneficio fiscal, por infracción al inciso tercero de esta norma, que establece que el monto mensual de la remuneración no podrá ser inferior al ingreso mínimo mensual, o la proporcional si se convinieren jornadas parciales de trabajo.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Boeninger, sustituye este número 3, para reemplazar el inciso final del artículo 44, por el siguiente:


“Las infracciones a lo dispuesto en el inciso tercero del presente artículo serán sancionadas con una multa a beneficio fiscal  de una a veinte  unidades tributarias mensuales, incrementándose hasta en un 0,15 unidad tributaria mensual por cada trabajador afectado por la infracción, en aquellas empresas con más de diez trabajadores afectados por la mencionada infracción, las que se  podrán duplicar en caso de reincidencia dentro de un período no superior a doce meses.”.”.

- Se rechazó, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Número 6


Sustituye el inciso final de la letra a), del artículo 169, por el siguiente:


“Si tales indemnizaciones no se pagaren al trabajador, éste podrá recurrir al tribunal que corresponda, para que en procedimiento ejecutivo se cumpla dicho pago, pudiendo el juez en este caso incrementarlas hasta en un 150%, y”.


Las indemnizaciones de que trata esta norma deben pagarse al trabajador, en un solo acto, al momento de extender el finiquito, pudiendo las partes acordar el fraccionamiento del pago, en la forma que el precepto señala.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Boeninger, agrega, a continuación de la coma (,) que sucede a “150%”, la frase siguiente: “para tal efecto servirá de correspondiente título, la carta aviso a que alude el inciso cuarto del artículo 162,”.


- Esta indicación fue aprobada, con enmiendas formales, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Número 7


Reemplaza el artículo 292, por el siguiente:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales se sustanciará conforme las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.

La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.


Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.


Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.


En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de sustituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.


Recibió cinco indicaciones:


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Orpis, reemplaza el precepto propuesto en el proyecto, por el que sigue:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad  de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.

Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.

El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales, se sustanciará conforme a las normas establecidas para el procedimiento ordinario en el Libro V del presente Código.


La Inspección del Trabajo podrá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.

Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el Juez, en su primera resolución dispondrá, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 174, en lo pertinente.


Si la sentencia da por establecida la práctica antisindical o desleal, además, dispondrá que se subsanen o enmienden los actos que constituyen dicha práctica; el pago de la multa a que se refiere este artículo, fijando su monto, y que se reincorpore en forma inmediata a los trabajadores sujetos a fuero laboral separados de sus funciones, si esto no se hubiere efectuado antes.


Copia de esta sentencia, deberá remitirse a la Dirección del Trabajo, para su registro.”.


La indicación número 4, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye el artículo 292 propuesto en el proyecto, por el siguiente:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de quince a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio fiscal.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo, los que las tramitarán de conformidad al procedimiento ordinario para causas laborales.


Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación.


Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.


En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de sustituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Boeninger, es para reemplazar, en el inciso primero del artículo 292 propuesto, la expresión “cien a ciento cincuenta” por “treinta a cien”.


La indicación número 6, del mismo señor Senador, al inciso séptimo del artículo 292 propuesto, elimina la frase “o ante una nueva separación”.


La indicación número 7, también del Honorable Senador señor Boeninger, es para suprimir el inciso final del artículo 292 propuesto en el proyecto.


- La Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 3, 4 y 5, modificadas para lo siguiente:

- Sustituir el inciso primero de este artículo 292, por el siguiente:

“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.


- En el inciso quinto, reemplazar la frase “cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales” por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.


- Enseguida, con igual votación, rechazó las indicaciones números 6 y 7.

Número 8


Reemplaza el artículo 294, por el que sigue:


“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 506.”.


La indicación número 8, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye el artículo 294 propuesto en este numeral, por el que sigue:


“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 506.

El trabajador tendrá derecho a la indemnización establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo y, adicionalmente, a la indemnización que fijará  incidentalmente el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a tres meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó la indicación número 8, modificada, a fin de contemplar el siguiente texto para este artículo:

“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 487, con excepción de sus incisos tercero y cuarto.

El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.”.
Número 11
(Se suprime)


Reemplaza, en el inciso segundo del artículo 332, la expresión “Título II del libro V”, por la siguiente: “Párrafo 7º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V”.


La indicación número 9, del Honorable Senador señor Boeninger, es para reemplazar la frase “Párrafo 7°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V”, por “Párrafo 8°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V”.


- Fue aprobada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, modificada, a fin de suprimir este número 11.
Número 12
(Pasa a ser número 11)


Introduce las siguientes modificaciones al artículo 349, que trata de los procedimientos aplicables a determinados asuntos relacionados con los contratos y convenios colectivos:


“a) Sustitúyese en el inciso primero, la expresión final “artículo 461 de este Código”, por la siguiente: “Párrafo 4º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.”; y


b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión final “Título II del libro V” por la siguiente: “Párrafo 7º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.”.”.

La indicación número 10, del Honorable Senador señor Boeninger, recae en la letra b) de este numeral, para sustituir la mención al “Párrafo 7°” por otra al “Párrafo 8°”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, precedentemente individualizados, aprobó esta indicación, modificada, de manera que este número 12 -que pasa a ser 11- sea del siguiente tenor:

“11. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 349, la frase “artículo 461 de este Código” por “Párrafo 4º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, de este Código”.

Número 13
(Pasa a ser número 12)


Reemplaza el artículo 389, por el siguiente:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.


La indicación número 11, del Honorable Senador señor Orpis, es para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración.


Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el procedimiento ordinario, del Libro V, del presente Código.


La Inspección del Trabajo podrá denunciar al tribunal competente los hechos que estime  constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.

La indicación número 12, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de cinco a cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar la cuantía, la gravedad de la infracción y la circunstancia de tratarse o no de una reiteración de la falta.


La multa a que se refiere el inciso anterior será a beneficio fiscal.


El conocimiento y resolución  de las infracciones por prácticas desleales corresponderá a los Juzgados de Letras del Trabajo y se tramitarán de conformidad al procedimiento ordinario laboral. En este caso las partes podrán comparecer personalmente sin necesidad de patrocinio de abogado.”.

La indicación número 13, del Honorable Senador señor Boeninger, sustituye, en el inciso primero, la expresión “cien a ciento cincuenta” por “treinta a cien”.


- La Comisión, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 11, 12 y 13, modificadas de forma de contemplar el siguiente texto para el inciso primero de este artículo:

“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.
Número 14
(Pasa a ser número 13)


Intercala, a continuación del artículo 390, el siguiente artículo 390 bis, nuevo:


“Artículo 390 bis.- La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.


La indicación número 14, del Honorable Senador señor Orpis, suprime este numeral.


- La Comisión rechazó, unánimemente, esta indicación, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Número 15
(Pasa a ser número 14)


Reemplaza la letra c) del artículo 420, por la siguiente:


“c) las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas de previsión y/o seguridad social, planteadas por pensionados o trabajadores activos, salvo en lo referido a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del pronunciamiento sobre otorgamiento de licencias médicas;”.


Cabe tener presente que el artículo 420 establece, en siete letras, las materias que son de competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo. Su letra c) es del siguiente tenor:


“c) las cuestiones y reclamaciones derivadas de la aplicación o interpretación de las normas sobre previsión o seguridad social, cualquiera que fuere su naturaleza, época u origen, y que fueren planteadas por los trabajadores o empleadores referidos en la letra a);”.


Este numeral 15 fue objeto de cinco indicaciones:


La indicación número 15, del Honorable Senador señor Orpis, es para suprimirlo.


La indicación número 16, del Honorable Senador señor Boeninger, reemplaza, en la letra c) propuesta, la conjunción disyuntiva “o” que sucede al vocablo “pensionados” por una coma (,), y agrega, a continuación de la palabra “activos”, la expresión “o empleadores”.

La indicación número 17, del Honorable Senador señor Parra, agrega en la letra c) propuesta, a continuación de “trabajadores activos”, la expresión “o empleadores”, y suprime la frase “a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del”.

La indicación número 18, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, es para introducir las siguientes enmiendas al artículo 420, que se modifica por este numeral:


a.- En la letra f), eliminar la oración final “, con excepción de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 16.744, y”, antecedida por un punto y coma (;).


b.- Intercalar la siguiente letra g), nueva, pasando la actual letra g), a ser h):


“g) los juicios en que se pretenda hacer efectiva cualquier otra responsabilidad del empleador, incluso la reparación del daño moral, que emane de actos previos a la contratación, de aquellos producidos durante la vigencia del contrato, de los que se produzcan con motivo de su extinción o con posterioridad a ésta, y”.

La indicación número 19, del Honorable Senador señor Parra, agrega, en la letra f) del artículo 420 que se modifica por este numeral, a continuación del guarismo “69”, lo siguiente: “letra a)”.


Cabe consignar que el texto de la letra f) del artículo 420, es el que sigue:


“f) los juicios en que se pretenda hacer efectiva la responsabilidad del empleador derivada de accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, con excepción de la responsabilidad extracontractual a la cual le será aplicable lo dispuesto en el artículo 69 de la ley N° 16.744, y”.


En primer término, y en relación con la segunda parte de su indicación número 17, el Honorable Senador señor Parra señaló que ha recibido explicaciones del Ejecutivo, en el sentido de que le ve algunas dificultades prácticas a la materialización de lo propuesto por aquélla, razón por la cual Su Señoría retiró la aludida segunda parte de su indicación número 17.

- Enseguida, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Rechazar la indicación número 15.

- Aprobar la indicación número 16 y la primera parte de la indicación número 17.

A continuación, se analizaron las indicaciones números 18 y 19.


En cuanto al tema vinculado con la responsabilidad extracontractual, el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio sostuvo que lo lógico es que esa materia pueda conocerse en sede laboral, ya que, en el caso en análisis, tal responsabilidad, en el fondo, se ha originado a partir de un vínculo laboral.


Esto reviste especial importancia para los familiares del trabajador afectado, ya que se ven impedidos de exigir dicha responsabilidad del empleador mediante el procedimiento laboral, toda vez que no media entre ellos una relación de trabajo.

- En la siguiente sesión, el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio retiró la letra a) de su indicación número 18.

En consecuencia, se procedió a analizar las indicaciones números 18, letra b), y 19.

El abogado señor Alvaro Pizarro manifestó que todos los juicios por responsabilidad extracontractual que derivan de accidentes del trabajo se están viendo en sede laboral, como efecto directo del contrato. Es decir, los tribunales están estimando que, más bien, se está ante responsabilidad contractual, cuestión que él no comparte, puesto que no se trata de asuntos laborales y, además, estas materias, por su magnitud, requieren ser conocidas en procedimientos de lato conocimiento.


El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio reiteró los conceptos que, sobre la materia, expuso en la sesión anterior, y señaló que si tales contiendas se están viendo en sede laboral es adecuado que eso siga ocurriendo en el marco del nuevo procedimiento laboral, que otorga plenas garantías de un debido proceso a las partes.

- Puestas en votación las indicaciones números 18 b) y 19, fueron rechazadas por tres votos contra dos. Votaron por desecharlas, los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola y Prokurica, y, por aprobarlas, los Honorables Senadores señores Parra y Ruiz De Giorgio.
Número 16
(Pasa a ser número 15)


Reemplaza el Capítulo II, del Título I y el Título II, del Libro V, por un Capítulo II, nuevo, subdividido en los Párrafos 1° a 8°, con los artículos 425 a 521.


La indicación número 20, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para sustituir el encabezamiento de este numeral, por el que sigue: “Reemplázase el Capítulo II, del Título I del Libro V, por el siguiente Capítulo II, nuevo:”.


- La Comisión aprobó esta indicación, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo

Párrafo 1º

De los principios formativos del proceso

La indicación número 21, del Honorable Senador señor Boeninger, es para sustituir el epígrafe del Párrafo 1°, por el siguiente: “De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo”.


La Comisión tuvo presente que en doctrina procesal siempre se habla de principios formativos del proceso, lo cual, de todas formas, incluye al procedimiento.


- En consecuencia, la Comisión rechazó, por unanimidad, esta indicación, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 425


Su texto es el siguiente:


“Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.


Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.


Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa serán registradas por cualquier medio apto para producir fe que no implique escrituración y que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia, que dicte el juez fuera de ella.”.


La indicación número 22, del Honorable Senador señor Boeninger, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y primará en ellos el impulso procesal de oficio. Las normas reguladoras del proceso laboral se interpretarán y aplicarán según los principios de inmediación, concentración, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.


Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.”.

El asesor del Ministerio de Justicia hizo presente que esta indicación excluye el inciso tercero del artículo 425 en examen, que se refiere a la necesidad de registrar las actuaciones realizadas oralmente, lo que, en el marco de este nuevo procedimiento, es importante de contemplar.


- Esta indicación fue rechazada, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

La indicación número 23, del Honorable Senador señor Orpis, sustituye su inciso tercero, por el siguiente:


“Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa serán registradas por cualquier medio apto para producir fe que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica, o en subsidio de lo anterior, y cuando sea estrictamente necesario, podrán ser registradas por medio de escrituración. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia, que dicte el juez fuera de ella.”.

La Comisión estimó adecuado mantener el texto del inciso tercero aprobado en general, con la sola modificación consistente en eliminar la frase “que no implique escrituración”, pues resulta muy limitativa. En todo caso, estuvo conteste con el Ejecutivo en cuanto a que un eventual registro escrito sólo sería procedente ante situaciones de emergencia que lo hicieran necesario.


- En consecuencia, con los votos a favor de los Honorables señores Senadores previamente individualizados, vuestra Comisión aprobó la indicación número 23, modificada de manera de suprimir del texto del inciso tercero aprobado en general la frase señalada.
o o o


Enseguida, se consideró la indicación número 24, del Ejecutivo, para intercalar, a continuación del artículo 425, el siguiente artículo 425 bis, nuevo:


“Artículo 425 bis.- En las citaciones a las audiencias, se hará constar que se celebrarán con las partes que asistan, afectándole a la que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación.


Las partes podrán concurrir a estas audiencias por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.


Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse. Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.


El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.”.

- Se aprobó, por unanimidad, consultándolo como artículo 426, nuevo, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
o o o

Artículo 426

(Pasa a ser artículo 427)

Su texto es del siguiente tenor:


“Artículo 426.- Las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad insaneable de las actuaciones y de la audiencia, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte. 


Sin embargo, en los juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, y sólo cuando la Corte de Apelaciones respectiva no ejerza la atribución que le confiere el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, el juez, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere, podrá autorizar al secretario para que, en calidad de subrogante, asuma en todo el curso del juicio.  En este caso, sólo él podrá presidir la audiencia y dictar el fallo correspondiente, aplicándose a su respecto lo señalado en el inciso primero.”.


La indicación número 25, del Honorable Senador señor Orpis, sólo agrega, en el inciso segundo, la exigencia de que el secretario que actuará en calidad de juez subrogante sea abogado.

La Comisión tuvo presente que, si bien en los juzgados de letras todos los secretarios son abogados, podría suceder que quien subrogue a alguno de ellos no tenga dicho título, y, por eso, estimó conveniente acoger la propuesta de esta indicación.


- Puesta en votación la indicación número 25, fue aprobada, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

La indicación número 26, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para modificar su inciso segundo, de la siguiente forma:


a) Reemplazar la palabra “subrogante” por “suplente”.


b) Intercalar, a continuación de la expresión “En este caso,” la frase “se entenderá para todos los efectos legales que el juez falta en su despacho, y”. 


c) Sustituir la conjunción “y”, que se encuentra entre las palabras “audiencia” y “dictar”, por una coma (,).


d) Reemplazar la palabra “correspondiente” por la frase “y llevar a cabo todas las actuaciones que correspondan”.

- Se aprobó, con la misma votación consignada respecto de la indicación anterior.
Artículo 427

(Pasa a ser artículo 428)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 427.- Los actos procesales serán públicos y deberán realizarse con la celeridad necesaria, procurando abreviar los plazos cuando ello esté autorizado por ley, concentrando en un solo acto aquellas diligencias en que esto sea posible.”.


La indicación número 27, del Ejecutivo, sustituye la frase “abreviar los plazos cuando ello esté autorizado por ley, concentrando”, por la palabra “concentrar”.

- Fue aprobada, con idéntica votación a la de las dos indicaciones anteriores.
Artículo 428

(Pasa a ser artículo 429)


Dispone lo siguiente:


“Artículo 428.- El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. De esta resolución se podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el abandono del procedimiento.


El tribunal corregirá de oficio los errores  que observe en la tramitación del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento. La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama o si no fuese susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el artículo 426, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad.”.


La indicación número 28, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega el siguiente inciso final, nuevo:


“No podrá solicitar la declaración de nulidad la parte que ha originado el vicio o concurrido a su materialización.”.

- Se aprobó, por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 429

(Pasa a ser artículo 430)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 429.- Los actos procesales deberán ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.


Se entenderá por actuaciones dilatorias todas aquellas que con el sólo objeto de demorar la prosecución del juicio sean intentadas por alguna de las partes. De la resolución que declare como tal alguna actuación, la parte afectada podrá reponer para que sea resuelta en la misma audiencia.


Si tres actuaciones fueren declaradas como dilatorias, y la reposición, si se presentare, fuere rechazada, el juez no admitirá otra a tramitación.”.

La indicación número 29, del Ejecutivo, propone las siguientes modificaciones:


a) Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El juez podrá rechazar de plano aquellas actuaciones que considere dilatorias.”.


b) Eliminar su inciso final.

- Se aprobó, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 430

(Pasa a ser artículo 431)

Inciso primero


“Artículo 430.- En las causas laborales, toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal será gratuita para las partes. El juez será responsable disciplinariamente de la estricta observancia tanto de esta gratuidad como del oportuno cumplimiento de las diligencias.”.


La indicación número 30, de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza las palabras “El juez”, por la frase “El encargado de la gestión administrativa del Tribunal”.


Al analizar esta materia, la Comisión estimó adecuada la indicación, dejando, en todo caso, constancia de que la aprobaría en el entendido de que la responsabilidad por las obligaciones que contempla la norma habrá de recaer en el secretario o en el administrador, según se trate de juzgados de letras en lo civil con competencia laboral o de los nuevos juzgados laborales creados por la ley Nº 20.022, respectivamente.


- Puesta en votación la indicación número 30, se aprobó, unánimemente, con una enmienda formal, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Inciso segundo


Prescribe lo siguiente:


“Las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno y, asimismo, a que todas las actuaciones en que deban intervenir auxiliares de la administración de justicia se cumplan oportuna y gratuitamente.”.


La indicación número 31, del Honorable Senador señor Orpis, lo sustituye por el que sigue:


“Las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno, o del sistema de defensa gratuita que disponga la ley. Asimismo, tendrán derecho a que todas las actuaciones en que deban intervenir auxiliares de la administración de justicia se cumplan oportuna y gratuitamente.”.

La indicación número 32, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, reemplaza la frase inicial “Las partes que gocen de privilegio de pobreza” por “Los trabajadores”, y agrega la siguiente oración final: “Idénticos derechos tendrán los empleadores que gocen de privilegio de pobreza.”.

La indicación número 33, del Ejecutivo, es para agregar a este artículo 430, un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Para estos efectos, los postulantes de las Corporaciones de Asistencia Judicial estarán autorizados a hacer las defensas orales en las audiencias respectivas.”.


En primer término, el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio subrayó que su indicación tiene por objetivo fundamental asegurar que todos los trabajadores tengan derecho a defensa letrada gratuita, sin perjuicio del privilegio de pobreza que pudiere corresponder a ciertos empleadores.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que ante similar situación socioeconómica debe darse el mismo tratamiento y, en consecuencia, también debe asegurarse tal defensa a aquellos micro y pequeños empresarios que lo necesiten.


Al analizar estas materias, los miembros de la Comisión hicieron presente que, a su juicio, el universo actual de personas que pueden acceder a defensa letrada gratuita es bajo, en atención a los parámetros que se utilizan para otorgar el privilegio de pobreza. Esto es válido no sólo respecto de los trabajadores, sino, también, en relación con empleadores que forman parte del sector de la micro y pequeña empresa.


Por lo anterior, y teniendo presente que no es posible resolver el tema en esta instancia, la Comisión solicitó a los representantes del Ejecutivo que estudien distintas fórmulas que permitan garantizar que la mayor cantidad de gente que lo necesite -tanto trabajadores como empleadores- pueda acceder a defensa letrada gratuita, para asegurar la igualdad de las partes. Al efecto, y sin perjuicio de las iniciativas legales que puedan abordar el tema, se requirió que, desde ya, el Ejecutivo avance en esa línea, por la vía de su potestad reglamentaria, de manera que las Corporaciones de Asistencia Judicial amplíen su cobertura en materia de la referida defensa.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social asumió el compromiso descrito precedentemente.


A consecuencia del aludido compromiso adquirido por el Ejecutivo, el Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio retiró su indicación número 32.

- Enseguida, y en el mismo contexto, la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 31 y 33.
Artículo 431

(Se suprime)


Es del siguiente tenor:


“Artículo 431.- En la interpretación de las normas procesales, el tribunal deberá tener siempre presente que el fin del proceso es la efectividad de los derechos sustantivos de las partes.”.


La indicación número 34, del Honorable Senador señor Parra, es para suprimirlo.


La indicación número 35, del Honorable Senador señor Orpis, lo sustituye como sigue:


“Artículo 431.- En la interpretación de las normas procesales, el tribunal deberá tener siempre presente el debido proceso y la efectividad de los derechos sustantivos de las partes.”.

El Honorable Senador señor Parra señaló que su indicación propone suprimir este artículo por ser innecesario, ya que lo que dicho precepto explicita es consustancial para administrar justicia.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social expresó que la norma sólo pretende enfatizar que el fin del proceso es la efectividad de los derechos sustantivos de las partes, pero acotó que el Ejecutivo no tiene mayor inconveniente en su supresión.


El Honorable Senador señor Prokurica se mostró partidario de acoger la indicación número 35, ya que agrega un concepto eminentemente jurídico respecto de esta materia, cual es el del debido proceso, que tiene que ver con la protección de los más débiles.


- Puesta en votación la indicación número 34, se aprobó por tres votos contra dos. Votaron afirmativamente los Honorables Senadores señores Bombal, Parra y Ruiz De Giorgio, y en contra, los Honorables Senadores señores Canessa y Prokurica.


- Con la votación inversa, quedó rechazada la indicación número 35.
Párrafo 2º

Reglas Comunes


“Artículo 432.- En todo lo no regulado por esta ley, serán aplicables supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, a menos que ellas sean contrarias a los principios que informan este procedimiento. En tal caso, el tribunal dispondrá la forma en que se practicará la actuación respectiva.”.


La indicación número 36, del Honorable Senador señor Boeninger, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 432.- Sólo a falta de norma expresa establecida en este texto o en leyes especiales, se aplicarán supletoriamente las disposiciones de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil.”.

La indicación número 37, del Honorable Senador señor Orpis, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 432.- En todo lo no regulado por esta ley, serán aplicables supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil. En tal caso, el tribunal dispondrá la forma en que se practicará la actuación respectiva.”.

La indicación número 38, de Su Excelencia el Presidente de la República, le introduce las siguientes enmiendas:


a) Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “por esta ley” por “en este texto o en leyes especiales”.


b) Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo: 


“No obstante, respecto de los procedimientos especiales establecidos en los Párrafos 6°, 7° y 8°, se aplicarán supletoriamente, en primer lugar, las normas del procedimiento de aplicación general contenidas en el Párrafo 3°.”.

El abogado señor Rodrigo Delaveau expresó que cuando este artículo impide la aplicación supletoria de las normas de los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, cuando ellas sean contrarias a los principios que informan este procedimiento, se introduce un elemento de arbitrariedad, ya que el concepto “principios” no es algo determinable en forma meridianamente objetiva. Por otra parte, agregó que todos los procedimientos debieran basarse en los mismos principios.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que la referencia a tales principios no es abstracta ni da lugar a arbitrariedades, ya que alude a principios concretos y objetivos, por ejemplo, a la oralidad que informa este procedimiento.


El Honorable Senador señor Parra expresó que esta norma es prácticamente un ritual en la legislación procesal. Ahora bien, Su Señoría dejó expresa constancia de que el criterio de la Comisión atiende al carácter excepcionalísimo de la aplicación supletoria a que se refiere el precepto en análisis, para evitar una desnaturalización del procedimiento laboral, ya que este último es completo y tiene un conjunto de principios vertebradores que le permiten al juez, por la vía de la interpretación, resolver adecuadamente las situaciones que se presenten.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:


- Rechazó las indicaciones números 36 y 37.


- Aprobó, con enmiendas formales, la indicación número 38.
Artículo 433


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 433.- Siempre que alguna de las partes lo solicite para sí, y el tribunal acceda a ello, las actuaciones procesales, a excepción de la audiencia, podrán realizarse por medios electrónicos que permitan su adecuada recepción, registro y control.”.


La indicación número 39, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, reemplaza las palabras “la audiencia” por “las audiencias”.


- Se aprobó, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 435


Su texto es el siguiente:


“Artículo 435.- Los plazos que se establecen en este Libro son fatales, tanto para las partes como para el Juez de la causa, cualquiera que sea la forma en que se expresen. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto se extingue, por el solo ministerio de la ley.


En estos casos, el tribunal, de oficio o a petición de parte, proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo.


Los términos de días que establece este título se entenderán suspendidos durante los días feriados, salvo que el tribunal, por motivos justificados y en resolución fundada, haya dispuesto expresamente lo contrario.


El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.”.


Fue objeto de cuatro indicaciones:


Las indicaciones números 40, del Ejecutivo, y 41, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, son para eliminar, en el inciso primero, la frase “tanto para las partes como para el Juez de la causa,” y para agregar, luego de la palabra “expresen”, la frase “, salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del tribunal”.

La indicación número 42, del Ejecutivo, también al inciso primero, sustituye el punto aparte (.) por una coma (,) y agrega la siguiente frase final: “con el vencimiento del plazo.”.

La indicación número 43, del Honorable Senador señor Orpis, reemplaza su inciso tercero, por el que sigue:


“Los términos de días que establece este Título se entenderán suspendidos durante los días feriados.”.

- Vuestra Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las cuatro indicaciones precedentes.
Artículo 436


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 436.- La primera notificación a la parte demandada deberá hacerse personalmente, entregándosele copia íntegra de la resolución y de la solicitud en que haya recaído. Al demandante se le notificará por el estado diario.


Esta notificación se practicará por el receptor laboral o por el funcionario que el juez determine, atendiendo a las circunstancias del lugar en que funcione el tribunal y restantes consideraciones que miren a la eficacia de la actuación. La parte interesada podrá siempre encargar a su costa la práctica de la notificación a un receptor judicial.


En los lugares y recintos de libre acceso público la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día y a cualquier hora, procurando causar la menor molestia al notificado.


Además, la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día, entre las seis y las veintidós horas, en la morada  o lugar donde pernocta el notificado, en el lugar donde ordinariamente ejerce su industria, profesión o empleo, o en el recinto del tribunal.


El juez podrá, por motivos fundados, ordenar que la notificación se practique en horas diferentes a las indicadas en el inciso anterior.


Si la notificación se realizare en día inhábil, los plazos comenzarán a correr desde las cero horas del día hábil inmediatamente siguiente. Los plazos se aumentarán en la forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.”.


La indicación número 44, de Su Excelencia el Presidente de la República, elimina, en su inciso segundo, la frase “por el receptor laboral o”.


La indicación número 45, del Honorable Senador señor Boeninger, suprime, en su inciso cuarto, la frase “o lugar donde pernocta”, y reemplaza el artículo “el” que le sigue, por la contracción “del”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobar la indicación número 44.


- Rechazar la indicación número 45.
Artículo 437


Su texto es el siguiente:


“Artículo 437.- En los casos en que no resulte posible practicar la notificación personal, por no ser habida la persona a quien debe notificarse y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y, tratándose de persona natural, que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia en el expediente, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose las copias a que se refiere el inciso primero del artículo precedente a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada o en el lugar donde la persona a quien debe notificarse habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo.  Si, por cualquier causa, ello no fuere posible, la notificación se hará fijando, en lugar visible, un aviso que dé noticia de la demanda, con especificación exacta de las partes, materia de la causa, juez que conoce de ella y resoluciones que se notifican. En caso que la habitación o el lugar en que pernocta la persona a quien debe notificarse, o aquel donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo, se encuentre en un edificio o recinto al que no se permite libre acceso, el aviso y las copias se entregarán al portero o encargado del edificio, dejándose testimonio expreso de esta circunstancia. 


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes, el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.”.


La indicación número 46, del Ejecutivo, suprime, en su inciso primero, las palabras “en el expediente”.


La indicación número 47, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye, en su inciso segundo, la frase “La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero” por “La omisión en el envío de la carta invalidará la notificación y”.

- La unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobar la indicación número 46.

- Rechazar la indicación número 47.
Artículo 439


Su texto es del siguiente tenor:


“Artículo 439.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez dispondrá otra forma de notificación, por cualquier medio idóneo que garantice  el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia. 


Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. El aviso se publicará en la edición del Diario Oficial de los días 1 o 15 de cualquier mes o al día siguiente hábil, si el diario no se publicare en esos días, y será gratuito para los trabajadores que  soliciten la notificación.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el juez, fundadamente, podrá ordenar que la notificación por avisos, se realice, además, en otro diario o periódico.”.


La indicación número 48, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, reemplaza su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 439.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar, o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia.”.

La indicación número 49, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye, en su inciso segundo, la expresión “el Diario Oficial”, por “un diario de circulación nacional” y, a continuación, suprime las palabras “del Diario Oficial”.

- La Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Aprobó la indicación número 48.

- Aprobó la indicación número 49, modificada de manera de agregar, en el inciso segundo, después de los términos “Diario Oficial”, la primera vez que aparece, “u otro diario de circulación nacional o regional”, reemplazando la parte final de dicho inciso por la siguiente: “Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.”.

- Suprimió el inciso tercero.

Artículo 440


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 440.- Las restantes notificaciones se practicarán por el estado diario, en la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil, salvo que se trate de resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, las que se notificarán por carta certificada.


Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas el quinto día siguiente a la fecha de entrega de la carta en la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 


Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 


Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.


Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.”.


Se presentaron tres indicaciones:


La indicación número 50, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, para sustituirlo por tres artículos, del siguiente tenor:


“Artículo ….- Las resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, se notificarán por carta certificada.


Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas el tercer día siguiente a la fecha de entrega de la carta en la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 


Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 


Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.


Artículo ….- Las restantes notificaciones se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en el estado diario, de la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil. 


Artículo ….- Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.”.

La indicación número 51, del Ejecutivo, para suprimir, en su inciso primero, la frase “en la forma que establece el artículo 50 del Código de Procedimiento Civil,”.


La indicación número 52, también del Ejecutivo, agrega, en su inciso tercero, a continuación del vocablo “designar”, lo siguiente: “, en su primera actuación,”.


- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó, sin modificaciones, la indicación número 52, y, con modificaciones, las indicaciones números 50 y 51. Todo ello, para consultar sendos artículos 440, 440 bis y 440 bis A, con la redacción que se consigna en el Capítulo de este informe que contiene el texto del proyecto aprobado por esta Comisión.
Artículo 441


“Artículo 441.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse en la audiencia y resolverse de inmediato, salvo que el tribunal estime pertinente dejar su resolución para la sentencia definitiva.”.


Fue objeto de tres indicaciones:


La indicación número 53, del Ejecutivo, para agregar, luego de la palabra “promoverse”, el vocablo “sólo”; y para intercalar entre “la audiencia” e “y resolverse”, la expresión "respectiva".

La indicación número 54, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para agregar, después de la palabra “audiencia”, el vocablo “correspondiente”.

La indicación número 55, del Ejecutivo, para reemplazar la coma (,) que sigue a la expresión “de inmediato” por un punto seguido (.), y para sustituir la frase “salvo que el tribunal estime pertinente” por “Excepcionalmente, el tribunal podrá”.

- La unanimidad de los miembros de la Comisión, previamente individualizados, acordó lo siguiente:

- Aprobar las indicaciones números 53 y 55.

- Rechazar la indicación número 54.
Artículo 442


Consulta el siguiente texto:


“Artículo 442.- En el ejercicio de su función cautelar, el juez decretará todas las medidas que estime necesarias para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y la singularización de su patrimonio.


Las medidas cautelares podrán llevarse a efecto antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas.


Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa, aun cuando no esté contestada la demanda e incluso antes de su presentación. En ambos casos, se podrán otorgar siempre que se acredite razonablemente el fundamento del derecho que se reclama, sin necesidad de acreditar la insolvencia del afectado, ni exigir fianza o garantía alguna al solicitante. Si presentada la demanda, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentara la demanda en el término de diez días, contado desde la fecha en que se hizo efectiva, la medida caducará de pleno derecho y el solicitante quedará por este hecho responsable de los perjuicios que se hubieran causado. Con todo, por motivos fundados, como cuando existan evidencias del inminente término de la empresa o de su insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario.


Habiendo sido notificada la demanda, la función cautelar del tribunal comprenderá la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella.”.


Recibió cuatro indicaciones:


La indicación número 56, del Honorable Senador señor Orpis, lo sustituye por el siguiente:


“Artículo 442.- Las medidas prejudiciales cautelares podrán llevarse a efecto aún antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan para ello motivos graves y calificados, y que concurran copulativamente las siguientes circunstancias: 

1° Que se determine el monto de los bienes sobre los que deben recaer las medidas precautorias; y

2° Que se rinda fianza u otra garantía suficiente, a juicio del tribunal, para responder por los perjuicios que se originen y multas que se impongan. 

Acreditadas estas circunstancias por el juez de la causa, deberá efectuarse la notificación dentro del plazo de cinco días desde ordenada la medida por el tribunal. Transcurrido este plazo sin que se practique la notificación, quedarán sin valor las diligencias practicadas.

Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa, aun cuando no esté contestada la demanda e incluso antes de su presentación. En ambas situaciones, se podrán otorgar siempre que se acredite razonablemente el fundamento del derecho que se reclama. En caso de que se practiquen antes de notificar la demanda,  se deberá además rendir fianza u otra garantía suficiente, a juicio del tribunal, para responder por los perjuicios que se originen y multas que se impongan. 

Si presentada la demanda, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentara la demanda en el término de diez días, contado desde la fecha en que se hizo efectiva, la medida caducará de pleno derecho y el solicitante quedará por este hecho responsable de los perjuicios que se hubieran causado. Con todo, por motivos fundados, como cuando existan evidencias del inminente término de la empresa o de su insolvencia, el juez podrá  a petición del interesado prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario.


Habiendo sido notificada la demanda, el juez podrá, a petición de parte y como medida cautelar, requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya a asegurar el resultado de la litis, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella.”.

La indicación número 57, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, reemplaza el inciso tercero, por el que sigue:


“Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa aún cuando no esté contestada la demanda o incluso antes de su presentación, como prejudiciales.  En ambos casos se deberá siempre acreditar razonablemente el fundamento y la necesidad del derecho que se reclama.  Si presentada la demanda al tribunal respectivo persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias.  Si no se presentare la demanda en el término de diez días contados desde la fecha en que la medida se hizo efectiva, ésta caducará de pleno derecho y sin necesidad de resolución judicial, quedando el solicitante por este sólo hecho responsable de los perjuicios que se hubiere causado. Con todo, por motivos fundados y cuando se acredite por el demandado el inminente termino de la empresa o su manifiesta insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que estime necesario para asegurar el resultado de la litis.”.


La indicación número 58, de Su Excelencia el Presidente de la República, sustituye, en su inciso tercero, la frase “En ambos casos” por “En todos estos casos”.


La indicación número 59, del Honorable Senador señor Boeninger, reemplaza, en su inciso cuarto, la coma (,) que sigue al vocablo “perseguido”, por un punto final (.), y suprime las frases que le siguen.


El Honorable Senador señor Cariola consultó si la facultad que se da al juez, en el inciso tercero de este artículo, para prorrogar las medidas prejudiciales precautorias es indefinida.


El abogado señor Alvaro Pizarro aclaró que la norma, al decir que el juez podrá prorrogar dichas medidas por “el” plazo prudencial que estime necesario, está indicando que esta facultad puede operar por una vez, cuestión que confirmaron los representantes del Ejecutivo.


La Comisión dejó constancia de que aprueba la norma en ese entendido.


- La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Rechazar las indicaciones números 56 y 57.

- Aprobar las indicaciones números 58 y 59, la primera, con una enmienda de redacción.
Artículo 443


Prescribe lo siguiente:


“Artículo 443.- En toda resolución que ponga término a la causa o resuelva un incidente, el juez deberá pronunciarse sobre el pago de las costas del procedimiento, tasando las procesales y regulando las personales, según proceda.


Cuando el trabajador ha litigado con privilegio de pobreza, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o al abogado de turno.”.


La indicación número 60, del Honorable Senador señor Orpis, reemplaza su inciso segundo, por el que sigue:


“Cuando el trabajador ha litigado con privilegio de pobreza, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial, al abogado de turno, o a quien la ley señale.”.

La indicación número 61, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, sustituye el inciso segundo, por el siguiente:


“Cuando se  ha litigado con defensa letrada gratuita, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o al abogado de turno.”.

- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobó la indicación número 60.

- Rechazó la indicación número 61.
Párrafo 3º

Del procedimiento de aplicación general
Artículo 444


Su texto es el siguiente:


“Artículo 444.- La demanda se interpondrá por escrito y deberá contener:


1. La designación del tribunal ante quien se entabla;


2. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y naturaleza de la representación;


3. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandado;


4. La exposición clara de los hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta, y 


5. La enunciación precisa y concreta de las peticiones que se someten a la resolución del tribunal. 


Conjuntamente con la demanda se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias.


En materias de seguridad social, cuando se demande a una institución de previsión o seguridad social, deberá acompañarse la resolución final de la respectiva entidad o de la entidad fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se demanda, de conformidad al procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.


Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización. Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas. Estas notificaciones se entenderán practicadas el tercer día siguiente a aquel en que sea expedida la carta, debiendo dejarse constancia en el expediente de la fecha del envío.”.


La indicación número 62, del Ejecutivo, suprime, en su inciso tercero, la frase final “, de conformidad al procedimiento administrativo establecido en la ley Nº 19.880”.

La indicación número 63, del Honorable Senador señor Orpis, reemplaza el inciso final, por el siguiente:


“Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización. Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas. Estas notificaciones se entenderán practicadas el quinto día siguiente a aquel en que sea expedida la carta, debiendo dejarse constancia en el expediente de la fecha del envío.”.

La indicación número 64, del Ejecutivo, suprime la última oración de su inciso final.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Aprobó las indicaciones números 62 y 64.

- Rechazó la indicación número 63.
Artículo 445


Prescribe como sigue:


“Artículo 445.- El juez, de oficio, advertirá a la parte de los defectos u omisiones en que haya incurrido en la demanda conforme al artículo anterior, a fin de que los subsane dentro del plazo de quinto día, bajo el apercibimiento de tenerse por no presentada la demanda si así no lo hiciese. De la misma forma, cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, lo declarará así, señalando el tribunal competente, y enviándole los antecedentes. 


Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.


En materias de previsión o seguridad social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar  de plano dicha demanda.”.


La indicación número 65, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 445.- El juez, deberá declarar de oficio cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, señalando el tribunal competente, y enviándole los antecedentes. 

Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.

En materias de previsión o seguridad social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar  de plano dicha demanda.”.


La indicación número 66, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, suprime sus incisos primero y segundo.

- La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 65 y 66, modificadas de manera de que el texto del inciso primero de este artículo sea el siguiente:

“Artículo 445.- El juez deberá declarar de oficio cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, en cuyo caso así lo declarará, señalará el tribunal competente, y le enviará los antecedentes.”.
Artículo 446


“Artículo 446.- El actor podrá acumular en su demanda todas las acciones que le competan en contra de un mismo demandado, aunque procedan de distintos títulos.


En el caso de aquellas acciones que corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, se deberán deducir de conformidad a las normas pertinentes y si una dependiere de la otra, no correrá el plazo para ejercer aquella hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta.”.


La indicación número 67, de Su Excelencia el Presidente de la República, sustituye, en su inciso segundo, la palabra “pertinentes” por “respectivas”.


- Esta indicación se aprobó, unánimemente, votando los mismos señores Senadores precedentemente individualizados.
Artículo 447


Su texto es el siguiente:


“Artículo 447.- Si ante el mismo tribunal se tramitaren varias demandas contra un mismo demandado y las acciones sean idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de autos, siempre que no implique retardo para uno o más de ellos.


Con todo, el juez tendrá siempre la facultad de desacumular los autos.”.


La indicación número 68, del Ejecutivo, reemplaza, en su inciso primero, las palabras “tramitaren” y “sean”, por “tramitan” y “son”, respectivamente.


La indicación número 69, del Honorable Senador señor Boeninger, agrega, en su inciso primero, a continuación de la expresión “siempre que”, lo siguiente: “se encuentren en un mismo estado de tramitación y”.

La indicación número 70, del mismo señor Senador, intercala un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Pedida la acumulación, se concederá un plazo de tres días a la parte no peticionaria para que exponga lo conveniente sobre ella. Pasado este término, haya o no respuesta, el tribunal resolverá, haciendo traer previamente a la vista todos los procesos cuya acumulación se solicite.”.

- La Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 68, 69 y 70, modificadas, de manera de consultar para este artículo la redacción que se consigna en el Capítulo de este informe, que contiene el texto del proyecto aprobado por la Comisión.
Artículo 448


Su texto es el siguiente:


“Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia única a fin de que tengan lugar los actos de conciliación y juicio, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, quince días. 


El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.”.


La primera indicación que recae en este precepto es la indicación número 71, del Ejecutivo, que lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 448.- El procedimiento regulado en este Párrafo, se desarrollará en dos audiencias, la primera preparatoria y la segunda de juicio, conforme a las reglas que se señalan en los artículos siguientes.”.
o o o


La Comisión, con motivo de plantearse en la indicación precedente la propuesta de que existan dos audiencias para resolver la contienda -y no sólo una, como se contempla en el texto aprobado en general-, estimó, teniendo presente este último y las indicaciones números 71 a 180 que inciden en la materia, que para un mejor desarrollo del procedimiento laboral resulta conveniente que se efectúen dos audiencias, de manera de facilitar la tramitación del juicio.


- En consecuencia, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó la indicación número 71.

Acto seguido, se abocó al conocimiento de la propuesta que, sobre este tema, solicitó al Ejecutivo, la cual considera el conjunto de las indicaciones aludidas.


Dicha propuesta reemplaza los artículos 449 a 475 por el articulado que se transcribirá a continuación, el cual la Comisión resolvió analizar precepto por precepto:

Artículo 448 A

(Pasa a ser artículo 449)

“Artículo 448 A.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia preparatoria, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días. 

En la citación se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes, en dicha audiencia, deberán señalar al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia oral del juicio, como así también requerir las diligencias de prueba atinentes a sus alegaciones,  para que el  tribunal examine su admisibilidad.

Las partes podrán concurrir a las audiencias  por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.”.

La Comisión tuvo presente que corresponde suprimir el inciso tercero, atendido que esta norma ya se contempló, en los mismos términos, en el Párrafo 1º, relativo a los principios formativos del proceso.


- El artículo 448 A, se aprobó, con la enmienda reseñada y otra de carácter formal, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Artículo 448 B

(Pasa a ser artículo 450)


“Artículo 448 B.- El demandado podrá contestar la demanda en forma oral en la audiencia preparatoria o por escrito, en cuyo caso, deberá acompañarla al tribunal, al menos con un día de anticipación a la fecha de realización de dicha audiencia. 


El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.”.

- Se aprobó, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.

Artículo 448 C

(Pasa a ser artículo 451)


Contempla las diversas reglas para la audiencia preparatoria:

Número 1)


“1) La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación de la demanda. Acto seguido, el demandado ratificará su contestación, si la hubiere formulado por escrito, o en caso contrario, procederá a su contestación en forma oral, pronunciándose específicamente  sobre los hechos contenidos en la demanda, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las  excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.


Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá  la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.

Cuando el demandado no concurriere a la audiencia preparatoria; o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 470.”.

El Honorable Senador señor Parra consultó si tiene algún efecto el que el demandante no concurra a ratificar su demanda.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social respondió que ello no tiene ningún efecto especial, ya que el juicio igual continúa, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 448 A. La norma, al hacer alusión a la ratificación de la demanda, tiene como único objeto posibilitar que el demandante, si concurre a la audiencia, pueda reducir parte de sus pretensiones solicitadas en la demanda, agilizándose, así, el procedimiento.


- Puesto en votación este número 1), se aprobó, unánimemente, con enmiendas formales, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Número 2)

“2) Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella.  La reconvención  deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. En caso de haber demanda reconvencional, ésta se deberá formular por escrito conjuntamente con la contestación de la demanda, cinco días antes de la audiencia. En este caso, la contestación reconvencional se hará en la audiencia.”.

La Comisión, a objeto de facilitar que la contestación de la demanda y la reconvención se puedan presentar incluso antes de cinco días a la fecha de la audiencia, estimó necesario precisar que estos trámites podrán efectuarse aun con anterioridad a dicho plazo, para lo cual agregó la expresión “a lo menos”, antes de la frase “cinco días”.


- El número 2) se aprobó, con la enmienda transcrita, con los votos favorables de los mismos señores Senadores ya individualizados.
Número 3)

“3) Terminada la etapa de discusión, el juez llamará a las partes a conciliación, a cuyo objeto deberá proponerles las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.


Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo  conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.”.

La Comisión estimó pertinente reemplazar la frase “Se formará cuaderno separado” por “Se tramitará separadamente”, ya que ésta es más propia de un juicio oral.


- Este número 3) fue aprobado, con la enmienda reseñada y otra meramente formal, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Número 4)


“4) Contestada que sea la demanda sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatoria o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente, fijándose los hechos a ser probados. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella, sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 470.”.

- Se aprobó, con enmiendas formales, con igual votación a la consignada previamente.

Número 5)


“5) El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida por las partes, pudiendo valerse de todas aquellas reguladas en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.


Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.


La prueba documental que haya sido ofrecida en la demanda y contestación deberá ser presentada hasta cinco días antes de la audiencia de juicio, no pudiendo el juez considerar los documentos presentados fuera de este plazo.”.

- Fue aprobado, con enmiendas formales, votando favorablemente los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Número 6)


“6) La exhibición de instrumentos que hubiese sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia de juicio y en el plazo señalado en el numeral anterior. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquéllos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.”.

- Se aprobó, con una enmienda meramente formal, con idéntica votación a la señalada precedentemente.

Número 7)


“7) Se fijará la fecha para la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a cabo en un plazo no superior a treinta días. Las partes se entenderán citadas a esta audiencia por el solo ministerio de la ley.”.

- Fue aprobado, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Número 8)


“8) Se decretarán las medidas cautelares que procedan, a menos que se hubieren decretado con anterioridad, en cuyo caso se resolverá si se mantienen.”.

- Este número 8) se aprobó, con igual votación que el número anterior.

Número 9)


“9) El tribunal despachará todas las citaciones y oficios que correspondan cuando se haya ordenado la práctica  de prueba que, debiendo verificarse en la audiencia de juicio, requieran citación o requerimiento.


La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en el acto al absolvente. La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.


La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, la que deberá despacharse con al menos ocho días de anticipación a la audiencia, al domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete  la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejándose constancia de ello.


Cuando se rinda prueba pericial, el informe respectivo deberá ser puesto a disposición de las partes en el tribunal al menos tres días antes de la celebración de la audiencia de juicio. El juez podrá con el acuerdo de las partes, eximir al perito de la obligación de concurrir a prestar declaración, admitiendo en dicho caso el informe pericial como prueba.  La declaración de los peritos se desarrollará de acuerdo a las normas establecidas para los testigos.


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder al día anterior al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo al efecto disponer cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos.”.


La Comisión debatió latamente la situación relacionada con los oficios que ordene despachar el tribunal a entidades públicas o privadas para requerir información y la necesidad de asegurar lo más posible que las respuestas se reciban oportunamente. Lo anterior, teniendo presente que la norma contempla, a este respecto, un plazo que no puede exceder “al día anterior” al fijado para la audiencia.


A fin de facilitar la intervención activa del juez en cuanto al cumplimiento oportuno de estas diligencias, la Comisión estimó pertinente modificar el plazo en cuestión, de manera que el mismo no pueda exceder a los tres días anteriores a la audiencia -tal como se contempló respecto del informe de peritos-. Así, se posibilita que el juez, por medios ordinarios o, incluso, electrónicos, active al máximo tales diligencias para que éstas se cumplan oportunamente.


- Puesto en votación este número 9), se aprobó, con la enmienda descrita y otras de carácter formal, por la unanimidad de los miembros de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Número 10)


“10) En esta audiencia el Juez de la causa podrá decretar medidas para mejor resolver, las que deberán llevarse a cabo en la audiencia de juicio.”.

La Comisión estimó pertinente sustituir la mención a “medidas para mejor resolver” por “diligencias probatorias”, en atención a las características de este procedimiento, que se desarrollará en dos audiencias.


- Puesto en votación el número 10), se aprobó, con la modificación reseñada y otras enmiendas formales, votando favorablemente los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Artículo 452


Contempla, en ocho números, las reglas de la audiencia de juicio, tomando como base la indicación número 94 del Ejecutivo que proponía, al efecto, un artículo 451 bis. La Comisión resolvió considerar sus numerales separadamente para facilitar su tratamiento.

Número 1)

“1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.


No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.


El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.”.

- Se aprobó, por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Números 2), 3) y 4)


“2) La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o en la de juicio.


3) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada o compareciendo se negase a declarar o diese respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.


La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador,  deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.


Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.


4) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos y deberán ser pertinentes  a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad.  El  tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.”.

- Fueron aprobados, unánimemente, con enmiendas formales, con igual votación a la consignada precedentemente.

Número 5)

“5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro  testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.


Excepcionalmente, y por resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando, de acuerdo a la naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


No habrá testigos inhábiles. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el Nº 7 de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.


La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.”.

La Comisión estuvo conteste en que en materia de juicios laborales, a diferencia de los tribunales de familia, por su especial característica, respecto a inhabilidades de testigos deben continuar rigiendo las mismas reglas del actual procedimiento laboral, por lo que corresponde reemplazar la frase inicial del párrafo quinto del número en análisis, que dice “No habrá testigos inhábiles”, por “No se podrá formular tachas a los testigos”.


- Vuestra Comisión aprobó este número 5), con la enmienda reseñada y otra de carácter formal, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Números 6), 7) y 8)

“6) Cuando se rinda prueba que no esté expresamente regulada en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al proceso, adecuándolo en lo posible, al medio de prueba más análogo.

7) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.


Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.


8) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.”.

- Se aprobaron, unánimemente, con enmiendas formales, con igual votación a la consignada para el número 5).
Artículo 465

(Pasa a ser artículo 453)


“Artículo 465.- Al finalizar la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que constará el lugar, fecha e individualización del tribunal, de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados, y de toda otra circunstancia que el tribunal estime necesario incorporar.”.


- Fue aprobado, por unanimidad, con idéntica votación que la señalada precedentemente.
Artículo 469

(Pasa a ser artículo 454)


“Artículo 469.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Al hacerlo, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.”.

- Se aprobó, unánimemente, con una enmienda meramente formal, con idéntica votación a las cinco anteriores.
Artículo 470

(Pasa a ser artículo 455)


“Artículo 470.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia de juicio y, en todo caso,  dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, deberá el juez anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.


Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.”.

El Honorable Senador señor Parra solicitó que se le explicara el alcance de la parte final del inciso primero, pues le parece que es más propia del proceso penal oral, que de las causas laborales.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social manifestó que con ello se trata de asegurar la continuidad en el tiempo entre la audiencia y la sentencia, de manera que las bases del fallo tengan que ver estrictamente con los asuntos vistos y ponderados en la audiencia por el juez, ya que en ésta se habrán allegado los elementos probatorios necesarios.


En otras palabras, se trata de que no haya elementos distintos que puedan generarse entre la audiencia y el fallo, evitando, así, prácticas que puedan influenciar al juez, en relación con circunstancias diversas a lo acaecido en la audiencia.


El señor Subsecretario del Trabajo acotó que uno de los aspectos centrales de los procedimientos orales es que las partes se retiren de la audiencia sabiendo si les fueron acogidos los puntos planteados.


Agregó que el juez, con la percepción de la testimonial y las otras pruebas rendidas, ya debe tener una convicción, lo que se condice con que, desde ya, anuncie las bases fundamentales del fallo, y, dentro de los quince días siguientes de que dispondrá para dictar la sentencia, efectúe el razonamiento jurídico y exprese los fundamentos de la misma. Ello, porque el juez es el conductor de este procedimiento laboral.


El Honorable Senador señor Parra expresó que los argumentos precedentes son válidos, pero, en su concepto, debe aclararse la redacción de la norma, ya que parece contener una formalidad adicional, que sería una suerte de audiencia especial para la lectura y notificación del fallo, lo que es engorroso e innecesario.


La Comisión y los representantes del Ejecutivo coincidieron en la conveniencia de precisar el texto de la norma, de manera de que se entienda que se trata de una actuación -y no de una audiencia especial- en que el juez sólo hace entrega del fallo, notificando del mismo a las partes que han sido citadas al efecto, sin perjuicio de que si alguna de ellas no asistiere, de acuerdo al inciso segundo, se entenderá igualmente notificada de la sentencia.


- Este artículo se aprobó, con modificaciones, con el texto que se consigna en su oportunidad, votando favorablemente los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículos 471 y 472

(Pasan a ser artículos 456 y 457)


“Artículo 471.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquellas.


Artículo 472.- La sentencia definitiva deberá contener:


1.- El lugar y fecha en que se expida;


2.- La individualización completa de las partes litigantes;


3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;


4.- El análisis de toda la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;


5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;


6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y


7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.


La sentencia que se dicte en la audiencia preparatoria, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 1,  2, 5, 6 y 7.”.

- Se aprobaron, unánimemente, con una enmienda formal al primero de ellos, e igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 473

(Pasa a ser artículo 458)


“Artículo 473.- Si el juez que presidió las audiencias no pudiese dictar sentencia, aquellas deberán celebrarse nuevamente.”.

La Comisión y los representantes del Ejecutivo estuvieron contestes en que los efectos que contempla la norma, esto es, la repetición de las audiencias, corresponde que se aplique sólo respecto de la audiencia de juicio, por lo que debe modificarse el precepto para referirse sólo a ella.


- Fue aprobado, con la modificación reseñada, votando favorablemente los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículos 474 y 475

(Pasan a ser artículos 459 y 460)


“Artículo 474.- En caso de ser procedente, la sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, según corresponda.

Artículo 475.- Una vez firme la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.”.

- Se aprobaron, por unanimidad, con enmiendas formales e igual votación a la del precepto anterior.
o o o


Se deja constancia de que para dar lugar a la propuesta formulada, con su articulado definitivo -materia ya debatida-, la Comisión utilizó las indicaciones números 72 a 180, procediendo, en general, a aprobarlas con modificaciones, salvo aquellas que era pertinente rechazar.


Por lo anterior, a continuación se describe -en lo que nos ocupa- el articulado del proyecto aprobado en general, las indicaciones respectivas -72 a 180- y los acuerdos recaídos en ellas.


La indicación número 72, del Honorable Senador señor Boeninger, es para sustituir el artículo 448, por el que sigue:


“Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia dentro de los veinte días siguientes a la fecha de su resolución, en la que tendrá lugar la ratificación y contestación de la demanda; el acto de conciliación y, en el evento de no producirse este, la determinación de los hechos controvertidos que se someterán a prueba.
El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


En esta audiencia deberá, además, fijarse el día y la hora de celebración de la audiencia oral de juicio, la que deberá ser citada dentro de los siguientes treinta días.”.

La indicación número 73, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia única a fin de que tengan lugar los actos de conciliación y juicio, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, quince días.


El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.”.

La indicación número 74, del Honorable Senador señor Parra, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia de conciliación, fijando para tal efecto una fecha no posterior a los 10 días siguientes de la resolución.

El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.”.

La indicación número 75, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia en la que tendrá lugar la ratificación y la contestación de la demanda, el llamado a conciliación y la preparación de la prueba, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de su resolución.

En esta audiencia deberá, además, fijarse el día y la hora de celebración de la audiencia de juicio oral. 


El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.”.

La indicación número 76, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 448.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal conferirá traslado de ella al demandado para que conteste por escrito y deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a la audiencia preliminar y a la audiencia de juicio, fijando para tal efecto, dentro de los veinte días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para la celebración de la primera, y, dentro de los diez días siguientes a la fecha fijada para la audiencia preliminar, el día y la hora para la celebración de la segunda.

En la citación se hará constar que las audiencias se celebrarán con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ellas, sin necesidad de ulterior notificación.


Las partes podrán concurrir por medio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.”.


Además, en directa relación con la materia en análisis, el Ejecutivo presentó la indicación número 77, para intercalar, a continuación del artículo 448, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 448 A.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia preparatoria, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.

Artículo 448 B.- El demandado podrá contestar la demanda en forma oral en la audiencia preparatoria o por escrito, en cuyo caso, deberá acompañarla al tribunal, al menos con un día de anticipación a la fecha de realización de la audiencia. 

El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.

Artículo 448 C.- En la audiencia preparatoria se aplicarán las siguientes reglas:

1) La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación de la demanda. Acto seguido, el demandado ratificará su contestación, si la hubiere formulado por escrito, o en caso contrario, procederá a su contestación en forma oral, pronunciándose específicamente  sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las  excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.

Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá  la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.

Cuando el demandado no concurriere a la audiencia preparatoria; o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.

Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos  efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 470.

2) Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención  deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. En caso de haber demanda reconvencional, ésta sólo podrá presentarse por escrito hasta cinco días antes de la fecha fijada para la audiencia. En este caso, la contestación reconvencional se hará en la audiencia.

3) Terminada la etapa de discusión, el juez llamará a las partes a conciliación, a cuyo objeto deberá proponerles las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.

Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.

Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.

4) Contestada que sea la demanda sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente, fijándose los hechos a ser probados. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella, sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.

De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 470.

5) El juez  resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida por las partes, pudiendo valerse de todas aquellas reguladas en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.

Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento de tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.

Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.

Se rendirá toda la prueba documental que haya sido ofrecida en la demanda y contestación. La impugnación de la prueba instrumental acompañada en la audiencia preparatoria deberá formularse en forma oral en esta audiencia.

6) La exhibición de instrumentos que hubiese sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquéllos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.

7) Se fijará la fecha para la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a cabo en un plazo no superior a treinta días. Las partes se entenderán citadas a esta audiencia por el solo ministerio de la ley.

8) Se decretarán las medidas cautelares que procedan, a menos que se hubieren decretado con anterioridad, en cuyo caso se resolverá si se mantienen.

9) El tribunal despachará todas las citaciones y oficios que correspondan cuando se haya ordenado la práctica  de prueba que, debiendo verificarse en a audiencia de juicio, requieran citación o requerimiento.

La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en el acto al absolvente. La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.

La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, con a lo menos tres días de antelación a la fecha fijada para la celebración de la audiencia de juicio, en el domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.

Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete  la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejándose constancia de ello.

Cuando se rinda prueba pericial, el informe respectivo deberá ser puesto a disposición de las partes en el tribunal al menos 5 días antes de la celebración de la audiencia de juicio. El juez podrá con el acuerdo de las partes, eximir al perito de la obligación de concurrir a prestar declaración, admitiendo en dicho caso el informe pericial como prueba.  La declaración de los peritos se desarrollará de acuerdo a las normas establecidas para los testigos.

El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso  no podrá exceder al día anterior al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo al efecto disponer cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos.


Artículo 448 D.- Siempre que en consideración a la naturaleza y complejidad del conflicto, y a la prueba rendida, sea posible dictar sentencia al término de la audiencia preparatoria, el tribunal procederá a hacerlo, en conformidad a lo establecido en el artículo 470.”.


Asimismo, se consideró la indicación número 78, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, para agregar, a continuación del artículo 448, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ….-  El término para contestar la demanda vence el quinto día anterior a la fecha que el tribunal fije para la realización de la audiencia.

La contestación a la demanda deberá contener:

1.- La designación del tribunal ante quien se entabla;

2.- El nombre, apellidos, domicilio, profesión u oficio del demandado;

3.- Todas las excepciones dilatorias y perentorias y los hechos en que se fundan. Con posterioridad no podrá hacerse valer excepción alguna, y 

4.- La enunciación precisa y clara, consignada en la conclusión, de las peticiones que se sometan a la resolución del tribunal.


En el escrito de contestación el demandado podrá deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. En caso contrario, no se admitirá a tramitación. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda.”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó con modificaciones las indicaciones números 72, 73, 74, 75, 76, 77 y 78.

Artículo 449


Su texto es el siguiente:


“Artículo 449.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes deberán concurrir con todos sus medios de prueba. 


En el evento de solicitarse diligencias de prueba en la demanda, el tribunal, conjuntamente con la citación, deberá pronunciarse sobre la pertinencia de la prueba solicitada y dispondrá las citaciones o requerimientos que sean necesarios, lo que se efectuará de inmediato mediante el envío de carta certificada dirigida al domicilio indicado por el solicitante.


Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.”.



Recibió siete indicaciones:


La indicación número 79, del Honorable Senador señor Boeninger, para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 449.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes, en dicha audiencia, deberán señalar al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia oral del juicio, como así también requerir las diligencias de prueba atinentes a sus alegaciones,  para que el  tribunal examine su admisibilidad.

Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.”.


La indicación número 80, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:

“Artículo 449.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación.


Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.”.

La indicación número 81, del Honorable Senador señor Parra, es para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 449.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquella que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella.
El demandado deberá contestar la demanda por escrito en un plazo de 5 días contados desde la notificación de ella.

Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio mandatario, el que se entenderá siempre facultado para transigir.".


La indicación número 82, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 449.- En la citación se hará constar que la audiencia se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior recurso. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes deberán señalarle al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia de juicio oral, para que éste examine su admisibilidad.


Las partes podrán concurrir a la audiencia por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.”.

La indicación número 83, del Ejecutivo, elimina la oración final de su inciso primero.


La indicación número 84, también del Ejecutivo, suprime su inciso segundo.


La indicación número 85, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, sustituye su inciso segundo, por el que sigue:


“Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes deberán acompañar en la audiencia preliminar los instrumentos que no se hubieren acompañado con anterioridad y que deberán concurrir con todos sus medios de prueba a la audiencia de juicio.”.


- Las indicaciones números 79 a 85, se aprobaron con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 450


Consulta un texto del siguiente tenor:


“Artículo 450.- Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse.


Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.


El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.”.


La indicación número 86, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 450.- Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse.

Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización, la que no podrá ser más allá del quinto día de suspendida la audiencia.


El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.”.

La indicación número 87, del Honorable Senador señor Parra, es para sustituirlo por el que sigue:


"Artículo 450.- La audiencia comenzará con el llamado a conciliación por parte del juez, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.
Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.”.

La indicación número 88, también del Honorable Senador señor Parra, es para consultar como artículo 452 el artículo 450 propuesto, con la siguiente enmienda: en el inciso primero, agregar, a continuación del vocablo “audiencia” la palabra “prueba”.

- Las tres indicaciones se aprobaron con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada anteriormente.
Artículo 451


Su texto es el siguiente:


“Artículo 451.- La audiencia comenzará con el llamado a conciliación por parte del juez, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.


Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.”.


Fue objeto de cinco indicaciones:


La indicación número 89, de Su Excelencia el Presidente de la República, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 451.- Cuando se rinda prueba que no esté regulada expresamente en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al proceso, adecuándolo, en lo posible, al medio de prueba que tenga mayor afinidad analógica.”.

La indicación número 90, del Honorable Senador señor Orpis, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 451.- Se dará inicio inmediatamente al acto de juicio, comenzando el demandante con la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado contestará la demanda en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.


El demandado deberá acompañar al tribunal, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, una minuta en la que se contengan sus alegaciones.”.

La indicación número 91, del Honorable Senador señor Parra, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 451.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, el juez fijará de inmediato los puntos de prueba. Las partes podrán solicitar en el acto reposición, la que será resuelta de inmediato por el juez.

En la misma audiencia las partes deberán indicar los medios de prueba de que se valdrán y solicitar al tribunal disponga las citaciones, oficios o nombramientos a que ellas den lugar.


EI juez fijará, finalmente, el día y hora para la realización de la audiencia de prueba y las partes se entenderán notificadas en el mismo acto de tal resolución. La audiencia de prueba no podrá realizarse antes de 10 ni después de 30 días siguientes a la fecha de la audiencia de conciliación.”.

La indicación número 92, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, es para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 451.- La audiencia comenzará con la ratificación oral de la demanda por parte del demandante. Acto seguido, el demandado opondrá las excepciones dilatorias que estime procedentes y los  hechos en los que se funden, las que deberán ser resueltas por el tribunal en el acto. A continuación, el demandado contestará por escrito, pronunciándose específicamente y en forma oral sobre los hechos y el derecho contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias que estime procedentes y los hechos en los que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.

Tras la contestación de la demanda, procederá el llamado a conciliación por parte del Juez, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.

Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.”.


La indicación número 93, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, intercala, en su inciso primero, entre las palabras “audiencia” y “comenzará”, el vocablo “preliminar”.


Asimismo, se consideró la indicación número 94, de Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar el siguiente artículo 451 bis, nuevo:


“Artículo 451 bis.- En la audiencia de juicio se aplicarán las siguientes reglas:

1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.

No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.

El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.

2) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada o compareciendo se negase a declarar o diese respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.

La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleados deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.

Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.

3) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos y deberán ser pertinentes  a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad.  El  tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.

El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.

4) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.

Excepcionalmente, y por  resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.

El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.

Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.

No habrá testigos inhábiles. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el Nº 6 de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.

La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.

5) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.

Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.

6) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.”.

- Las indicaciones números 89 a 94 se aprobaron con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 452


Su texto es el siguiente:


“Artículo 452.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, se dará inicio inmediatamente al acto de juicio, comenzando el demandante con la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado contestará la demanda en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal. 


El demandado deberá acompañar al tribunal, al menos con cinco días de anticipación a la fecha de realización de la audiencia, una minuta en la que se contengan sus alegaciones. La contestación no podrá contener otras alegaciones que las formuladas en la minuta.”.


Se presentaron cinco indicaciones:


Las indicaciones números 95, del Ejecutivo, y 96, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo suprimen.


La indicación número 97, del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 452.- Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la sentencia parcial a que se refiere el inciso precedente.”.

La indicación número 98, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, para reemplazarlo por el que sigue:

“Artículo 452.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, se continuará con el juicio. 


Las partes podrán ratificar oralmente en la audiencia la demanda, la contestación y, si se hubiere deducido, la reconvención.”.

La indicación número 99, del Honorable Senador señor Boeninger, para sustituir su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 452.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, se procederá por parte del demandante a la ratificación oral de la demanda. Acto seguido, el demandado contestará la demanda en forma oral, sin perjuicio de las minutas escritas que acompañe al efecto, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la misma, aceptando o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal. Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral.”.


- Estas cinco indicaciones fueron aprobadas con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 453


Consulta el siguiente texto:


“Artículo 453.- Cuando el demandado no concurriere a la audiencia, o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos. 


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la sentencia parcial a que se refiere el inciso precedente.”.


La indicación número 100, del Honorable Senador señor Parra, es para signar con los números 452 y 453 los artículos 453 y 454.


La indicación número 101, del Ejecutivo, suprime el artículo 453.


La indicación número 102, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 453.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.

No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquélla en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.

Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la minuta de alegaciones y en el mismo plazo señalado para ella, debiendo ratificarse en forma oral en la audiencia.


De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral.”.

La indicación número 103, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, es para agregar, en el inciso primero, las palabras “de juicio oral”, a continuación del vocablo “audiencia”.


La indicación número 104, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, sustituye, en el inciso primero, la frase “no concurriere a la audiencia” por “no contestare la demanda”.


- La Comisión aprobó con modificaciones las indicaciones 100 a 104, unánimemente, con idéntica votación a la registrada anteriormente.
Artículo 454


Su texto es del siguiente tenor:


“Artículo 454.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva.


No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.


Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la minuta de alegaciones y en el mismo plazo señalado para ella, debiendo ratificarse en forma oral en la audiencia.


De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral.”.

Fue objeto de cinco indicaciones:


La indicación número 105, de Su Excelencia el Presidente de la República, para suprimirlo.


La indicación número 106, del Honorable Senador señor Boeninger, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 454.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente en la audiencia oral de juicio y se fallarán en la sentencia definitiva.

No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquélla en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se otorgará un  plazo de cinco días contados desde el término de la audiencia, a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.”.


La indicación número 107, del Honorable Senador señor Orpis, es para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 454.- Contestada que sea la demanda, habiéndose o no opuesto reconvención o excepciones dilatorias o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal llamará a conciliación, a cuyo objeto deberá proponer a las partes las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.

Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se formará cuaderno separado, si fuere necesario, para el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.”.

La indicación número 108, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 454.- Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente en la audiencia de juicio oral y se fallarán en la sentencia definitiva.

No obstante lo anterior, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquélla en que se reclame del procedimiento, siempre que ellas aparezcan manifiestamente admisibles. Cuando ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.

Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. Dicha reconvención se deberá acompañar al tribunal, conjuntamente con la minuta de alegaciones y en el mismo plazo señalado para ella, debiendo ratificarse en forma oral en la audiencia.


De la reconvención y excepciones opuestas se dará traslado en la misma audiencia al demandante para su contestación oral.”.

La indicación número 109, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, suprime su inciso tercero.


- Se aprobaron unánimemente, con modificaciones, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
o o o


Enseguida, se resolvió la indicación número 110, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, para intercalar, a continuación del artículo 454, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo ….- Los instrumentos acompañados en el escrito de demanda, en la demanda reconvencional, en la contestación de la demanda o de la demanda reconvencional deberán impugnarse en la audiencia preliminar.”.

- Fue aprobada con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.
o o o

Artículo 455


Contempla el siguiente texto:



“Artículo 455.- Contestada que sea la demanda sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 470.”.


Se presentaron seis indicaciones:


Las indicaciones números 111, del Ejecutivo, y 112, del Honorable Senador señor Parra, para suprimirlo.


La indicación número 113, del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 455.- Si no se produjere conciliación o ésta es sólo parcial, el juez fijará en ese acto los puntos de prueba en relación a los aspectos de la causa en que no existió conciliación, y fijará una nueva audiencia para dentro del décimo día hábil siguiente.  Con ese efecto, recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 470.”.

La indicación número 114, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, para reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 455.- En la audiencia preliminar, cuando ello fuere procedente, el tribunal recibirá la causa a prueba, fijando los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, resolverá sobre las diligencias de prueba que hubieren solicitado las partes y podrá de oficio decretar las que estime necesarias. 

En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.

El tribunal dispondrá las citaciones o requerimientos que sean necesarios, lo que se efectuará de inmediato mediante el envío de carta certificada dirigida al domicilio indicado por el solicitante.

Las partes podrán valerse de todos los medios de prueba regulados en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos el tribunal dará por concluida la audiencia, dejará sin efecto la citación a la audiencia de juicio y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 470.”.


Las indicaciones números 115, del Honorable Senador señor Boeninger, y 116, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para agregar, en su inciso primero, a continuación del vocablo “procedente”, lo siguiente: “, fijando los puntos de prueba sobre los que deberá recaer”.


- Las indicaciones números 111 a 116 se aprobaron por unanimidad, con modificaciones, en concordancia con los acuerdos ya adoptados para el procedimiento en dos audiencias. Votaron los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 456


Su texto es el siguiente:


“Artículo 456.- Las partes deberán concurrir a la audiencia con todos sus medios de prueba, pudiendo valerse de todos aquellos regulados en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente. 


Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida y de las preguntas formuladas por las partes, así como de toda objeción o protesta planteada a este respecto, de la que se dejará constancia en el acta a solicitud de la parte interesada.


Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.”.


Recibió seis indicaciones:


La indicación número 117, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, para ubicar este artículo 456 inmediatamente antes del artículo 458, intercalando, en su inciso primero, entre las expresiones “la audiencia” y “con todos”, lo siguiente: “de juicio”.


La indicación número 118, del Honorable Senador señor Orpis, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 456.- Las partes deberán concurrir a la audiencia de prueba con todos sus medios de prueba, pudiendo valerse de todos aquellos regulados en la ley. Pueden también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente. 

Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida y de las preguntas formuladas por las partes, así como de toda objeción o protesta planteada a este respecto, de la que se dejará constancia en el acta a solicitud de la parte interesada.”.

La indicación número 119, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para efectuar las siguientes enmiendas a su inciso primero: agregar, después de la palabra “audiencia” la expresión “de juicio oral”; e intercalar la siguiente oración, después del punto seguido (.): “En todo caso, los documentos que las partes acompañen en autos deberán estar adjuntos al expediente con, a lo menos, siete días de anticipación a la celebración de la audiencia.”.

La indicación número 120, del Honorable Senador señor Boeninger, para intercalar, en el inciso primero, entre “audiencia” y “con todos”, la expresión “oral del juicio”.

La indicación número 121, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para agregar, en su inciso tercero, la siguiente oración final: “De esta resolución las partes podrán pedir reposición.”.


La indicación número 122, del Honorable Senador señor Boeninger, para eliminar, en su inciso cuarto, la frase final “o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales”.


- La Comisión, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente, aprobó con modificaciones las indicaciones números 117 a 121, y rechazó la indicación número 122.
Artículo 457


Consulta el siguiente texto:


“Artículo 457.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 444, las partes podrán solicitar, con al menos cinco días de antelación a la fecha fijada para la realización de la audiencia, aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la misma, requieran diligencias de citación o requerimiento.


Las citaciones señaladas en el inciso anterior deberán practicarse por medio de carta certificada al domicilio de quien deba prestar la prueba requerida, el cual deberá ser señalado por el solicitante de la misma.


La resolución que cite a absolver posiciones se notificará por cédula, con a lo menos tres días de antelación a la celebración de la respectiva audiencia.  Si alguna de las partes no ha señalado domicilio, la resolución señalada en el presente inciso se le notificará por el estado diario.


La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, con a lo menos tres días de antelación a la fecha fijada para la celebración de la audiencia, en el domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.


La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte. 


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejando constancia en el expediente. 


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder al día anterior al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo al efecto disponer cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de textos.


En el mismo plazo señalado en el inciso primero, deberán acompañarse los instrumentos que no se hubiesen presentado con anterioridad.”.


Fue objeto de ocho indicaciones:


La indicación número 123, del Ejecutivo, lo suprime.


La indicación número 124, del Honorable Senador señor Boeninger, sustituye el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 457.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 444, las partes podrán solicitar, al término de la audiencia de contestación y conciliación o dentro de los cinco días siguientes, aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la audiencia oral del juicio, requieran diligencias de citación o requerimiento.”.


La indicación número 125, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, reemplaza su inciso primero, por el que sigue:


“Artículo 457.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 444, las partes deberán solicitar en la audiencia preliminar aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la audiencia de juicio, requieran diligencias de citación o requerimiento.”.

La indicación número 126, del Honorable Senador señor Orpis, sustituye el inciso primero, por el que se transcribe:


“Artículo 457.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo 444, las partes podrán solicitar, con al menos cinco días de antelación a la fecha fijada para la realización de la audiencia probatoria, aquellas pruebas que, debiendo practicarse en la misma, requieran diligencias de citación o requerimiento.”.


La indicación número 127, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye, en el inciso primero, el vocablo “cinco” por “quince”.


La indicación número 128, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, reemplaza su inciso tercero, por el que sigue:


“La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en la audiencia preliminar. Sin embargo, a aquella parte que no concurra a dicha audiencia, se le notificará por carta certificada, salvo que no haya señalado domicilio, en cuyo caso se le notificará por el estado diario.”.


La indicación número 129, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye, en su inciso tercero, la palabra “tres” por “diez”.


La indicación número 130, de los mismos señores Senadores, agrega el siguiente inciso final, nuevo:


“En caso que por cualquier motivo no imputable a las partes los oficios solicitados no hubieran sido evacuados en el plazo señalado, la audiencia decretada se suspenderá hasta la fecha que al efecto fije el tribunal.”.


- Vuestra Comisión, unánimemente, con idéntica votación a la registrada para las indicaciones precedentes, aprobó con modificaciones las indicaciones números 123 a 129, y rechazó la indicación número 130.
o o o


La indicación número 131, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, es para intercalar, entre los artículos 457 y 458, el siguiente artículo 457 bis, nuevo:


“Artículo 457 bis.- Durante la celebración de la audiencia preliminar se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:

a) El lugar, fecha e individualización del tribunal y de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados;

b) Un resumen suficiente del acto de conciliación;

c) Un resumen suficiente de las alegaciones de las partes;

d) Los hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos fijados por el tribunal; 

e) Una descripción somera de las diligencias de prueba que hubieren solicitado las partes y de lo resuelto por el tribunal al respecto, junto con aquéllas decretadas de oficio, y

f) Una relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos.

El juez, resolverá en el acto y sin ulterior recurso cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 



Una vez extendida el acta o resuelta las objeciones, será firmada por el juez, las partes, sus apoderados y abogados, entregándose copia de la misma a las partes.”.

- Fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
o o o

Artículo 458


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 458.- La rendición de la prueba comenzará con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado. 


No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.


El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.”.


La indicación número 132, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, sustituye su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 458.- La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de la prueba, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.”.

Las indicaciones números 133, del Honorable Senador señor Boeninger, y 134, del Honorable Senador señor Orpis, son para suprimir su inciso segundo.


- Vuestra Comisión, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente, aprobó con modificaciones la indicación número 132, y rechazó las indicaciones números 133 y 134.
Artículo 459


Su texto es del siguiente tenor:


“Artículo 459.- La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral durante la audiencia.


La exhibición de instrumentos que hubiese sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquellos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.”.


La indicación número 135, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para suprimirlo.


Las indicaciones números 136, del Honorable Senador señor Boeninger, y 137, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, agregan, en los incisos primero y segundo, la expresión “de juicio oral”, a continuación del vocablo “audiencia”.

- Las indicaciones números 135 a 137 se aprobaron con modificaciones, unánimemente, con igual votación a las tres indicaciones anteriores.
Artículo 460


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 460.- Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada o compareciendo se negase a declarar o diese respuestas evasivas, podrán presumirse efectivos los hechos alegados por la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda, siempre que hubiere sido apercibido sobre tal efecto. 


La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y hacerse con anticipación al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó. 


Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.”.


La indicación número 138, del Ejecutivo, es para suprimirlo.


La indicación número 139, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, agrega, en su inciso primero, después del vocablo “audiencia”, la palabra “respectiva”.

- Se aprobaron con modificaciones, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 461


“Artículo 461.- Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad. El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.”.

La indicación número 140, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para suprimirlo.


- Fue aprobada por unanimidad, con modificaciones, con igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 462


Su texto es el siguiente:


“Artículo 462.- Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a cuatro.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


Los testigos no podrán ser tachados. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el artículo 464, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.”.


Se presentaron siete indicaciones:


La indicación número 141, del Ejecutivo, lo suprime.


La indicación número 142, del Honorable Senador señor Boeninger, es para reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 462.- Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar por cada parte sólo hasta dos testigos por punto de prueba. 

Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


Los testigos no podrán ser tachados. Sin perjuicio de ello, en la oportunidad a que se refiere el artículo 464, las partes podrán dirigir al testigo preguntas tendientes a demostrar su credibilidad o falta de ella, la existencia de vínculos con alguna de las partes que afectaren o pudieran afectar su imparcialidad, o algún otro defecto de idoneidad.”.


La indicación número 143, del Honorable Senador señor Orpis, sustituye su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 462.- Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta seis testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser inferior a cuatro.”.


La indicación número 144, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, reemplaza, en el inciso primero, la expresión “cuatro testigos” por “seis testigos”.

La indicación número 145, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, sustituye, en el inciso primero, la expresión “cuatro testigos por cada parte” por “tres testigos por cada parte, sobre cada uno de los puntos de prueba fijados en la resolución respectiva”.

La indicación número 146, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, suprime su inciso segundo.

La indicación número 147, del Honorable Senador señor Orpis, reemplaza su inciso segundo, por el siguiente:


“El juez podrá, a petición de parte, reducir el número de testigos de cada parte e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.”.


- La Comisión aprobó con modificaciones las indicaciones números 141 a 147, por la misma unanimidad consignada precedentemente.
Artículo 463


“Artículo 463.- El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.


Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.”.


La indicación número 148, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para suprimirlo.


- Se aprobó con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente, para ubicar igual norma en las reglas de la audiencia de juicio.
Artículo 464


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 464.- Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos podrá ordenar a las partes que los aclaren.”.


La indicación número 149, del Ejecutivo, es para suprimirlo.


- Se aprobó por unanimidad, con modificaciones e idéntica votación a la precedente, por igual razón a la precisada en la indicación número 148.

La indicación número 150, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, es para reemplazar su inciso primero, por el que sigue:


“Artículo 464.- Practicada la prueba, las partes podrán, dentro del plazo de cinco días, presentar por escrito las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas.”.

- Se rechazó, unánimemente, con igual votación a la consignada anteriormente, por ser incompatible con los acuerdos ya adoptados.
Artículo 465


Su texto es el siguiente:


“Artículo 465.- Durante la celebración de la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:


a) El lugar, fecha e individualización del tribunal y de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados;


b) Un resumen suficiente del acto de conciliación;


c) Un resumen suficiente de las alegaciones de las partes, y


d) Un resumen suficiente de la prueba confesional y testimonial; la relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos, y toda otra prueba aportada por las partes y de las incidencias planteadas respecto de todas ellas.


El juez, resolverá en el acto y sin ulterior recurso cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 


Una vez extendida el acta o resuelta las objeciones, será firmada por el juez, las partes, sus apoderados y abogados, entregándose copia de la misma a las partes.”.


Recibió ocho indicaciones:


La indicación número 151, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 465.- Durante la celebración de las audiencias de contestación y conciliación se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:

a) El lugar, fecha e individualización del tribunal y de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados;

b) Un resumen suficiente del acto de conciliación;

c) Un resumen suficiente de las alegaciones de las partes.

En la celebración de las audiencias de prueba, el acta deberá contener un resumen suficiente de la prueba confesional y testimonial; la relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos, y toda otra prueba aportada por las partes y de las incidencias planteadas respecto de todas ellas.

El juez resolverá en el acto y sin ulterior recurso cualquier observación que se hiciera sobre el contenido del acta. 


Una vez extendida el acta o resuelta las objeciones, será firmada por el juez, las partes, sus apoderados y abogados, entregándose copia de la misma a las partes.”.

La indicación número 152, del Ejecutivo, reemplaza sus incisos primero y segundo, por el siguiente:


“Artículo 465.- Al finalizar la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que constará el lugar, fecha e individualización del tribunal, de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados, y de toda otra circunstancia que el tribunal estime necesario incorporar.”.


La indicación número 153, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, sustituye el encabezamiento del artículo 465 propuesto, por el siguiente:


“Artículo 465.- Durante la celebración de las audiencias se extenderá el acta correspondiente, en la que se hará constar:”.


La indicación número 154, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, intercala, en su encabezamiento, entre “la audiencia” y “se extenderá”, la expresión “de juicio”.


Las indicaciones números 155, del Honorable Senador señor Parra, y 156, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, son para suprimir, en su inciso primero, los literales b) y c).


La indicación número 157, del Honorable Senador  señor Ruiz De Giorgio, es para eliminar, en la letra d) del inciso primero, lo siguiente: “; la relación circunstanciada de los instrumentos presentados o los datos que permitan identificarlos”.

La indicación número 158, del Ejecutivo, suprime, en su inciso tercero, la frase “o resuelta las objeciones”.


- Las indicaciones números 151 a 158 se aprobaron con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 466


“Artículo 466.- En el evento de existir alguna diligencia pendiente, que haya sido solicitada por alguna de las partes, y que no pudo llevarse a cabo en la audiencia, el tribunal, por resolución fundada, y sólo si la estima estrictamente necesaria para la acertada resolución de la causa, la podrá reiterar como medida para mejor resolver de conformidad a lo dispuesto en el artículo siguiente, requiriendo su cumplimiento por cualquier medio idóneo.”.


La indicación número 159, de Su Excelencia el Presidente de la República, lo suprime.


- Se aprobó, unánimemente, con modificaciones e igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 467


Su texto es el siguiente:


“Artículo 467.- A partir de la contestación de la demanda y hasta el término de la audiencia el tribunal podrá, de oficio y por resolución fundada, decretar las medidas necesarias para formarse plena convicción sobre los hechos de la causa y su adecuada resolución. Dichas medidas podrán consistir en la agregación de documentos, confesión judicial de las partes, inspección personal del tribunal, informe de peritos, comparecencia de testigos, exhibición de otros autos que tengan relación con el juicio, informe de los organismos públicos a los cuales la ley asigna la facultad de interpretar la legislación laboral y de seguridad social sobre jurisprudencia administrativa que hubieren emitido, y en cualesquiera otras que estime necesarias. 


No será impedimento para la dictación del fallo el hecho de encontrarse pendiente alguna de las diligencias señaladas en el inciso precedente.


Las resoluciones dictadas en conformidad a lo dispuesto en este artículo y al precedente serán inapelables.”.


Fue objeto de seis indicaciones:


La indicación número 160, del Ejecutivo, es para suprimirlo.


La indicación número 161, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 467.- Hasta el término de la audiencia el tribunal podrá, de oficio y por resolución fundada, decretar las medidas para mejor resolver que estime conveniente, de conformidad a lo señalado en el artículo 159 del Código de Procedimiento Civil.”.

La indicación número 162, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, intercala, en su inciso primero, entre “la audiencia” y “el tribunal”, la expresión “de juicio”.


Las indicaciones números 163, del Honorable Senador señor Boeninger, y 164, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, son para suprimir su inciso segundo.


La indicación número 165, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, es para suprimir su inciso tercero.


- Las seis indicaciones se aprobaron con modificaciones, registrándose idéntica votación a la de las indicaciones precedentes.
Artículo 468


“Artículo 468.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Las presunciones simplemente legales se apreciarán también en la misma forma.”.

La indicación número 166, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para suprimirlo.


- Fue aprobada, unánimemente, con igual votación a la de las indicaciones inmediatamente anteriores.
Artículo 469


“Artículo 469.- Al apreciar las pruebas según la sana crítica, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.”.


La indicación número 167, del Ejecutivo, le introduce las siguientes enmiendas:


a) Agrega el siguiente inciso primero:

“Artículo 469.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.”.


b) Reemplaza, en el inciso primero -que pasaría a ser inciso segundo-, la frase inicial “Al apreciar las pruebas según la sana crítica” por “Al hacerlo”.

- Recibió asentimiento unánime, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, ubicando su normativa como artículo 454.
Artículo 470


Su texto es el que sigue:


“Artículo 470.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia o dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, podrá el juez anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.


Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.”.


Fue objeto de cuatro indicaciones:


La indicación número 168, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 470.- El juez podrá pronunciar sentencia entre el quinto y el décimo quinto día, contado desde la realización de la audiencia, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. 


Las partes se entenderán notificadas de la sentencia en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.”.

La indicación número 169, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, intercala, en su inciso primero, entre “la audiencia” y “o dentro”, las palabras “de juicio”.

La indicación número 170, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, agrega, en el inciso primero, a continuación de “audiencia o” la frase “y en todo caso”.

La indicación número 171, del Ejecutivo, reemplaza, en su inciso primero, la frase “En esta segunda alternativa, podrá” por “En este último caso, deberá”.

- Estas indicaciones se aprobaron con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 471


“Artículo 471.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquellas.”.


Se deja constancia de que el texto de este precepto se contempla en el artículo 456, que se propone como parte de la normativa del Párrafo 3º.

Artículo 472

Inciso primero


Su texto es el siguiente:


“Artículo 472.- La sentencia definitiva deberá contener:


1.- El lugar y fecha en que se expida;


2.- La individualización completa de las partes litigantes;


3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;


4.- El análisis de la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;


5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;


6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y


7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.”.

La indicación número 172, del Honorable Senador señor Boeninger, intercala, en su número 4, entre las expresiones “análisis de” y “la prueba”, el vocablo “toda”.


La indicación número 173, del Honorable Senador señor Boeninger, reemplaza su número 5, por el que sigue:


“5.- Las consideraciones de hecho y de derecho que sirvan de fundamento al fallo con mención de los preceptos legales o, a falta de éstos, los principios de equidad en que el fallo se funda;”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó la indicación número 172 y rechazó la indicación número 173.
Inciso segundo o final


“La sentencia que se dicte en la audiencia, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 470, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 2, 5, 6 y 7.”.

Las indicaciones números 174, del Honorable Senador señor Orpis, y 175, del Honorable Senador señor Parra, son para suprimir este inciso.

La indicación número 176, del Honorable Senador señor Boeninger, lo sustituye por el siguiente:

“La sentencia que se dicte en la audiencia, de conformidad a lo establecido en el inciso segundo del artículo 455, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 2, 5, 6, y 7.”.
La indicación número 177, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, lo reemplaza por los siguientes:

“La sentencia que se dicte en la audiencia de juicio, de conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 470, podrá omitir los requisitos exigidos en el número 3.


La sentencia que se dicte en la audiencia preliminar, de conformidad a lo establecido en el inciso final del artículo 455 y en el inciso primero del artículo 470, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 1, 2, 5, 6 y 7.”.

- Estas indicaciones se aprobaron con modificaciones, unánimemente, con igual votación a la consignada precedentemente.
Artículo 473


“Artículo 473.- Si el juez que presidió la audiencia no pudiese dictar sentencia, éste deberá celebrarse nuevamente.”.


La indicación número 178, del Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio, reemplaza las palabras “la audiencia” por “las audiencias”.

- Se aprobó, con modificaciones, unánimemente, con idéntica votación a la consignada anteriormente.
Artículo 474


“Artículo 474.- La sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, según corresponda.


Estos organismos deberán remitir al tribunal de la causa copia de las demandas ejecutivas que deduzcan, sin perjuicio de la facultad del juez de requerir información sobre el estado de avance de la ejecución.”.


La indicación número 179, de Su Excelencia el Presidente de la República, propone las siguientes modificaciones:


a) Agregar al inicio del inciso primero la frase “En caso que sea procedente”, seguida de una coma (,).


b) Suprimir su inciso segundo.

- Fue aprobada con modificaciones, votando los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 475


“Artículo 475.- Una vez firme y ejecutoriada la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.”.


La indicación número 180, del Ejecutivo, es para suprimir las palabras “y ejecutoriada”.


- Fue aprobada, unánimemente, con una enmienda formal, con igual votación a la consignada precedentemente.
Párrafo 4º

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución
de los títulos ejecutivos laborales
Artículo 476

(Pasa a ser artículo 461)


“Artículo 476.- La ejecución de los títulos ejecutivos laborales se tramitará de oficio por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.”.


La indicación número 181, del Honorable Senador señor Boeninger, intercala, entre el vocablo “laborales” y los términos “se tramitará”, lo siguiente: “a que se refieren los números 1 y 2 del artículo 477,”.

La indicación número 182, de Su Excelencia el Presidente de la República, intercala, entre la palabra “tramitará” y los vocablos “de oficio”, lo siguiente: “por escrito”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 181 y 182, ambas con modificaciones, a fin de consultar este artículo de la siguiente forma:

“Artículo 461.- La tramitación de los títulos ejecutivos laborales se desarrollará de oficio y por escrito por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.”.
Artículo 477

(Pasa a ser artículo 462)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 477.- Son títulos ejecutivos laborales:


1.- Las sentencias ejecutoriadas; 


2.- Los equivalentes jurisdiccionales que cumplan con las formalidades establecidas en la ley; 


3.- Los finiquitos suscritos por el trabajador y el empleador y autorizados por el Inspector del Trabajo o por funcionarios a los cuales la ley los faculta para actuar como ministros de fe en el ámbito laboral;


4.- Las actas firmadas por las partes, y autorizadas por los Inspectores del Trabajo y que den constancia de acuerdos producidos  ante éstos o que contengan el reconocimiento de una obligación laboral o de cotizaciones de seguridad social, o sus copias certificadas por la respectiva Inspección del Trabajo;


5.- Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo y las copias auténticas de las mismas autorizadas por la Inspección del Trabajo, y


6.- Cualquier otro título a que las leyes laborales o de seguridad social otorguen fuerza ejecutiva.”.


La indicación número 183, del Ejecutivo, reemplaza, en su número 2, la frase inicial “Los equivalentes jurisdiccionales” por “La transacción, conciliación y avenimiento”.

La indicación número 184, también del Ejecutivo, suprime, en el número 3, el vocablo “los” que sigue a las palabras “la ley”.


La indicación número 185, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, suprime el número 5.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobar las indicaciones números 183 y 184.

- Aprobar, con modificaciones, la indicación número 185, de manera de consultar el siguiente número 5 para este artículo:

“5.- Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, y las copias auténticas de los mismos autorizadas por la Inspección del Trabajo, y”.
Artículo 479

(Pasa a ser artículo 464)


“Artículo 479.- Una vez firme y ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 475, el tribunal remitirá al quinto día los autos al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución de conformidad a las reglas de este Párrafo.


Recibido el expediente por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra firme y ejecutoriada, según sea el caso, junto con ordenar el cumplimiento del fallo, se deberán remitir sin más trámite los autos a la unidad de liquidación o al funcionario encargado para que se proceda a la liquidación del crédito, ya sea determinando los montos que reflejen los rubros a que se ha condenado u obligado el ejecutado y, en su caso, se actualicen los mismos, aplicando los reajustes e intereses legales. 


La liquidación deberá practicarse dentro de tercero día y será notificada por carta certificada a los apoderados de las partes, junto con el requerimiento al vencido para que pague dentro de los cinco días siguientes. En caso que la ejecución haya quedado a cargo de un tercero, la notificación deberá practicarse en forma personal.”.


La indicación número 186, de Su Excelencia el Presidente de la República, lo modifica de la forma que sigue:


a) En su inciso primero, suprime las palabras “y ejecutoriada”, y reemplaza los vocablos “remitirá al” por la frase “ordenará el cumplimiento del fallo y remitirá dentro de”.

b) En su inciso segundo, sustituye la frase inicial “Recibido el expediente” por “Recibidos los antecedentes”, y elimina las expresiones “y ejecutoriada” y “junto con ordenar el cumplimiento del fallo,”.

c) En su inciso tercero, suprime la frase “los apoderados de”; reemplaza la palabra “vencido” por “ejecutado”, e intercala, entre “deberá practicarse” y “en forma”, los vocablos “a éste”.


- La Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las letras a), b) y c) de esta indicación, las dos primeras con modificaciones, a fin de consultar para este artículo la redacción que se contempla en el Capítulo de este informe, que contiene el texto del proyecto aprobado por la Comisión.
Artículo 480

(Pasa a ser artículo 465)


“Artículo 480.- Iniciada la ejecución, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar a la Tesorería General de la República que retenga de las sumas que por concepto de devolución de impuestos a la renta corresponda restituir al ejecutado, el monto objeto de la ejecución, con sus reajustes, intereses y multas. Esta medida tendrá el carácter de precautoria.”.


La indicación número 187, del Ejecutivo, sustituye el vocablo final “precautoria” por “cautelar”.


- Esta indicación se aprobó, por unanimidad, votando los mismos señores Senadores anteriormente individualizados.
Artículo 481

(Pasa a ser artículo 466)


“Artículo 481.- En el caso que las partes pactaren una forma de pago del crédito perseguido en los autos, este pacto deberá ser ratificado ante el juez de la causa y la o las cuotas que se acuerden deberán consignar los reajustes e intereses del período. El no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, y dentro del plazo de sesenta días contado desde el incumplimiento, para que se ordene y cumpla el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento. El pacto así ratificado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales.”.

- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó esta norma, con una enmienda formal.
Artículo 482

(Pasa a ser artículo 467)


“Artículo 482.- Notificada la liquidación, las partes tendrán el plazo de cinco días para objetarla, sólo si de ella apareciere que hay errores de cálculo numérico, alteración en las bases de cálculo o elementos o incorrecta aplicación de los índices de reajustabilidad o de intereses emanados de los órganos competentes. 


El tribunal resolverá de plano la objeción planteada, pudiendo oír a la contraria si estima que los antecedentes agregados a los autos no son suficientes para emitir pronunciamiento.”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, precedentemente identificados, aprobó este artículo, con una enmienda formal.
Artículo 483

(Pasa a ser artículo 468)


“Artículo 483.- La parte vencida o ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, alguna de las siguientes excepciones, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia: pago de la deuda, remisión, novación y transacción. El tercero podrá, además, excepcionarse con la inoponibilidad de la acción, dentro del mismo plazo señalado.


De la oposición se dará un traslado por tres días a la contraria y con o sin su contestación se resolverá sin más trámites, siendo la sentencia apelable en el solo efecto devolutivo.”.


La indicación número 188, de Su Excelencia el Presidente de la República, suprime, en el inciso primero, los vocablos “vencida o” y su oración final.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó esta indicación, con una enmienda formal.
Artículo 484

(Pasa a ser artículo 469)


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 484.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 479, el ministro de fe procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas. Hará, además, una tasación prudencial de los mismos que consignará en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.


Si no ha habido oposición oportuna o existiendo ha sido desechada, se ordenará sin más trámite hacer debido pago al ejecutante con los fondos retenidos, embargados o cautelados. En su caso, los bienes embargados serán rematados por cifras no menores al setenta y cinco por ciento de la tasación en primera subasta; en la segunda el mínimo será del cincuenta por ciento del valor de la tasación, y en la tercera no habrá mínimo. El ejecutante podrá participar en el remate y adjudicarse los bienes con cargo al monto de su crédito.


Los trámites y diligencias del procedimiento de apremio ya indicados, serán fijados por el tribunal consecuentemente con los principios propios de la judicatura laboral y teniendo como referencia las reglas de la ejecución civil, en lo que sean conciliables con dichos principios.”.


La indicación número 189, del Ejecutivo, modifica su inciso primero, de la siguiente forma:


a) Intercala, a continuación del guarismo “479”, la frase “, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 481”.

b) Agrega, a continuación de la expresión “ministro de fe”, lo siguiente: “designado por el tribunal”.


c) Reemplaza, a continuación de la palabra “costas”, el punto seguido (.) por una coma (,), sustituye la voz “Hará” por “haciendo”, y elimina la frase final “, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal”.

- La Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las letras a), b) y c) de esta indicación, la última con modificaciones, de manera de consultar el siguiente texto para el inciso primero de este artículo:

“Artículo 469.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 464, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 466, el ministro de fe designado por el tribunal procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas, tasando prudencialmente los mismos, consignándolo así en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.”.
Artículo 486

(Pasa a ser artículo 471)


“Artículo 486.- Tratándose de títulos ejecutivos laborales distintos a los señalados en el número 1 del artículo 477, su ejecución se regirá por las disposiciones que a continuación se señalan y a falta de norma expresa, le serán aplicables las disposiciones de los Títulos I y II del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral.


Una vez despachada la ejecución, el juez deberá remitir sin más trámite los autos a la unidad de liquidación o al funcionario encargado, según corresponda, para que se proceda a la liquidación del crédito, lo que deberá hacerse dentro de tercer día. 


En los juicios ejecutivos se practicará personalmente el requerimiento de pago al deudor y la notificación de la liquidación, pero si no es habido se procederá en la forma establecida en el  artículo 437, expresándose en la copia a que este mismo se refiere, a más del mandamiento, la designación del día, hora y lugar que fije el ministro de fe para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se trabará el embargo inmediatamente y sin más trámite.


En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículos 480, 481, 482; inciso primero del artículo 483, e incisos segundo y tercero del artículo 484.”.

- La Comisión, por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó este precepto, con una enmienda formal y otras de referencia.
Párrafo 5º

De los recursos
Artículo 487
(Pasa a ser artículo 472)


“Artículo 487.- Los recursos se regirán por las normas establecidas en este Párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.


Las indicaciones números 190, del Honorable Senador señor Orpis, y 191, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo reemplazan por el siguiente:


“Artículo 487.- En los juicios laborales tendrán lugar los mismos recursos que proceden en los juicios ordinarios en lo civil y se les aplicarán las mismas reglas en todo cuanto no se encuentre modificado por las normas de este Párrafo.”.

- La Comisión, rechazó estas indicaciones, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 488

(Pasa a ser artículo 473)


“Artículo 488.- La solicitud de reposición de una resolución pronunciada en una audiencia deberá interponerse y resolverse en el acto.”.


La indicación número 192, del Honorable Senador señor Orpis, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 488.- La solicitud de reposición de una resolución pronunciada en un comparendo deberá interponerse y resolverse en el acto.”.

La indicación número 193, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega el siguiente inciso primero, nuevo, pasando su actual inciso primero a ser inciso segundo:


“Artículo 488.- La reposición deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución que se impugna, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse al iniciarse ésta.”.

- Vuestra Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 192 y 193, con modificaciones, a fin de consultar el siguiente texto para este precepto:


“Artículo 488.- La reposición deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución que se impugna, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse al iniciarse ésta.


La reposición interpuesta en una audiencia deberá formularse verbalmente y resolverse en el acto.”.
Artículo 489

(Pasa a ser artículo 474)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 489.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo.”.


Fue objeto de cuatro indicaciones:


La indicación número 194, del Honorable Senador señor Boeninger, lo sustituye por el que sigue:


“Artículo 489.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitiva de primera instancia, las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su prosecución, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.

La apelación de la sentencia definitiva de primera instancia requerirá de la consignación  en la cuenta corriente del tribunal del total del monto no cuestionado por el recurso, al cual la parte recurrente fue condenada en la sentencia y del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que versa la apelación. 

En caso de rechazarse el recurso, la garantía se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia. 


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo.”.


La indicación número 195, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 489.- Sólo serán apelables las sentencias definitivas de primera instancia, las resoluciones que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación y las que se pronuncien sobre medidas precautorias.


Tratándose de precautorias, la apelación de la resolución que otorgue una medida o que rechace su alzamiento se concederá en el sólo efecto devolutivo.”.

La indicación número 196, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, es para sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 489.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas y las sentencias interlocutorias que pongan término al juicio oral o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo.”.

La indicación número 197, de Su Excelencia el Presidente de la República, agrega, en su inciso segundo, la siguiente oración final: “De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.”.

El Ejecutivo propuso aprobar este artículo, con el siguiente texto:


“Artículo 489.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas de primera instancia, las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos. 


La apelación de la sentencia definitiva de primera instancia requerirá de la consignación  en la cuenta corriente del tribunal del total del monto no cuestionado por el recurso, al cual la parte recurrente fue condenada en la sentencia y del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que versa la apelación.

En caso de rechazarse el recurso, la garantía se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia. 


Tratándose de la sentencia definitiva de primera instancia, de las que otorguen o que rechacen el alzamiento de las medidas cautelares y de las que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social, la apelación se concederá en el solo efecto devolutivo.”.


En primer término, la Comisión resolvió aprobar el inciso primero de la propuesta recién transcrita, así como el inciso tercero, pero ubicándolo como cuarto.


En relación al inciso final de la propuesta, estimó que la apelación de la sentencia definitiva no debe concederse sólo en el efecto devolutivo, por lo que resolvió aprobar este inciso, solamente en lo relativo a las medidas cautelares y en cuanto a las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social, con el texto que se consignará en el Capítulo de Modificaciones.


- En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó, con modificaciones, las indicaciones números 194 a 197.

Cabe señalar que, en relación con el inciso segundo de la propuesta del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Parra solicitó a los representantes del Gobierno buscar una fórmula distinta a la planteada, que no implique la obligación de consignar el monto no cuestionado por el recurso, teniendo presente que lo que importa es su ejecución, pues, en el fondo, en esa parte la sentencia está ejecutoriada.


Su Señoría recordó que dicho aspecto ha sido objeto de debate en diversos proyectos que se han tramitado en el Senado, por lo que, de no ajustar la redacción de la norma, es muy probable que esto dé lugar a cuestionamientos constitucionales.


En la última sesión de la Comisión, el Ejecutivo propuso aprobar la norma en cuestión con el siguiente texto:


“Respecto del monto no cuestionado por el recurso, se seguirá su ejecución ante el tribunal que dictó la sentencia, como si ésta estuviere ejecutoriada. En todo caso, la apelación requerirá del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que ella versa.”.


- Vuestra Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó la propuesta precedentemente transcrita, para consultarla como inciso segundo del artículo en análisis.
o o o


Enseguida, se consideró la indicación número 198, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para incorporar como artículos 489 A y 489 B, nuevos, los que siguen:


“Artículo 489 A.- Los autos se enviarán a la Corte de Apelaciones al tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación.

Las partes se considerarán emplazadas en segunda instancia por el hecho de notificárseles la concesión del recurso de apelación.

Artículo 489 B.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:

a) Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de normas.

b) Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre la apreciación de la prueba conforme  a las reglas de la sana crítica.


c) El tribunal superior, sin alterar las conclusiones fácticas del inferior, podrá alterar la calificación jurídica de los mismos hechos.”.

En primer término, la Comisión tuvo presente que la normativa del artículo 489 A, contenido en esta indicación, se contempla en un precepto posterior del proyecto, por lo que sólo analizó el artículo 489 B.


Al respecto, el Ejecutivo propuso considerar el aludido artículo 489 B, con el siguiente texto:


“Artículo 489 B.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:


a) Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de garantías constitucionales, o de normas legales que influya sustancialmente en lo dispositivo del fallo. 


b) Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


c) Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin alterar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.”.

El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio señaló que, a pesar de que no era partidario de que hubiera un recurso de apelación amplio en los juicios laborales, estima que la redacción propuesta por el Ejecutivo acota la materia razonablemente, por lo que concurrirá a aprobar la norma.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que, en la forma propuesta, el recurso de apelación tendrá un carácter más bien excepcional, por lo que no producirá dilaciones en el despacho de las causas.


- Puesta en votación la indicación número 198, fue aprobada, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, modificada para acoger el texto propuesto por el Ejecutivo, ya transcrito, como artículo 475.
o o o

Artículo 490

(Pasa a ser artículo 476)


“Artículo 490.- La apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que lo entabla.  El apelante, al deducirlo, deberá fundarlo someramente, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.


El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.”.


La indicación número 199, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 490.- El recurso de apelación deberá interponerse en el plazo de cinco días contados desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que lo entabla.

Al deducir el recurso, deberá el apelante fundarlo someramente, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.


El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó esta indicación, modificada de manera de contemplar el texto aprobado en general, con enmiendas formales, y suprimiendo la palabra “someramente”.
Artículo 491

(Pasa a ser artículo 477)


“Artículo 491.- Los antecedentes se enviarán a la Corte de Apelaciones al tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación.


Las partes se considerarán emplazadas en segunda instancia por el hecho de notificárseles la concesión del recurso de apelación.


No será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”.


La indicación número 200, del Ejecutivo, reemplaza, en el inciso primero, la expresión “al tercer día” por “dentro de tercer día”.


La indicación número 201, del Honorable Senador señor Orpis, sustituye su inciso final, por el siguiente:


“En lo demás, la apelación se regirá por las normas que establece el Código de Procedimiento Civil, con la salvedad que no será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.”.

- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Aprobó la indicación número 200.


- Rechazó la indicación número 201.

Artículo 492

(Pasa a ser artículo 478)


“Artículo 492.- En segunda instancia no será admisible prueba. Excepcionalmente el tribunal de alzada podrá admitir prueba documental, siempre que la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de rendirla en primera instancia.”.


La indicación número 202, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 492.- En segunda instancia no será admisible prueba alguna. Ello no obstante, el tribunal de alzada podrá admitir prueba documental, siempre que la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de presentarla en primera instancia.”.

La indicación número 203, del Ejecutivo, sustituye los términos “el tribunal de alzada” por “la Corte de Apelaciones”.


- En primer término, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó, con una enmienda meramente formal, la indicación número 203.

Enseguida, consideró una propuesta del Ejecutivo para contemplar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.”.

El asesor del Ministerio de Justicia precisó que se trata de una situación excepcional, ya que, eventualmente, podría requerirse probar la causal que justifica el recurso.


El Honorable Senador señor Parra expresó que no le ve mayor utilidad al aludido inciso segundo, entre otras cosas, porque las causales que establece la normativa que se acaba de aprobar en base a la indicación número 198 son claramente causales de derecho. No hay revisión de hechos. Por ello, en torno a tales causales, Su Señoría no ve ninguna posibilidad de que se genere una controversia susceptible de prueba.


Este inciso, agregó, es inductivo a error y puede prestarse para que se intente reabrir posibilidades de prueba en segunda instancia, lo que iría en contra del sentido de este procedimiento laboral.

El asesor del Ministerio de Justicia señaló que, si bien en la mayoría de los casos ocurre lo afirmado por el señor Senador, es posible concebir que una sentencia dictada con infracción de una garantía constitucional pueda haber significado la imposibilidad de rendir cierta prueba.


El Honorable Senador señor Boeninger manifestó que, dada la forma delimitada en que está redactado este inciso segundo, no estima que vaya a posibilitarse una prueba generalizada. Esta propuesta, acotó, puede ser, incluso, un elemento agilizador del procedimiento.


El abogado señor Alvaro Pizarro sostuvo que en la apelación el juez está facultado para revisar hechos y no se ve razón para evitar que una persona, en su recurso, y de manera excepcional, entregue algún antecedente al tribunal que sea útil para hacer justicia.

- Puesto en votación el inciso segundo propuesto por el Ejecutivo, votaron por aprobarlo, los Honorables Senadores señores Canessa y Prokurica, y por rechazarlo, los Honorables Senadores señores Parra y Ruiz De Giorgio.

- Repetida la votación por el empate producido, votaron favorablemente, los Honorables Senadores señores Canessa, Prokurica y Ruiz De Giorgio, y se abstuvo el Honorable Senador señor Parra, quedando aprobada, con modificaciones, la indicación número 202.

El Honorable Senador señor Parra dejó constancia de que cambiaba su voto negativo por la abstención, en el entendido de que esta norma se refiere a una situación excepcionalísima.

Artículo 493

(Pasa a ser artículo 480)


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 493.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contado desde el término de la vista de la causa.


El Tribunal de Alzada se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes en los escritos que al efecto le presenten.”.


Recibió tres indicaciones:


La indicación número 204, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue: 


“Artículo 493.- El tribunal de segunda instancia podrá decretar como medidas para mejor resolver, las diligencias probatorias que estime indispensables para el acertado fallo del recurso. Estas diligencias podrán ser practicadas por uno de sus miembros designado para este efecto.


La dictación de estas medidas no se extenderá a la prueba testimonial ni a la confesión en juicio.”.


La indicación número 205, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo sustituye por el siguiente:

“Artículo 493.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.”.

La indicación número 206, de Su Excelencia el Presidente de la República, recae en su inciso segundo, y es para reemplazar la frase inicial “El Tribunal de Alzada” por “La Corte de Apelaciones”, y sustituir la frase “que al efecto le presenten” por “a que se refiere el artículo 490”.


- En primer término, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Rechazó la indicación 204.


- Aprobó la indicación número 206, modificada para contemplar su primera propuesta y eliminar la frase final del inciso segundo del artículo 493 “en los escritos que al efecto le presenten”.


- Aprobó, con modificaciones, las indicaciones números 207 -que se describe enseguida- en relación al segundo artículo que propone, y la número 213 -que también se describe en su oportunidad-.

Posteriormente, la Comisión analizó la indicación número 205, advirtiendo que el precepto que consulta es del mismo tenor que la norma propuesta por la indicación número 209 -que se transcribe en su oportunidad-, por lo que las trató conjuntamente.


Al respecto, se estimó adecuado ubicar la normativa que proponen como artículo 479, nuevo, con el objeto de mantener la preferencia contemplada actualmente en el artículo 471 del Código del Trabajo, en cuanto a la vista de estas causas ante las Cortes de Apelaciones.


- En consecuencia, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 205 y 209.
o o o


A continuación, se consigna la indicación número 207, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para intercalar, a continuación del artículo 493, los siguientes artículos 493 A y 493 B, nuevos:


“Artículo 493 A.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella.

Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.

Deberá la Corte, en todo caso, invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga el carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo se señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuera alguno de los comentados en las causales números 4, 6 y 7 del artículo 768 Código de Procedimiento Civil y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 58, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.

Artículo 493 B.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contados desde el término de la vista de la causa.

La Corte de Apelaciones se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes en los escritos que al efecto le presenten.


Dictado el fallo el expediente será devuelto, dentro del décimo quinto día al tribunal de origen para el cumplimiento de la sentencia, salvo que se haya deducido recurso de casación.”.

Cabe señalar que esta indicación número 207, en cuanto al primero de los preceptos que contempla, se trató a propósito de la indicación número 211, y, en lo relativo al segundo de los artículos que propone, se estudió con ocasión del análisis del artículo 493 -que pasa a ser 480-.
o o o

Artículo 494

(Se suprime)


Dispone lo siguiente:


“Artículo 494.- La sentencia definitiva dictada con infracción de garantías constitucionales, o con infracción de ley que hubiere influido sustancialmente en lo dispositivo del fallo, será recurrible de nulidad ante la Corte de Apelaciones correspondiente.  Sin perjuicio de ello, si respecto de la materia de derecho objeto del recurso existieran distintas interpretaciones sostenidas en diversos fallos emanados de los tribunales superiores de justicia, conocerá del recurso la Corte Suprema.


En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.”.


La indicación número 208, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo suprime.


La indicación número 209, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:

“Artículo 494.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de las Cortes de Apelaciones que funcionen divididas en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que se estime necesario para superar el atraso.”.

- La indicación número 208, fue aprobada, con los votos positivos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Cabe recordar que la indicación número 209 se trató a propósito del análisis de la indicación número 205.
Artículo 495

(Se suprime)


Su texto es del siguiente tenor:


“Artículo 495.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, también procederá el recurso de nulidad cuando:


a) La sentencia haya sido pronunciada por juez incompetente, legalmente implicado o cuya recusación se encuentre pendiente o hubiese sido declarada por tribunal competente;


b) Hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad y continuidad del juicio, o cualquier otro requisito para los cuales la ley haya previsto la nulidad o lo haya declarado expresamente como esencial;


c) La sentencia contuviere decisiones contradictorias, hubiere otorgado más allá de lo pedido por las partes, o se hubiere extendido a puntos no sometidos a la decisión del tribunal, sin perjuicio de las facultades para pronunciarse de oficio que la ley expresamente le otorgue, y


d) La sentencia haya sido dictada contra otra pasada en autoridad de cosa juzgada y hubiere sido ello alegado oportunamente en el juicio.


En esos casos, si la Corte acogiese el recurso, junto con anular la sentencia deberá determinar el estado en que hubiere de quedar el procedimiento, ordenando remitir los antecedentes al tribunal que corresponda.  No producirán nulidad aquellos defectos que no influyen en lo dispositivo del fallo, sin perjuicio de las facultades de corregir de oficio que tiene la Corte durante el conocimiento del recurso.”.


Recibió tres indicaciones:


La indicación número 210, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo suprime.


La indicación número 211, del Honorable Senador señor Orpis, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 495.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella. 

Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.


Deberá la Corte, en todo caso, invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga el carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuere alguno de los contemplados en las causales números 4a, 6a y 7a del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 458, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.”.

La indicación número 212, del Ejecutivo, para agregar, en su inciso final, a continuación del vocablo “corresponda”, lo siguiente: “, o dictando sentencia de reemplazo, según sea el caso”.


- La Comisión, por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobar la indicación número 210.


- Rechazar la indicación número 212.


- Aprobar las indicaciones números 211 y 207   -en cuanto al primer precepto que contiene, descrito oportunamente-, modificadas para contemplar el texto que se consigna, como artículo 481, en el Capítulo de Modificaciones.

Artículo 496

(Se suprime)


“Artículo 496.- El recurso de nulidad deberá interponerse por escrito, dentro de los cinco días siguientes a la notificación de la sentencia que se recurre, ante el tribunal que la hubiere dictado.  El escrito deberá cumplir, además, con los siguientes requisitos:


a) Expresar el vicio o la infracción de garantías constitucionales o de ley de que adolece la sentencia, según corresponda, y


b) En los casos del artículo 495, señalar además el modo en que dichas infracciones de ley influyen sustancialmente en lo dispositivo del fallo.”.


La indicación número 213, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 496.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contados desde el término de la vista de la causa. 

La Corte de Apelaciones se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes en los escritos que al efecto le presenten.


Dictado el fallo, el expediente será devuelto, dentro del segundo día, al tribunal de origen para el cumplimiento de la sentencia.”.

- La Comisión, por unanimidad, suprimió este artículo, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

Cabe recordar que la indicación número 213 se consideró a propósito del artículo 493 -que pasó a ser 480-.

Artículo 497

(Se suprime)


Contempla el siguiente texto:


“Artículo 497.- La interposición del recurso de nulidad suspende los efectos de la sentencia recurrida, debiendo el tribunal a quo pronunciarse sobre su admisibilidad.


La inadmisibilidad sólo podrá fundarse en haberse deducido el recurso en contra de resolución que no fuere impugnable por este  medio o en haberse deducido fuera de plazo.  Esta resolución será susceptible de reposición dentro de tercero día.


Admitido el recurso, el tribunal a quo remitirá a la Corte copia de la sentencia definitiva impugnada, del registro de la audiencia del juicio oral o de las actuaciones determinadas que se impugnaren y del escrito en que se hubiere interpuesto el recurso.”.


La indicación número 214, del Honorable Senador señor Orpis, es para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 497.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y conocimiento en la Corte Suprema.”.

La indicación número 215, de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza, en su inciso segundo, la frase “impugnable por este medio” por “sentencia definitiva”.


- En primer término, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó la indicación número 215, modificada de manera de suprimir este artículo.

- En cuanto a la indicación número 214, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, la aprobó, pero consultando su texto en el artículo 482, nuevo.
Artículo 498

(Se suprime)


“Artículo 498.- Ingresado el recurso a la Corte, se abrirá un plazo de cinco días, para que las demás partes soliciten la declaración de inadmisibilidad, conforme con las mismas causas señaladas en el artículo anterior, le formulen observaciones o se adhirieran al recurso.


El escrito de adhesión deberá cumplir con los mismos requisitos que el del recurso principal y su procedencia será resuelta de plano por la Corte.”.


La indicación número 216, del Honorable Senador señor Orpis, lo suprime.


- Fue aprobada, unánimemente, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 499

(Se suprime)


“Artículo 499.- Vencido el plazo del artículo anterior, la Corte se pronunciará en cuenta sobre su admisibilidad.  Sin embargo, si el recurso fue deducido para ante la Corte Suprema, ésta no se pronunciará sobre su admisibilidad, sino que procederá a su remisión a la Corte de Apelaciones correspondiente cuando considere que no existen distintas interpretaciones sobre la materia de derecho objeto del mismo, o que existiendo en los casos de infracción de ley, no fueren determinantes para la decisión de la causa.”.


Las indicaciones números 217, del Honorable Senador señor Orpis, y 218, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, son para suprimirlo.


- Se aprobaron, con igual votación a la consignada en el artículo anterior.
Artículo 500

(Se suprime)


“Artículo 500.- Sólo podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso.  La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.”.


Las indicaciones números 219, del Honorable Senador señor Orpis, y 220, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, lo suprimen.


La indicación número 221, del Ejecutivo, reemplaza la palabra “causa” por “causal de nulidad”.


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobar las indicaciones números 219 y 220.

- Rechazar la indicación número 221.
Artículo 501

(Se suprime)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 501.- La Corte deberá fallar el recurso dentro de los veinte días siguientes al momento en que hubiere terminado de conocer de él, exponiendo los fundamentos que sirvieron de base a su decisión.  Si rechaza el recurso deberá pronunciarse sobre las cuestiones controvertidas.  Si lo acoge, podrá limitarse a determinar la causal o causales que le hubieren sido suficientes, dictando la sentencia de reemplazo o señalando el estado en que queda el juicio, según corresponda.


La sentencia de reemplazo que se conformare a la ley será pronunciada sin nueva audiencia, pero separadamente.


En contra de la resolución que falle un recurso de nulidad no procederá recurso alguno.”.


Se presentaron cuatro indicaciones:


Las indicaciones números 222, del Honorable Senador señor Orpis, y 223, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, para suprimirlo.


La indicación número 224, del Ejecutivo, para intercalar, en su inciso primero, entre los términos “el recurso” y “dentro de”, las palabras “de nulidad”.


La indicación número 225, del Honorable Senador señor Parra, reemplaza, en su inciso primero, el vocablo “veinte” por “diez”.


- La Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Aprobó las indicaciones números 222 y 223.

- Rechazó las indicaciones números 224 y 225.
Párrafo 6º

Del Procedimiento de Tutela Laboral

Las indicaciones números 226, del Honorable Senador señor Orpis, y 227, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, son para suprimir todo el Párrafo 6°.


- La Comisión, unánimemente, rechazó estas indicaciones, con los votos de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.

La indicación número 228, del Honorable Senador señor Boeninger, es para sustituir todo el Párrafo 6°, por el que sigue:

“Párrafo 6°

Del Procedimiento de Tutela Laboral


Artículo 502.- El procedimiento contenido en este párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de las normas laborales, que afecten los derechos a que aluden los artículos 2º y 292 del presente Código. 

Se entenderá que los derechos y garantías a que se refiere el inciso anterior resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquéllas en forma arbitraria o sin respeto a su contenido esencial, en igual sentido se entenderán las  represalias ejercidas por el empleador en contra de trabajadores en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales, cualquiera sea la naturaleza de éstas.

Artículo 503.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de este procedimiento.

Cuando el trabajador afectado por una lesión de los derechos a que alude este Párrafo haya incoado una acción conforme a estas  normas  y así lo solicitare, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante. 

La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.

Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de los derechos a que alude este Párrafo, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este Párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.

La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos alegada.  Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.

Artículo 504.- Este procedimiento queda limitado a la tutela de los derechos  a que se refiere el artículo 502.

No cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en fundamentos diversos.

Artículo 505.- La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 

Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.

Artículo 506.- Si la vulneración de los derechos a que alude este Párrafo hubiere tenido como consecuencia el  despido, las indemnizaciones a que aluden los incisos primero y segundo del artículo 163 se incrementará en un 200%.

La legitimación activa para recabar su tutela por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.

En este caso, la denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.

El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 503.

Artículo 507.- La demanda deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 444, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.

El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este Párrafo.

Artículo 508.- Admitida la demanda a tramitación, el juez citará al denunciante, al denunciado y a los presuntamente afectados, a una audiencia única a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la denuncia, ordenándoles que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la denuncia y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, cinco días. 

Artículo 509.- Cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá adoptar las medidas cautelares que garanticen el ejercicio de los derechos vulnerados bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 

Artículo 510.- Con el mérito del informe de fiscalización, de lo expuesto por los citados y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 470.

Artículo 511.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 

1. La declaración de existencia o no de la vulneración de derechos denunciada. 

2. En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;

3. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor, dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509, incluidas las indemnizaciones que procedan, y

4. La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.


Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.”.


La Comisión resolvió analizar las disposiciones de este Párrafo, siguiendo el orden del articulado del proyecto aprobado en general, teniendo presente la indicación número 228, transcrita precedentemente.
Artículo 502

(Pasa a ser artículo 483)


Consulta el siguiente texto:


“Artículo 502.- El procedimiento contenido en este párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de la normas laborales, que afecten los derechos fundamentales de los trabajadores, entendiéndose por éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 19, números 1º inciso primero, 4º inciso primero, 5º en lo relativo a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, 6º inciso primero, 12º inciso primero y 16º en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a su libre elección y a lo establecido en su inciso cuarto, cuando aquellos derechos resulten lesionados en el ejercicio de las facultades del empleador.


También se aplicará este procedimiento para conocer de los actos discriminatorios a que se refiere el artículo 2° de este Código.


Se entenderá que los derechos y garantías a que se refiere el inciso anterior resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquéllas sin justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su contenido esencial.


Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, no se podrá impetrar una denuncia de conformidad a las normas de este Párrafo, que se refiera a los mismos hechos.”.


La indicación número 229, de Su Excelencia el Presidente de la República, es para introducirle las siguientes enmiendas:


a) En el inciso tercero, reemplazar “el inciso anterior” por “los incisos anteriores”.


b) En el inciso cuarto, sustituir el vocablo “impetrar” por “efectuar”.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio acordó lo siguiente:


- Aprobó la indicación número 229.


- En el inciso primero, agregó, después de la oración “artículo 19, números 1º inciso primero,” lo siguiente: “siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral,”, introduciendo, además, enmiendas formales.


- En el inciso segundo, agregó la siguiente frase final: “, con excepción de los contemplados en su inciso sexto.”.


- En el inciso cuarto, incorporó, después de “Constitución Política,” lo siguiente: “en los casos que proceda,”.

Artículo 503

(Pasa a ser artículo 484)

Su texto es el siguiente:


“Artículo 503.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá impetrar su tutela por la vía de este procedimiento.


Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una acción conforme a las normas de este Párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, personalmente o a través de su organización, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante.


Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal caso como parte principal.


La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.


Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este Párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.


La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos fundamentales alegada.  Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.”.


La indicación número 230, del Ejecutivo, lo modifica del siguiente modo:


a) Sustituye, en el inciso primero, la palabra “impetrar” por “requerir”.


b) Agrega el siguiente inciso sexto, nuevo:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la Inspección del Trabajo deberá llevar a cabo, en forma previa a la denuncia, una mediación entre las partes a fin de agotar las posibilidades de corrección de las infracciones constatadas.”.


En primer término, el Honorable Senador señor Parra planteó que, no obstante concurrirá a aprobar esta normativa, no tiene total claridad de la conveniencia de que este procedimiento también pueda iniciarse a partir de una denuncia de la Inspección del Trabajo, ya que ésta puede actuar en base a otros procedimientos sancionatorios que establece la ley cuando hay infracción constatada. Su Señoría habría preferido acotar la intervención del legitimado, más estrictamente.


En cuanto a la participación del sindicato, el señor Senador la estimó muy importante, y debiera operar aun cuando el trabajador no sea afiliado al mismo, ya que se trata de establecer relaciones laborales sanas dentro de la empresa.


Respecto de esto último, el Honorable Senador señor Boeninger manifestó que lo natural es que la organización sindical actúe a petición del trabajador afectado, ya que, por diversas razones, éste podría no tener interés en que se intervenga a su nombre.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social señaló que la participación de la Dirección del Trabajo tiene por objeto iniciar este procedimiento, especialmente, cuando no existe organización sindical, lo que ocurre en la inmensa mayoría de las empresas del país.


El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio señaló que aprobaría la norma, sin perjuicio de que le gustaría que la Dirección del Trabajo tuviera más atribuciones, para que muchos de estos problemas no llegaran a juicio. Lamentablemente, ello no ha podido lograrse y, por eso, al menos debe permitírsele dar inicio al procedimiento en análisis.


- A continuación, la Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, adoptó los siguientes acuerdos:

- Aprobó la indicación número 230.


- En el inciso segundo, reemplazó la frase “personalmente o a través de su organización” por “directamente o por intermedio de su organización de grado superior”.

- Aprobó la indicación número 228 -descrita en su oportunidad-, con modificaciones, a fin de suprimir lo relativo a la presunción legal de veracidad a que alude el inciso quinto de este artículo.
Artículo 506

(Pasa a ser artículo 487)


“Artículo 506.- Si la vulneración de derechos fundamentales se hubiere producido con ocasión del despido, éste no producirá efecto alguno. La legitimación activa para recabar su tutela por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.


En este caso, la denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.


El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal, en cuyo caso el empleador deberá pagar al trabajador las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquella en que se materialice la reincorporación, o la indemnización establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a tres meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.


El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 503.


Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, 

se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 446 y sólo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales.”.


Cabe señalar que el Ejecutivo propuso consultar este artículo, con el siguiente texto:


Artículo 506.- Si la vulneración de derechos fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 502, se hubiere producido con ocasión del despido, la legitimación activa para recabar su tutela corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.


La denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.


En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


Con todo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en los incisos segundo y tercero del artículo 2° de este Código, y además ello sea calificado como grave, el trabajador podrá optar entre la reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.


En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.


El juez de la causa, en estos procesos, deberá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 503.


Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 446 y sólo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales.”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobó el inciso primero propuesto, introduciendo entre las palabras “tutela” y “corresponderá” lo siguiente: “, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo,”, más una enmienda de referencia.

- En el inciso cuarto de la propuesta, reemplazó la frase “los incisos segundo y tercero” por “el inciso cuarto”, e introdujo, a continuación de la frase “sea calificado como grave,” lo siguiente: “mediante resolución fundada,”.

- En el inciso sexto, reemplazó la palabra “deberá” por “podrá”, consecuente con lo ya acordado por la Comisión, más una enmienda referencial.

- Por último, aprobó los incisos segundo, tercero, quinto y séptimo propuestos, sin enmiendas.
Artículo 508

(Pasa a ser artículo 489)


“Artículo 508.- Admitida la denuncia a tramitación, el juez citará al denunciante, al denunciado y a los presuntamente afectados, a una audiencia única a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la denuncia, ordenándoles que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los quince días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la denuncia y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, cinco días.”.


La indicación número 231, de Su Excelencia el Presidente de la República, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo….- Admitida la denuncia a tramitación, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3º.”.

- La indicación se aprobó, por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 509

(Pasa a ser artículo 490)


“Artículo 509.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar, efectos irreversibles, ello, bajo apercibimiento de multa de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.


- Vuestra Comisión, con igual votación a la anterior, aprobó la indicación número 228 -ya descrita-, modificada de manera de reemplazar la oración “cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales” por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”, más una enmienda meramente formal.
Artículo 510

(Pasa a ser artículo 491)


“Artículo 510.- Cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios suficientes de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado explicar los fundamentos de  las medidas adoptadas y su proporcionalidad.”.


El Honorable Senador señor Parra dejó constancia de que, a su entender, este precepto no altera el peso de la prueba. Esta norma debe analizarse en relación al artículo 508 -que pasa a ser 489-. También aquí habrá audiencia de juicio en que las partes rendirán prueba. Su Señoría acotó que sólo se está precisando qué le corresponde probar a cada uno, de modo que no hay inversión del peso de la prueba ni se rompen los principios generales del Derecho.


- La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó esta norma, reemplazando las palabras “y su proporcionalidad”, por “y de su proporcionalidad”.
Artículo 511

(Pasa a ser artículo 492)


“Artículo 511.- Con el mérito del informe de fiscalización, de lo expuesto por los citados y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 470.”.


La indicación número 232, del Ejecutivo, sustituye las palabras “los citados” por “las partes”.


El Honorable Senador señor Parra dejó constancia de que cuando se habla del mérito del informe de fiscalización nos estamos refiriendo específicamente al caso en que el procedimiento se inició por denuncia de la Dirección del Trabajo. Esto no quiere decir que sea obligatorio para el juez, en el marco de este procedimiento, ordenar una fiscalización y esperar el informe respectivo. Ello sólo procederá cuando corresponda.

- Vuestra Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, ya individualizados, aprobó la indicación 232, incorporando después de la expresión “fiscalización,”, lo siguiente: “cuando corresponda,”, e introduciendo una enmienda de referencia.
Artículo 512

(Pasa a ser artículo 493)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 512.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 


1. La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada. 


2. En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509;


3. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 509, incluidas las indemnizaciones que procedan, y


4. La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.


En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado inmediatamente anterior de producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar cualquier tipo de transacción que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos fundamentales.


Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.”.


La indicación número 233, de Su Excelencia el Presidente de la República, reemplaza, en su inciso segundo, los términos “anterior de” por “anterior a”, y el vocablo “transacción” por “acuerdo”.


- Se aprobó esta indicación, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Párrafo 7°

Del procedimiento monitorio
Artículo 513

(Pasa a ser artículo 494)


“Artículo 513.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a cuatro ingresos mínimos mensuales, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.”.


La indicación número 234, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 513.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a dos ingresos mínimos mensuales, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.


En aquellos territorios jurisdiccionales en que no existiere un juzgado en lo laboral a menos de trescientos kilómetros de la comuna de donde reside el demandante,  este procedimiento se tramitará ante el juzgado de policía local correspondiente.”.

La indicación número 235, del Ejecutivo, agrega, después del vocablo “mensuales”, la frase “y de aquéllas a que se refiere el artículo 201 de este Código”.


El señor Ministro del Trabajo y Previsión Social hizo presente que para no neutralizar el objetivo de resolver el mayor número posible de causas mediante este procedimiento más expedito, resultaría pertinente aclarar que, para los efectos de determinar la cuantía de que se trata, no deben contemplarse los eventuales aumentos a que hubiere lugar por aplicación de la denominada “Ley Bustos”, esto es, lo relacionado con los incisos quinto y séptimo del artículo 162 del Código del Trabajo.


En la misma línea anterior, y para posibilitar la resolución de la mayor cantidad de contiendas por medio de este procedimiento acotado, la Comisión y los representantes del Ejecutivo estuvieron contestes en reemplazar la frase “cuatro ingresos mínimos mensuales” por “ocho ingresos mínimos mensuales”.

- Puesta en votación la indicación número 234, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, modificada de manera de que el texto de este artículo dé cuenta de lo expresado en los dos párrafos precedentes.

- Con idéntica votación, se aprobó, con enmiendas formales, la indicación número 235.
Artículo 515

(Pasa a ser artículo 496)


Su texto es el siguiente:


“Artículo 515.- En el caso de no existir conciliación, o si no se presentare alguna de las partes habiendo sido legalmente citada, el Inspector del Trabajo deberá remitir todos los instrumentos y el acta del comparendo al juzgado competente.


De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.”.


Recibió tres indicaciones:


La indicación número 236, del Ejecutivo, sustituye, en su inciso primero, las palabras “alguna de las partes” por “el denunciante”, y el vocablo “citada” por “citadas”.

La indicación número 237, también del Ejecutivo, intercala el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En caso de no presentarse el denunciante, se hará una segunda citación. De no asistir a ésta, los antecedentes serán archivados, sin perjuicio de la facultad del denunciante de recurrir judicialmente de acuerdo a las reglas generales.”.

La indicación número 238, del Honorable Senador señor Parra, es para intercalar un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


"Para estos efectos se entenderá por juzgado competente el Juez del Trabajo con asiento en la comuna en que se hubiere iniciado el procedimiento o el juez de letras con competencia laboral o el juez de policía local letrado, en el mismo orden.”.

En primer término, se consideró la indicación número 238.

Al respecto, el señor Subsecretario del Trabajo expresó que el Ejecutivo ha analizado este tema y ha llegado a la conclusión de que, por diversas razones, no es conveniente hacer participar del conocimiento de causas laborales a los jueces de policía local.


En relación con lo anterior, el asesor del Ministerio de Justicia acotó que, desde la perspectiva práctica, incorporar en este sistema a los aludidos jueces implicaría un alto costo fiscal, debido a la necesaria habilitación de esos juzgados para llevar a cabo audiencias orales.


El Honorable Senador señor Prokurica manifestó que, quizás, no sería adecuado recargar las competencias que ya tienen dichos jueces, en atención a que, en distintas oportunidades, estos últimos han hecho presente que deben enfrentar una importante carga de trabajo, sin contar con los recursos necesarios. Eventualmente, sólo en casos excepcionales, y siempre que se trate de jueces de policía local letrados, podría otorgárseles competencia laboral.


El Honorable Senador señor Parra destacó que, al formular su indicación, tuvo a la vista que actualmente no menos de 325 comunas del país tienen juzgado de policía local. Por eso, la competencia sugerida para que conozcan causas laborales, en procedimiento monitorio, tendría un positivo impacto en cuanto a facilitar el acceso a la justicia. Esto último, por la relevancia que importa, justificaría incurrir en determinados gastos.


El Honorable Senador señor Ruiz De Giorgio subrayó que para que el procedimiento laboral funcione cada vez mejor debe potenciarse la especialización de la judicatura laboral, y si se concede competencia, por ejemplo, a jueces de policía local, dicha especialización no podrá alcanzarse con la profundidad requerida.


- El Honorable Senador señor Parra precisó que, con el objeto de facilitar el despacho del proyecto, procedía a retirar su indicación número 238.

A continuación, la Comisión y los miembros del Ejecutivo estuvieron contestes en que para que la secuencia de la actuación administrativa y la posible intervención del tribunal tenga un orden lógico, resulta pertinente que el artículo en análisis consulte el siguiente texto:


“Artículo 515.- En el caso de que el denunciante no se presentare al comparendo, se despachará una segunda citación para estos efectos.


Si nuevamente el denunciante no concurriere al comparendo, estando legalmente citado, los antecedentes serán archivados, sin perjuicio de su facultad para recurrir judicialmente de acuerdo a las reglas generales.


En el evento de que celebrándose el comparendo, en primera o segunda citación, aun sin la presencia del denunciado, no hubiere conciliación entre las partes, el Inspector del Trabajo remitirá al juzgado competente el acta de celebración del mismo y todos los instrumentos presentados por las partes.


De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan, y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.”.


- Al efecto, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó, con modificaciones, las indicaciones números 236 y 237.

Artículo 518

(Pasa a ser artículo 499)


“Artículo 518.- La audiencia se desarrollará de conformidad a lo dispuesto en los artículos 449 y siguientes.”.


La indicación número 239, de Su Excelencia el Presidente de la República, lo suprime.


- La Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó esta indicación, modificada de manera de que este precepto contemple el siguiente texto:

“Artículo 499.- Esta audiencia será preparatoria y se desarrollará en conformidad con lo establecido en el artículo 451.


La audiencia de juicio tendrá lugar dentro de los 20 días siguientes, y se desarrollará de acuerdo a lo establecido en el artículo 452.”.

Artículo 519

(Pasa a ser artículo 500)


“Artículo 519.- La sentencia que se dicte en este procedimiento será susceptible de recurso de nulidad, previa consignación en la cuenta del tribunal del total del monto al cual la parte recurrente fue condenada en la sentencia.


En caso de rechazarse el recurso, el monto consignado se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia, girándose el monto a favor del demandante.”.


La indicación número 240, del Honorable Senador señor Orpis, lo reemplaza por el que sigue:


“Artículo 519.- La sentencia que se dicte en este procedimiento será susceptible de recurso de apelación.”.

La indicación número 241, del Ejecutivo, sustituye su frase inicial “La sentencia que se dicte en este procedimiento será susceptible del recurso de nulidad,” por “El recurso de nulidad sólo será concedido”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bombal, Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó las indicaciones números 240 y 241, modificadas para consultar el siguiente texto para este artículo:

“Artículo 500.- Contra la sentencia que se dicte en este procedimiento sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 489 B.”.
Párrafo 8º

Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas
Artículos 520 y 521


Sus textos son los siguientes:


“Artículo 520.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4°.


Recibida la reclamación, y previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, el juez citará al reclamante y al reclamado a una audiencia única, a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la reclamación y les ordenará que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la reclamación y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.


Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de tercero día. 


La sentencia que resuelva la reclamación no será apelable.


Serán responsables del pago de la multa la persona natural o jurídica propietaria de la empresa, predio o establecimiento. Subsidiariamente responderán de ellas los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la infracción.


Artículo 521.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuese incompatible.”.


La indicación número 242, del Honorable Senador señor Orpis, es para suprimir el inciso quinto del artículo 520 del proyecto.


Las indicaciones números 243, del Honorable Senador señor Boeninger, y 244, de los Honorables Senadores señores Prokurica, Horvath y Romero, son para eliminar el inciso final del artículo 520 del proyecto.


Asimismo, se consideró la indicación número 245, del Ejecutivo, atendido que recae en todo el Párrafo 8° del proyecto, y en el Título II del Libro V del Código del Trabajo, que contempla los artículos 474 y 475. Su texto es el siguiente:


“245.- De Su Excelencia el Presidente de la República, para intercalar los siguientes numerales 17 y 18, pasando los actuales numerales 17 y 18, a ser 19 y 20, respectivamente.

“17. Elimínese el párrafo 8° del proyecto, sustitúyase el epígrafe del Título II del Libro V por el siguiente: “Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas”, y renumérese el artículo 474 como 520, este último con las siguientes modificaciones:

a) En el inciso tercero, luego de la palabra “administrativa” intercálese la siguiente frase: “se notificará por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile o mediante cartas certificada, y”

b) Sustitúyese el inciso cuarto por los siguientes incisos cuarto  y quinto:

“Recibida la reclamación, y previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, el juez citará al reclamante y al reclamado a una audiencia única, a fin de que expongan lo que estimen conveniente acerca de los hechos sobre los cuales versa la reclamación y les ordenará que acompañen todos los antecedentes que crean necesarios para resolver, fijando para tal efecto, dentro de los cincuenta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la reclamación y citación y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.

Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de tercero día.”.


c) En el inciso final, reemplazar la frase “los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la infracción” por la frase “las personas a que se refiere el artículo 4°”.
18. Reemplázase el artículo 475 por el siguiente, con el número 521:


“Artículo 521.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuese incompatible.”.”.

Cabe tener presente que la actual denominación del Título II del Libro V es “Del Procedimiento de Reclamo por Sanciones por Infracciones a las Leyes y Reglamentos Vigentes”, y el texto de sus artículos 474 y 475 es el que sigue:

“Artículo 474.- Las sanciones por infracciones a las legislaciones laboral y de seguridad social como a sus reglamentos se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores o funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4°.


La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días de notificada por un funcionario de la Dirección del Trabajo o de Carabineros de Chile, previa consignación de la tercera parte de la multa.


Una vez ejecutoriada la resolución que aplique la multa administrativa, tendrá mérito ejecutivo, persiguiéndose su cumplimiento de oficio por el Juzgado de Letras del Trabajo.


Serán responsables del pago de la multa la persona natural o jurídica propietaria de la empresa, predio o establecimiento. Subsidiariamente responderán de ellas los directores, gerentes o jefes de la empresa, predio o establecimiento donde se haya cometido la falta.


Artículo 475.- Los funcionarios a quienes se acredite que han aplicado sanciones injustas o arbitrarias y que así se califique por el jefe superior del Servicio, serán sancionados con alguna de las medidas disciplinarias del artículo 116 del Estatuto Administrativo, atendido el mérito de los antecedentes que se reúnan en el sumario correspondiente.”.


- La Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, aprobó, con modificaciones, las indicaciones números 242 a 245, para suprimir todo el Párrafo 8º propuesto en el proyecto y efectuar, así, directamente, las siguientes enmiendas al epígrafe del Título II del Libro V del Código del Trabajo y a sus artículos 474 y 475:

- Reemplazar el epígrafe del Título II del Libro V, por el siguiente: “Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas”.


- Sustituir el artículo 474, que pasa a ser artículo 501, por el siguiente:


“Artículo 501.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4° de este Código.


La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días hábiles contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del Jefe de la Inspección Provincial o Comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.


Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I.


Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos lo dispuesto en el artículo 455.


Contra la sentencia que resuelva la reclamación sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en las letras a) y c) del artículo 475. La sentencia que falla la apelación no será objeto de recurso alguno.”.

- Reemplazar el artículo 475, que pasa a ser artículo 502, por el que sigue:

“Artículo 502.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuere incompatible.”.

Número 17

(Se suprime)


Agrega el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 476 del Código del Trabajo -que conforme al numeral 18 pasaría a ser artículo 522-:


“Constituyen actos de discriminación las amenazas o represalias ejercidas por el empleador en contra de trabajadores en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales, cualquiera sea la naturaleza de éstas.”.


Las indicaciones números 246, del Honorable Senador señor Boeninger, y 247, del Honorable Senador señor Orpis, son para suprimirlo.


La Comisión resolvió acoger las indicaciones supresivas de este número, con modificaciones, para eliminar el número 17 como tal, incorporando el texto que proponía, con enmiendas, como segunda oración del inciso tercero del artículo 502 -que pasa a ser 483- contenido en el Párrafo acerca del Procedimiento de Tutela Laboral, tomando para ello, en lo que corresponde, la indicación número 228, oportunamente descrita.


El texto de la referida segunda oración será el que sigue:


“En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de trabajadores, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.”.


- La Comisión, con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Canessa, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, y la abstención del Honorable Senador señor Cariola, aprobó las indicaciones números 246 y 247, modificadas de manera de contemplar los acuerdos descritos precedentemente.
ARTÍCULO 2°
(Se suprime)


Dispone que el mayor gasto que represente la aplicación de la ley en proyecto, en el primer año de su vigencia, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Los representantes del Ejecutivo solicitaron suprimir este artículo, toda vez que, en definitiva, este proyecto, en sí, no irroga un mayor gasto.


- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, eliminó este artículo.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio


Prescribe que la presente ley entrará en vigencia un año después de su publicación en el Diario Oficial.


La indicación número 248, de Su Excelencia el Presidente de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo 1° transitorio.- La presente ley comenzará a regir el 1° de marzo de 2007.”.


- Vuestra Comisión aprobó esta indicación, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio.
Artículo 2° transitorio


“Artículo 2º transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia definitiva, conforme al procedimiento en vigor al momento de la notificación de la demanda.”.


La indicación número 249, del Honorable Senador señor Parra, agrega, a continuación de “seguirán substanciándose”, la frase “por los tribunales en que estuvieren radicadas”.

La indicación número 250, del Honorable Senador señor Boeninger, suprime la frase “hasta la dictación de la sentencia definitiva,”.


La indicación número 251, del Ejecutivo, sustituye la palabra “definitiva” por los vocablos “de término”.


- La Comisión, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó lo siguiente:

- Aprobó la indicación número 251.

- Rechazó las indicaciones números 249 y 250.
Artículo 3° transitorio
(Se suprime)


Faculta a Su Excelencia el Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año, mediante un decreto con fuerza de ley del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dicte un texto refundido, coordinado y sistematizado del Código del Trabajo.


La Comisión tuvo presente que, de conformidad a lo preceptuado en la reciente reforma constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 64 de la Constitución Política, el Primer Mandatario ya tiene la facultad a que se refiere el precepto en examen.


- En consecuencia, vuestra Comisión, con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Canessa, Cariola, Parra, Prokurica y Ruiz De Giorgio, acordó suprimir el artículo 3º transitorio.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO 1°


Pasa a ser “ARTÍCULO ÚNICO”.

(Unanimidad 5x0. Como consecuencia de la supresión del ARTÍCULO SEGUNDO del proyecto, como se consigna en su oportunidad)

Número 1


Reemplazar el guarismo “524” por “505“.

(Unanimidad 4x0. Como consecuencia de la nueva numeración del articulado que se propone)

Número 2


Sustituir el guarismo “523” por “504“.

(Unanimidad 4x0. Consecuencial a la nueva numeración del articulado que se propone)

Número 4


Reemplazar el guarismo “523” por “504”.

(Unanimidad 4x0. Como consecuencia de la nueva numeración del articulado que se propone)

Número 5


Sustituir el guarismo “523” por “504”.

(Unanimidad 4x0. Consecuencial a la nueva numeración del articulado que se propone)

Número 6


Agregar, en la norma que propone, a continuación de la coma (,) que sucede a “150%”, la siguiente frase: “sirviendo para tal efecto de correspondiente título, la carta aviso a que alude el inciso cuarto del artículo 162,”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 2)

Número 7


Modificar el artículo 292, propuesto en este numeral, del modo siguiente:

Inciso primero


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”. 

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 3, 4 y 5)

Inciso quinto


Reemplazar la frase “cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales” por “cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 3, 4 y 5)

Número 8

Artículo 294


Sustituir su texto, por el siguiente:


“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 487, con excepción de sus incisos tercero y cuarto.


El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 8)

Número 9


Reemplazar el guarismo “523” por “504”.

(Unanimidad 4x0. Consecuencial al cambio en numeración del articulado)

Número 10


Sustituir el guarismo “523” por “504”.

(Unanimidad 4x0. Consecuencial al cambio en numeración del articulado)

Número 11


Suprimirlo.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 9)

Número 12


Pasa a ser número 11, reemplazado por el que sigue:


“11. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 349, la frase “artículo 461 de este Código”, por “Párrafo 4°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, de este Código”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 10)

Número 13


Pasa a ser número 12.

Artículo 389


Sustitúyese su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 11, 12 y 13)

Número 14


Pasa a ser número 13, sin enmiendas.

Número 15


Pasa a ser número 14, sustituido por el que sigue:


“14. Reemplázase la letra c) del artículo 420, por la siguiente:


“c) las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas de previsión o de seguridad social, planteadas por pensionados, trabajadores activos o empleadores, salvo en lo referido a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del pronunciamiento sobre otorgamiento de licencias médicas;”.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado, e indicaciones números 16 y 17, primera parte)

Número 16


Pasa a ser número 15, sustituyendo su encabezamiento, por el que sigue:


“Reemplázase el Capítulo II, del Título I del Libro V, por el siguiente Capítulo II, nuevo:”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 20)

Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo
Párrafo 1°

De los principios formativos del proceso

Artículo 425

Inciso tercero


Agregar una coma (,), después de la palabra “causa”, y suprimir la frase “que no implique escrituración” y la coma (,) que figura a continuación del vocablo “sentencia”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 23)

o o o


Enseguida, incorporar un artículo 426, nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 426.- En las citaciones a las audiencias, se hará constar que se celebrarán con las partes que asistan, afectándole a la que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación.


Las partes podrán concurrir a estas audiencias por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.


Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse. Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.


El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.”.
(Unanimidad 4x0. Indicación número 24)

o o o

Artículo 426


Pasa a ser artículo 427.

Inciso segundo


- Sustituir la frase “podrá autorizar al secretario para que, en calidad de subrogante”, por “podrá autorizar al secretario abogado, para que, en calidad de suplente”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 25 y 26, letra a))


- Reemplazar, en su oración final, la frase “En este caso, sólo él podrá presidir la audiencia y dictar el fallo correspondiente”, por la siguiente: “En este caso, se entenderá para todos los efectos legales que el juez falta en su despacho, y sólo él podrá presidir la audiencia, dictar el fallo y llevar a cabo todas las actuaciones que correspondan”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 26, letras b), c) y d)) 

Artículo 427


Pasa a ser artículo 428. Reemplazar la frase “abreviar los plazos cuando ello esté autorizado por ley, concentrando”, por la palabra “concentrar”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 27)

Artículo 428


Pasa a ser artículo 429, sustituyendo, en su inciso segundo, el guarismo “426” por “427”.

Inciso final, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“No podrá solicitar la declaración de nulidad la parte que ha originado el vicio o concurrido a su materialización.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 28)

Artículo 429


Pasa a ser artículo 430, modificado como sigue:


- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El juez podrá rechazar de plano aquellas actuaciones que considere dilatorias.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 29, letra a)) 


- Suprimir su inciso final.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 29, letra b))

Artículo 430


Pasa a ser artículo 431, con las siguientes enmiendas:

Inciso primero


Reemplazar las palabras “El juez”, por la frase “El encargado de la gestión administrativa del tribunal”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 30)

Inciso segundo


Sustituir la expresión “y, asimismo,”, que sigue a la palabra “turno”, por lo siguiente: “, o del sistema de defensa gratuita que disponga la ley. Asimismo, tendrán derecho”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 31)

Inciso final, nuevo


Agregar como tal el que sigue:


“Para estos efectos los postulantes de las Corporaciones de Asistencia Judicial estarán autorizados a hacer las defensas orales en las audiencias respectivas.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 33)

Artículo 431


Suprimirlo.

(Mayoría de votos 3x2. Indicación número 34)

Párrafo 2°

Reglas Comunes

Artículo 432


- En su inciso único, que pasa a ser inciso primero, reemplazar los términos “por esta ley” por “en este Código o en leyes especiales”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 38, letra a))


- Agregar un inciso segundo, nuevo, con el siguiente texto:


“No obstante, respecto de los procedimientos especiales establecido en los Párrafos 6° y 7°, de este Capítulo II, se aplicarán supletoriamente, en primer lugar, las normas del procedimiento de aplicación general contenidas en su Párrafo 3°.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 38, letra b))

Artículo 433


Sustituir las palabras “la audiencia” por “las audiencias”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 39)

Artículo 435

Inciso primero


- Reemplazar la frase “tanto para las partes como para el Juez de la causa, cualquiera que sea la forma en que se expresen.”, por la siguiente: “salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del tribunal.”.


- Sustituir el punto final (.) por una coma (,), agregando a continuación “con el vencimiento del plazo.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 40, 41 y 42)

Inciso tercero


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Los términos de días que establece este Título se entenderán suspendidos durante los días feriados.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 43)

Artículo 436

Inciso segundo



Suprimir la frase “por el receptor laboral o”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 44)

Artículo 437

Inciso primero


Eliminar las palabras “en el expediente”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 46)

Artículo 439

Inciso primero


Reemplazar la frase “el juez dispondrá otra forma de notificación,”, por la siguiente: “el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 48)

Inciso segundo


Agregar, después de los términos “Diario Oficial”, la primera vez que aparece, “u otro diario de circulación nacional o regional”.


Reemplazar su oración final, que comienza con las palabras “El aviso” y termina en “notificación.”, por la siguiente: “Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 49)

Inciso tercero


Suprimirlo.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 440

Inciso primero


Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 440.- Las resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, se notificarán por carta certificada.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 50, en el primer artículo que propone, y 51)

Inciso segundo


Reemplazar la frase “el quinto día siguiente” por “al quinto día siguiente”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso tercero


Agregar, después de la palabra “designar”, lo siguiente: “, en su primera actuación,”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 52)

Inciso quinto


Contemplarlo como “Artículo 440 bis A.”, sin otra enmienda.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 50, tercer artículo que propone)

Artículo 440 bis, nuevo


Agregar como tal el que sigue:


“Artículo 440 bis.- Las restantes resoluciones se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en el estado diario.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 50, segundo artículo que propone)

Artículo 441


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 441.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse sólo en la audiencia respectiva y resolverse de inmediato. Excepcionalmente, el tribunal podrá dejar su resolución para la sentencia definitiva.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 53 y 55)

Artículo 442

Inciso tercero


Sustituir la frase “En ambos casos” por “En estos casos”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 58)

Inciso cuarto


Suprimir lo siguiente: “, incluidos los que digan relación con deudas, créditos, bienes, valores y otros derechos de las partes, así como los de sus empresas o personas relacionadas o que tengan interés en ella”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 59)

Artículo 443

Inciso segundo


Reemplazar la frase final “o al abogado de turno”, por lo siguiente: “, al abogado de turno, o a quien la ley señale”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 60)

Párrafo 3°

Del procedimiento de aplicación general

Artículo 444

Inciso tercero


Suprimir la frase final “de conformidad al procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880”, y la coma (,) que la precede.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 62)

Inciso cuarto


Eliminar su oración final, que comienza con las palabras “Estas notificaciones” y termina en “envío.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 64)

Artículo 445

Inciso primero


Reemplazarlo, por el que sigue:


“Artículo 445.- El juez deberá declarar de oficio cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, en cuyo caso así lo declarará, señalará el tribunal competente, y le enviará los antecedentes.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 65 y 66)

Artículo 446

Inciso segundo


Sustituir la palabra “pertinentes” por “respectivas,”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 67)

Artículo 447

Inciso primero


Reemplazarlo, por el que sigue:


“Artículo 447.- Si ante el mismo tribunal se tramitan varias demandas contra un mismo demandado y las acciones son idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de las causas, siempre que se encuentren en un mismo estado de tramitación y no implique retardo para una o más de ellas.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 68 y 69)

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Solicitada la acumulación, se concederá un plazo de tres días a la parte no peticionaria para que exponga lo conveniente sobre ella. Transcurrido este plazo, haya o no respuesta, el tribunal resolverá.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 70)

Inciso segundo


Pasa a ser inciso tercero, reemplazando las palabras “los autos” por “las causas”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 448


Sustituirlo, por el siguiente:





“Artículo 448.- El procedimiento regulado en este Párrafo se desarrollará en dos audiencias, la primera preparatoria y la segunda de juicio, conforme a las reglas que se señalan en los artículos siguientes.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 71)

Artículos 449 a 475


Reemplazarlos, por los siguientes:





“Artículo 449.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia preparatoria, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.





En la citación se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes, en dicha audiencia, deberán señalar al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia oral de juicio, como así también requerir las diligencias de prueba atinentes a sus alegaciones, para que el tribunal examine su admisibilidad.




Artículo 450.- El demandado podrá contestar la demanda en forma oral en la audiencia preparatoria o por escrito, en cuyo caso, deberá acompañarla al tribunal, al menos con un día de anticipación a la fecha de realización de dicha audiencia. 





El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.





Artículo 451.- En la audiencia preparatoria se aplicarán las siguientes reglas:




1) La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación de la demanda. Acto seguido, el demandado ratificará su contestación, si la hubiere formulado por escrito, o, en caso contrario, procederá a su contestación en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la demanda, aceptándolos o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las  excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.


Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.

Cuando el demandado no concurriere a la audiencia preparatoria; o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 455.


2) Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención  deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. En caso de haber demanda reconvencional, ésta se deberá formular por escrito conjuntamente con la contestación de la demanda, a lo menos, cinco días antes de la audiencia. En este caso, la contestación reconvencional se hará en la audiencia.


3) Terminada la etapa de discusión, el juez llamará a las partes a conciliación, a cuyo objeto deberá proponerles las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.


Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se tramitará separadamente, si fuere necesario, el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.


4) Contestada la demanda, sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias, o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente, fijándose los hechos a ser probados. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella, sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 455.


5) El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida por las partes, pudiendo valerse de todas aquellas reguladas en la ley. Las partes podrán también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.


Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.


La prueba documental que haya sido ofrecida en la demanda y contestación deberá ser presentada hasta cinco días antes de la audiencia de juicio, no pudiendo el juez considerar los documentos presentados fuera de este plazo. 


6) La exhibición de instrumentos que hubiere sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia de juicio y en el plazo señalado en el numeral anterior. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquéllos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.


7) Se fijará la fecha para la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a cabo en un plazo no superior a treinta días. Las partes se entenderán citadas a esta audiencia por el solo ministerio de la ley.


8) Se decretarán las medidas cautelares que procedan, a menos que se hubieren decretado con anterioridad, en cuyo caso se resolverá si se mantienen.


9) El tribunal despachará todas las citaciones y oficios que correspondan cuando se haya ordenado la práctica de prueba que, debiendo verificarse en la audiencia de juicio, requieran citación o requerimiento.


La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en el acto al absolvente. La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.


La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, la que deberá despacharse con al menos ocho días de anticipación a la audiencia, al domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejándose constancia de ello.


Cuando se rinda prueba pericial, el informe respectivo deberá ser puesto a disposición de las partes en el tribunal al menos tres días antes de la celebración de la audiencia de juicio. El juez podrá, con el acuerdo de las partes, eximir al perito de la obligación de concurrir a prestar declaración, admitiendo en dicho caso el informe pericial como prueba. La declaración de los peritos se desarrollará de acuerdo a las normas establecidas para los testigos.


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder a los tres días anteriores al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo disponer al efecto cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos.


10) En esta audiencia, el juez de la causa podrá decretar diligencias probatorias, las que deberán llevarse a cabo en la audiencia de juicio.


Artículo 452.- En la audiencia de juicio se aplicarán las siguientes reglas:


1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.


No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.


El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.


2) La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o en la de juicio.


3) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada, o compareciendo se negase a declarar o diere respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.


La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador, deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.


Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.


4) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos, y deberán ser pertinentes  a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad.  El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.


5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.


Excepcionalmente, y por resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando, de acuerdo a la naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte, e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


No se podrá formular tachas a los testigos. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el Nº 7) de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.


La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.


6) Cuando se rinda prueba que no esté expresamente regulada en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al juicio, adecuándola, en lo posible, al medio de prueba más análogo.


7) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán, asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.


Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.


8) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.


Artículo 453.- Al finalizar la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que constará el lugar, fecha e individualización del tribunal, de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados, y de toda otra circunstancia que el tribunal estime necesario incorporar.


Artículo 454.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Al hacerlo, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.


Artículo 455.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia de juicio o, en todo caso, dictarlo dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas del fallo, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, el juez deberá anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.


Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia de juicio o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.


Artículo 456.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes, en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquéllas.


Artículo 457.- La sentencia definitiva deberá contener:


1.- El lugar y fecha en que se expida;


2.- La individualización completa de las partes litigantes;


3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;


4.- El análisis de toda la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;


5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;


6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y


7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.


La sentencia que se dicte en la audiencia preparatoria, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 1, 2, 5, 6 y 7.


Artículo 458.- Si el juez que presidió la audiencia de juicio no pudiere dictar sentencia, aquélla deberá celebrarse nuevamente.


Artículo 459.- En caso de ser procedente, la sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto de que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, según corresponda. 


Artículo 460.- Una vez firme la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal, de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.
(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 72 a 109, 111 a 121, 123 a 129, 131, 132, 135 a 149, 151 a 172, y 174 a 180)

Párrafo 4°

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución de

los títulos ejecutivos laborales
Artículo 476


Pasa a ser artículo 461, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 461.- La tramitación de los títulos ejecutivos laborales se desarrollará de oficio y por escrito por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 181 y 182)

Artículo 477


Pasa a ser artículo 462, modificado como sigue:

Número 2


Sustituir las palabras iniciales “Los equivalentes jurisdiccionales”, por la frase “La transacción, conciliación y avenimiento”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 183)

Número 3


Suprimir el vocablo “los”, que sigue a la palabra “ley”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 184)

Número 5


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, y las copias auténticas de los mismos autorizadas por la Inspección del Trabajo, y”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 185)

Artículo 478


Pasa a ser artículo 463. Incorporar una coma (,), después de las palabras “Párrafo y”, y sustituir los términos “Libro I” por “Libro Primero”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 479


Pasa a ser artículo 464, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 464.- Una vez ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 460, el tribunal ordenará el cumplimiento del fallo y lo remitirá, junto a sus antecedentes, dentro de quinto día al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución, de conformidad a las reglas de este Párrafo.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 186, letra a))

Inciso segundo


Reemplazar, a su inicio, desde las palabras “Recibido el expediente” y hasta los términos “los autos”, por lo siguiente: “Recibidos los antecedentes por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra ejecutoriada, según sea el caso, se deberán remitir sin más trámite”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 186, letra b))

Inciso tercero


Suprimir los términos “los apoderados de”, reemplazar la palabra “vencido” por “ejecutado”, e intercalar, entre “deberá practicarse” y “en forma”, los vocablos “a éste”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 186, letra c))

Artículo 480


Pasa a ser artículo 465, sustituyendo, en su oración final, el vocablo “precautoria” por “cautelar”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 187)

Artículo 481


Pasa a ser artículo 466. Reemplazar, en su primera oración,  los términos “los autos” por “la causa”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 482


Pasa a ser artículo 467. Sustituir, en su inciso segundo, las palabras “los autos” por “la causa”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 483


Pasa a ser artículo 468, reemplazando su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 468.- La parte ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia, alguna de las siguientes excepciones: pago de la deuda, remisión, novación y transacción.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 188)

Artículo 484


Pasa a ser artículo 469. Reemplazar su inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 469.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 464, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 466, el ministro de fe designado por el tribunal procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas, tasando prudencialmente los mismos, consignándolo así en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 189)

Artículo 485


Pasa a ser artículo 470, reemplazando el guarismo “483” por “468”.

(Unanimidad 5x0. Consecuencial al cambio de numeración del articulado) 

Artículo 486


Pasa a ser artículo 471, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazar la referencia al “artículo 477“, por otra al “artículo 462”.

(Unanimidad 5x0. Consecuencial al cambio de numeración del articulado)

Inciso segundo


Sustituir las palabras “los autos” por “la causa”.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso final


Reemplazarlo, por el que sigue:


“En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículos 465, 466, 467; inciso primero del artículo 468, e incisos segundo y tercero del artículo 469.”.

(Unanimidad 5x0. Sólo como consecuencia del cambio de numeración del articulado)

Párrafo 5°

De los recursos

Artículo 487


Pasa a ser artículo 472, sin enmiendas.

Artículo 488


Pasa a ser artículo 473. Sustituirlo, por el siguiente:


“Artículo 473.- La reposición deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución que se impugna, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse al iniciarse ésta.


La reposición interpuesta en una audiencia deberá formularse verbalmente y resolverse en el acto.”.

(Unanimidad 3x0. Indicaciones números 192 y 193)

Artículo 489


Pasa a ser artículo 474. Reemplazarlo, por el que sigue:


“Artículo 474.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas de primera instancia, las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.


Respecto del monto no cuestionado por el recurso, se seguirá su ejecución ante el tribunal que dictó la sentencia, como si esta estuviere ejecutoriada. En todo caso, la apelación requerirá del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que ella versa. 


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo. De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.


En caso de rechazarse el recurso, la garantía se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 194 a 197)

Artículo 475, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 475.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:


a) Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de garantías constitucionales, o de normas legales que influya sustancialmente en lo dispositivo del fallo.


b) Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


c) Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin alterar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 198)

Artículo 490


Pasa a ser artículo 476. Sustituir, en su inciso primero, las palabras “lo entabla” por “la entabla”, y la frase “ El apelante, al deducirlo, deberá fundarlo someramente”, por “El apelante, al deducir el recurso, deberá fundarlo”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 199)

Artículo 491


Pasa a ser artículo 477. Reemplazar, en su inciso primero, las palabras “al tercer día”, por la frase “dentro de tercer día”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 200)

Artículo 492


Pasa a ser artículo 478, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Reemplazar la frase “Excepcionalmente el tribunal de alzada”, por “Excepcionalmente, la Corte de Apelaciones”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 203)

Inciso segundo, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Sin perjuicio de lo anterior, podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.”.

(Mayoría de votos, tres a favor y una abstención. Indicación número 202)

Artículo 479, nuevo


Agregar como tal el que sigue:


“Artículo 479.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 205 y 209)

Artículo 493


Pasa a ser artículo 480.

Inciso segundo


Sustituirlo, por el siguiente:


“La Corte de Apelaciones se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes.”.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 206, 207, en el segundo artículo que propone, y 213)

Artículo 494


Suprimirlo.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 208)

Artículo 481, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 481.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella.

Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.


Deberá la Corte, en todo caso, invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga el carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuere alguno de los contemplados en los objetivos contenidos en las causales a) o c) del artículo 475, y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 457, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 207, en el primer artículo que propone, y 211)

Artículos 495 a 501


Suprimirlos.

(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 210, 216 a 220, 222 y 223, y artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 482, nuevo


Agregar como tal el siguiente:


“Artículo 482.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y conocimiento en la Corte Suprema.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 214)

Párrafo 6°

Del Procedimiento de Tutela Laboral

Artículo 502


Pasa a ser artículo 483, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 483.- El procedimiento contenido en este Párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de las normas laborales, que afecten los derechos fundamentales de los trabajadores, entendiéndose por éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 19, números 1º, inciso primero, siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral, 4º, 5º, en lo relativo a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, 6º, inciso primero, 12º, inciso primero, y 16º, en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a su libre elección y a lo establecido en su inciso cuarto, cuando aquellos derechos resulten lesionados en el ejercicio de las facultades del empleador.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 228)

Inciso segundo


Sustituir el punto final (.) por una coma (,), y agregar a continuación , lo siguiente: “con excepción de los contemplados en su inciso sexto.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso tercero


- Reemplazar las palabras “el inciso anterior”, por “los incisos anteriores”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 229, letra a))


- Agregar la siguiente oración final: “En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de trabajadores, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.”.

(Mayoría de votos, cuatro a favor y una abstención. Indicación número 228)

Inciso cuarto


Incorporar, entre el vocablo “no” y la coma (,) que lo antecede, la frase “en los casos que proceda,”, y sustituir la palabra “impetrar” por “efectuar”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121 inciso final, Reglamento del Senado, e indicación número 229, letra b))

Artículo 503


Pasa a ser artículo 484, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


Sustituir la palabra “impetrar” por “requerir”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 230, letra a))

Inciso segundo


Reemplazar la frase “personalmente o a través de su organización” por “directamente o por intermedio de su organización de grado superior”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso quinto


Suprimir su segunda oración, que dice “Los hechos constatados de que dé cuenta el informe, constituirán presunción legal de veracidad, con arreglo al inciso final del artículo 23 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1967, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 228)

Inciso sexto, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la Inspección del Trabajo deberá llevar a cabo, en forma previa a la denuncia, una mediación entre las partes a fin de agotar las posibilidades de corrección de las infracciones constatadas.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 230 b))

Inciso sexto


Pasa a ser inciso séptimo, sin enmiendas.

Artículo 504


Pasa a ser artículo 485, sustituyendo, en su inciso primero, el guarismo “502” por “483”.

(Unanimidad 4x0. Consecuencial al cambio de numeración del articulado)

Artículo 505


Pasa a ser artículo 486, sin enmiendas.

Artículo 506


Pasa a ser artículo 487, modificado como sigue:

Inciso primero


Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 487.- Si la vulneración de derechos fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 483, se hubiere producido con ocasión del despido, la legitimación activa para recabar su tutela, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo, corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 228)

Inciso segundo


Sustituir la frase inicial “En este caso, la denuncia”, por los términos “La denuncia”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso tercero


Reemplazarlo, por los siguientes:


“En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


Con todo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de este Código, y además ello sea calificado como grave, mediante resolución fundada, el trabajador podrá optar entre la reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso cuarto


Pasa a ser inciso quinto, sin enmiendas.

Inciso quinto


Pasa a ser inciso sexto, reemplazando la palabra “deberá” por “podrá”, y el guarismo”503” por “484”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Inciso sexto


Pasa a ser inciso séptimo, sin enmiendas.

Artículo 507


Pasa a ser artículo 488, sin enmiendas.

Artículo 508


Pasa a ser artículo 489, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 489.- Admitida la denuncia a tramitación, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 231)

Artículo 509


Pasa a ser artículo 490.

Inciso primero


Suprimir la coma (,) que sigue a la palabra “causar”, y reemplazar la frase “cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales” por ”cincuenta a cien unidades tributarias mensuales”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 228)

Artículo 510


Pasa a ser artículo 491. Sustituir las palabras “y su proporcionalidad”, por “ y de su proporcionalidad”.

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Artículo 511


Pasa a ser artículo 492. Intercalar, después de la coma (,) que sigue al vocablo “fiscalización”, la expresión “cuando corresponda,”, sustituir las palabras “los citados” por “las partes”, y reemplazar el guarismo “470” por “455”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 232, y enmienda de referencia por cambio numeración del articulado)

Artículo 512


Pasa a ser artículo 493, modificado como sigue:

Inciso primero

Número 1


Sustituir el punto final (.), por un punto y coma (;).

(Unanimidad 4x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

Números 2 y 3


Sustituir las referencias al artículo 509, por otras al artículo 490.

(Unanimidad 4x0. Consecuencial al cambio de numeración del articulado)

Inciso segundo


Reemplazar las palabras “anterior de” por “anterior a”, y el vocablo “transacción” por “acuerdo”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 233)

Párrafo 7°

Del procedimiento monitorio

Artículo 513


Pasa a ser artículo 494. Reemplazarlo, por el siguiente:


“Artículo 494.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a ocho ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 234 y 235)

Artículo 514


Pasa a ser artículo 495, sin enmiendas.

Artículo 515


Pasa a ser artículo 496, reemplazado por el que sigue:


“Artículo 496.- En el caso de que el denunciante no se presentare al comparendo, se despachará una segunda citación para estos efectos.


Si nuevamente el denunciante no concurriere al comparendo, estando legalmente citado, los antecedentes serán archivados, sin perjuicio de su facultad para recurrir judicialmente de acuerdo a las reglas generales.


En el evento de que celebrándose el comparendo, en primera o segunda citación, aun sin la presencia del denunciado, no hubiere conciliación entre las partes, el Inspector del Trabajo remitirá al juzgado competente el acta de celebración del mismo y todos los instrumentos presentados por las partes.


De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan, y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 236 y 237)

Artículo 516


Pasa a ser artículo 497. Sustituir, en su inciso segundo, el guarismo “514” por “495”.

(Unanimidad 5x0. Consecuencial al cambio de numeración del articulado)

Artículo 517


Pasa a ser artículo 498, sin enmiendas.

Artículo 518


Pasa a ser artículo 499. Sustituirlo, por el que sigue:


“Artículo 499.- Esta audiencia será preparatoria y se desarrollará en conformidad con lo establecido en el artículo 451.


La audiencia de juicio tendrá lugar dentro de los 20 días siguientes, y se desarrollará de acuerdo a lo establecido en el artículo 452.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 239)

Artículo 519


Pasa a ser artículo 500, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 500.- Contra la sentencia que se dicte en este procedimiento sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 475.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 240 y 241)

Párrafo 8°

Del procedimiento de reclamación de multas y demás

resoluciones administrativas

Suprimir este Párrafo 8°, y los artículos 520 y 521 que contempla.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 245)

o o o


A continuación, incorporar el siguiente número 16, nuevo:


“16. Sustitúyese el epígrafe del Título II del Libro V, por el siguiente: “Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 245)


Enseguida, agregar el siguiente número 17, nuevo: 


“17. Sustitúyese el artículo 474, que pasa a ser artículo 501, por el siguiente:


“Artículo 501.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4° de este Código.


La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días hábiles contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del Jefe de la Inspección Provincial o Comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.


Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I.


Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos lo dispuesto en el artículo 455.


Contra la sentencia que resuelva la reclamación sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en las letras a) y c) del artículo 475. La sentencia que falla la apelación no será objeto de recurso alguno.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 242 a 245)


A continuación, incorporar el siguiente número 18, nuevo:


“18. Reemplázase el artículo 475, que pasa a ser artículo 502, por el que sigue:


“Artículo 502.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuere incompatible.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 245) 

o o o

Número 17


Suprimir este numeral del proyecto, por cuanto el texto que propone, con enmiendas, se incorporó en las modificaciones al inciso tercero del artículo 502 -que pasó a ser artículo 483-, como se consignó en su oportunidad.

(Unanimidad 5x0 Indicaciones números 246 y 247)

Número 18


Pasa a ser número 19. Sustituirlo, por el que sigue:


“19. Reemplázase la numeración de los artículos 476, 477, 478, 478 bis, 479, 480, 481, 482 y 483, por la siguiente: 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510 y 511, respectivamente.”.

(Unanimidad 5x0. Como consecuencia del cambio en la numeración del articulado)

ARTÍCULO 2°


Suprimirlo.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 1° transitorio


Reemplazarlo, por el siguiente: 


“Artículo 1° transitorio.- La presente ley comenzará a regir el 1° de marzo de 2007.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 248)

Artículo 2° transitorio


Sustituir el vocablo “definitiva” por las palabras “de término”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 251)

Artículo 3° transitorio


Suprimirlo.

(Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, Reglamento del Senado)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo:


1. Sustitúyese en el inciso final del artículo 3º, el guarismo “478” por “505”.


2. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 37, el número “477” por “504”.


3. Derógase el inciso final del artículo 44.


4. Sustitúyese en el artículo 86, el guarismo “477” por “504”.


5. Reemplázase en el inciso octavo del artículo 162, el número “477” por “504”.


6. Sustitúyese el inciso final de la letra a), del artículo 169, por el siguiente:


“Si tales indemnizaciones no se pagaren al trabajador, éste podrá recurrir al tribunal que corresponda, para que en procedimiento ejecutivo se cumpla dicho pago, pudiendo el juez en este caso incrementarlas hasta en un 150%, sirviendo para tal efecto de correspondiente título, la carta aviso a que alude el inciso cuarto del artículo 162, y”.


7. Reemplázase el artículo 292, por el siguiente:


“Artículo 292.- Las prácticas antisindicales o desleales serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará como multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales o antisindicales se sustanciará conforme las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.

La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime constitutivos de prácticas antisindicales o desleales, de los cuales tome conocimiento.


Si la práctica antisindical hubiere implicado el despido de un trabajador respecto de quien se haya acreditado que se encuentra amparado por el fuero establecido en los artículos 221, 224, 229, 238, 243 y 309, el juez, en su primera resolución deberá disponer, de oficio o a petición de parte, la inmediata reincorporación del trabajador a sus labores y el pago de las remuneraciones y demás prestaciones derivadas de la relación laboral durante el período comprendido entre la fecha del despido y aquélla en que se materialice la reincorporación, todo ello, bajo apercibimiento de multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales.


Para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso precedente, el tribunal señalará en la resolución que decrete la reincorporación el día y la hora en que ésta se deberá cumplir y el funcionario que la practicará, pudiendo encargar dicha diligencia a un funcionario de la Inspección del Trabajo designado por ésta. Asimismo, dispondrá que se acredite dentro de los cinco días siguientes a la reincorporación el pago de las remuneraciones y demás prestaciones adeudadas, aplicándose a este respecto la forma de establecer las remuneraciones a que se refiere el artículo 71.


En caso de negativa del empleador a dar cumplimiento cabal a la orden de reincorporación o ante una nueva separación o no pago oportuno y debido de las remuneraciones y demás prestaciones laborales, el tribunal, de oficio, hará efectivos los apercibimientos con que se hubiese decretado la medida de reincorporación, sin perjuicio de sustituir o repetir el apremio hasta obtener el cumplimiento íntegro de la medida decretada.


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.”.


8. Reemplázase el artículo 294, por el siguiente:


“Artículo 294.- Si una o más de las prácticas antisindicales o desleales establecidas en este Libro o en el Título VIII, del Libro IV, han implicado el despido de trabajadores no amparados por fuero laboral, éste no producirá efecto alguno y se aplicará lo dispuesto en el artículo 487, con excepción de sus incisos tercero y cuarto.


El trabajador podrá optar entre la reincorporación decretada por el tribunal o el derecho a la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.”.

9. Sustitúyese en la letra c) del artículo 314 bis, el guarismo “477” por “504”.


10. Reemplázase en el inciso segundo del artículo 314 bis A, el número “477” por “504”.


11. Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 349, la frase “artículo 461 de este Código”, por “Párrafo 4°, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, de este Código”.

12. Reemplázase el artículo 389 por el siguiente:


“Artículo 389.- Las infracciones señaladas en los artículos precedentes serán sancionadas con multas de diez a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, teniéndose en cuenta para determinar su cuantía la gravedad de la infracción. En caso de tratarse de una reincidencia, se sancionará con multas de cien a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales.

Las multas a que se refiere el inciso anterior serán a beneficio del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo.


El conocimiento y resolución de las infracciones por prácticas desleales en la negociación colectiva se sustanciará conforme a las normas establecidas en el Párrafo 6º, del Capítulo II, del Título I, del Libro V, del presente Código.


La Inspección del Trabajo deberá denunciar al tribunal competente los hechos que estime  constitutivos de prácticas desleales en la negociación colectiva, de los cuales tome conocimiento.”.


13. Intercálase, a continuación del artículo 390, el siguiente artículo 390 bis, nuevo:


“Artículo 390 bis.- La Dirección del Trabajo deberá llevar un registro de las sentencias condenatorias por prácticas desleales en la negociación colectiva, debiendo publicar semestralmente la nómina de empresas y organizaciones sindicales infractoras. Para este efecto, el tribunal enviará a la Dirección del Trabajo copia de los respectivos fallos.”.


14. Reemplázase la letra c) del artículo 420, por la siguiente:


“c) las cuestiones derivadas de la aplicación de las normas de previsión o de seguridad social, planteadas por pensionados, trabajadores activos o empleadores, salvo en lo referido a la revisión de las resoluciones sobre declaración de invalidez o del pronunciamiento sobre otorgamiento de licencias médicas;”.


15. Reemplázase el Capítulo II, del Título I, del Libro V, por el siguiente Capítulo II, nuevo:

“Capítulo II

De los principios formativos del proceso y del procedimiento en juicio del trabajo

Párrafo 1º

De los principios formativos del proceso


Artículo 425.- Los procedimientos del trabajo serán orales, públicos y concentrados. Primarán en ellos los principios de la inmediación, impulso procesal de oficio, celeridad, buena fe, bilateralidad de la audiencia y gratuidad.


Todas las actuaciones procesales serán orales, salvo las excepciones expresamente contenidas en esta ley.


Las actuaciones realizadas oralmente, por o ante el juez de la causa, serán registradas por cualquier medio apto para producir fe y que permita garantizar la fidelidad, conservación y reproducción de su contenido. Se considerarán válidos, para estos efectos, la grabación en medios de reproducción fonográfica, audiovisual o electrónica. La audiencia deberá ser registrada íntegramente, como asimismo todas las resoluciones, incluyendo la sentencia que dicte el juez fuera de ella.


Artículo 426.- En las citaciones a las audiencias, se hará constar que se celebrarán con las partes que asistan, afectándole a la que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación.


Las partes podrán concurrir a estas audiencias por intermedio de mandatario, el que se entenderá de pleno derecho facultado para transigir, sin perjuicio de la asistencia de sus apoderados y abogados.


Iniciada la audiencia, ésta no podrá suspenderse. Excepcionalmente, y sólo en el evento de caso fortuito o fuerza mayor, el juez podrá, mediante resolución fundada, suspender la audiencia. En el mismo acto deberá fijar nuevo día y hora para su realización.


El tribunal deberá habilitar horarios especiales en caso de que el desarrollo de la audiencia exceda al horario normal de su funcionamiento.

Artículo 427.- Las audiencias se desarrollarán en su totalidad ante el juez de la causa, el que las presidirá y no podrá delegar su ministerio. El incumplimiento de este deber será sancionado con la nulidad insaneable de las actuaciones y de la audiencia, la que deberá declarar el juez de oficio o a petición de parte. 


Sin embargo, en los juzgados de letras que cuenten con un juez y un secretario, y sólo cuando la Corte de Apelaciones respectiva no ejerza la atribución que le confiere el artículo 47 del Código Orgánico de Tribunales, el juez, cuando hubiere retardo en el despacho de los asuntos sometidos al conocimiento del tribunal o cuando el mejor servicio judicial así lo exigiere, podrá autorizar al secretario abogado para que, en calidad de suplente, asuma en todo el curso del juicio.  En este caso, se entenderá para todos los efectos legales que el juez falta en su despacho, y sólo él podrá presidir la audiencia, dictar el fallo y llevar a cabo todas las actuaciones que correspondan, aplicándose a su respecto lo señalado en el inciso primero.


Artículo 428.- Los actos procesales serán públicos y deberán realizarse con la celeridad necesaria, procurando concentrar en un solo acto aquellas diligencias en que esto sea posible.


Artículo 429.- El tribunal, una vez reclamada su intervención en forma legal, actuará de oficio. Decretará las pruebas que estime necesarias, aun cuando no las hayan ofrecido las partes y rechazará aquéllas que considere inconducentes. De esta resolución se podrá deducir recurso de reposición en la misma audiencia. Adoptará, asimismo, las medidas tendientes a evitar la paralización del proceso o su prolongación indebida y, en consecuencia, no será aplicable el abandono del procedimiento.


El tribunal corregirá de oficio los errores que observe en la tramitación del juicio y adoptará las medidas que tiendan a evitar la nulidad del procedimiento. La nulidad procesal sólo podrá ser decretada si el vicio hubiese ocasionado perjuicio al litigante que la reclama o si no fuese susceptible de ser subsanado por otro medio. En el caso previsto en el artículo 427, el tribunal no podrá excusarse de decretar la nulidad.


No podrá solicitar la declaración de nulidad la parte que ha originado el vicio o concurrido a su materialización.


Artículo 430.- Los actos procesales deberán ejecutarse de buena fe, facultándose al tribunal para adoptar las medidas necesarias para impedir el fraude, la colusión, el abuso del derecho y las actuaciones dilatorias.


El juez podrá rechazar de plano aquellas actuaciones que considere dilatorias.


Se entenderá por actuaciones dilatorias todas aquellas que con el sólo objeto de demorar la prosecución del juicio sean intentadas por alguna de las partes. De la resolución que declare como tal alguna actuación, la parte afectada podrá reponer para que sea resuelta en la misma audiencia.


Artículo 431.- En las causas laborales, toda actuación, trámite o diligencia del juicio, realizada por funcionarios del tribunal será gratuita para las partes. El encargado de la gestión administrativa del tribunal será responsable disciplinariamente de la estricta observancia tanto de esta gratuidad como del oportuno cumplimiento de las diligencias. 


Las partes que gocen de privilegio de pobreza tendrán derecho a defensa letrada gratuita por parte de las respectivas Corporaciones de Asistencia Judicial o, en su defecto, por un abogado de turno, o del sistema de defensa gratuita que disponga la ley. Asimismo, tendrán derecho a que todas las actuaciones en que deban intervenir auxiliares de la administración de justicia se cumplan oportuna y gratuitamente.


Para estos efectos, los postulantes de las Corporaciones de Asistencia Judicial estarán autorizados a hacer las defensas orales en las audiencias respectivas.
Párrafo 2º

Reglas Comunes


Artículo 432.- En todo lo no regulado en este Código o en leyes especiales, serán aplicables supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, a menos que ellas sean contrarias a los principios que informan este procedimiento. En tal caso, el tribunal dispondrá la forma en que se practicará la actuación respectiva.


No obstante, respecto de los procedimientos especiales establecido en los Párrafos 6° y 7°, de este Capítulo II, se aplicarán supletoriamente, en primer lugar, las normas del procedimiento de aplicación general contenidas en su Párrafo 3°.


Artículo 433.- Siempre que alguna de las partes lo solicite para sí, y el tribunal acceda a ello, las actuaciones procesales, a excepción de las audiencias, podrán realizarse por medios electrónicos que permitan su adecuada recepción, registro y control.


Artículo 434.- Las partes deberán comparecer con patrocinio de abogado y representadas por persona legalmente habilitada para actuar en juicio.


Artículo 435.- Los plazos que se establecen en este Libro son fatales, salvo aquellos establecidos para la realización de actuaciones propias del Tribunal, cualquiera que sea la forma en que se expresen. En consecuencia, la posibilidad de ejercer un derecho o la oportunidad para ejecutar un acto se extingue, por el solo ministerio de la ley, con el vencimiento del plazo.

En estos casos, el tribunal, de oficio o a petición de parte, proveerá lo que convenga para la prosecución del juicio, sin necesidad de certificado previo.


Los términos de días que establece este Título se entenderán suspendidos durante los días feriados.

El feriado de vacaciones a que se refiere el artículo 313 del Código Orgánico de Tribunales no regirá respecto de las causas laborales.


Artículo 436.- La primera notificación a la parte demandada deberá hacerse personalmente, entregándosele copia íntegra de la resolución y de la solicitud en que haya recaído. Al demandante se le notificará por el estado diario.


Esta notificación se practicará por el funcionario que el juez determine, atendiendo a las circunstancias del lugar en que funcione el tribunal y restantes consideraciones que miren a la eficacia de la actuación. La parte interesada podrá siempre encargar a su costa la práctica de la notificación a un receptor judicial.


En los lugares y recintos de libre acceso público la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día y a cualquier hora, procurando causar la menor molestia al notificado.


Además, la notificación personal se podrá efectuar en cualquier día, entre las seis y las veintidós horas, en la morada  o lugar donde pernocta el notificado, en el lugar donde ordinariamente ejerce su industria, profesión o empleo, o en el recinto del tribunal.


El juez podrá, por motivos fundados, ordenar que la notificación se practique en horas diferentes a las indicadas en el inciso anterior.


Si la notificación se realizare en día inhábil, los plazos comenzarán a correr desde las cero horas del día hábil inmediatamente siguiente. Los plazos se aumentarán en la forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 437.- En los casos en que no resulte posible practicar la notificación personal, por no ser habida la persona a quien debe notificarse y siempre que el ministro de fe encargado de la diligencia establezca cuál es su habitación o el lugar donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo y, tratándose de persona natural, que se encuentra en el lugar del juicio, de lo que dejará constancia, se procederá a su notificación en el mismo acto y sin necesidad de nueva orden del tribunal, entregándose las copias a que se refiere el inciso primero del artículo precedente a cualquier persona adulta que se encuentre en la morada o en el lugar donde la persona a quien debe notificarse habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo.  Si, por cualquier causa, ello no fuere posible, la notificación se hará fijando, en lugar visible, un aviso que dé noticia de la demanda, con especificación exacta de las partes, materia de la causa, juez que conoce de ella y resoluciones que se notifican. En caso que la habitación o el lugar en que pernocta la persona a quien debe notificarse, o aquel donde habitualmente ejerce su industria, profesión o empleo, se encuentre en un edificio o recinto al que no se permite libre acceso, el aviso y las copias se entregarán al portero o encargado del edificio, dejándose testimonio expreso de esta circunstancia. 


El ministro de fe dará aviso de esta notificación a ambas partes, el mismo día en que se efectúe o a más tardar el día hábil siguiente, dirigiéndoles carta certificada. La omisión en el envío de la carta no invalidará la notificación, pero hará responsable al infractor de los daños y perjuicios que se originen y el tribunal, previa audiencia del afectado, deberá imponerle alguna de las medidas que se señalan en los números 2, 3 y 4 del artículo 532 del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 438.- Cuando se notifique la demanda a un trabajador en el lugar donde ordinariamente preste sus servicios, deberá efectuarse siempre en persona, si dicho lugar corresponde a la empresa, establecimiento o faena que dependa del empleador con el cual litigue. 


Artículo 439.- Cuando la demanda deba notificarse a persona cuya individualización o domicilio sean difíciles de determinar o que por su número dificulten considerablemente la práctica de la diligencia, el juez podrá disponer que la notificación se efectúe mediante la publicación de un aviso o por cualquier medio idóneo que garantice el derecho a la defensa y los principios de igualdad y de bilateralidad de la audiencia. 


Si se dispone que la notificación se practique por aviso, éste se publicará por una sola vez en el Diario Oficial u otro diario de circulación nacional o regional, conforme a un extracto emanado del tribunal, el que contendrá un resumen de la demanda y copia íntegra de la resolución recaída en ella. Si el aviso se publicara en el Diario Oficial, ello será gratuito para los trabajadores.


Artículo 440.- Las resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes, que no hayan sido expedidas en el curso de una audiencia, se notificarán por carta certificada.

Las notificaciones por carta certificada se entenderán practicadas al quinto día siguiente a la fecha de entrega de la carta en la oficina de correos, de lo que se dejará constancia. 


Para los efectos de practicar las notificaciones por carta certificada a que hubiere lugar, todo litigante deberá designar, en su primera actuación, un lugar conocido dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funcione el tribunal respectivo y esta designación se considerará subsistente mientras no haga otra la parte interesada. 


Respecto de las partes que no hayan efectuado la designación a que se refiere el inciso precedente, las resoluciones que debieron notificarse por carta certificada lo serán por el estado diario, sin necesidad de petición de parte y sin previa orden del tribunal.


Artículo 440 bis.- Las restantes resoluciones se entenderán notificadas a las partes desde que se incluyan en el estado diario.


Artículo 440 bis A.- Salvo la primera notificación al demandado, las restantes podrán ser efectuadas, a petición de la parte interesada, en forma electrónica o por cualquier otro medio que ésta señale. En este caso, se dejará debida constancia de haberse practicado la notificación en la forma solicitada.


Artículo 441.- Los incidentes de cualquier naturaleza deberán promoverse sólo en la audiencia respectiva y resolverse de inmediato. Excepcionalmente, el tribunal podrá dejar su resolución para la sentencia definitiva.


Artículo 442.- En el ejercicio de su función cautelar, el juez decretará todas las medidas que estime necesarias para asegurar el resultado de la acción, así como para la protección de un derecho o la identificación de los obligados y la singularización de su patrimonio.


Las medidas cautelares podrán llevarse a efecto antes de notificarse a la persona contra quien se dicten, siempre que existan razones graves para ello y el tribunal así lo ordene. Transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedarán sin valor las diligencias practicadas.


Las medidas precautorias se podrán disponer en cualquier estado de tramitación de la causa, aun cuando no esté contestada la demanda e incluso antes de su presentación. En estos casos, se podrán otorgar siempre que se acredite razonablemente el fundamento del derecho que se reclama, sin necesidad de acreditar la insolvencia del afectado, ni exigir fianza o garantía alguna al solicitante. Si presentada la demanda, persistieran las circunstancias que motivaron su adopción, se mantendrán como precautorias. Si no se presentara la demanda en el término de diez días, contado desde la fecha en que se hizo efectiva, la medida caducará de pleno derecho y el solicitante quedará por este hecho responsable de los perjuicios que se hubieran causado. Con todo, por motivos fundados, como cuando existan evidencias del inminente término de la empresa o de su insolvencia, el juez podrá prorrogar las medidas prejudiciales precautorias por el plazo prudencial que  estime necesario.


Habiendo sido notificada la demanda, la función cautelar del tribunal comprenderá la de requerir información de organismos públicos, empresas u otras personas jurídicas o naturales, sobre cualquier antecedente que a criterio del juez contribuya al objetivo perseguido.

Artículo 443.- En toda resolución que ponga término a la causa o resuelva un incidente, el juez deberá pronunciarse sobre el pago de las costas del procedimiento, tasando las procesales y regulando las personales, según proceda.


Cuando el trabajador ha litigado con privilegio de pobreza, las costas personales a cuyo pago sea condenada la contraparte pertenecerán a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial, al abogado de turno, o a quien la ley señale.

Párrafo 3º

Del procedimiento de aplicación general


Artículo 444.- La demanda se interpondrá por escrito y deberá contener:


1. La designación del tribunal ante quien se entabla;


2. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandante y en su caso de las personas que lo representen, y naturaleza de la representación;


3. El nombre, apellidos, domicilio y profesión u oficio del demandado;


4. La exposición clara de los hechos y consideraciones de derecho en que se fundamenta, y 


5. La enunciación precisa y concreta de las peticiones que se someten a la resolución del tribunal. 


Conjuntamente con la demanda se podrán acompañar instrumentos y solicitar las diligencias de prueba que se estimen necesarias.


En materias de seguridad social, cuando se demande a una institución de previsión o seguridad social, deberá acompañarse la resolución final de la respectiva entidad o de la entidad fiscalizadora según corresponda, que se pronuncia sobre la materia que se demanda.

Cuando se demanden períodos de cotizaciones de seguridad social impagas, el juez de la causa al conferir el traslado de la demanda, deberá ordenar la notificación de ella a la o las instituciones de seguridad social a las que corresponda percibir la respectiva cotización. Dicha notificación se efectuará a través de carta certificada, la que contendrá copia íntegra de la demanda y de la resolución recaída en ella o un extracto si fueren muy extensas.

Artículo 445.- El juez deberá declarar de oficio cuando se estime incompetente para conocer de la demanda, en cuyo caso así lo declarará, señalará el tribunal competente, y le enviará los antecedentes.

Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere claramente la caducidad de la acción, el tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.


En materias de previsión o seguridad social, el juez admitirá la demanda a tramitación, sólo si el actor ha dado cumplimiento a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo precedente, de lo contrario, deberá rechazar  de plano dicha demanda.


Artículo 446.- El actor podrá acumular en su demanda todas las acciones que le competan en contra de un mismo demandado, aunque procedan de distintos títulos.  


En el caso de aquellas acciones que corresponda tramitar de acuerdo a procedimientos distintos, se deberán deducir de conformidad a las normas respectivas, y si una dependiere de la otra, no correrá el plazo para ejercer aquella hasta ejecutoriado que sea el fallo de ésta.


Artículo 447.- Si ante el mismo tribunal se tramitan varias demandas contra un mismo demandado y las acciones son idénticas, aunque los actores sean distintos, el juez de oficio o a petición de parte podrá decretar la acumulación de las causas, siempre que se encuentren en un mismo estado de tramitación y no implique retardo para una o más de ellas.


Solicitada la acumulación, se concederá un plazo de tres días a la parte no peticionaria para que exponga lo conveniente sobre ella. Transcurrido este plazo, haya o no respuesta, el tribunal resolverá.


Con todo, el juez tendrá siempre la facultad de desacumular las causas.


Artículo 448.- El procedimiento regulado en este Párrafo se desarrollará en dos audiencias, la primera preparatoria y la segunda de juicio, conforme a las reglas que se señalan en los artículos siguientes.





Artículo 449.- Admitida la demanda a tramitación, el tribunal deberá, de inmediato y sin más trámite, citar a las partes a una audiencia preparatoria, fijando para tal efecto, dentro de los treinta días siguientes a la fecha de la resolución, el día y la hora para su celebración, debiendo mediar entre la notificación de la demanda y citación, y la celebración de la audiencia, a lo menos, diez días.





En la citación se hará constar que la audiencia preparatoria se celebrará con las partes que asistan, afectándole a aquélla que no concurra todas las resoluciones que se dicten en ella, sin necesidad de ulterior notificación. Asimismo, deberá indicarse en la citación que las partes, en dicha audiencia, deberán señalar al tribunal todos los medios de prueba que pretendan hacer valer en la audiencia oral de juicio, como así también requerir las diligencias de prueba atinentes a sus alegaciones, para que el tribunal examine su admisibilidad.




Artículo 450.- El demandado podrá contestar la demanda en forma oral en la audiencia preparatoria o por escrito, en cuyo caso, deberá acompañarla al tribunal, al menos con un día de anticipación a la fecha de realización de dicha audiencia. 





El plazo para la realización de la audiencia a que se refiere el inciso anterior, se aumentará en la misma forma establecida en el artículo 259 del Código de Procedimiento Civil.





Artículo 451.- En la audiencia preparatoria se aplicarán las siguientes reglas:




1) La audiencia preparatoria comenzará con la ratificación de la demanda. Acto seguido, el demandado ratificará su contestación, si la hubiere formulado por escrito, o, en caso contrario, procederá a su contestación en forma oral, pronunciándose específicamente sobre los hechos contenidos en la demanda, aceptándolos o negándolos en forma expresa y concreta. Opondrá, asimismo, las excepciones perentorias o dilatorias que estime procedentes y los hechos en que se fundan, y la enunciación precisa y clara de las peticiones que se someten a la decisión del tribunal.


Todas las excepciones se tramitarán conjuntamente y se fallarán en la sentencia definitiva. No obstante, el tribunal deberá pronunciarse de inmediato, una vez evacuado el traslado correspondiente, respecto de las excepciones de incompetencia, de falta de capacidad o de personería del demandante, de ineptitud del libelo, de caducidad, de prescripción o aquella en que se reclame del procedimiento, siempre que su fallo pueda fundarse en antecedentes que consten en el proceso o que sean de pública notoriedad. En los casos en que ello sea procedente, se suspenderá la audiencia por el plazo de cinco días a fin de que se subsanen los defectos u omisiones, bajo el apercibimiento de no continuarse adelante con el juicio.

Cuando el demandado no concurriere a la audiencia preparatoria; o de hacerlo no negare en su contestación algunos de los hechos contenidos en la demanda, el juez, en la sentencia definitiva, podrá estimarlos como tácitamente admitidos.


Si el demandado se allanare a una parte de la demanda y se opusiera a otras, se continuará con el curso de la demanda sólo en la parte en que hubo oposición. Para estos efectos, el tribunal deberá establecer los hechos sobre los cuales hubo conformidad, estimándose esta resolución como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales, procediendo el tribunal respecto de ella conforme a lo dispuesto en el artículo 455.


2) Se podrá, además, deducir reconvención cuando el tribunal sea competente para conocer de ella como demanda y siempre que tenga por objeto enervar la acción deducida o esté íntimamente ligada con ella. La reconvención  deberá contener las menciones a que se refiere el artículo 444 y se tramitará conjuntamente con la demanda. En caso de haber demanda reconvencional, ésta se deberá formular por escrito conjuntamente con la contestación de la demanda, a lo menos, cinco días antes de la audiencia. En este caso, la contestación reconvencional se hará en la audiencia.


3) Terminada la etapa de discusión, el juez llamará a las partes a conciliación, a cuyo objeto deberá proponerles las bases para un posible acuerdo, sin que las opiniones que emita al efecto sean causal de inhabilitación.


Producida la conciliación, sea ésta total o parcial, deberá dejarse constancia de ella en el acta respectiva, la que suscribirán el juez y las partes, estimándose lo conciliado como sentencia ejecutoriada para todos los efectos legales.


Se tramitará separadamente, si fuere necesario, el cobro de las sumas resultantes de la conciliación parcial.


4) Contestada la demanda, sin que se haya opuesto reconvención o excepciones dilatorias, o evacuado el traslado conferido de haberse interpuesto éstas, el tribunal recibirá de inmediato la causa a prueba, cuando ello fuere procedente, fijándose los hechos a ser probados. En contra de esta resolución y de la que no diere lugar a ella, sólo procederá el recurso de reposición, el que deberá interponerse y fallarse de inmediato.


De no haber hechos sustanciales, pertinentes y controvertidos, el tribunal dará por concluida la audiencia y procederá a dictar sentencia en conformidad a lo dispuesto en el artículo 455.


5) El juez resolverá en el acto sobre la pertinencia de la prueba ofrecida por las partes, pudiendo valerse de todas aquellas reguladas en la ley. Las partes podrán también ofrecer cualquier otro elemento de convicción que, a juicio del tribunal, fuese pertinente.


Sólo se admitirán las pruebas que tengan relación directa con el asunto sometido al conocimiento del tribunal y siempre que sean necesarias para su resolución.


Con todo, carecerán de valor probatorio y, en consecuencia, no podrán ser apreciadas por el tribunal, las pruebas que las partes aporten y que se hubieren obtenido directa o indirectamente por medios ilícitos o a través de actos que impliquen violación de derechos fundamentales.


La prueba documental que haya sido ofrecida en la demanda y contestación deberá ser presentada hasta cinco días antes de la audiencia de juicio, no pudiendo el juez considerar los documentos presentados fuera de este plazo. 


6) La exhibición de instrumentos que hubiere sido ordenada por el tribunal se verificará en la audiencia de juicio y en el plazo señalado en el numeral anterior. Cuando, sin causa justificada, se omita la presentación de aquéllos que legalmente deban obrar en poder de una las partes, podrán estimarse probadas las alegaciones hechas por la parte contraria en relación con la prueba decretada.


7) Se fijará la fecha para la audiencia de juicio, la que deberá llevarse a cabo en un plazo no superior a treinta días. Las partes se entenderán citadas a esta audiencia por el solo ministerio de la ley.


8) Se decretarán las medidas cautelares que procedan, a menos que se hubieren decretado con anterioridad, en cuyo caso se resolverá si se mantienen.


9) El tribunal despachará todas las citaciones y oficios que correspondan cuando se haya ordenado la práctica de prueba que, debiendo verificarse en la audiencia de juicio, requieran citación o requerimiento.


La resolución que cite a absolver posiciones se notificará en el acto al absolvente. La absolución de posiciones sólo podrá pedirse una vez por cada parte.


La citación de los testigos deberá practicarse por carta certificada, la que deberá despacharse con al menos ocho días de anticipación a la audiencia, al domicilio señalado por cada una de las partes que presenta la testimonial.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando se decrete la remisión de oficios o el informe de peritos, el juez podrá recurrir a cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos que permita la pronta práctica de las diligencias, debiendo adoptar las medidas necesarias para asegurar su debida recepción por el requerido, dejándose constancia de ello.


Cuando se rinda prueba pericial, el informe respectivo deberá ser puesto a disposición de las partes en el tribunal al menos tres días antes de la celebración de la audiencia de juicio. El juez podrá, con el acuerdo de las partes, eximir al perito de la obligación de concurrir a prestar declaración, admitiendo en dicho caso el informe pericial como prueba. La declaración de los peritos se desarrollará de acuerdo a las normas establecidas para los testigos.


El tribunal sólo dará lugar a la petición de oficios cuando se trate de requerir información objetiva, pertinente y específica sobre los hechos materia del juicio. Cuando la información se solicite respecto de entidades públicas, el oficio deberá dirigirse a la oficina o repartición en cuya jurisdicción hubieren ocurrido los hechos o deban constar los antecedentes sobre los cuales se pide informe. Las personas o entidades públicas o privadas a quienes se dirija el oficio estarán obligadas a evacuarlo dentro del plazo que fije el tribunal, el que en todo caso no podrá exceder a los tres días anteriores al fijado para la audiencia, y en la forma que éste lo determine, pudiendo disponer al efecto cualquier medio idóneo de comunicación o de transmisión de datos.


10) En esta audiencia, el juez de la causa podrá decretar diligencias probatorias, las que deberán llevarse a cabo en la audiencia de juicio.


Artículo 452.- En la audiencia de juicio se aplicarán las siguientes reglas:


1) La audiencia de juicio se iniciará con la rendición de las pruebas decretadas por el tribunal, comenzando con la ofrecida por el demandante y luego con la del demandado.


No obstante lo anterior, en los juicios sobre despido corresponderá en primer lugar al demandado la rendición de la prueba, debiendo acreditar la veracidad de los hechos imputados en las comunicaciones a que se refieren los incisos primero y cuarto, del artículo 162, sin que pueda alegar en el juicio hechos distintos como justificativos del despido.


El orden de recepción de las pruebas será el siguiente: documental, confesional, testimonial y los otros medios ofrecidos, sin perjuicio de que el tribunal pueda modificarlo por causa justificada.


2) La impugnación de la prueba instrumental acompañada deberá formularse en forma oral en la audiencia preparatoria o en la de juicio.


3) Si el llamado a confesar no compareciese a la audiencia sin causa justificada, o compareciendo se negase a declarar o diere respuestas evasivas, podrán presumirse efectivas, en relación a los hechos objeto de prueba, las alegaciones de la parte contraria en la demanda o contestación, según corresponda.


La persona citada a absolver posiciones estará obligada a concurrir personalmente a la audiencia, a menos que designe especialmente un mandatario para tal objeto, el que si representa al empleador, deberá tratarse de una de las personas a que se refiere el artículo 4º de este Código. La designación del mandatario deberá constar por escrito y entregarse al inicio de la audiencia, considerándose sus declaraciones para todos los efectos legales como si hubieren sido hechas personalmente por aquél cuya comparecencia se solicitó.


Si los demandantes fueren varios y se solicitare la citación a confesar en juicio de muchos o de todos ellos, el juez podrá reducir el número de quienes habrán de comparecer, en especial cuando estime que sus declaraciones puedan resultar una reiteración inútil sobre los mismos hechos.


4) Las posiciones para la prueba confesional se formularán verbalmente, sin admisión de pliegos, y deberán ser pertinentes a los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y expresarse en términos claros y precisos, de manera que puedan ser entendidas sin dificultad. El tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá rechazar las preguntas que no cumplan con dichas exigencias.


El juez podrá formular a los absolventes las preguntas que estime pertinente, así como ordenarles que precisen o aclaren sus respuestas.


5) Los testigos podrán declarar únicamente ante el tribunal que conozca de la causa. Serán admitidos a declarar sólo hasta cuatro testigos por cada parte. En caso de que se haya ordenado la acumulación de autos, el número de testigos admitidos a declarar será determinado por el tribunal, no pudiendo en ningún caso ser superior a cuatro por cada causa acumulada.


Excepcionalmente, y por resolución fundada, el tribunal podrá ampliar el número de testigos cuando, de acuerdo a la naturaleza de los hechos a ser probados, ello se considere indispensable para una adecuada resolución del juicio.


El juez podrá reducir el número de testigos de cada parte, e incluso prescindir de la prueba testimonial cuando sus manifestaciones pudieren constituir inútil reiteración sobre hechos suficientemente esclarecidos.


Los testigos declararán bajo juramento o promesa de decir verdad en juicio. El juez, en forma expresa y previa a su declaración, deberá poner en conocimiento del testigo las sanciones contempladas en el artículo 209 del Código Penal, por incurrir en falso testimonio.


No se podrá formular tachas a los testigos. Únicamente en la oportunidad a que se refiere el Nº 7) de este artículo, las partes podrán hacer las observaciones que estimen oportunas respecto de sus circunstancias personales y de la veracidad de sus manifestaciones.


La comparecencia del testigo a la audiencia de juicio, constituirá siempre suficiente justificación cuando su presencia fuere requerida simultáneamente para dar cumplimiento a obligaciones laborales, educativas o de otra naturaleza, y no le ocasionará consecuencias jurídicas adversas bajo circunstancia alguna.


6) Cuando se rinda prueba que no esté expresamente regulada en la ley, el tribunal determinará la forma de su incorporación al juicio, adecuándola, en lo posible, al medio de prueba más análogo.


7) El tribunal y las partes podrán formular a los testigos las preguntas que estimen necesarias para el esclarecimiento de los hechos sobre los que versa el juicio. Podrán, asimismo, exigir que los testigos aclaren o precisen sus dichos.


Estas preguntas no podrán formularse en forma asertiva, ni contener elementos de juicio que determinen la respuesta, ni referirse a hechos o circunstancias ajenas al objeto de la prueba, lo que calificará el tribunal sin más trámite.


8) Practicada la prueba, las partes formularán, oralmente, en forma breve y precisa, las observaciones que les merezcan las pruebas rendidas y sus conclusiones.


Con todo, si a juicio del juez hubieren puntos no suficientemente esclarecidos, podrá ordenar a las partes que los aclaren.


Artículo 453.- Al finalizar la audiencia se extenderá el acta correspondiente, en la que constará el lugar, fecha e individualización del tribunal, de las partes comparecientes, de sus apoderados y abogados, y de toda otra circunstancia que el tribunal estime necesario incorporar.


Artículo 454.- El tribunal apreciará la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


Al hacerlo, el tribunal deberá expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud les asigne valor o las desestime. En general, tomará en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.


Artículo 455.- El juez podrá pronunciar el fallo al término de la audiencia de juicio o, en todo caso, dictarlo dentro del plazo de décimo quinto día, contado desde la realización de ésta, en cuyo caso citará a las partes para notificarlas del fallo, fijando día y hora al efecto, dentro del mismo plazo. En esta segunda alternativa, el juez deberá anunciar las bases fundamentales del fallo al término de la referida audiencia.


Las partes se entenderán notificadas de la sentencia, sea en la audiencia de juicio o en la actuación prevista al efecto, hayan o no asistido a ellas.


Artículo 456.- La sentencia definitiva se pronunciará sobre las acciones y excepciones deducidas que no se hubieren resuelto con anterioridad y sobre los incidentes, en su caso, o sólo sobre estos cuando sean previos e incompatibles con aquéllas.


Artículo 457.- La sentencia definitiva deberá contener:


1.- El lugar y fecha en que se expida;


2.- La individualización completa de las partes litigantes;


3.- Una síntesis de los hechos y de las alegaciones de las partes;


4.- El análisis de toda la prueba rendida, los hechos que estime probados y el razonamiento que conduce a esta estimación;


5.- Los preceptos constitucionales, legales o los contenidos en tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, las consideraciones jurídicas y los principios de derecho o de equidad en que el fallo se funda;


6.- La resolución de las cuestiones sometidas a la decisión del tribunal, con expresa determinación de las sumas que ordene pagar o las bases necesarias para su liquidación, si ello fuere procedente, y


7.- El pronunciamiento sobre el pago de costas y, en su caso, los motivos que tuviere el tribunal para absolver de su pago a la parte vencida.


La sentencia que se dicte en la audiencia preparatoria, sólo deberá cumplir con los requisitos de los números 1, 2, 5, 6 y 7.


Artículo 458.- Si el juez que presidió la audiencia de juicio no pudiere dictar sentencia, aquélla deberá celebrarse nuevamente.


Artículo 459.- En caso de ser procedente, la sentencia de término será notificada a los entes administradores de los respectivos sistemas de seguridad social, con el objeto de que éstos hagan efectivas las acciones contempladas en la ley Nº 17.322 o en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, según corresponda. 


Artículo 460.- Una vez firme la sentencia, lo que deberá certificar de oficio el tribunal, y siempre que no se acredite su cumplimiento dentro del término de cinco días, se dará inicio a su ejecución de oficio por el tribunal, de conformidad a lo dispuesto en los artículos siguientes.
Párrafo 4º

Del cumplimiento de la sentencia y de la ejecución
de los títulos ejecutivos laborales


Artículo 461.- La tramitación de los títulos ejecutivos laborales se desarrollará de oficio y por escrito por el tribunal, dictándose al efecto las resoluciones y ordenándose las diligencias que sean necesarias para ello.


Artículo 462.- Son títulos ejecutivos laborales:


1.- Las sentencias ejecutoriadas; 


2.- La transacción, conciliación y avenimiento que cumplan con las formalidades establecidas en la ley; 


3.- Los finiquitos suscritos por el trabajador y el empleador y autorizados por el Inspector del Trabajo o por funcionarios a los cuales la ley faculta para actuar como ministros de fe en el ámbito laboral;


4.- Las actas firmadas por las partes, y autorizadas por los Inspectores del Trabajo y que den constancia de acuerdos producidos  ante éstos o que contengan el reconocimiento de una obligación laboral o de cotizaciones de seguridad social, o sus copias certificadas por la respectiva Inspección del Trabajo;


5.- Los originales de los instrumentos colectivos del trabajo, respecto de aquellas cláusulas que contengan obligaciones líquidas y actualmente exigibles, y las copias auténticas de los mismos autorizadas por la Inspección del Trabajo, y


6.- Cualquier otro título a que las leyes laborales o de seguridad social otorguen fuerza ejecutiva.


Artículo 463.- En las causas laborales el cumplimiento de la sentencia se sujetará a las normas del presente Párrafo y, a falta de disposición expresa en este texto o en leyes especiales, se aplicarán supletoriamente las normas del Título XIX del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 


Artículo 464.- Una vez ejecutoriada la sentencia y transcurrido el plazo señalado en el artículo 460, el tribunal ordenará el cumplimiento del fallo y lo remitirá, junto a sus antecedentes, dentro de quinto día al Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, cuando ello fuere procedente, a fin de que éste continúe con la ejecución, de conformidad a las reglas de este Párrafo.


Recibidos los antecedentes por el Juzgado de Cobranza Laboral y Previsional, o certificado por el tribunal que dictó la sentencia que ésta se encuentra ejecutoriada, según sea el caso, se deberán remitir sin más trámite a la unidad de liquidación o al funcionario encargado para que se proceda a la liquidación del crédito, ya sea determinando los montos que reflejen los rubros a que se ha condenado u obligado el ejecutado y, en su caso, se actualicen los mismos, aplicando los reajustes e intereses legales. 


La liquidación deberá practicarse dentro de tercero día y será notificada por carta certificada a las partes, junto con el requerimiento al ejecutado para que pague dentro de los cinco días siguientes. En caso que la ejecución haya quedado a cargo de un tercero, la notificación deberá practicarse a éste en forma personal.


Artículo 465.- Iniciada la ejecución, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá ordenar a la Tesorería General de la República que retenga de las sumas que por concepto de devolución de impuestos a la renta corresponda restituir al ejecutado, el monto objeto de la ejecución, con sus reajustes, intereses y multas. Esta medida tendrá el carácter de cautelar.


Artículo 466.- En el caso que las partes pactaren una forma de pago del crédito perseguido en la causa, este pacto deberá ser ratificado ante el juez de la causa y la o las cuotas que se acuerden deberán consignar los reajustes e intereses del período. El no pago de una o más cuotas hará inmediatamente exigible el total de la deuda, facultándose al acreedor para que concurra ante el mismo tribunal, y dentro del plazo de sesenta días contado desde el incumplimiento, para que se ordene y cumpla el pago, pudiendo el juez incrementar el saldo de la deuda hasta en un ciento cincuenta por ciento. El pacto así ratificado, tendrá mérito ejecutivo para todos los efectos legales. 


Artículo 467.- Notificada la liquidación, las partes tendrán el plazo de cinco días para objetarla, sólo si de ella apareciere que hay errores de cálculo numérico, alteración en las bases de cálculo o elementos o incorrecta aplicación de los índices de reajustabilidad o de intereses emanados de los órganos competentes. 


El tribunal resolverá de plano la objeción planteada, pudiendo oír a la contraria si estima que los antecedentes agregados a la causa no son suficientes para emitir pronunciamiento.


Artículo 468.- La parte ejecutada sólo podrá oponer, dentro del mismo plazo a que se refiere el artículo anterior, acompañando antecedentes escritos de debida consistencia, alguna de las siguientes excepciones: pago de la deuda, remisión, novación y transacción.

De la oposición se dará un traslado por tres días a la contraria y con o sin su contestación se resolverá sin más trámites, siendo la sentencia apelable en el solo efecto devolutivo.


Artículo 469.- Si no se ha pagado dentro del plazo señalado para ello en el inciso tercero del artículo 464, sin perjuicio de lo señalado en el artículo 466, el ministro de fe designado por el tribunal procederá a trabar embargo sobre bienes muebles o inmuebles suficientes para el cumplimiento íntegro de la ejecución y sus costas, tasando prudencialmente los mismos, consignándolo así en el acta de la diligencia, todo ello sin que sea necesario orden previa del tribunal.


Si no ha habido oposición oportuna o existiendo ha sido desechada, se ordenará sin más trámite hacer debido pago al ejecutante con los fondos retenidos, embargados o cautelados. En su caso, los bienes embargados serán rematados por cifras no menores al setenta y cinco por ciento de la tasación en primera subasta; en la segunda el mínimo será del cincuenta por ciento del valor de la tasación, y en la tercera no habrá mínimo. El ejecutante podrá participar en el remate y adjudicarse los bienes con cargo al monto de su crédito.


Los trámites y diligencias del procedimiento de apremio ya indicados, serán fijados por el tribunal consecuentemente con los principios propios de la judicatura laboral y teniendo como referencia las reglas de la ejecución civil, en lo que sean conciliables con dichos principios.


Artículo 470.- Las resoluciones que se dicten en los procedimientos regulados por este Párrafo serán inapelables, salvo lo dispuesto en el artículo 468.

Artículo 471.- Tratándose de títulos ejecutivos laborales distintos a los señalados en el número 1 del artículo 462, su ejecución se regirá por las disposiciones que a continuación se señalan y a falta de norma expresa, le serán aplicables las disposiciones de los Títulos I y II del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil, siempre que dicha aplicación no vulnere los principios que informan el procedimiento laboral. 


Una vez despachada la ejecución, el juez deberá remitir sin más trámite la causa a la unidad de liquidación o al funcionario encargado, según corresponda, para que se proceda a la liquidación del crédito, lo que deberá hacerse dentro de tercer día. 


En los juicios ejecutivos se practicará personalmente el requerimiento de pago al deudor y la notificación de la liquidación, pero si no es habido se procederá en la forma establecida en el  artículo 437, expresándose en la copia a que este mismo se refiere, a más del mandamiento, la designación del día, hora y lugar que fije el ministro de fe para practicar el requerimiento. No concurriendo a esta citación el deudor, se trabará el embargo inmediatamente y sin más trámite.


En lo demás, se aplicarán las reglas contenidas en los artículos 465, 466, 467; inciso primero del artículo 468, e incisos segundo y tercero del artículo 469.

Párrafo 5º

De los recursos


Artículo 472.- Los recursos se regirán por las normas establecidas en este Párrafo, y supletoriamente por las normas establecidas en el Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.


Artículo 473.- La reposición deberá presentarse dentro de tercero día de notificada la resolución que se impugna, a menos que dentro de dicho término tenga lugar una audiencia, en cuyo caso deberá interponerse al iniciarse ésta.


La reposición interpuesta en una audiencia deberá formularse verbalmente y resolverse en el acto.

Artículo 474.- Sólo serán susceptibles de apelación laboral las sentencias definitivas de primera instancia, las interlocutorias que pongan término al juicio o hagan imposible su continuación, las que se pronuncien sobre medidas cautelares y las resoluciones que fijan el monto de las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social. En contra de la sentencia definitiva no procederán más recursos.


Respecto del monto no cuestionado por el recurso, se seguirá su ejecución ante el tribunal que dictó la sentencia, como si esta estuviere ejecutoriada. En todo caso, la apelación requerirá del ofrecimiento de garantía suficiente respecto del monto sobre el que ella versa.


Tratándose de medidas cautelares, la apelación de la resolución que la otorgue o que rechace su alzamiento, se concederá en el solo efecto devolutivo. De la misma manera se concederá la apelación de las resoluciones que fijen las liquidaciones o reliquidaciones de beneficios de seguridad social.

En caso de rechazarse el recurso, la garantía se destinará al pago de lo ordenado en la sentencia.


Artículo 475.- El recurso de apelación laboral sólo podrá tener por objeto:


a) Revisar la sentencia de primera instancia, cuando ésta haya sido dictada con infracción de garantías constitucionales, o de normas legales que influya sustancialmente en lo dispositivo del fallo.


b) Revisar los hechos declarados como probados por el tribunal de primera instancia, cuando se advierta que en su determinación se han infringido, en forma manifiesta, las normas sobre la apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica.


c) Alterar la calificación jurídica de los hechos, sin alterar las conclusiones fácticas del tribunal inferior.

Artículo 476.- La apelación laboral deberá interponerse en el plazo de cinco días contado desde la notificación de la respectiva resolución a la parte que la entabla. El apelante, al deducir el recurso, deberá fundarlo, exponiendo las peticiones concretas que formula respecto de la resolución apelada.


El apelado podrá hacer observaciones a la apelación hasta antes de la vista de la causa.


Artículo 477.- Los antecedentes se enviarán a la Corte de Apelaciones dentro de tercer día de notificada la resolución que concede el último recurso de apelación.


Las partes se considerarán emplazadas en segunda instancia por el hecho de notificárseles la concesión del recurso de apelación.


No será necesaria la comparecencia de las partes en segunda instancia.


Artículo 478.- En segunda instancia no será admisible prueba. Excepcionalmente, la Corte de Apelaciones podrá admitir prueba documental, siempre que la parte que la presente justifique haber estado imposibilitada de rendirla en primera instancia.


Sin perjuicio de lo anterior, podrá producirse prueba sobre las circunstancias que constituyeren la causa invocada, y siempre que ésta haya sido ofrecida en el escrito de interposición del recurso. La prueba se recibirá en la audiencia de acuerdo a las normas que rigen su recepción en el procedimiento ordinario laboral.


Artículo 479.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y su conocimiento se ajustará estrictamente al orden de su ingreso al tribunal. Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, deberá designarse un día a la semana, a lo menos, para conocer de ellas, completándose las tablas si no hubiere número suficiente, en la forma que determine el Presidente de la Corte de Apelaciones, quien será responsable disciplinariamente del estricto cumplimiento de esta preferencia.


Si el número de causas en apelación hiciese imposible su vista y fallo en un plazo no superior a dos meses, contado desde su ingreso a la Secretaría, el Presidente de la Corte de Apelaciones que funcione dividida en más de dos salas, determinará que una de ellas, a lo menos, se aboque exclusivamente al conocimiento de estas causas por el lapso que estime necesario para superar el atraso.

Artículo 480.- La sentencia deberá pronunciarse dentro del plazo de cinco días contado desde el término de la vista de la causa.


La Corte de Apelaciones se hará cargo en su fallo de las argumentaciones formuladas por las partes.

Artículo 481.- Si de los antecedentes de la causa apareciere que el tribunal de primera instancia ha omitido pronunciarse sobre alguna acción o excepción hecha valer en el juicio, la Corte se pronunciará sobre ella.

Podrá, asimismo, fallar las cuestiones tratadas en primera instancia y sobre las cuales no se haya pronunciado la sentencia por ser incompatibles con lo resuelto.


Deberá la Corte, en todo caso, invalidar de oficio la sentencia apelada, cuando aparezca de manifiesto que se ha faltado a un trámite o diligencia que tenga el carácter esencial o que influya en lo dispositivo del fallo. En el mismo fallo señalará el estado en que debe quedar el proceso y devolverá la causa dentro de segundo día de pronunciada la resolución, salvo que el vicio que diere lugar a la invalidación de la sentencia fuere alguno de los contemplados en los objetivos contenidos en las causales a) o c) del artículo 475, y en haber sido pronunciada con omisión de cualquiera de los requisitos enumerados en el artículo 457, en cuyo caso el mismo tribunal deberá, acto continuo y sin nueva vista, pero separadamente, dictar la sentencia que corresponde con arreglo a la ley.

Artículo 482.- Las causas laborales gozarán de preferencia para su vista y conocimiento en la Corte Suprema.
Párrafo 6º

Del Procedimiento de Tutela Laboral


Artículo 483.- El procedimiento contenido en este Párrafo se aplicará respecto de las cuestiones suscitadas en la relación laboral por aplicación de las normas laborales, que afecten los derechos fundamentales de los trabajadores, entendiéndose por éstos los consagrados en la Constitución Política de la República en su artículo 19, números 1º, inciso primero, siempre que su vulneración sea consecuencia directa de actos ocurridos en la relación laboral, 4º, 5º, en lo relativo a la inviolabilidad de toda forma de comunicación privada, 6º, inciso primero, 12º, inciso primero, y 16º, en lo relativo a la libertad de trabajo, al derecho a su libre elección y a lo establecido en su inciso cuarto, cuando aquellos derechos resulten lesionados en el ejercicio de las facultades del empleador. 


También se aplicará este procedimiento para conocer de los actos discriminatorios a que se refiere el artículo 2° de este Código, con excepción de los contemplados en su inciso sexto.


Se entenderá que los derechos y garantías a que se refieren los incisos anteriores resultan lesionados cuando el ejercicio de las facultades que la ley le reconoce al empleador limita el pleno ejercicio de aquéllas sin justificación suficiente, en forma arbitraria o desproporcionada, o sin respeto a su contenido esencial. En igual sentido se entenderán las represalias ejercidas en contra de trabajadores, en razón o como consecuencia de la labor fiscalizadora de la Dirección del Trabajo o por el ejercicio de acciones judiciales.

Interpuesta la acción de protección a que se refiere el artículo 20 de la Constitución Política, en los casos que proceda, no se podrá efectuar una denuncia de conformidad a las normas de este Párrafo, que se refiera a los mismos hechos.


Artículo 484.- Cualquier trabajador u organización sindical que, invocando un derecho o interés legítimo, considere lesionados derechos fundamentales en el ámbito de las relaciones jurídicas cuyo conocimiento corresponde a la jurisdicción laboral, podrá requerir su tutela por la vía de este procedimiento.


Cuando el trabajador afectado por una lesión de derechos fundamentales haya incoado una acción conforme a las normas de este Párrafo, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado, directamente o por intermedio de su organización de grado superior, podrá hacerse parte en el juicio como tercero coadyuvante. 


Sin perjuicio de lo anterior, la organización sindical a la cual se encuentre afiliado el trabajador cuyos derechos fundamentales han sido vulnerados, podrá interponer denuncia, y actuará en tal caso como parte principal.


La Inspección del Trabajo, a requerimiento del tribunal, deberá emitir un informe acerca de los hechos denunciados. Podrá, asimismo, hacerse parte en el proceso.


Si actuando dentro del ámbito de sus atribuciones y sin perjuicio de sus facultades fiscalizadoras, la Inspección del Trabajo toma conocimiento de una vulneración de derechos fundamentales, deberá denunciar los hechos al tribunal competente y acompañar a dicha denuncia el informe de fiscalización correspondiente. Esta denuncia servirá de suficiente requerimiento para dar inicio a la tramitación de un proceso conforme a las normas de este Párrafo. La Inspección del Trabajo podrá hacerse parte en el juicio que por esta causa se entable.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, la Inspección del Trabajo deberá llevar a cabo, en forma previa a la denuncia, una mediación entre las partes a fin de agotar las posibilidades de corrección de las infracciones constatadas.


La denuncia a que se refieren los incisos anteriores deberá interponerse dentro de sesenta días contados desde que se produzca la vulneración de derechos fundamentales alegada. Este plazo se suspenderá en la forma a que se refiere el artículo 168.


Artículo 485.- Este procedimiento queda limitado a la tutela de derechos fundamentales a que se refiere el artículo 483.


No cabe, en consecuencia, su acumulación con acciones de otra naturaleza o con idéntica pretensión basada en fundamentos diversos.


Artículo 486.- La tramitación de estos procesos gozará de preferencia respecto de todas las demás causas que se tramiten ante el mismo tribunal. 


Con igual preferencia se resolverán los recursos que se interpongan.


Artículo 487.- Si la vulneración de derechos fundamentales a que se refieren los incisos primero y segundo del artículo 483, se hubiere producido con ocasión del despido, la legitimación activa para recabar su tutela, por la vía del procedimiento regulado en este Párrafo, corresponderá exclusivamente al trabajador afectado.


La denuncia deberá interponerse dentro del plazo de sesenta días contado desde la separación, el que se suspenderá en la forma a que se refiere el inciso final del artículo 168.


En caso de acogerse la denuncia el juez ordenará el pago de la indemnización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 162 y la establecida en el artículo 163, con el correspondiente recargo de conformidad a lo dispuesto en el artículo 168 y, adicionalmente, a una indemnización que fijará el juez de la causa, la que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual.


Con todo, cuando el juez declare que el despido es discriminatorio por haber infringido lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 2° de este Código, y además ello sea calificado como grave, mediante resolución fundada, el trabajador podrá optar entre la reincorporación o las indemnizaciones a que se refiere el inciso anterior.

En caso de optar por la indemnización a que se refiere el inciso anterior, ésta será fijada incidentalmente por el tribunal que conozca de la causa.


El juez de la causa, en estos procesos, podrá requerir el informe de fiscalización a que se refiere el inciso cuarto del artículo 484.


Con todo, y sin perjuicio de lo dispuesto precedentemente respecto del plazo para solicitar la calificación del despido como injustificado, indebido o improcedente a que se refiere el artículo 168, 

se aplicará lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 446 y sólo comenzará a correr luego de quedar ejecutoriada la sentencia que desestime la denuncia por vulneración de derechos fundamentales. 


Artículo 488.- La denuncia deberá contener, además de los requisitos generales que establece el artículo 444, la enunciación clara y precisa de los hechos constitutivos de la vulneración alegada.


El tribunal no admitirá a tramitación las denuncias que no cumplan con los requisitos establecidos en este Párrafo.


Artículo 489.- Admitida la denuncia a tramitación, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°.


Artículo 490.- El juez, de oficio o a petición de parte, dispondrá, en la primera resolución que dicte, la suspensión de los efectos del acto impugnado, cuando aparezca de los antecedentes acompañados al proceso que se trata de lesiones de especial gravedad o cuando la vulneración denunciada pueda causar efectos irreversibles, ello, bajo apercibimiento de multa de cincuenta a cien unidades tributarias mensuales, la que podrá repetirse hasta obtener el debido cumplimiento de la medida decretada. Deberá también hacerlo en cualquier tiempo, desde que cuente con dichos antecedentes. 


Contra estas resoluciones no procederá recurso alguno.


Artículo 491.- Cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios suficientes de que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado explicar los fundamentos de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.


Artículo 492.- Con el mérito del informe de fiscalización, cuando corresponda, de lo expuesto por las partes y de las demás pruebas acompañadas al proceso, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos, lo dispuesto en el artículo 455.


Artículo 493.- La sentencia deberá contener, en su parte resolutiva: 


1. La declaración de existencia o no de la lesión de derechos fundamentales denunciada;


2. En caso afirmativo, deberá ordenar, de persistir el comportamiento antijurídico a la fecha de dictación del fallo, su cese inmediato, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 490;


3. La indicación concreta de las medidas a que se encuentra obligado el infractor dirigidas a obtener la reparación de las consecuencias derivadas de la vulneración de derechos fundamentales, bajo el apercibimiento señalado en el inciso primero del artículo 490, incluidas las indemnizaciones que procedan, y


4. La aplicación de las multas a que hubiere lugar, de conformidad a las normas de este Código.


En cualquier caso, el juez deberá velar para que la situación se retrotraiga al estado inmediatamente anterior a producirse la vulneración denunciada y se abstendrá de autorizar cualquier tipo de acuerdo que mantenga indemne la conducta lesiva de derechos fundamentales.


Copia de esta sentencia deberá remitirse a la Dirección del Trabajo para su registro.

Párrafo 7°

Del procedimiento monitorio


Artículo 494.- Respecto de las contiendas por término de la relación laboral cuya cuantía sea igual o inferior a ocho ingresos mínimos mensuales, sin considerar, en su caso, los aumentos a que hubiere lugar por aplicación de los incisos quinto y séptimo del artículo 162; y de las contiendas a que se refiere el artículo 201 de este Código, se aplicará el procedimiento que a continuación se señala.


Artículo 495.- El procedimiento monitorio se iniciará mediante la presentación del reclamo ante la Inspección del Trabajo. Las partes deberán concurrir a un comparendo de conciliación acompañando todos los instrumentos probatorios en que se funde su pretensión. El Inspector del Trabajo, al cursar la citación podrá instruir que se acompañen los contratos de trabajo, balances, comprobantes de remuneraciones, registros de asistencia y cualquier otra documentación pertinente.


En dicho acto las partes que asistan deberán fijar domicilio dentro de los límites urbanos de la ciudad en que funciona el tribunal respectivo.


Se levantará acta de todo lo obrado en el comparendo. 


Artículo 496.- En el caso de que el denunciante no se presentare al comparendo, se despachará una segunda citación para estos efectos.


Si nuevamente el denunciante no concurriere al comparendo, estando legalmente citado, los antecedentes serán archivados, sin perjuicio de su facultad para recurrir judicialmente de acuerdo a las reglas generales.


En el evento de que celebrándose el comparendo, en primera o segunda citación, aun sin la presencia del denunciado, no hubiere conciliación entre las partes, el Inspector del Trabajo remitirá al juzgado competente el acta de celebración del mismo y todos los instrumentos presentados por las partes.

De lo obrado en el comparendo se entregará copia a las partes que asistan, y se remitirá el acta por carta certificada a las partes que no comparezcan.


Artículo 497.- En caso que el juez estime fundadas las pretensiones del requirente, las acogerá inmediatamente; en caso contrario, las rechazará de plano.


En el caso de las partes que hayan asistido al comparendo a que se refiere el artículo 495, esta resolución les será notificada por carta certificada, al domicilio que hubieren señalado en el comparendo celebrado ante la Inspección del Trabajo, las que por este acto se entenderán emplazadas.


Artículo 498.- Las partes tendrán cinco días para reclamar de esta resolución ante el Tribunal que la dictó.


Presentado el reclamo, el juez citará a las partes a una audiencia que deberá efectuarse dentro de los quince días siguientes.


Artículo 499.- Esta audiencia será preparatoria y se desarrollará en conformidad con lo establecido en el artículo 451.


La audiencia de juicio tendrá lugar dentro de los 20 días siguientes, y se desarrollará de acuerdo a lo establecido en el artículo 452.

Artículo 500.- Contra la sentencia que se dicte en este procedimiento sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en la letra a) del artículo 475.”.


16. Sustitúyese el epígrafe del Título II del Libro V, por el siguiente: “Del procedimiento de reclamación de multas y demás resoluciones administrativas”.


17. Sustitúyese el artículo 474, que pasa a ser artículo 501, por el siguiente:


“Artículo 501.- Las sanciones por infracciones a la legislación laboral y de seguridad social y a sus reglamentos, se aplicarán administrativamente por los respectivos inspectores del trabajo o por los funcionarios que se determinen en el reglamento correspondiente. Dichos funcionarios actuarán como ministros de fe.


En todos los trámites a que dé lugar la aplicación de sanciones, regirá la norma del artículo 4° de este Código.


La resolución que aplique la multa administrativa será reclamable ante el Juez de Letras del Trabajo, dentro de quince días hábiles contados desde su notificación. Dicha reclamación deberá dirigirse en contra del Jefe de la Inspección Provincial o Comunal a la que pertenezca el funcionario que aplicó la sanción.


Admitida la reclamación a tramitación, previa verificación del cumplimiento de los requisitos señalados en el inciso anterior, su substanciación se regirá por el procedimiento de aplicación general contenido en el Párrafo 3°, del Capítulo II, del Título I.


Con el mérito de lo expuesto y de las pruebas rendidas, el juez dictará sentencia en la misma audiencia o dentro de quinto día. Se aplicará en estos casos lo dispuesto en el artículo 455.


Contra la sentencia que resuelva la reclamación sólo se podrá recurrir en virtud de lo establecido en las letras a) y c) del artículo 475. La sentencia que falla la apelación no será objeto de recurso alguno.”.


18. Reemplázase el artículo 475, que pasa a ser artículo 502, por el que sigue:


“Artículo 502.- En todos aquellos casos en que en virtud de este Código u otro cuerpo legal, se establezca reclamación judicial en contra de resoluciones pronunciadas por la Dirección del Trabajo, se aplicará el procedimiento descrito en el artículo anterior en todo aquello que no fuere incompatible.”.


19. Reemplázase la numeración de los artículos 476, 477, 478, 478 bis, 479, 480, 481, 482 y 483, por la siguiente: 503, 504, 505, 506, 507, 508, 509, 510 y 511, respectivamente.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1º transitorio.- La presente ley comenzará a regir el 1° de marzo de 2007.


Artículo 2º transitorio.- Las causas que se hubieren iniciado antes de la vigencia de esta ley seguirán substanciándose, hasta la dictación de la sentencia de término, conforme al procedimiento en vigor al momento de la notificación de la demanda.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 14 de septiembre y 4, 5, 11 y 12 de octubre, de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Bombal Otaegui (Presidente) (Marco Cariola Barroilhet), Julio Canessa Robert, Augusto Parra Muñoz (Presidente Accidental), Baldo Prokurica Prokurica (Presidente Accidental) y José Ruiz De Giorgio.


Sala de la Comisión, a 17 de octubre de 2005.



(Fdo.):MARIO LABBÉ ARANEDA,




Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE RESTABLECE LA BONIFICACIÓN FISCAL PARA ENFERMEDADES CATASTRÓFICAS, ESTABLECIDAS EN LA LEY N° 19.779

(3960-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informaros el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que restablece la bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, establecidas en la ley N° 19.779, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma”.

El proyecto de ley en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Salud.

Cabe señalar que dicha Comisión ha hecho presente en su informe que discutió el proyecto sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.

Se hace presente que en el plazo fijado por la Sala para presentar indicaciones a la iniciativa no se formuló ninguna.

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre los artículos 1° y 3° del proyecto, como reglamentariamente corresponde.

Artículo 1°





Modifica la ley N° 19.779, que establece normas relativas al virus de la inmuno deficiencia humana y crea bonificación fiscal para enfermedades catastróficas, en los siguientes términos:


1) Reemplaza, en el inciso primero del artículo 1° transitorio, el guarismo “2004”  por  “2006”.


El mencionado artículo 1° transitorio dispone, en lo pertinente, que a contar de la fecha de publicación del reglamento a que se refiere el inciso cuarto del mismo precepto, y hasta el 31 de diciembre del año 2004, las personas que reúnan los requisitos que más adelante se establecen podrán solicitar una bonificación fiscal.


2) Incorpora el siguiente inciso segundo en el artículo 3° transitorio:


“El gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará mediante reasignaciones en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública. Durante el año 2006, se destinarán al otorgamiento de bonificaciones $ 800.000.000 con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública.”.





El artículo 3° transitorio prescribe que el beneficio que se establece en los artículos anteriores será de cargo fiscal y se financiará con los recursos que se contemplen al efecto en el programa 04 del presupuesto de la Subsecretaría de Salud.





- Sometido a votación el artículo 1º del proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
Artículo 3°





Establece que todas aquellas bonificaciones que hayan sido solicitadas al amparo de los artículos transitorios de la ley N° 19.779, desde el 1 de enero de 2005 hasta la fecha de publicación de esta ley, se entenderán comprendidas por aquélla y tendrán derecho al beneficio siempre que se haya cumplido a su respecto cada uno de los requisitos establecidos en los citados artículos transitorios y en su reglamento.




- El artículo 3º del proyecto fue aprobado por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Boeninger, García, Ominami y Orpis.
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 24 de agosto de 2005, señala que “El mayor gasto fiscal que demande la presente iniciativa durante el año 2005, se financiará con reasignaciones en el presupuesto vigente de la Subsecretaría de Salud Pública y en el año 2006 con el aporte fiscal de $ 800.000 miles, que se incluirán en el presupuesto de dicha Subsecretaría.”.

En consecuencia, las normas del proyecto no producirán desequilibrios presupuestarios ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue aprobado en general por la Sala del Senado, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase la ley N° 19.779, en los siguientes términos:


1) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 1° transitorio, el guarismo “2004”  por  “2006”.


2) Incorpórase el siguiente inciso segundo en el artículo 3° transitorio:


“El gasto que irrogue la aplicación de esta ley durante el año 2005 se financiará mediante reasignaciones en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública. Durante el año 2006, se destinarán al otorgamiento de bonificaciones $ 800.000.000 con cargo al aporte fiscal que se incluirá en el presupuesto de la Subsecretaría de Salud Pública.”.


Artículo 2°.- Cada vez que los artículos 1° y 2° transitorios de la ley N° 19.779 se refieran al “decreto supremo” o al “reglamento”, se entenderá que se refieren al decreto supremo N° 310, de 2002, de los Ministerios de Salud y de Hacienda, publicado en el Diario Oficial del 17 de abril de 2003, y a sus modificaciones.


Artículo 3°.- Todas aquellas bonificaciones que hayan sido solicitadas al amparo de los artículos transitorios de la ley N° 19.779, desde el 1 de enero de 2005 hasta la fecha de publicación de esta ley, se entenderán comprendidas por aquélla y tendrán derecho al beneficio siempre que se haya cumplido a su respecto cada uno de los requisitos establecidos en los citados artículos transitorios y en su reglamento.”.

- - -

Acordado en sesión realizada el día 12 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Ominami Pascual (Presidente) y señores Edgardo Boeninger Kausel, José García Ruminot y Jaime Orpis Bouchon.

- - -

Sala de la Comisión, a 17 de octubre de 2005.

(Fdo.):ROBERTO BUSTOS LATORRE,

Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA EN MATERIA DE ACUICULTURA

(3892-21)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional e iniciado en mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que la Comisión se abocó al estudio de esta iniciativa de ley asistieron, además de sus integrantes, los Honorables Senadores señores Boeninger y Horvath. Además, concurrieron el Subsecretario de Pesca, señor Felipe Sandoval; la Asesora de esa Subsecretaría señora Edith Saa; la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría, señora Jessica Fuentes; el Jefe de la División Acuicultura de la Subsecretaría, señor Ricardo Norambuena y el Abogado de la Subsecretaría, señor Felipe Palacio.

- - -

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


Perfeccionar el régimen jurídico aplicable a las concesiones y autorizaciones de acuicultura; simplificar los trámites para su otorgamiento; establecer nuevas causales de caducidad y otras sanciones por la infracción a la normativa que las rige, y modificar las disposiciones que regulan la patente única de acuicultura.

II. ANTECEDENTES

2.1. De derecho


Ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto fue fijado por el decreto supremo Nº 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción y sus modificaciones posteriores.

2.2. De hecho


Señala el mensaje con que S.E. el Presidente de la República envió a trámite legislativo este proyecto de ley, que el rápido desarrollo de la acuicultura ha llevado a esta actividad a posicionarse como una de las más económicamente fuerte en el país, debido a las ventajas comparativas que ofrece la política favorable a las inversiones y la existencia de una demanda insatisfecha.


Agrega que en el año 2003 la exportación del sector acuicultor representó el 6% del total de la producción nacional exportada, superando a la pesca y representando el 56% del total exportado por ambos sectores, siendo los principales destinos los Estados Unidos de Norteamérica, Japón y la Unión Europea. Prevé el mensaje que los tratados de libre comercio celebrados por el país impulsarán un incremento de las exportaciones en este rubro, estimulando una mejora en las condiciones de comercialización y diversificación de la acuicultura.


La importancia social de la actividad, continúa, está representada por las 570.000 toneladas producidas, generando 40.000 plazas de trabajo directo y una variedad de servicios indirectos que significan una importante actividad en el país.


Recuerda el mensaje que la acuicultura requiere para su desarrollo utilizar diversos recursos ambientales, especialmente el medio acuático que es un bien nacional de uso público y, por consiguiente, la actividad debe someterse a las condiciones legales que le permitan disponer con exclusividad de este recurso.


Enseguida, hace presente que hasta antes del año 1991 la acuicultura y el uso exclusivo del medio acuícola estaban amparados por las concesiones marítimas, situación que varió al entrar en vigor la Ley General de Pesca y Acuicultura, cuerpo legal que consignó un estatuto especial para esta actividad, que contiene estímulos y mecanismos que facilitan su desarrollo tales como las figuras de la concesión y de la autorización de acuicultura indefinidas pero caducables; un procedimiento que da seguridades técnicas que incluye la viabilidad ambiental en la explotación de los recursos; la prelación de solicitudes para definir la competencia por los espacios; un estatuto especial sobre los derechos y obligaciones de los concesionarios; el control efectivo de la actividad y figuras infraccionales parra proteger el medio, y acotamiento de las superficies en que se ejerce la concesión y las normas ambientales que debe respetar el acuicultor.


Informar que el amparo de la nueva normativa se han levantado aproximadamente 2.700 centros de cultivo que representan 22.500 hectáreas, todo lo cual permite el cultivo de quince especies acuícolas.


Se ocupa a continuación el mensaje en fundamentar las enmiendas que propone este proyecto. Al efecto, expresa que entre los años 1993 y 1997 se adoptaron las resoluciones que permitieron la operación de numerosas concesiones acumuladas a esas fechas. Posteriormente, la vigencia del reglamento sobre el sistema de evaluación de impacto ambiental y la presión del mercado por cumplir la normativa sanitaria internacional dieron lugar a que se dictara la normativa sectorial ambiental y sanitaria, completando así el marco regulatorio de la actividad.


Hace presente que en el año 2003 se planteó un debate para evaluar la situación del sector, el cual originó la dictación del decreto Nº 125, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción que contiene la Política Nacional de Acuicultura, que fijó como objetivo “promover el máximo crecimiento económico de la acuicultura chilena en el tiempo, en un marco de sustentabilidad ambiental y equidad en el acceso a la actividad.”.


Agrega que la implementación de la política de acuicultura dio lugar a la creación de la Comisión Nacional de Acuicultura, integrada con representantes de los sectores público y privado, que se ocupó de temas como la simplificación de trámites y la revisión del sistema de patentes y caducidades. 


En relación con la simplificación de trámites, expresa el mensaje que en los doce años de vigencia de esta normativa se han aprobado alrededor de 8.500 concesiones de un total de 11.000 solicitudes, con una tasa de aprobación del 80%, lo cual se explica por la gratuidad del trámite, que a su vez estimula la formulación indiscriminada de solicitudes para su posterior transferencia, saturando el sistema y haciendo ineficaces los esfuerzos de simplificación.


Además, continúa, el desarrollo de la piscicultura requiere de una autorización de acuicultura, lo que es equivalente a la concesión de acuicultura en ríos y lagos no navegables, y que se otorga por el Estado por tratarse de la entrega para uso exclusivo de un bien nacional de uso público, exigencia que no se justifica en las áreas de piscicultura que se desarrollan sobre aguas que no son bienes nacionales de uso público.


También, la ley exige al titular de una concesión o autorización de acuicultura inscribirse en un registro especial, lo cual no se justifica si se considera que es el propio Estado el que las otorga.


Se ocupa enseguida el mensaje de la patente única de acuicultura cuyo valor asciende a dos unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción y cuatro unidades tributarias mensuales por cada hectárea que sobrepase las cincuenta primeras, todo lo cual perjudica a tres grupos de acuicultores: los que explotan concesiones de menos de una hectárea, con utilidades ínfimas o de mera subsistencia; los de cultivos extensivos que requieren de grandes sectores (ostiones y ostras), cuya patente se duplica y los grava desproporcionadamente, y los que operan áreas declaradas áreas de catástrofe por el fenómeno de la marea roja, sin que la normativa los exima del pago de la patente.


En lo tocante a la caducidad de las concesiones y autorizaciones, el mensaje explica que la ley consigna variadas causales que operan de pleno derecho (constatada la causal la autoridad se limita a revocar el acto que generó la concesión o autorización), lo cual ha provocado una serie de situaciones cuya consecuencia es la incerteza acerca de la vigencia de estos derechos.


Ilustra enseguida el mensaje, con ejemplos, el aserto precedente:


- Por la caducidad impuesta por la falta de operación de la concesión en el primer año de vigencia de la concesión, la ley exige que rija desde la publicación de la resolución que otorgó la concesión, lo que es inconsistente desde dos puntos de vista: -porque la concesión sólo ha podido ejercerse desde que se entrega materialmente y -porque la ley dice que el concesionario sólo puede ejercer sus derechos a partir de la inscripción de su concesión y no al momento de publicarse la resolución que la otorga.


La causal de caducidad por paralización de operaciones por más de dos años impide que el concesionario haga descansar su centro de cultivo, lo que es incluso deseable ante eventos naturales o ambientales.


- Ante el desconocimiento de las regulaciones del sector, algunos acuicultores pequeños no solicitan ampliación de plazo por fuerza mayor, pese a lo cual se les caduca su concesión por causa inimputable (marea roja).


La falta de información acerca de los centros de cultivo autorizados antes del año 1998 dificulta el análisis de los antecedentes de la concesión produciendo demoras en los trámites que deben hacer los titulares.

III. ESTRUCTURA Y CONTENIDO DEL PROYECTO


El proyecto en informe se conforma de dos artículos permanentes y cinco disposiciones transitorias.


El artículo 1º aprobado por la Honorable Cámara, estructurado con quince numerales, aborda las modificaciones que en materia de acuicultura el proyecto propone a la Ley General de Pesca.


El primer numeral redefine la autorización de acuicultura como el acto administrativo por el cual la Subsecretaría otorga a una persona, por tiempo indefinido, el uso y goce de cuerpos de agua que sean bienes nacionales no fiscalizados por la Subsecretaría de Marina, para el ejercicio de la acuicultura.


Incorpora además en el glosario del artículo 2º de la Ley de Pesca los conceptos de vivero o centro de acopio y centro de matanza.


El primero es el establecimiento para la mantención temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivos o actividades extractivas, para su comercialización y transformación, en tanto que el segundo es el establecimiento para el sacrificio, desangrado y eventual evicerado de recursos hidrobiológicos para su transformación. Se extiende el concepto de centro de matanza a los pontones dedicados al objetivo precedente, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley (Regula la actividad de los buques fábrica).


Los numerales siguientes eliminan la exigencia de requerir autorización de la Subsecretaría para desarrollar actividades de acuicultura en terrenos privados que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la correspondiente normativa, y la norma que obliga a los titulares de autorizaciones de acuicultura a acreditar sus derechos de aprovechamiento de aguas o el hecho de encontrarse en trámite la correspondiente solicitud.


El numeral 4) reconoce la posibilidad de transferir las concesiones y autorizaciones de acuicultura o celebrar a su respecto cualquier negocio jurídico, y a inscribir en el registro nacional de acuicultura en las resoluciones que otorguen o modifiquen en cualquier forma una concesión o autorización de acuicultura, y remite al reglamento la fijación de los procedimientos para la inscripción y funcionamiento del registro.


El numeral siguiente, el 5), obliga al concesionario o permisionario a iniciar sus operaciones de acuicultura dentro de un año desde la entrega material de la concesión o autorización, y lo habilita para paralizar la actividad hasta por dos años ampliables al equivalente del doble del tiempo de operación que haya antecedido a la paralización, con un tope de cuatro años.


El numeral 6) obliga al titular que opte por someter su concesión o autorización al régimen previsto en el artículo 80 bis, (nuevo precepto que incorpora este proyecto a la Ley de Pesca que habilita al mencionado titular para transferir su concesión o autorización o celebrar respecto de ella cualquier otro acto jurídico; pedir la restitución de la mitad del monto que se mencionará más adelante o la ampliación del plazo para iniciar actividades), a adjuntar a su solicitud una boleta de consignación de 42 unidades tributarias mensuales, bajo el apercibimiento de no acoger a trámite su solicitud.


Agrega este numeral que si la solicitud se refiere a la ampliación del área de una concesión o autorización, la consignación se hará por la superficie de la ampliación solicitada. Si el solicitante requiere reducir el área, no regirá esta obligación de acompañar boleta de consignación.


El numeral 7 modifica el artículo 78 de la Ley de Pesca, disposición que consigna el procedimiento que deben seguir las solicitudes, estableciendo que si el área ya ha sido concedida o se sobrepone a concesiones o autorizaciones ya otorgadas se devolverán los antecedentes al solicitante y se dictará una resolución denegatoria respecto de la solicitud.


El numeral en examen agrega a esta norma un nuevo precepto que dispone que con el mérito de la resolución denegatoria, agotados los recursos administrativos y judiciales, se devolverá al titular de la solicitud el 90% de su consignación en conformidad con lo previsto en el artículo 50 bis.


El numeral 8) propone dos enmiendas al artículo 80 del texto vigente, norma que entrega al Ministerio de Defensa Nacional la facultad de otorgar concesiones de acuicultura (según quedó expuesto, las autorizaciones de acuicultura las otorga la Subsecretaría de Pesca):


La primera modificación consiste en incorporar a este precepto una norma que establece que la resolución que otorgue una concesión o autorización de acuicultura indicará también el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.


(En lo pertinente, el artículo 80 bis en relación con el nuevo inciso segundo del artículo 77, impone la consignación de 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea a su solicitud, con un tope de 210 unidades tributarias mensuales, para que el concesionario o permisionario pueda ejercer los derechos u opciones de que trata el referido artículo 80 bis; en tanto que el artículo 80 ter no exige el pago de la cantidad mencionada para que el titular de la concesión o autorización quede afecto al estatuto de esta última disposición).


La segunda enmienda propuesta en este numeral 8) agrega al artículo 80 dos nuevos incisos. El primero obliga al interesado en una concesión o autorización a publicar en extracto en el Diario Oficial la resolución otorgante de cualquiera de ellas dentro de los 45 días siguientes a su notificación, y a solicitar a la autoridad marítima su entrega material dentro de los tres meses siguientes a la fecha de publicación de la resolución que otorgó la concesión o autorización, previo pago de la patente única de acuicultura.


El siguiente inciso prevé que si no se cumplen los mandamientos precedentes queda sin efecto la respectiva resolución, salvo que el titular de la concesión o autorización, pendiente el plazo original, acredite que su incumplimiento se debe a caso fortuito o fuerza mayor, caso en el cual dispondrá de tres meses contados desde la notificación de la resolución que acogió la eximente para practicar la publicación o solicitar la entrega, según corresponda.



El numeral 9) agrega a la Ley de Pesca un nuevo artículo 80 bis que contiene los requisitos para ejercer los derechos que reconoce el primer régimen de concesiones y autorizaciones de acuicultura.


En primer término, cual ya ha quedado dicho precedentemente, es menester que el interesado consigne junto con su solicitud un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea con un tope de 210 unidades tributarias mensuales.


Enseguida, expresa que acreditado lo anterior, el titular de la concesión o autorización podrá:


Uno) transferir o celebrar cualquier otro acto jurídico respecto de su concesión o autorización, pero para transferirla o arrendarla habrá de requerir autorización a la Subsecretaría de Marina o a la Subsecretaría de Pesca, según corresponda.


Dos) Solicitar la restitución de la mitad del monto consignado.


Tres) Pedir ampliación del plazo hasta por cuatro años para iniciar actividades de acuicultura, prorrogables por un año más en casos calificados.


Agrega este precepto que para proceder a la transferencia o celebración de cualquier otro acto jurídico sobre la concesión o autorización o para solicitar la devolución de la mitad del monto consignado, el titular ha de acreditar actividad acuícola durante tres años consecutivos cumpliendo los niveles mínimos de operación establecidos en el reglamento pertinente o acreditar ser acuicultor habitual. Para ampliar el plazo de iniciación de actividades deberá probar esta última condición.


Enseguida, el precepto expresa que se entiende por acuicultor habitual para ejercer los derechos mencionados respecto de la primera concesión o autorización, el titular de dos o más concesiones o autorizaciones que haya operado un mínimo de tres años cada una. El ejercicio de estos derechos respecto de nuevas concesiones o autorizaciones requiere que el acuicultor habitual haya operado tres años una concesión o autorización de su titularidad, excluyendo la operación que haya permitido el ejercicio de tales derechos con anterioridad.


Finalmente, este precepto exceptúa del pago de la consignación a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, las concesiones y autorizaciones que desarrollen el cultivo de algas, con una extensión igual o menor de media hectárea, cuyo titular sea persona natural que sólo posea la concesión o autorización de que trata esta excepción.


El numeral 10) agrega a la Ley General de Pesca un nuevo artículo 80 ter, que consagra el segundo régimen de concesiones y autorizaciones de acuicultura.


Este artículo declara que los titulares que no hayan optado por el pago de la consignación a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, sólo podrán transferir o arrendar la concesión o autorización previo permiso de la Subsecretaría de Marina o la Subsecretaría de Pesca, según corresponda, cumpliendo las siguientes condiciones:


a) Que se hayan transcurrido, al menos, seis años desde su entrega material, y 


b) Que la concesión o autorización haya sido operada directamente por su titular por tres años consecutivos, cumpliendo los niveles mínimos de operación. Se considerará en este plazo el tiempo que medie entre una cosecha y la próxima siembra.


En los dos preceptos finales, este artículo prohíbe celebrar cualquier acto o contrato respecto de la concesión o autorización, a título oneroso o gratuito, si el titular no acredita haber cumplido las condiciones señaladas en las letras precedentes; y sanciona la contravención a esta norma en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 118 y en la letra g) del artículo 142 de la Ley de Pesca. (las sanciones por infracción a las medidas de protección en las concesiones o autorizaciones multiplicadas por tres o por cuatro, y la caducidad de la concesión o autorización).


El numeral 11) del artículo 1º del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados reemplaza el inciso primero del artículo 84 de la Ley de Pesca por otro que impone a los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura la obligación de pagar una patente única de dos unidades tributarias mensuales por hectárea; las que sean inferiores a una hectárea pagarán una patente proporcional.


Enseguida, este numeral exime de este pago a los cuerpos de agua situados en propiedad privada y a las concesiones de cualquier tipo de cultivos de que sean titulares las organizaciones de pescadores artesanales cuando la superficie total dividida por el número de afiliados sea inferior a 0,5 hectáreas.


Finalmente, la nueva disposición también exime del pago de la patente a los afectados por catástrofes naturales, por el término que dure el evento.


El numeral 12) del texto en examen agrega dos nuevos artículos a la Ley de Pesca signados con los números 90 bis y 90 ter.


El primero dispone que los viveros y centros de matanza en bienes nacionales de uso público requieren de autorización de la Subsecretaría de Pesca para funcionar, previa acreditación del cumplimiento de las exigencias sanitarias y ambientales previstos en los correspondientes reglamentos.


Agrega este artículo que los permisos o concesiones requeridos para ejercer estas actividades se ajustarán a las normas de las concesiones marítimas.


A su turno, el nuevo artículo 90 ter despachado en primer trámite constitucional dispone que los viveros y centros de matanza ubicados en bienes nacionales de uso público serán inscritos por el Servicio en un registro; y que los centros de matanza en terrenos privados también se inscribirán previa acreditación del cumplimiento de las exigencias sanitarias y ambientales pertinentes.


Las siguientes disposiciones de este artículo hacen responsable al titular de la inscripción del cumplimiento de la normativa que regula esta actividad, el cual, además, habrá de informar su abastecimiento, existencias y cosechas.


Acto seguido, prevén que el Servicio eliminará del registro de inscripción a las pisciculturas, centros de cultivos situados en cuerpos de aguas que nazcan, corran y mueran en una misma heredad y los centros de matanza en terrenos privadas que no informen operación por cuatro años prorrogables por un año más, por caso fortuito o fuerza mayor.


Finalmente, prescribe que también quedan sin efecto las autorizaciones de viveros y centros de matanza en los bienes nacionales de uso público cuyos titulares no informen operación por un plazo de cuatro años.


El numeral 13) del artículo 1º del texto de la Honorable Cámara de Diputados incorpora un nuevo precepto al artículo 113 de la Ley de Pesca que sanciona con multas de 50 a 300 unidades tributarias mensuales a los titulares de centros de cultivo que entreguen información falsa respecto de su funcionamiento. En caso de reincidencia, la sanción se duplica.


El numeral 14) reemplaza el inciso primero del artículo 118 por otros dos que: 


- el primero, sanciona con multas de 50 a 3.000 unidades tributarias mensuales al que ejerciendo actividades de acuicultura no adoptare las medidas de protección dispuestas en los reglamentos a que se refieren los artículos 86 y 87 (sobre medidas de protección para evitar enfermedades de alto riesgo y plagas y para mantener el medio ambiente en condiciones que permitan el normal desarrollo de los establecimientos que exploten concesiones y autorizaciones de acuicultura).


Si el incumplimiento recayere en las medidas de protección dispuestas en los artículos 88 ó 90 (limitan las áreas de las concesiones y autorizaciones para un adecuado aprovechamiento de las porciones de agua y fondo y preceptúan que el reglamento contendrá las disposiciones a que se ajustarán los establecimientos de cultivos en áreas de propiedad privada que no requieran de concesión) la sanción será multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.


- el segundo, sanciona con multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales al titular de una concesión o autorización que infringiere el inciso segundo del artículo 80 ter. (El nuevo artículo 80 ter que en lo pertinente prohíbe la celebración de todo acto o contrato sobre concesiones o autorizaciones cuyo titular haya dejado transcurrir el plazo de seis años desde la entrega material, o no las haya operado directamente). Igual multa se aplicará a la contraparte del titular infractor de las normas de este artículo.


Finalmente, el numeral 15) del artículo 1º del proyecto aprobado por la Honorable Cámara propone diversas modificaciones al artículo 142 de la Ley General de Pesca, precepto que consigna las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura.


La primera enmienda consiste en reemplazar la letra c) de este precepto, que establece como causal la reincidencia en la infracción al artículo 118 (precepto que, según se dijo, cautela las medidas de protección consignadas en los artículos 86 y 87), por otra norma que prescribe que se caducará la concesión o autorización a quien incurra, dentro de los dos años siguientes a la comisión de la primera infracción, en tres infracciones sancionadas conforme al referido artículo 118.


La segunda enmienda también reemplaza la causal de la letra e) del artículo 142 (ejecutar menos del 50% de la siembra o tener un porcentaje igual o menor de especies para cultivar) por otra norma que impone la caducidad de la concesión o autorización de que se trata al que no inicie operaciones en el centro de cultivo dentro del año siguiente a la entrega material de la concesión o autorización, o paralice sus actividades por más de dos años consecutivos.


Enseguida, la misma norma prevé que se entiende que existirá operación cuando la actividad del centro sea igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área, fijados por el reglamento. Agrega que este último podrá establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de cultivo en la resolución de calificación ambiental.


El caso fortuito o la fuerza mayor autorizan ampliar el plazo señalado hasta por otro año, pero si mediare catástrofe natural que impida la actividad de cultivo, la autoridad otorgante de la concesión o autorización (es decir, la Subsecretaría de Marina o la de Pesca, respectivamente), prorrogará la actividad en los centros y los titulares quedarán exentos del pago de la patente durante la prórroga.


Por último, este numeral sugiere la agregación de dos nuevas letras g) y h) al artículo 142 de la Ley de Pesca.


La nueva letra g) consigna como causal de caducidad de la concesión o autorización de acuicultura la de haber sido sancionado el titular por infracción al inciso segundo del artículo 80 ter (transferir la concesión o autorización sin respetar el plazo de seis años de estar en posesión de ella desde su entrega material).


A su turno, la nueva letra h) consigna como tal causal haber sido sancionado el titular tres veces dentro de los dos años posteriores a la fecha de la comisión de la primera infracción, por entrega de información falsa.


El artículo 2º de la iniciativa despachada por la Honorable Cámara declara la vigencia de las concesiones y autorizaciones, cuyos titulares, a la fecha en que entre a regir esta ley hubieren incurrido en las causales de caducidad dispuestas en el artículo 142, letras a): (explotar la concesión con un objeto distinto para el que se otorgó); b): (no pagar patente de acuicultura); c): (incurrir en tres infracciones sancionadas en el inciso primero del artículo 118); d): (no iniciar operaciones en el centro de cultivo dentro del año contado desde la entrega material de la concesión o autorización), y e): (fallecimiento del titular que no deje sucesión).


Además, el precepto en informe establece que la vigencia de estas concesiones y autorizaciones queda sujeta a las siguientes condiciones:


a) Que a la fecha en que esta ley entre en vigor no se haya declarado la caducidad o esté pendiente el recurso interpuesto en contra de la resolución que la declara;


b) Que sus titulares hayan informado abastecimiento, existencia o cosecha en los años 2001, 2002, 2003 ó 2004. Sin embargo, continúa la norma, esta condición no será exigible respecto de las concesiones y autorizaciones publicadas a partir del año 2004.


Por lo que hace a la causal de caducidad contenida en la letra b) del artículo 142 (no pago de patente) este precepto del artículo 2º de la iniciativa dispone que para que no se haga efectiva la causal se deberá acreditar el pago de las patentes adeudadas o un convenio de pago dentro del sexto mes de publicada esta ley, facultando al Servicio de Tesorerías para otorgar un plazo de hasta dos años con el fin de que los morosos paguen las patentes atrasadas.


Finalmente, este artículo previene que para que no se caduque la concesión o autorización de un titular fallecido, su sucesión deberá acreditar tal condición (mediante copia del auto de posesión efectiva) dentro de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS



Cual quedó dicho al iniciar la descripción del articulado de la iniciativa, ésta contiene cinco disposiciones transitorias.


La primera establece que respecto de los titulares de concesiones y autorizaciones otorgadas a la fecha de publicación de esta ley, cuyo acto de otorgamiento no hubiere sido publicado o publicado fuera de plazo sin que haya sido dejado sin efecto, respecto de la cual estuviere pendiente un recurso administrativo, deberán publicar el acto de otorgamiento dentro de los seis meses siguientes a la publicación de esta ley, bajo apercibimiento de tener por extinguido el acto administrativo pertinente.


El artículo 2º prescribe que respecto de las concesiones y autorizaciones que estén en su primer año de vigencia a la fecha de publicación de esta ley, el plazo de iniciación de actividades se contará desde su entrega material, efecto para el cual el titular deberá requerir dicha entrega dentro de tercero mes de la vigencia de esta ley, bajo apercibimiento de dejar sin efecto la resolución.


El artículo 3º transitorio aprobado en primer trámite constitucional dispone que dentro de un año contado desde la vigencia de esta ley las concesiones o autorizaciones de acuicultura podrán ser transferidas o arrendadas, conforme al régimen vigente a esa fecha, el cual también será aplicable a las solicitudes ingresadas hasta el 1º de junio del año 2004, todo lo cual operará por el plazo de un año contado desde la publicación de la resolución otorgante de la concesión o autorización.


Vencidos estos plazos, las concesiones y autorizaciones quedan sometidas al régimen del artículo 80 bis.


Agrega este precepto que las solicitudes ingresadas desde el 2 de junio en adelante y que a la fecha de publicación de esta ley no hubieren sido resueltas, podrán optar por el régimen del artículo 80 bis pagando dentro de tres meses contados también desde la publicación de esta ley las cantidades señaladas en el inciso segundo del artículo 77 (42 unidades tributarias mensuales por hectárea con un tope de 210). Si no se efectúa el pago, se hace fuera de plazo o por un monto inferior, la solicitud queda sometida al régimen del artículo 80 ter.


Otra norma que contiene este precepto dice relación con las autorizaciones para operar estaciones de piscicultura.


Al efecto, prevé que las que estuvieren pendientes de tramitación y que cumplan los requisitos de los artículos 86 y 87, ya comentados, se remitirán al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción en el Registro Nacional de Acuicultura. El resto se devolverá a los solicitantes indicándoles las razones por las que no se ha procedido a su inscripción.


Finalmente, este artículo aclara que debe entenderse por estaciones de pisciculturas los centros de cultivo ubicados en terrenos particulares que utilizan derechos de aprovechamiento de conformidad con el Código de Aguas.


El artículo 4º del texto legal propuesto por la Honorable Cámara prescribe que mientras no se dicte el reglamento que fija los niveles mínimos de operación por especie y área se aplicará el vigente a la fecha de publicación de esta ley.


Finalmente, la quinta disposición transitoria de este proyecto de ley prescribe que dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, la autoridad que corresponda (Subsecretaría de Marina o de Pesca) caducarán las concesiones y autorizaciones a las cuales no les haya alcanzado los beneficios establecidos en el artículo 2º .


Agrega que en el caso de que la causal invocada sea la consignada en la letra e) del artículo 142 (no iniciar la operación dentro del plazo que este literal dispone), corresponderá a la Subsecretaría de Pesca solicitar su caducidad, previo informe del Servicio.


La última norma de este artículo establece que en el caso de las concesiones de acuicultura, en un trámite previo a la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina habrá de constatar si hubo ocupación de la superficie otorgada en concesión. Si se acredita que no la hubo, no se exigirá el pago de las patentes adeudadas y esa autoridad, junto con declarar la caducidad, deberá descargar las patentes que hubiere informado a la Tesorería General de la República.

- - -

IV. DISCUSIÓN GENERAL

En sesión de 11 de octubre pasado, intervino ante la Comisión la señora Jessica Fuentes, Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, quien inició su exposición expresando que la acuicultura es una de las más relevantes actividades económicas del país. Por ello, durante el año 2003 se elaboró la política nacional de acuicultura con una amplia participación de los sectores público y privado involucrados en la actividad y se definieron las directrices que deben regir la actividad en el mediano y largo plazo. Asimismo, se estableció un plan de acción que comprende las cinco tareas prioritarias de la política. Dentro de estas tareas se comenzó a trabajar durante el año 2004 en las modificaciones reglamentarias y prácticas administrativas que dieran solución a lo que se había definido como prioridad. Sin embargo, se constató que existían materias que no tenían otra solución que una modificación legal.


Dentro de estas tareas prioritarias que requieren de modificación legal se encuentra la falta de equidad en materia de patentes de acuicultura y la falta de certeza jurídica respecto de la vigencia de las concesiones de acuicultura, lo que afecta un gran número de acuicultores. 


Señaló, enseguida, que estas tareas prioritarias de la política coincidieron con el interés que despertó en la ciudadanía durante el año pasado el mercado especulativo de las concesiones de acuicultura, mercado que si bien es reconocido como legal atendida la falta de restricciones o limitaciones legales a esta actividad, no resulta legítimo debido al entorpecimiento que genera respecto de quienes efectivamente desean obtener una concesión para ejercer la actividad y no simplemente para venderla. 


En efecto, la actual Ley General de Pesca y Acuicultura no establece restricciones a la transferencia de las concesiones ni obliga a operarlas como requisito previo a su traspaso, lo que unido a la gratuidad de la tramitación de las solicitudes incide fuertemente en la creación de un negocio que consiste precisamente en solicitar concesiones y luego venderlas al mejor precio. A esto además ha ayudado la circunstancia de la demora en la tramitación de solicitudes, lo que obviamente se vuelve insuperable al no existir un freno al número de solicitudes a ser presentadas.


De este modo, a fines del año 2004 se creó en la Cámara de Diputados una comisión investigadora del mercado especulativo de las concesiones que culminó con un informe que recoge como recomendación la elaboración de un proyecto de ley de las características de la iniciativa en informe.

Agregó que el contenido del proyecto aborda fundamentalmente las siguientes materias:


Creación de dos regímenes de acceso a la acuicultura, que tienen por objeto frenar o desincentivar el mercado especulativo de las concesiones: un régimen con pago de tramitación y otro sin pago. 


En ambos casos se somete la transferencia a la necesidad de operar previamente la concesión, y la diferencia estriba fundamentalmente, en la posibilidad de ampliar el plazo de inicio de operaciones y en el tiempo de espera para transferir.


Es así como en el régimen con pago se debe consignar al inicio de trámite de la concesión, un monto equivalente a 42 UTM por hectárea con un máximo de 210 UTM. En este caso, se debe esperar tres años para transferir la concesión o autorización y acreditar operación por el mismo tiempo la concesión o ser un acuicultor habitual, esto es, contar con otras concesiones de acuicultura que haya tenido operaciones en el mismo plazo. Se trata, por tanto, de beneficiar a aquellos que ya se encuentran en el negocio y que han ejercido efectivamente la actividad.


Asimismo, el régimen con pago otorga otros dos beneficios: la devolución de la mitad del dinero consignado al momento de acreditar la operación de tres años y la ampliación de plazo del inicio de las concesiones hasta un máximo de cuatro años. Esto último tiene sentido en los casos de acuicultores que obtienen al mismo tiempo varias concesiones y que requieren de un tiempo para programar el ingreso a la operación.


En el régimen sin pago, consignó, la transferencia requiere un plazo de espera de 6 años con un período de operación mínimo de tres años de operación directa y continua por parte del titular de la concesión. Asimismo, no hay devolución de dinero porque no hay consignación (pago) al ingreso de la solicitud y tampoco se permite ampliar el plazo de inicio de operaciones.


En materia de patentes el proyecto propone superar situaciones que afectan a determinados grupos de acuicultores. En primer lugar, se plantea rebajar el monto de la patente a las concesiones de menos de una hectárea, porque en la actualidad, independientemente que la superficie sea inferior a una hectárea, debe pagarse 2 UTM como una concesión de una hectárea. Tratándose de concesiones de subsistencia resulta gravoso este pago por lo cual se plantea rebajar a un pago proporcional a la superficie.


En segundo lugar, se sugiere rebajar el monto de la patente a las concesiones de superficie superior a 50 hectáreas. En la actualidad por cada hectárea que excede de las primeras 50 debe pagarse el doble, esto es, 4 UTM. Esta situación afecta principalmente a las concesiones de ostiones y ostras de la IV Región, que corresponden a los cultivos denominados extensivos. Este tipo de cultivo requiere, por la técnica empleada, grandes extensiones de superficie no obstante que no causan un impacto ambiental de envergadura. De allí que se plantea una rebaja de la patente manteniendo el monto en 2 UTM por hectárea, independientemente de la extensión total de superficie.


Por su parte, también se establece como causal de exención del pago de la patente la ocurrencia de catástrofes naturales. En la actualidad, en situaciones como la marea roja que impide el ejercicio de la actividad o la cosecha no se exime del pago de la patente al acuicultor.


Por último, se modifica una norma que actualmente contiene la Ley de Pesca y que beneficia a las organizaciones de pescadores artesanales. En efecto, la ley establece que en los casos de concesiones de organizaciones de pescadores artesanales cuya superficie dividida por el número de socios sea igual o inferior a 0,5 hectáreas por socio, tendrán una exención de tres años del pago de la patente contados desde el otorgamiento de la concesión. La interpretación de la Contraloría General de la República ha llevado a que dicha exención se aplique sólo a las concesiones de algas. El proyecto propone hacerlo aplicable a las concesiones que cumplan con los requisitos de superficie cualquiera sea el tipo de cultivo.


En materia de caducidades, continuó, el proyecto plantea en primer lugar reformular las causales de caducidad, fundamentalmente para superar inconsistencias y vacíos que hacen muy compleja su aplicación. Así por ejemplo, en la actualidad el plazo para iniciar la operación se cuenta desde la fecha de publicación de la resolución que otorgó la concesión. Sin embargo, en muchas ocasiones la entrega material se realiza en una fecha posterior debido a la imposibilidad de efectuar la entrega por encontrarse los centros de cultivo en lugares apartados, o en época de invierno en que se dificulta aún más el plazo que corre en contra del acuicultor. 


Asimismo, dijo, se elimina la caducidad parcial y se consigna lo que debe entenderse por operación, dejando a un reglamento la definición de la operación mínima, limitando la facultad reglamentaria mediante la prohibición de establecer como operación mínima más del 50% de la producción prevista en la resolución de calificación ambiental. Así por ejemplo, si en la evaluación ambiental se determinó que se podía producir hasta 1.000 toneladas, no podría considerarse como operación mínima más de 500 toneladas.


Igualmente, agregó, se otorga la posibilidad de ampliar el plazo de paralización de actividades a quienes han estado operando por el doble del plazo de operación con un máximo de cuatro años. Esta norma se estima ambientalmente conveniente ya que es sabido que la Ley de Pesca, que data del año 1991, obliga a no suspender las operaciones por más de 23 meses consecutivos y, en consecuencia, obliga a mantener la concesión en actividad por dos años pues su titular se expone a la caducidad. Sin embargo, en la actualidad se sabe que para recuperar las condiciones ambientales del sector utilizado se requiere mayor tiempo de descanso del centro, lo que se posibilita con la norma descrita.


Por su parte, el proyecto propone declarar vigentes todas las concesiones que durante los últimos cuatro años hayan operado, resolviendo de este modo el problema de falta de certeza por situaciones de incumplimiento en el pasado que sólo se constatan al momento de la transferencia. En efecto, ante la realidad de muchas concesiones de acuicultores que ejercen la actividad pero que por distintos motivos se encuentran en causal de caducidad, las Subsecretarías de Pesca y de Marina no han tramitado de oficio las caducidades producidas, porque ello podría significar terminar con la actividad. Simplemente se analiza la vigencia de las concesiones al momento de activarse un trámite como la transferencia de la misma. Recién, en ese instante, el acuicultor se entera de la falta de vigencia de su concesión.


Expresó que otra de las causales de caducidad más importantes es la falta de pago de la patente de acuicultura, en que han incurrido principalmente acuicultores de pequeña y mediana escala. En tales casos, el proyecto otorga un plazo de seis meses para ponerse al día en el pago de la patente o celebrar un convenio de pago por un plazo de hasta dos años.


También se da solución a otras situaciones más de detalle que dicen relación con la caducidad, como por ejemplo, los casos en que ocurrido el fallecimiento del titular de la concesión, la sucesión no tramita dentro de plazo la posesión efectiva, no obstante que la concesión sigue operando. En ocasiones, la falta del trámite de la posesión efectiva se debe precisamente a la falta de dinero para efectuar judicialmente el trámite representado por abogado, situación que ha variado ahora con el trámite que se realiza ante el Registro Civil. De hecho, se han constatado casos entre los pescadores artesanales algueros de Maullín que podrían verse beneficiados con esta norma. Asimismo, se proponen ampliaciones de plazo de operación que la autoridad administrativa puede otorgar de oficio ante eventos de catástrofes naturales como la marea roja. En efecto, en la actualidad, existen situaciones en que el titular no solicita a tiempo la ampliación de plazo por fuerza mayor ante hechos tan evidentes como la marea roja y, por ende, caen en causal de caducidad de la concesión sin que pueda enervarse dicha causal conforme al actual ordenamiento vigente.


En definitiva, concluyó en esta parte de su exposición, con estas normas se busca regularizar la situación de vigencia de las concesiones permitiendo, una vez culminado dicho proceso, realizar el control de su vigencia en forma regular y de oficio por parte de la autoridad administrativa.


Señaló, finalmente, los siguientes perfeccionamientos que el proyecto también sugiere en materia de acuicultura.


a) Simplificación de trámites: se elimina la autorización de acuicultura para los centros de cultivo en tierra. En efecto, si dichos centros de cultivo se emplazan en terrenos privados y utilizan derechos de aprovechamiento de aguas, no se justifica la intervención del Estado autorizando la actividad. Sí, en cambio, se deja la evaluación de impacto ambiental y el registro nacional de acuicultura, porque se trata de actividades de cultivo que deben igualmente ser controladas desde el punto de vista sanitario y ambiental.


b) Se agregan causales de caducidad como consecuencia de la nueva regulación, y se configuran infracciones que resguarden el cumplimiento de la normativa, como por ejemplo, la infracción por la entrega de información falsa al Servicio Nacional de Pesca en materia de operación.


c) Se establecen normas a que deberán someterse los viveros y los centros de matanza que hasta ahora eran tramitados conforme a una preceptiva reglamentaria no actualizada y limitada en el objetivo de resguardar el patrimonio sanitario. 

- - -

V. IDEA DE LEGISLAR


Atendida la relación precedente, y sin perjuicio de las proposiciones que se formulen para modificar sus normas durante la discusión particular, esta Comisión aprobó en general este proyecto de ley en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados.


Concurrieron a este acuerdo los Honorables Senadores señores Avila, Martínez, Ríos y Ruiz de Giorgio.

- - -


En consecuencia, esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra proponer a la Sala la aprobación en general de este proyecto de ley. Su texto es el siguiente:

 
PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido fue fijado por el decreto supremo N° 430, de 1991, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción:


1) Modifícase el artículo 2° en la forma que a continuación se indica:

a) Reemplázase el número 10) por el siguiente:


“10) Autorización de acuicultura: es el acto administrativo mediante el cual la Subsecretaría otorga a una persona los derechos de uso y goce, por tiempo indefinido, en cursos y cuerpos de agua que constituyen bienes nacionales fijados como apropiados para la acuicultura y cuyo control, fiscalización y supervigilancia no corresponda al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina.”.


b) Incorpóranse los siguientes números 49) y 50):


“49) Vivero o centro de acopio: establecimiento que tiene por objeto la mantención temporal de recursos hidrobiológicos provenientes de centros de cultivo o actividades extractivas autorizados, para su posterior comercialización o transformación. 


50) Centro de matanza: establecimiento que tiene por objeto el sacrificio, desangrado y eventual eviscerado de recursos hidrobiológicos, para su posterior transformación. Se entenderá también por centro de matanza, los pontones destinados a los objetos antes indicados, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 162 de esta ley.”.


c) Elimínase el párrafo 2° del número 13).


2) Intercálanse en el inciso tercero del artículo 67, entre las expresiones “heredad.” y “No obstante”, lo siguiente:


“Asimismo se exceptúan de esta exigencia los cultivos que se desarrollen en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente.”.


3) Elimínase la primera parte del artículo 68, hasta el punto seguido (.).

4) Modificase el artículo 69 en la forma que se indica:


a) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“Las concesiones y autorizaciones de acuicultura serán transferibles y en general susceptibles de negocio jurídico, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 80 bis y 80 ter y otorgarán a sus titulares los derechos que esas disposiciones establecen.”.


b) Reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos:


“Toda resolución que otorgue una concesión o autorización de acuicultura o la modifique en cualquier forma, quedará inscrita en el registro nacional de acuicultura que llevará el Servicio desde la fecha de publicación del extracto respectivo o desde la fecha de su dictación, según corresponda. Deberá dejarse constancia en dicho registro del régimen a que hubiere quedado sometida la concesión o autorización de acuicultura respectiva, de conformidad con lo establecido en los artículos 80 bis y 80 ter. El reglamento fijará los procedimientos que normarán la inscripción y funcionamiento del registro.


En el caso que para el ejercicio de la actividad sólo se requiera inscripción de conformidad con el artículo 67, el interesado del centro de cultivo deberá requerir la inscripción al Servicio de conformidad con el reglamento respectivo.


La inscripción en el registro es una solemnidad habilitante para el ejercicio de la actividad de acuicultura.”.


5) Incorpórase el siguiente artículo 69 bis:


“Artículo 69 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura deberá iniciar sus operaciones dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la misma. 


Para los efectos previstos en este artículo, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento.


Asimismo el titular de una concesión o autorización de acuicultura podrá paralizar operaciones por dos años consecutivos, pudiendo solicitar la ampliación de dicho plazo por el equivalente al doble del tiempo de  operación que haya antecedido a la paralización, con un máximo de cuatro años. Para tales efectos se considerará incluida en la operación el plazo que transcurra entre una cosecha y la próxima siembra, el que será fijado por reglamento y no podrá ser inferior a seis meses.”.


6) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 77:

“En el caso que el titular de la solicitud opte por que su concesión o autorización quede sometida al régimen establecido en el artículo 80 bis, deberá adjuntar a su solicitud un comprobante de consignación realizada ante la Tesorería General de la República, por un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales. Si no se acompaña el comprobante indicado el Servicio no acogerá a trámite la solicitud.


En el caso que la solicitud se refiera a la ampliación de área de una concesión o autorización de acuicultura otorgada y sometida al régimen previsto en el artículo 80 bis, la consignación deberá considerar exclusivamente la superficie de la ampliación solicitada. En el caso de solicitarse una reducción de área, no se requerirá la consignación.”.


7) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 78:

“Con el mérito de la resolución denegatoria y agotados los recursos administrativos y judiciales o transcurrido el plazo para su interposición, la Tesorería General de la República devolverá al titular el 90% de la suma consignada por el solicitante en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis, cuando corresponda.”.


8) Modifícase el artículo 80 en la forma que se indica a continuación:


a) Incorpórase la siguiente oración final en el inciso segundo:


“La resolución que otorgue la concesión o autorización de acuicultura deberá indicar el régimen a que queda sometida, de conformidad con los artículos 80 bis y 80 ter.”.


b) Agréganse los siguientes incisos finales:


“El interesado deberá publicar un extracto de la resolución en el Diario Oficial dentro del plazo de 45 días contados desde su notificación. Asimismo, el titular deberá solicitar la entrega material a la Autoridad Marítima en el plazo de tres meses, contado desde la fecha de la publicación de la resolución que otorgó la concesión o autorización, acreditando previamente el pago de la patente a que se refiere el artículo 84.


En el evento que no se cumpla con cualquiera de las obligaciones indicadas en el inciso precedente, se dejará sin efecto la resolución respectiva. No obstante, el titular de la concesión o autorización, según corresponda, podrá acreditar, pendiente el plazo original, que no cumplió por caso fortuito o fuerza mayor. En dicho caso el titular contará con un nuevo plazo que no podrá exceder de tres meses, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que acogió dicho caso fortuito o fuerza mayor, para realizar la publicación o solicitar la entrega, según corresponda.”.


9) Agrégase el siguiente artículo 80 bis:


“Artículo 80 bis. El titular de una concesión o autorización de acuicultura que haya optado por someterse al régimen previsto en el presente artículo de conformidad con el inciso segundo del artículo 77, tendrá los siguientes derechos:


a) Transferir o celebrar otro negocio jurídico que tenga por objeto la concesión o autorización de acuicultura. Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.


b) Pedir la restitución de la mitad del monto que hubiere consignado de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77.


c) Obtener la ampliación del plazo establecido en el artículo 69 bis para iniciar actividades, por el plazo máximo de cuatro años adicionales. En casos calificados, podrá otorgarse una nueva ampliación por el plazo de un año. 


Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante tres años consecutivos dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual. 


Para ejercer los derechos señalados precedentemente respecto de la primera concesión o autorización sometida al régimen de este artículo, se entenderá por acuicultor habitual el titular de dos o más concesiones o autorizaciones de acuicultura que hayan operado durante un mínimo de tres años consecutivos cada una. Para el ejercicio de estos derechos respecto de nuevas concesiones o autorizaciones, el acuicultor habitual deberá acreditar haber operado tres años consecutivos una concesión o autorización de su titularidad, excluyendo para estos efectos la operación que haya permitido el ejercicio de tales derechos con anterioridad.


Se considerará dentro de los años de operación a que se refieren los incisos anteriores, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.


Quedarán sometidas al régimen previsto en el presente artículo, sin que requieran realizar la consignación a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas para el desarrollo del cultivo de algas, cuya extensión total sea igual o menor a media hectárea y cuyo titular sea una persona natural que no posea más concesión o autorización que aquella que le permita acogerse a esta excepción.”.

10) Agrégase el siguiente artículo 80 ter:


“Artículo 80 ter. En el caso que el titular de la concesión o autorización de acuicultura no haya ejercido la opción a que se refiere el inciso segundo del artículo 77, sólo podrá transferir o arrendar  la concesión o autorización de acuicultura, previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, cuando concurran las siguientes condiciones:


a) que hayan transcurrido seis años desde su entrega material, como mínimo, y 


b) que las concesiones o autorizaciones hayan sido operadas por su titular en forma directa y en interés propio por tres años consecutivos, dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento. Se considerará dentro de los años de operación, el plazo que hubiere transcurrido entre una cosecha y la próxima siembra, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis.

Mientras no se cumplan las condiciones indicadas en las letras a) y b) precedentes, queda prohibido al titular de la concesión o autorización de acuicultura celebrar cualquier negocio jurídico que tenga por objeto directo o indirecto la concesión o autorización o su utilización en beneficio de terceros, a través de arriendos o de cualquier otro acto o contrato que tenga como finalidad ceder directa o indirectamente la tenencia, uso, beneficio o dominio de la misma, sea a título oneroso o gratuito.


La celebración de cualquier acto o contrato en contravención a esta norma será sancionada en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 118 y en la letra g) del artículo 142 de la presente ley.”.


11) Modifícase el artículo 84 en la forma que a continuación se indica:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura pagarán anualmente una patente única de acuicultura, de beneficio fiscal, correspondiente a dos unidades tributarias mensuales por hectárea. Por las concesiones y autorizaciones de acuicultura de superficie inferior a una hectárea se pagará la patente antes indicada en la proporción que corresponda.”.


b) Elimínase en el inciso tercero, la oración “y aquellas otorgadas sobre cuerpos de agua situados en propiedad privada, de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.”.


c) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “concesiones” la siguiente frase “,cualquiera sea el tipo de cultivo,”.


d) Agrégase el siguiente inciso final:

“Se exceptúa asimismo del pago de la patente a los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura afectados por catástrofes naturales a que se refiere el artículo 142 letra e), por el término que dure este evento.”.


12) Agréganse los siguientes artículos 90 bis y 90 ter:


“Artículo 90 bis. Los viveros y los centros de matanza en bienes nacionales de uso público requerirán de una autorización de la Subsecretaría para su funcionamiento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental que sean previstos en los reglamentos dictados conforme al procedimiento establecido en los artículos 86 y 87 de esta ley. Deberán dar cumplimiento, asimismo, durante su operación, cualquiera sea el régimen de propiedad de los bienes en que se encuentran, a las obligaciones y prohibiciones establecidas en los reglamentos señalados.


Los requisitos y el procedimiento para otorgar la autorización a que se refiere el inciso precedente se establecerán en el reglamento.


Los permisos o concesiones sobre bienes nacionales de uso público que se requieran para el ejercicio de estas actividades se regirán por las disposiciones sobre concesiones marítimas.


Artículo 90 ter. Las resoluciones que autoricen la operación de viveros o centros de matanza en bienes nacionales de uso público o que las modifiquen en cualquier forma serán inscritos por el Servicio en el registro. Los titulares de centros de matanza en terrenos privados deberán inscribirlos de conformidad con lo dispuesto en el reglamento, previa acreditación del cumplimiento de los requisitos sanitarios y de protección ambiental señalados en el artículo anterior.


Para los efectos de esta ley, será siempre responsable del cumplimiento de la normativa, el titular de la correspondiente inscripción.

Los titulares de viveros y centros de matanza deberán informar respecto del abastecimiento, existencias y cosechas de las especies, según  corresponda, de conformidad con el reglamento.


El Servicio eliminará del registro la inscripción de las pisciculturas, los centros de cultivo que utilizan cursos o cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en la misma heredad y los centros de matanza en terrenos privados, que no informen operación por el plazo de cuatro años en las condiciones señaladas en el reglamento, pudiendo ampliarse por un año en el evento de caso fortuito o fuerza mayor. 


Asimismo, será dejada sin efecto la autorización otorgada para la operación de viveros y centros de matanza en bienes nacionales de uso público en los casos en que sus titulares no hubieren informado la operación por un plazo de cuatro años.”.


13) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 113:


“Las personas naturales o jurídicas que realicen actividades de acuicultura y entreguen información falsa acerca de la operación de los centros de cultivo de que sean titulares a cualquier título, serán sancionados con multas de 50 a 300 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la sanción se duplicará.”.


14) Reemplázase el inciso primero del artículo 118, por los siguientes incisos:


“El que ejerciere actividades de acuicultura a cualquier título u otra de las actividades sometidas a los reglamentos establecidos de conformidad con los artículos 86 y 87 y no adoptare las medidas de protección dispuestas en ellos, será sancionado con una multa de 50 a 3.000 unidades tributarias mensuales. Si la infracción se refiere al incumplimiento de las medidas de protección dispuestas en los artículos 88 ó 90, la sanción será una multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.


El titular de una concesión o autorización de acuicultura que infringiere la prohibición establecida en el inciso segundo del artículo 80 ter será sancionado con multa de 100 a 3.000 unidades tributarias mensuales. La misma multa se aplicará a quien celebre con el titular de la concesión o autorización de acuicultura cualquier negocio jurídico prohibido de conformidad con el artículo 80 ter.”.

15) Modifícase el artículo 142 de la siguiente forma:


a) Reemplázase la letra c) por la siguiente: 

“c) Incurrir, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de comisión de la primera infracción, en tres infracciones sancionadas de conformidad con el inciso primero del artículo 118.”.


b) Reemplázase la letra e) por la siguiente:


“e) No iniciar operaciones en el centro de cultivo dentro del plazo de un año contado desde la entrega material de la concesión o autorización, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada en conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 bis; o paralizar actividades por más de dos años consecutivos, sin perjuicio de la ampliación de plazo otorgada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 bis. 


Para estos efectos, se entenderá que existe operación cuando la actividad del centro es igual o superior a los niveles mínimos de operación por especie y área que se establezcan mediante reglamento. En ningún caso el reglamento podrá establecer como operación mínima anual más del 50% de la operación máxima prevista cada año para el centro de cultivo en la resolución de calificación ambiental.


En el caso de acreditarse la fuerza mayor o caso fortuito, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, podrá autorizar por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año.


Sin perjuicio de lo establecido en los párrafos precedentes, en los casos de catástrofes naturales que afecten un área determinada, declaradas por la autoridad competente y que impidan la realización de actividades de cultivo sobre una o más especies, la Subsecretaría de Marina o Pesca, según corresponda, otorgarán de oficio una prórroga para iniciar o reanudar las actividades en los centros de cultivo afectados. En estos casos los titulares de las concesiones o autorizaciones respectivas estarán exentos del pago de la patente única de acuicultura durante el período de prórroga decretada.


El titular de la concesión o autorización de acuicultura sólo podrá acreditar la instalación de estructuras y las actividades señaladas en los incisos precedentes a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63.”.



c) Agréganse las siguientes letras g) y h):

“g) Haber sido sancionado por infringir la prohibición a que se refiere el inciso segundo del artículo 80 ter.


h) Haber sido sancionado tres veces, dentro del plazo de dos años contados desde la fecha de la comisión de la primera infracción, por la entrega de información falsa, de conformidad con el artículo 113 de esta ley.”.


Artículo 2°.- Decláranse vigentes las concesiones y autorizaciones de acuicultura que a la fecha de la presente ley hubieren incurrido en alguna de las causales de caducidad establecidas en las letras a), b), c), e) y f) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura sólo cuando cumplan con las siguientes condiciones:


a) Que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley no se hubiere declarado la caducidad por resolución de la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, o no se hubiere resuelto el recurso administrativo establecido en el artículo 142 de la citada ley interpuesto en contra de la resolución que declara la caducidad. 


b) Que hubieren informado abastecimiento, existencia o cosecha durante los años 2001, 2002, 2003 ó 2004, a través de los formularios entregados oportunamente de conformidad con el artículo 63 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Este requisito no será exigible a las concesiones y autorizaciones de acuicultura que hubieren sido publicadas a partir del año 2004.

c) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra b) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, deberá además acreditarse el pago de las patentes de acuicultura adeudadas o la celebración de un convenio de pago dentro del plazo de 6 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. La Tesorería podrá otorgar hasta dos años de plazo para proceder al pago de las patentes atrasadas.


d) En el caso que la causal de caducidad corresponda a la prevista en la letra f) del artículo 142, de la Ley General de Pesca y Acuicultura, la sucesión deberá dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 82 de la misma ley en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo 1°.- Los titulares de concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas a la fecha de publicación de esta ley, cuyo acto administrativo de otorgamiento no hubiere sido publicado o se hubiere efectuado la publicación fuera del plazo establecido por la normativa vigente a su fecha y no hubieren sido dejados sin efecto o se encontrare pendiente el recurso administrativo interpuesto por este motivo, deberán publicar el acto de otorgamiento dentro del plazo de seis meses contados desde la fecha de publicación de esta ley. El no cumplimiento de dicha obligación importará la extinción del acto administrativo correspondiente.


Artículo 2°.- En el caso de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley se encuentren dentro del primer año de su vigencia contado desde la publicación del extracto de la respectiva resolución en el Diario Oficial, el plazo de inicio de operaciones se contará a partir de la fecha de la entrega material. Para estos efectos, deberán cumplir con la obligación de requerir la entrega material dentro del plazo de tres meses contados desde la publicación de la presente ley, bajo apercibimiento de dejar sin efecto la resolución.


Artículo 3°.- Dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, las concesiones y autorizaciones de acuicultura otorgadas podrán ser objeto de transferencias y arriendos de conformidad con el régimen vigente a dicha fecha. Al mismo régimen quedarán sometidas las solicitudes ingresadas al Servicio Nacional de Pesca hasta el 1 de junio de 2004, por el término de un año contado desde la fecha de publicación de la resolución de la Subsecretaría de Pesca o de Marina, según corresponda, que otorga la concesión o autorización.


Serán autorizadas por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, conforme al régimen señalado en el inciso anterior, sólo las solicitudes para transferir y arrendar presentadas dentro de los plazos indicados.

Vencidos los plazos antes señalados las concesiones o autorizaciones de acuicultura indicadas en el inciso anterior quedarán sometidas al régimen establecido en el artículo 80 bis.  

Los solicitantes de concesiones de acuicultura ingresadas al Servicio Nacional de Pesca a partir del 2 de junio de 2004 y que a la fecha de la presente ley no hubieren obtenido concesión o autorización de acuicultura, podrán optar por quedar sometidos al régimen establecido en el artículo 80 bis pagando, dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de esta ley, un monto equivalente a 42 unidades tributarias mensuales por cada hectárea o fracción de hectárea de la solicitud, con un máximo de 210 unidades tributarias mensuales, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77. Si el solicitante no realiza el pago, lo realiza fuera de plazo o por un monto inferior al señalado, se entenderá que renuncia definitivamente a esta opción, quedando sometida la solicitud al régimen del artículo 80 ter.


Las solicitudes de autorización de acuicultura para operar pisciculturas que se encontraren pendientes a la fecha de publicación de la presente ley y que cumplan con los requisitos previstos en los artículos 86 y 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, serán remitidas por la Subsecretaría de Pesca al Servicio Nacional de Pesca para su inscripción en el Registro Nacional de Acuicultura. Las demás serán remitidas a sus titulares con carta certificada que indique la circunstancia por la cual no ha podido procederse a su inscripción.


Se entenderá por pisciculturas, los centros de cultivo instalados en terrenos de propiedad privada que utilizan derechos de aprovechamiento de aguas obtenidos de conformidad con lo dispuesto en el Código de Aguas.


Artículo 4°.- Mientras no se dicte el reglamento que fija los niveles mínimos de operación por especie y área, se aplicará el requisito de operación vigente a la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 5°.- Dentro del plazo de dieciocho meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, procederán a declarar la caducidad de las concesiones o autorizaciones de acuicultura que no sean beneficiadas con la declaración de vigencia prevista en el artículo 2° de la presente ley. 


En los casos en que la causal de caducidad sea la letra e) del artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, corresponderá a la Subsecretaría de Pesca solicitar la declaración de caducidad correspondiente, previo informe del Servicio.


Tratándose de concesiones de acuicultura, previo a la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá verificar si se hizo ocupación del sector otorgado en concesión. Si no se hubiere ocupado el sector, no se cobrarán las patentes adeudadas a esa fecha. En este caso, junto con la declaración de caducidad, la Subsecretaría de Marina deberá descargar las patentes de acuicultura que se hubieren informado a la Tesorería General de la República.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de octubre de 2005, con asistencia de los Honorables Senadores señores Avila (Presidente), Martínez, Ríos y Ruiz de Giorgio.


Sala de la Comisión, a 17 de octubre de 2005.






(Fdo.):Mario Tapia Guerrero,





Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES SEÑORES CHADWICK, COLOMA, FERNÁNDEZ, LARRAÍN , NOVOA Y STANGE, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE EXIME A CARABINEROS DE RESPONSABILIDAD PENAL POR EL USO DE ARMAS EN CUMPLIMIENTO DE SUS FUNCIONES

(4016-07)


Las medidas que el legislador debe adoptar para otorgar seguridad a la población frente a la acción de los delincuentes, no pueden prescindir de la acción de Carabineros y de la Policía de Investigaciones. Son ellos quienes deben actuar en forma eficaz y oportuna en la detención de quienes han cometidos delitos, especialmente aquellos que afectan mayoritariamente a las personas y que constituyen la base real de la sensación de desprotección, por una parte, y de impunidad, por la otra.

Sin desconocer que la reforma procesal penal ha constituido un avance significativo en la defensa de los derechos de las personas, no es menos cierto que es necesario avanzar en materia de fondo, esto es de responsabilidad penal, en la línea de otorgar protección y mayores atribuciones a los efectivos de Carabineros y la Policía de Investigaciones frente a casos graves.

Aparte de las normas generales sobre legítima defensa, contenidas en el artículo 10 del Código Penal, existen normas especiales en el Código de Justicia Militar para el caso en que los uniformados deban emplear armas en el cumplimiento de sus funciones.

Se trata de normas aplicables a todos los efectivos de las F.F.A.A. y Carabineros y que distinguen entre diversas situaciones de hecho, ninguna de las cuales, sin embargo, se hace cargo del peligro que corre un efectivo policial en el combate a la delincuencia.


En efecto, el artículo 410 del Código de Justicia Militar, exime de responsabilidad al Carabinero que, haciendo uso de su arma, actúa en defensa propia o de persona a la que deba proteger en razón de su cargo.

El artículo 411 del mismo cuerpo legal, por su parte, contiene una eximente de responsabilidad penal por uso de armas en contra de un preso o detenido que huya y no obedezca a las intimaciones de detenerse. Como se observa, se trata de una hipótesis que supone encontrarse ante un sujeto que reviste procesalmente la calidad de preso o detenido y que el Carabinero efectúe intimaciones a detenerse, según la reglamentación institucional. Ello se materializa en disparos al aire y voces de alerta que, no obstante ser pertinentes al caso específico, no permiten que Carabineros pueda enfrentar otras situaciones de peligro en el momento de asumir la detención de delincuentes de alta peligrosidad.

El inciso segundo de dicha disposición exige, para la aplicación de la eximente, un requisito adicional que consiste en la concurrencia de una necesidad racional del uso de las armas. La ausencia de este elemento hace improcedente la aplicación de la eximente y sólo habilita al tribunal a considerar esta circunstancia como una simple atenuante de la responsabilidad, pudiendo rebajar la pena en su yirtud, en uno, dos o tres grados.
No obstante, el carácter excesivamente restrictivo de la disposición en cuestión, no ha impedido la decidida y eficaz acción de Carabineros en el cumplimiento de los deberes que le establece la ley.

Finalmente, el artículo 412 hace extensiva la aplicación de la norma anterior al caso en que se haga uso de armas contra una persona que desobedezcan o traten de desobedecer la orden judicial que el funcionario tenga orden de cumplir, habiéndosela previamente intimado.

Por otra parte, el artículo 23 bis del Decreto Ley 2.460 de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones, contempla una causal de exención de responsabilidad penal por actos en que haga uso de sus armas de servicio, más amplia que la que las disposiciones transcritas del Código de Justicia Militar reconocen a Carabineros.

La citada norma, exime de responsabilidad criminal al funcionario de la Policía de Investigaciones que se viere obligado a hacer uso de armas para rechazar alguna violencia o vencer alguna resistencia contra la autoridad, con el objeto de cumplir un deber que establezca el Decreto Ley en que se haya contenida.

Como se observa, la eximente es mucho más extensiva que el conjunto de las tres hipótesis que contempla el Código de Justicia Militar en relación a Carabineros, por lo que no se ve razón alguna que justifique el distinto tratamiento que confiere el ordenamiento jurídico a ambas instituciones policiales en el ejercicio de sus funciones.

Por ello es que se propone la introducción de una norma de idéntico alcance para los miembros de Carabineros de Chile, extendiendo, adicionalmente, el conjunto de deberes en cuyo cumplimiento ambas policías gozarán de exención de responsabilidad penal a todos aquellos que se encuentren establecidos por ley en el ordenamiento jurídico y no sólo aquellos que contemplan las respectivas leyes orgánicas.

Ello explica la modificación que proponemos introducir a la antes citada disposición de la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones, especialmente considerando que los deberes que se imponen a ambas instituciones se hayan dispersos en un conjunto de disposiciones inorgánicas.

Del análisis de las normas transcritas se concluye que las herramientas que otorga el ordenamiento vigente resultan insuficientes para el eficaz cumplimiento de las funciones policiales preventivas que se imponen a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones.

La excesiva restricción de la regulación de las causales de exención de responsabilidad penal que se reconocen a las policías por el uso legal de sus armas, atenta seriamente contra aquel objetivo.

El presente proyecto tiene por objeto fortalecer la acción policial, extendiendo las hipótesis de exclusión de la responsabilidad penal por actos realizados en el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico impone a las policías.

Finalmente, el proyecto se pone en el caso de que los antecedentes sean enviados, indistintamente a la justicia ordinaria o del fuero castrense; en este caso, de acuerdo con la norma propuesta, será competente para aplicar la eximente el tribunal que primero conozca del caso, conforme a las normas de la prevención en materia de competencia.

Por estas consideraciones es que venimos en proponer a este Honorable Senado el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Artículo 1º.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al Código de Justicia Militar:
a) Agrégase el siguiente inciso tercero al artículo 411 del Código de Justicia Militar: "En todo caso, estará exento de responsabilidad penal el Carabinero que, con el objeto de cumplir un deber establecido por la ley, haga uso de sus armas para rechazar alguna violencia o vencer alguna resistencia contra la autoridad.".
b) Sustitúyase el Nº 2 del artículo 3º del Código de Justicia Militar por el siguiente: "2º Cuando se trate de delitos cometidos por militares en el ejercicio de sus funciones o en comisiones de servicio. No obstante, tratándose de los casos señalados en el inciso final del artículo 10 del Código Penal, será competente el tribunal que hubiese prevenido en su conocimiento".
Artículo 2º.- Sustitúyase la expresión "este decreto ley" por "la ley", en el artículo 23 bis del Decreto Ley 2460 de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile.

(Fdo.):ANDRÉS CHADWICK PIÑERA, Senador.-J.ANTONIO COLOMA CORREA, Senador.-SERGIO FERNÁNDEZ FERNÁNDEZ, Senador.-HERNÁN LARRAÍN FERNÁNDEZ, Senador.-JOVINO NOVOA VÁSQUEZ, Senador.-RODOLFO STANGE OELCKERS, Senador.

13

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR SEÑOR ORPIS, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY RELATIVO A LA PENALIDAD APLICABLE AL TRANSPORTE ILÍCITO DE DROGAS ESTUPEFACIENTES O PSICOTRÓPICAS Y DE PRECURSORES O MATERIAS PRIMAS QUE SIRVAN PARA OBTENERLAS

(4017-07)

Durante la corta vigencia de la ley Nº 20.000 sobre tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, publicada recientemente el 16 de febrero del año en curso, ha sido posible detectar algunos vacíos que limitan la eficiencia de la lucha contra el narcotráfico con los instrumentos que provee la ley.

Es así como se ha observado que uno de los importantes eslabones en la cadena de comercialización de la droga, esto es, el transporte de las sustancias o de sus precursores, no cuenta con una sanción eficaz que, más allá de la pena privativa de libertad que pueda aplicarse, impida a los delincuentes volver a ejercer la actividad a través de la cual participaban del tráfico ilícito de drogas.

Ello incide, en los hechos, en que los condenados por esta clase de delitos cumplan sus condenas, muchas veces reducidas o remitidas, y posteriormente vuelvan al negocio de la droga realizando la misma actividad que desempañaban andes de la condena.

Resulta ilustrativo tener a la vista las estadísticas de la Policía de Investigaciones en relación con el ingreso de droga a Santiago proveniente de la Primera Región, a la que represento. Entre el 1º de enero de 2004 y el 31 de diciembre de 2004, se incautaron 79 vehículos en un total de 167 procedimientos policiales, en los cuales se incautaron 2.699.595 gramos de clorhidrato de cocaína y 225.949 gramos de pasta base de cocaína.

En tanto, entre el 1° de enero y el 31 de agosto del presente año, se han realizado 189 procedimientos en los cuales se han utilizado 107 vehículos, incautándose 814.355 gramos de clorhidrato de cocaína y 553.768 gramos de pasta base de cocaína.

Por esto se hace imprescindible, para romper el círculo de la droga, sacar definitivamente de ciertas actividades lícitas a las personas que, a través de ellas, han participado en el tráfico ilícito de estupefacientes.

En tal sentido, el proyecto que sometemos a vuestra consideración propone introducir dos modificaciones a la Ley Nº 20.000, agregando a la pena privativa de libertad con que actualmente se sanciona el tráfico y microtráfico de estupefacientes y precursores de los mismos, la cancelación definitiva de la licencia de habilitación para el desempeño en labores de transporte, sea este aéreo, marítimo o terrestre.

Distinguimos entre tráfico y microtráfico en razón de la misma distinción introducida por esta reciente normativa. Ello nos obliga a extender la pena que proponemos también al tráfico de pequeñas cantidades de drogas o estupefacientes para, por una parte, responder a las exigencias del principio de igualdad ante la ley y, por otra, cerrar toda posible evasión a la sanción que pretendemos introducir.

Por todas estas consideraciones es que venimos en someter a vuestra consideración el siguiente:
PROYECTO DE LEY
Artículo único.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la Ley Nº20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas:
a) Introdúzcase el siguiente inciso tercero al artículo 2º: "El transporte aéreo, terrestre o marítimo de las sustancias a que se refiere el inciso primero será sancionado, además, con la cancelación definitiva de la respectiva licencia".
b) Introdúzcase el siguiente inciso tercero al artículo 4º, pasando el actual a ser cuarto: "El transporte aéreo, terrestre o marítimo de las sustancias y en las cantidades a que se refiere el inciso primero, será sancionado, además, con la suspensión de la respectiva licencia por el lapso de veinte años.".
(Fdo.):JAIME ORPIS BOUCHON,

Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE DIVERSOS SEÑORES SENADORES MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN A SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE LA ASIGNACIÓN DE ZONA DE LOS FUNCIONARIOS FISCALES DE LA PROVINCIA DE PALENA Y DE LA REGIÓN DE AYSÉN SE CALCULE SOBRE LA BASE DEL SUELDO IMPONIBLE

(S 829-12)

Honorable Senado: 

La Asociación Nacional de Empleados Fiscales, “ANEF”, provincia de Palena, ha solicitado apoyo parlamentario para una modificación legal, pero cuya iniciativa es de exclusividad del Presidente de la República.

En efecto, los funcionarios fiscales que prestan sus servicios en las provincias de Palena, y Región de Aysén perciben una asignación de zona ascendente al 90%, 105% y 70% respectivamente, tal como lo dispone el DL 249 de 31.12.1973, calculada sobre el sueldo base. Es de todos conocido que la remuneración base no ha experimentado aumentos o reajustes que correspondan a la realidad de lo percibido por los trabajadores; pero a éstos se les engrosa sus remuneraciones con asignaciones especiales.

Pero, la forma de aplicar el cálculo de las asignaciones tiene sus excepciones, toda vez que para el personal médico y afines, Fuerzas Armadas y empleados del Poder Judicial se tiene como base el sueldo imponible en el porcentaje establecido en la Ley. Respecto de los funcionarios del Poder Judicial tienen un tratamiento especial, dado que para estos efectos se considera el sueldo base de la escala de remuneraciones contenidas en el DL 249, ya citado, más la asignación de antigüedad y la suma resultante se aumenta en un 100%.

Lo que pretenden los trabajadores fiscales recurrentes, consiste en que la asignación de zona se calcule sobre la base del sueldo imponible, que es el monto realmente percibido por los trabajadores en retribución de la prestación de sus servicios y no en relación a la ficción legal que es en la actualidad el sueldo base y que en la práctica ha pasado a ser una mera referencia numérica.

Para comprender el fundamento de esta aspiración de los Empleados Fiscales, es necesario considerar que la Provincia de Palena y la Región de Aysén son quizás las regiones más aisladas del país y por lo tanto el transporte de mercaderías o el valor de pasajes aumenta considerablemente en relación con el resto del país.

Para dar cumplimiento legal a esta aspiración se requiere modificar el Art. 7 del DL mencionado, señalando que los porcentajes se calcularán para los trabajadores a quienes se aplica la escala del Artículo de esa norma, sobre el “sueldo imponible”.

Consecuentemente, solicitarnos de los Honorables integrantes de este Senado la adopción de este acuerdo y transmitirlo al señor Presidente de la República para que se estudie la posibilidad del envío del Mensaje correspondiente.
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE INTRODUCE UNA DISPOSICIÓN TRANSITORIA AL DECRETO LEY N° 3.063, DE 1979, SOBRE RENTAS MUNICIPALES

(4013-06)


Con motivo del Mensaje, Informe, Certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:




“Articulo único.- Agrégase el siguiente artículo 6º transitorio, nuevo, en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:


“Artículo 6º.- Para los efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 39 de esta ley durante el año 2005, el monto global por concepto del aporte adicional que las municipalidades de Providencia, Vitacura y Las Condes deben efectuar al Fondo Común Municipal, será de 35.000 unidades tributarias mensuales, distribuido en la forma indicada en el mencionado artículo.


En el caso que los municipios opten, en el año 2005, por efectuar aportes equivalentes a la Corporación Cultural de la Municipalidad de Santiago, según lo dispuesto en el inciso segundo del referido artículo 39, aquéllos podrán ser enterados en la forma y en la oportunidad que se establezca en el convenio que se suscriba al efecto entre los municipios que opten por esa modalidad y la citada Corporación.


Con todo, a contar del año 2006, los aportes que cada una de las municipalidades indicadas deba efectuar al Fondo Común Municipal, serán integrados de acuerdo con lo dispuesto por el mencionado artículo 39.”.”. 

*******


Hago presente a V.E. que el  artículo único del proyecto fue aprobado en general y en particular con el voto a favor de 82 Diputados, de 113 en ejercicio, dándose cumplimiento a lo estatuido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Dios guarde a V.E.
(Fdo.):GABRIEL ASCENCIO MANSILLA, Presidente de la Cámara de Diputados.-ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, Secretario Accidental de la Cámara de Diputados.

� El reglamento sobre el secreto o reserva de los actos y documentos de la Administración del Estado se estableció mediante el decreto Nº 26, de 2001, del Ministerio Secretaria General de la Presidencia.


 


� Manuales Jurídicos Nº 57, 2ª Edición, Santiago, 1958, Ed. Jurídica de Chile, p. 95. 


� Tratado de Derecho Constitucional, Tomo VI, Congreso Nacional, 2ª Edición, Santiago, 2000, Ed. Jurídica de Chile, p. 24.


� Derecho Constitucional, Tomo I, 2ª Edición actualizada, Santiago, 2002, Ed. Jurídica de Chile, p. 15.


� Ley 20.066, publicada en el Diario Oficial el 7 de Octubre de 2005.





� Artículo 9º, inciso final, de la ley Nº 20.066: “Sin perjuicio de lo anterior, el juez, en la sentencia definitiva, fijará los alimentos definitivos, el régimen de cuidado personal y de relación directa y regular de los hijos si los hubiere y cualquier otra cuestión de familia sometida a su conocimiento por las partes.”.





� “Artículo 71.- Medidas cautelares especiales. En cualquier momento del procedimiento, y aun antes de su inicio, de oficio, a solicitud de la autoridad pública o de cualquier persona, cuando ello sea necesario para proteger los derechos del niño, niña o adolescente, el juez podrá adoptar las siguientes medidas cautelares:


 


a) Su entrega inmediata a los padres o a quienes tengan legalmente su cuidado;


b) Confiarlo al cuidado de una persona o familia en casos de urgencia. El juez preferirá, para que asuman provisoriamente el cuidado, a sus parientes consanguíneos o a otras personas con las que tenga relación de confianza;





c) El ingreso a un programa de familias de acogida o centro residencial, por el tiempo que sea estrictamente indispensable;





d) Disponer la concurrencia de niños, niñas o adolescentes, sus padres, o las personas que los tengan bajo su cuidado, a programas o acciones de apoyo, reparación u orientación, para enfrentar y superar las situaciones de crisis en que pudieren encontrarse, e impartir las instrucciones pertinentes;





e) Suspender el derecho de una o más personas determinadas a mantener relaciones directas o regulares con el niño, niña o adolescente, ya sea que éstas hayan sido establecidas por resolución judicial o no lo hayan sido;





f) Prohibir o limitar la presencia del ofensor en el hogar común;





g) Prohibir o limitar la concurrencia del ofensor al lugar de estudio o de trabajo del niño, niña o adolescente. En caso de que concurran al mismo establecimiento, el juez adoptará medidas específicas tendientes a resguardar los derechos de aquéllos;





h) La internación en un establecimiento hospitalario, psiquiátrico o de tratamiento especializado, según corresponda, en la medida que se requiera de los servicios que éstos ofrecen y ello sea indispensable frente a una amenaza a su vida o salud, e





i) La prohibición de salir del país para el niño, niña o adolescente sujeto de la petición de protección.


 


En ningún caso, podrá ordenarse como medida de protección el ingreso de un niño, niña o adolescente a un establecimiento penitenciario para adultos.


 


La resolución que determine la imposición de una medida cautelar deberá fundarse en antecedentes que sean calificados como suficientes para ameritar su adopción, de los que se dejará expresa constancia en la misma.


 


Para el cumplimiento de las medidas decretadas, el juez podrá requerir el auxilio de Carabineros de Chile.


 


Cuando la adopción de cualquier medida cautelar tenga lugar antes del inicio del procedimiento, el juez fijará desde luego la fecha en que deberá llevarse a cabo la audiencia preparatoria, para dentro de los cinco días siguientes contados desde la adopción de la medida.


 


En ningún caso la medida cautelar decretada de conformidad a este artículo podrá durar más de noventa días.”.





� Esta norma se está modificando en el Boletín 3.465-07, actualmente en su último trámite constitucional. La modificación consiste en que, en caso que el imputado que es juzgado en juicio simplificado reconozca su participación en los hechos, no podrá ser castigado con una pena mayor a la que señale el requerimiento del fiscal, que puede solicitar la de presidio hasta por 540 días.
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